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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrió, además, el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Hugo Lavados Montes.

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 19 señores Senadores.

El señor NOVOA (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor NOVOA (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 29ª y 30ª, ambas ordinarias, en 30 de junio y 1 de julio del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor NOVOA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios 



Seis de la Honorable Cámara de Diputados: 

 

Con el primero comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que establece una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos (boletín N° 6.174-05). 



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes. 

 

Con el segundo informa que prestó su aprobación a la modificación propuesta por el Senado al proyecto que complementa la ley que introduce modificaciones al Código Penal en la regulación de ciertos delitos contra la Administración Pública (boletín N° 6.476-07). 

 

--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes. 

 

Con el tercero hace saber que acordó, previa conformidad del Senado, el archivo del proyecto, iniciado en moción de los Senadores señores Horvath, Prokurica y ex Senador señor Viera-Gallo, que introduce diversas modificaciones a la ley Nº 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente (boletín Nº 3.286-12). 

 

--Se toma conocimiento y se accede a lo solicitado.

 

Con el cuarto comunica que aprobó el proyecto que adelanta la transición del sistema de pensiones solidarias establecido en la ley N° 20.255 (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.590-05) (Véase en los Anexos, documento 1).
El señor NOVOA (Presidente).- Se ha solicitado que esta iniciativa pase a las Comisiones de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social, unidas.



Si le parece a la Sala, así se acordará.



Acordado.



Continúa la Cuenta.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Con el quinto oficio la Honorable Cámara de Diputados informa que aprobó el proyecto de acuerdo aprobatorio del Convenio entre Chile y Colombia para evitar la doble imposición y para prevenir la evasión fiscal con relación a los impuestos a la renta, y su protocolo (boletín N° 6.451-10) (Véase en los Anexos, documento 2).
 

--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores, y a la de Hacienda, en su caso. 

 

Con el sexto comunica que prestó su aprobación al proyecto de ley que establece normas que incentivan la calidad de atención al contribuyente por parte del Servicio de Impuestos Internos (boletín N° 6.498-05) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Hacienda. 



Cinco del Excelentísimo Tribunal Constitucional, con los que remite copia autorizada de igual número de acciones de inaplicabilidad formuladas en contra de los artículos 1° de la ley N° 19.989; 248 del Código Procesal Penal; 1°, inciso primero, de la ley N° 18.046; 34 y 161, N° 10, del Código Tributario; 274, 424, 109, 110, 499, 61, 78 y 413 del Código de Procedimiento Penal, y 483 del Código Procesal Penal.



 --Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 

Informes 



De la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura (con urgencia calificada de “simple”) (boletín N° 6.365-21) (Véase en los Anexos, documento 4).
 

De la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto ley, en segundo trámite constitucional, que faculta a las universidades estatales a establecer un mecanismo de incentivo al retiro para sus funcionarios y concede otros beneficios que indica (con urgencia calificada de “suma”) (boletín N° 6.458-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para tabla. 

Mociones 



De los Senadores señores Cantero, Horvath, Orpis, Prokurica y Romero, mediante la cual inician un proyecto de ley que regula el acceso a la información pública de las empresas que señala (boletín N° 6.602 -06) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización. 



De los Senadores señores Naranjo y Letelier, con la que inician un proyecto que establece un procedimiento de exención de multas por infracciones a la Ley del Tránsito cuando estas sean cursadas a dueños anteriores del respectivo vehículo (boletín N° 6.603-15) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.
Proyecto de acuerdo 



De los Senadores señores Naranjo y Letelier, referido al otorgamiento de un crédito especial para los alumnos de la educación superior cuyas deudas les impidan titularse (boletín N° S 1.187-12) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa la Comisión de Hacienda.

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Señores Senadores, se ha solicitado tratar sobre tabla el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, para lo cual se requiere contar con la unanimidad de la Sala. 



El Senador señor Ruiz-Esquide manifiesta que no la da.



Quiero hacer presente, en todo caso, que el Gobierno anunció su intención de poner urgencia de “discusión inmediata” a la iniciativa. Yo señalé que el Senado podía discutirla hoy en general. Finalmente, el Ejecutivo no le asignó dicha urgencia, en el entendido de que se iba a acceder a debatir la idea de legislar en esta sesión.



Sin embargo, para ello, reglamentariamente, se requiere unanimidad, la cual no ha sido otorgada. 

El señor ROMERO.- ¡Pregunte de nuevo, señor Presidente!

El señor HORVATH.- ¿Me permite? 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura del Senado sesionó en forma extraordinaria tres y cuatro veces por semana.



Durante la semana regional sus miembros concurrimos a las Regiones de Aisén y de Los Lagos para escuchar a todas las organizaciones, instituciones, sectores políticos. 



Además, la Comisión permanentemente ha efectuado su trabajo en forma abierta. Han participado parlamentarios interesados en el tema desde la primera sesión, y no solamente con motivo del presente proyecto de ley: en marzo partimos analizando esta materia a raíz de las crisis ambiental y laboral vinculadas a la acuicultura.



Por estas razones, la idea era discutir la iniciativa en general ahora. Nosotros obtuvimos en su momento la autorización de la Sala para estudiarla en general y en particular a la vez, porque su articulado, tal como venía en el mensaje y como fue aprobado por la Cámara de Diputados, no contaba con el respaldo de los integrantes de la Comisión. Ello nos permitió acordar con el Ejecutivo indicaciones que apuntan a una armonización para todos los sectores y permiten establecer una acuicultura en mejores condiciones hacia el futuro.



Como digo, la intención sería aprobar la idea de legislar esta tarde.  Desde luego, los señores Senadores dispondrían de tiempo para formular sus observaciones durante el trámite del segundo informe, igual que como ocurre respecto de cualquier proyecto.



En el caso de que no se diera la unanimidad para verlo hoy, señor Presidente, yo solicitaría del Gobierno, por respeto a todo el trabajo desarrollado por la Comisión, en el cual participaron numerosas organizaciones y parlamentarios, que le fijara urgencia de “discusión inmediata”, a fin de poder tratarlo en general en una sesión extraordinaria el día de mañana.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Sin perjuicio de la urgencia que en definitiva se asigne a la iniciativa, reglamentariamente tiene toda la razón el Senador señor Ruiz-Esquide en cuanto a que el informe debe estar a disposición de los señores Senadores al menos con 24 horas de antelación.



Ahora, si el Gobierno le quisiera poner “discusión inmediata”, no necesariamente tendríamos que citar a sesión para mañana, ya que correspondería dar cuenta de dicha calificación recién el próximo martes.



Por desgracia, creo que el Reglamento es claro en esta materia y, no obstante lo expresado por el Senador señor Horvath, el proyecto tendrá que ser tratado en una próxima sesión. Y después habrá de pasar de todas maneras a segundo informe, porque algunas de sus disposiciones deben ser revisadas por la Comisión de Hacienda.



Tiene la palabra el Honorable señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, cuando me negué a debatir el proyecto hoy, lo hice por una razón muy simple: porque ayer en la tarde, a raíz de que no teníamos conocimiento debido de él, debido a la ausencia de un Senador democratacristiano en la Comisión…

El señor PIZARRO.- ¡Nosotros no tenemos representante ahí! ¡No es ausencia!

El señor PROKURICA.- ¡Por eso que no fue…!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Eso digo: que no había un representante nuestro.



Entonces, como no lo conocíamos…

El señor NOVOA (Presidente).- Señor Senador, ¿insiste en su objeción?

El señor RUIZ-ESQUIDE.- No, señor Presidente, no voy a insistir en ella, pero quiero dejar en claro que lo hago por respeto a mis colegas, para que no tengan que venir mañana.



No obstante, quiero explicar por qué me opuse. ¡Porque no hacemos las cosas sin razón!

La señora MATTHEI.- ¡Pero no se enoje, señor Senador!

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Me opuse, primero, por lo que ya señalé. Y segundo, porque ayer el Ministro envió a mi oficina a sus asesores para pedirnos que lo tratáramos hoy día y le dimos las mismas explicaciones.



Después, mi alegato será con el Gobierno. Pero, como digo, retiro mi objeción, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- En ese caso, a fin de despejar el punto, consulto si hay unanimidad para discutir en general en el día de hoy el proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura.



Entonces, será tratado en el primer lugar del Orden del Día.

)---------------(

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señor Presidente, sobre la Cuenta?

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.  

El señor ORPIS.- En igual situación que el proyecto relativo a la  pesca se encuentra aquel que otorga beneficios a quienes trabajan en las universidades estatales. Entiendo que hoy se dio cuenta del informe de la Comisión de Hacienda.

El señor NOVOA (Presidente).- Así es, señor Senador.

El señor ORPIS.- Pues bien, se trata de una iniciativa largamente negociada, y sería importante que, así como se va a abordar la relativa a la pesca, por las mismas razones también se debatiera la otra hoy, para pronunciarnos sobre la idea de legislar.

El señor NOVOA (Presidente).- Con todo respeto, si poner todo sobre tabla pasa a constituir la regla general, creo que no vamos a funcionar bien. 



Yo me puedo comprometer -porque entiendo que hay un acuerdo unánime sobre el particular-…

El señor ORPIS.- Exactamente.

El señor NOVOA (Presidente).- … a ver ese proyecto, con preferencia, el martes de la próxima semana. Es un texto en el cual se ha trabajado bastante, pero, como dije, se dio cuenta del informe de la Comisión de Hacienda recién ahora.

El señor ORPIS.- Igual que el de la iniciativa que modifica la Ley de Pesca.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor NOVOA (Presidente).- ¡Silencio, por favor!



Lo que pasa es que no podemos poner en tabla cuatro proyectos de “discusión inmediata”, señor Senador. 



Ahora, si Su Señoría se opone a tratar hoy el de pesca, yo no tengo ningún inconveniente en debatir ahora el que le interesa a usted.



Tiene la palabra el Honorable señor  Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me sumo al interés de ver los dos proyectos, en la medida de lo posible. Pero la única forma de hacer eso es alterar el orden y tratar primero el relativo a los trabajadores de las universidades estatales, porque su debate promete ser más corto que el de la otra iniciativa, que bien puede tomarnos toda la sesión.



Entonces, lo quiero dejar planteado: la única forma de despachar rápido el proyecto de las universidades es ponerlo en primer lugar. Si no hay esa voluntad, lo más probable es que tampoco lo discutamos el martes, porque el de pesca es bastante largo.



Sin embargo, señor Presidente, mi consulta es sobre otro punto.



Entiendo que se tomó el acuerdo de tratar en Comisiones unidas de Hacienda y de Trabajo y Previsión Social el proyecto de ley que adelanta la transición de la reforma previsional. 



La pregunta es cuándo se va a ver, porque entiendo que tiene urgencia y el compromiso que deberíamos asumir es despacharlo en Sala la próxima semana. 



Por tanto, me gustaría saber si eso forma parte de la determinación que estamos tomando, esto es, que, además de verlo en Comisiones unidas, se despachará en Sala a más tardar el miércoles, para que efectivamente se pueda avanzar en la materia.

El señor NOVOA (Presidente).- El proyecto tiene urgencia “suma”. Por lo tanto, el Presidente de las Comisiones tendrá que actuar conforme a dicha calificación.



Me señala el Secretario de la Comisión de Hacienda que se está citando a sesión a los miembros de esa instancia para el próximo martes.

El señor LETELIER.- ¿Significa que se vería en Sala al día siguiente? 

El señor NOVOA (Presidente).- Eso deberán definirlo los Comités ese mismo martes.



Yo creo que no habría ningún problema, siempre que estuviera informado. En este momento ni siquiera tenemos el informe impreso. 



En todo caso, me comprometo a sugerir que sea tratado como si fuera de Fácil Despacho, a fin de…

El señor LETELIER.- Es que no va a ser de Fácil Despacho, señor Presidente.

El señor NOVOA (Presidente).- ¿No? Bueno. Entonces veremos qué ocurre.



¿Algún otro comentario sobre la Cuenta?



Senadora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, solo para hacer presente que con la Presidenta de la Comisión de Hacienda acordamos que el proyecto que adelanta la transición del sistema de pensiones solidarias fuera visto por ese organismo y por la Comisión de Trabajo, que funcionarán unidas para estos efectos, el martes 14 de julio, de 11 a 12, de manera de dejarlo en condiciones de ser tratado por la Sala durante la semana.

El señor NOVOA (Presidente).- Muchas gracias, señora Senadora.



Pasamos al Orden del Día.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DE ACUICULTURA

El señor NOVOA (Presidente).- Conforme a lo convenido, corresponde tratar en primer lugar el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de acuicultura, con informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y urgencia calificada de “simple”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (6365-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 22ª, en 2 de junio de 2009.



Informe de Comisión:



I. Marítimos, Pesca y Acuicultura, sesión 32ª, en 8 de julio de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es modificar la regulación de la acuicultura por la vía de incorporar un enfoque preventivo respecto de la aparición de condiciones ambientales y sanitarias no deseadas. Para ello, se corrige el modelo de otorgamiento y operación de los centros de cultivo y se fortalecen las facultades fiscalizadoras del Servicio Nacional de Pesca. Asimismo, se establece un aumento en el monto de la patente única de acuicultura y se otorgan mecanismos adecuados para facilitar la constitución de garantías sobre las concesiones y autorizaciones del sector.



La Comisión discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, en virtud de la autorización concedida por la Sala el 1 de julio último, y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.



En cuanto a la discusión particular, la Comisión efectuó diversas modificaciones al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, las cuales fueron acordadas en forma unánime, con excepción de cuatro.



Cabe destacar que, en el trámite de discusión en particular, el proyecto deberá ser informado también por la Comisión de Hacienda.



Asimismo, es menester dejar constancia de que las letras b) y f) del número 3) y el número 5) del artículo 1º permanente; los artículos 2º y 4º permanentes, y el artículo 2º transitorio revisten el carácter de normas de quórum calificado, por lo cual requieren para su aprobación los votos conformes de 20 señores Senadores.



Sus Señorías tienen sobre sus escritorios un boletín comparado dividido en cuatro columnas. La última de ellas consigna el texto que se propone aprobar.

El señor NOVOA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, quiero dar a conocer a Sus Señorías el trabajo realizado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.



Dicho órgano técnico abordó el análisis de la crisis acuícola en marzo, antes de la llegada del proyecto en debate, y ha examinado en detalle la situación del empleo, en lo referente a los trabajadores que quedaron cesantes a raíz de la introducción del virus ISA, del cáligus, y otras dificultades por las que atraviesa el sector.



Se han estudiado, asimismo, las medidas ambientales y las bases para el establecimiento de una nueva acuicultura.



Los antecedentes de dicha actividad en nuestro país se remontan a fines del siglo XIX, cuando sabios extranjeros -como don Federico Albert, quien también trajo especies exóticas de pino para frenar el avance de las dunas- introdujeron ejemplares foráneos con el objeto de realizar pesca de carácter deportivo y permitir una alternativa alimentaria en lagos y ríos.



Después, la CORFO; el Instituto de Fomento Pesquero, y, más tarde, durante la década de los setenta, la Agencia de Cooperación Internacional de Japón (JIICA) empezaron a introducir distintas especies salmonídeas en ríos y lagos, y, con el afán de implementar una suerte de pesquería de carácter abierto en altamar, ingresaron el salmón del Pacífico.



En la década de los ochenta se comenzó a efectuar cultivos en medios cerrados y a generar las bases para una nueva industria, que hoy se ha convertido, después del cobre, en la principal fuente de exportaciones y empleos para Chile.



En esta materia quiero ser sumamente claro, por cuanto algunas posiciones extremas plantean la erradicación de especies exóticas, lo cual -llevándolo a la exageración- implicaría eliminar los vacunos; los caballares; las aves, que forman parte de nuestro paisaje y cultura pero no son endémicos del continente americano.



En definitiva, siglos después, la acuicultura se ha transformado en una disciplina más similar a la agricultura que a la pesca extractiva.
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En el gráfico anterior Sus Señorías pueden apreciar el crecimiento de la industria en comento, que alcanza a cifras superiores a 600 mil toneladas de producción. Ello genera hasta 3 mil millones de dólares de exportación y, entre empleos directos e indirectos, 60 mil puestos de trabajo, especialmente de la Novena Región de La Araucanía hacia el sur.



Sin embargo, junto con dicho aumento han aparecido algunas situaciones de riesgo, como muy altas densidades, y el necesario apoyo de vacunas y antibióticos para combatir las enfermedades asociadas al rápido crecimiento.
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Según palabras del investigador don Daniel Nieto, en las principales empresas del sector existe un desbalance en lo que él denomina “la tríada ecológica de la enfermedad”. Es decir, cuando se produce un desequilibrio entre un huésped (en este caso, un ser vivo), el medio ambiente y los agentes patógenos, que siempre están presentes, estos se adentran y generan las crisis que ha habido en el país.
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Hay un aumento de un 76,1 % entre ambos extremos, es decir, en términos generales se ha incrementando el nimero de
ovas por cada smolt sembrado. La diferencia es mortalidad en forma importante.. En los sobreviviertes este impacto
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Tal como muestran los gráficos precedentes, la información oficial del Servicio Nacional de Pesca -disponible desde mucho antes de la crisis- evidencia cómo se hace necesario introducir cada vez más ovas y smolts para sostener el crecimiento de la industria.



Desde luego, ello no resiste en el tiempo. Y el investigador antes mencionado propone una solución por la vía del bienestar animal y de disposiciones sanitarias y ambientales.



Por lo anterior, el proyecto en análisis, además de otras medidas, tiene por objeto recuperar y mantener esta actividad no solamente desde el punto de vista financiero sino también desde el ambiental y el de la sustentabilidad.



Uno de los instrumentos con que se intentó prever la crisis en comento fue la zonificación del borde costero. Esta consiste en un ejercicio a través del cual los distintos actores (pescadores artesanales; buzos mariscadores; acuicultores; sectores del turismo, transporte y otros vinculados a cada una de estas áreas, y las propias comunidades de la costa) se ponen de acuerdo en los usos preferentes, en las compatibilidades e incompatibilidades de la utilización del borde costero y del mar interior del país.
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Sin embargo, dicho instrumento debe ser aprobado por medio de un decreto supremo.



Si se observa el cuadro anterior, se aprecia que las áreas asignadas para uso preferente del turismo aparecen en color burdeos; pero, al mirar con detención, se perciben diversos puntos que muestran concesiones acuícolas dentro de ellas. Lo anterior obedece a que la Ley de Pesca y Acuicultura tiene un rango mayor que el mencionado decreto supremo.



Ese es uno de los problemas que resuelve el proyecto que se somete a discusión de la Sala.



La Comisión escuchó a organizaciones, instituciones, grupos políticos, y, además de realizar tres o cuatro sesiones extraordinarias en la semana, celebró una bastante extensa en Puerto Aisén (centro de gravedad de la actividad acuícola en la Undécima Región), con asistencia del señor Vicepresidente de la Corporación, Senador Carlos Bianchi, quien también la integra. Además, concurrió el abogado Mario Tapia, Secretario del órgano técnico.



A otra reunión, efectuada en Puerto Montt y que duró desde las 15 hasta las 21:30, asistieron más de 500 habitantes de los lugares más alejados de la Región. En esa oportunidad nos acompañaron la Directora de la Fundación Terram, doña Flavia Liberona, y los representantes del Ejecutivo, señoras Jessica Fuentes y Edith Saa y señores Felipe Sandoval y Juan José Soto. 



Por lo anterior, junto con el Gobierno, logramos adoptar en forma paralela las bases de un acuerdo para elaborar un proyecto distinto del que la Cámara de Diputados sometió a nuestra consideración.



Originalmente, el Ejecutivo propuso establecer las llamadas “áreas de manejo sanitario”, conocidas en forma popular como “barrios”, lo cual aparece en la imagen precedente como una entrega de mar por áreas. Esto hizo reaccionar en términos bastante apasionados a grupos que se sintieron atropellados por esta suerte de loteo de borde costero en el sur.



Por tal razón, acordamos con el Gobierno suprimir ese concepto y volver -tal como se indica a continuación- a la zonificación obtenida por medio del ordenamiento de todos los sectores involucrados. [image: image6.jpg]





En virtud de lo anterior, el texto de la iniciativa que la Comisión presenta ahora a la Sala es radicalmente distinto del que despachó la Cámara de Diputados. Para su trámite se cuenta con el apoyo del Ejecutivo, pues muchas indicaciones -recuerdo que el Senado nos autorizó para analizar el proyecto en general y particular- corresponden a materias de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República.



En seguida detallaré algunas de las enmiendas que se proponen a Sus Señorías.



La zonificación del borde costero adquiere rango legal, al igual que las materias dispuestas en la Ley General de Pesca y Acuicultura. Por lo tanto, no se producirán los conflictos antes señalados; y más bien, habrá un reordenamiento a través de los instrumentos que establece el proyecto.



Los conceptos de “áreas” y “barrios” se sustituyen por el de “agrupación de concesiones” acuícolas. Estas quedan sometidas a procedimientos ambientales y a un estricto régimen sanitario: entrada y salida de los peces en las fechas acordadas, descansos en los mismos períodos, etcétera, de manera que -para decirlo en términos didácticos- una manzana mal manejada o podrida no contamine al resto.



Simultáneamente, se consagran los derechos de otros sectores -como el de los pescadores artesanales- y se agregan normas sobre bancos naturales, caladeros y rutas de navegación.



Se incorpora una serie de adiciones en las normas ambientales, particularmente en las relativas a densidad, capacidad de carga, distancias, barreras sanitarias, normas de bioseguridad, elementos de bienestar animal y estaciones de desinfección.



Un aspecto muy importante lo constituye la fiscalización. Se trata de realizar una de terreno, preventiva, real, efectiva y no vinculada a la actividad propiamente tal.



Para ello, el Ejecutivo propone crear una Subdirección Nacional de Acuicultura y, además, el cargo de Director Zonal para la Región de Aisén. Este existía solamente en Los Lagos y en Magallanes; era un vacío que había que llenar. Asimismo, llevar un registro de todas las personas y consultoras -independientes de las empresas- acreditadas para elaborar los informes técnicos, a fin de dar las garantías necesarias.



Un aspecto relevante y que amerita ser analizado es el relativo a las garantías sobre las concesiones acuícolas, lo que deberá ser estudiado por la Comisión de Hacienda en su oportunidad. Estoy hablando de una deuda con bancos, financieras y proveedores, que puede alcanzar a 3 mil millones de dólares. Y, si se evalúan las concesiones susceptibles de constituir garantías, estas son del orden de 600 millones de dólares.



Sin embargo, según los representantes de los bancos, financieras y consultoras que concurrieron a la Comisión, a esas entidades no les interesa utilizar dichas garantías para pagarse de la deuda -ello es imposible, por la cuantía de las cifras que he señalado-, sino participar como socios virtuales en la nueva acuicultura. En el fondo, que le permitan a esta hacerse de otra forma, para que con los flujos ganen ambas partes. Obviamente, no puede ser de otra manera.



Al respecto, hay disposiciones muy importantes introducidas en nuestro órgano técnico, acordadas con las organizaciones y el Ejecutivo. 



No se trata de que los bancos vayan a efectuar acuicultura -no les es factible ni lo van a hacer-, sino únicamente a posibilitar una nueva acuicultura. Y esta no se va a lograr solo con instrumentos financieros, sino también con reglas claras, transparentes; relación armónica con los otros sectores, y elementos estrictos en los campos ambiental y sanitario.



Esas nuevas condiciones y capacidades de carga del sector se encuentran definidas; la buena convivencia con los pescadores artesanales, buzos mariscadores y empresas turísticas; las áreas de conservación: parques, reservas, usos marinos múltiples protegidos; el rubro del transporte; las comunidades costeras; los prestadores de otros servicios, en fin, todo esto queda clarificado a través de las regulaciones mencionadas.



Asimismo, Chile debe generar una independencia no solo desde el punto de vista sanitario ambiental, sino también del de la sustentabilidad de la industria, con su propia producción de ovas: cambiar la circulación de ellas de norte a sur, ya que van contaminando todas las áreas, por otra más bien desde el oeste hacia el oriente y acercarla a las plantas procesadoras; asegurar que estas sean locales y regionales, y que haya una verdadera capacidad de fiscalización, independiente de las empresas.



La nueva acuicultura propuesta en la iniciativa y en los acuerdos asociados a ella será radicalmente distinta de la actual. Ingresar a los centros acuícolas y de piscicultura -por hacer una figura más bien educativa- será como entrar a las instalaciones de la NASA. No puede ser de otro modo.



Es preciso independizar todo el proceso en la parte de aguas dulces con respecto a la de aguas saladas. Para ello hay que efectuar una serie de cierres en lo concerniente tanto a los ríos y lagos no navegables como al crecimiento de la industria en aguas dulces, porque afecta su capacidad de carga.



El valor de la patente por concepto de concesiones o autorizaciones de acuicultura para peces exóticos se aumenta, de 2 a 10 unidades tributarias mensuales por hectárea, gradualmente, en 2 UTM por año, hasta el 2013. Gran parte de esa cantidad se destinará a capacitación para enfrentar la nueva realidad.



En forma paralela, se ha logrado la rebaja o condonación del monto de las patentes que deben pagar las comunidades dedicadas a la acuicultura extensiva, en particular a la de las algas a que se refiere un proyecto sobre áreas de manejo que en este momento se tramita en la Cámara de Diputados.



En cuanto a las caducidades, se incorpora una nueva causal de naturaleza ambiental, que se encuentra explicada claramente en la iniciativa. 



Con relación a la caducidad por prácticas antisindicales, esta medida se aplicará cuando un centro acuícola en particular -no la empresa completa- haya sido sancionado tres veces en el plazo de tres años por tal motivo.



Las concesiones mal ubicadas tendrán preferencia para reubicarse en las áreas en las cuales van a funcionar las agrupaciones de concesiones, de acuerdo a la zonificación. Además, no contarán con el aval del Estado.



En ese sentido, el Ejecutivo asumió compromisos adicionales al proyecto. A través de CORFO y SERCOTEC apoyará al sector turístico; y a los pescadores artesanales, mediante el Fondo de Administración Pesquero, SERCOTEC y otros medios de que dispone. 





Lo mismo se puede decir acerca de los prestadores de servicios.



No obstante, nada sacamos con ofrecerles los respaldos indicados si el día de mañana enfrentan problemas y figuran en DICOM. Esto ha de resolverse de modo paralelo.



Enseguida abordaré otras obligaciones contraídas por el Gobierno.



Con referencia a los trabajadores, se establecerá un estatuto especial que comprenda la capacitación, el alejamiento de los centros de cultivo de sus lugares de residencia, los tiempos de descanso y otras situaciones, de manera tal que sea un instrumento transparente, digno para ellos y, desde luego, posible para los empresarios.



Se generarán oportunidades de empleo para las personas que salgan del sector a raíz de la crisis, por medio de centros de colocación, capacitación, microempresas y otras actividades. Esto se podrá analizar durante la discusión en la Sala.



Finalmente, el Ejecutivo se ha comprometido a crear una nueva institucionalidad pesquera, en el sentido de instaurar una Subsecretaría de Acuicultura, a fin de que exista una verdadera instancia de investigación independiente para tomar las decisiones político-administrativas que correspondan; un instituto de desarrollo para los pescadores artesanales, y un sistema para las áreas marinas protegidas de esta actividad.



Señor Presidente y Honorables colegas, el proyecto que tenemos ante nosotros permitirá la reactivación de la acuicultura, su sustentabilidad en el tiempo y su operación armónica con otros sectores.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, estamos en presencia de una iniciativa en la que se propone el establecimiento de regulaciones donde no las hay, y a cuyo respecto es esencial, desde los puntos de vista social y de ética pública, despejar la preocupación evidenciada en otros ámbitos, sobre todo laborales y medioambientales, acerca de si ella implica privatizar o no el mar.



A mi juicio, las modificaciones que se están introduciendo al proyecto durante su discusión parlamentaria permiten señalar que con él se inicia una desprivatización del mar. 



Señalo lo anterior porque hoy, cuando un particular presenta una solicitud de concesión acuícola, la autoridad administrativa tiene la obligación de otorgársela. Por ningún medio puede dilatar o postergar esa decisión, salvo resquicios legales; pero, a la postre, fatalmente habrá de concederla.



Además, tal concesión se entrega por un plazo ilimitado, sin mediar ningún tipo de regulaciones medioambientales -recién se incluyen en el texto que nos ocupa-; con débiles exigencias sanitarias, y sin resguardos laborales. 



Posiblemente, la combinación de tales factores produjo fatalmente la situación que explica el porqué de la presente normativa: un mercado sin regulación provocó su propio colapso y no tuvo sustentabilidad.



Esa es la situación que enfrenta el país en su conjunto.



A fines de 2007 la acuicultura representaba más de 2 mil millones de dólares en exportaciones y proporcionaba alrededor de 50 mil empleos directos e indirectos, aunque algunos sostienen que con la amplitud de los indirectos llegaban a cerca de 100 mil. 



El impacto en la desocupación ha sido muy fuerte en las Regiones Décima, Undécima y Duodécima; pero, sin lugar a dudas, la más afectada ha sido la de Los Lagos.



Conforme a todas las opiniones de las organizaciones del rubro, de la comunidad científica y de las organizaciones no gubernamentales, con la sola excepción del representante de la Asociación de Productores de Salmón y Trucha -es decir, con el parecer de 90 a 95 por ciento de las personas e instituciones consultadas-, estamos asistiendo al colapso de la industria del salmón con motivo de los efectos sanitarios que provocó la sobreproducción.



Tal vez -para no aburrir a las Senadoras y a los Senadores presentes- valga solo un dato: la superficie cultivada en cuerpos de mar en Chile para la salmonicultura abarca 300 kilómetros cuadrados, y en Noruega, para la misma producción, igual volumen e idéntica cantidad de millones de toneladas, 1.300 kilómetros cuadrados.



O sea, se intentó producir donde no existían las condiciones para ello, se abusó del uso de los cuerpos de agua y se generó una producción por sobre las capacidades tanto medioambientales como laborales y sanitarias, lo que finalmente generó el colapso.




Quiero ser muy enfático para expresar que el consultor que hizo el estudio por parte de la Asociación de Bancos -no del Gobierno- señaló que nos hallábamos en presencia de deudas impagables, agregando que era mejor no discutir sobre el valor de las empresas, que era preferible no tocar el punto.



Porque, según la Encíclica papal publicada ayer, la codicia por producir de manera ilimitada y obtener rentabilidades exacerbadas generó en último término un colapso de la producción que, al menos en la Región que represento, ha originado una situación social catastrófica, de enormes dimensiones, en las provincias de Llanquihue y Chiloé, en las principales ciudades: Puerto Montt, Ancud, Castro y Quellón.



En consecuencia, señor Presidente, yo sostengo que estamos legislando para introducir en la Ley General de Pesca y Acuicultura cambios destinados a crear un nuevo tipo de concesiones acuícolas, pues permitirán llevar a cabo en el mercado de valores transacciones que hasta ahora no se pueden realizar: por ejemplo, utilizar tales concesiones como hipotecas, lo que hará factible que adquieran un nuevo valor, tanto económico como jurídico, para a la vez posibilitar la reposición de la actividad productiva y económica de la salmonicultura y, por ende, en una perspectiva de 4, 5 ó 6 años -porque esta es una crisis que no se va a resolver en un mes ni en un año, sino más bien a largo plazo-, conseguir su recuperación, aunque de ningún modo en los niveles que alcanzó, pero sí en grados que la hagan sustentable desde los puntos de vista medioambiental, laboral y sanitario.



Este es uno de los puntos que quedan pendientes del debate de la Comisión. Porque propusimos una indicación con el propósito de que las concesiones acuícolas tengan límite.



Las concesiones de obras públicas, por ejemplo, duran 30 años. Y cuando la Dirección de Vialidad entrega una, lo hace por 20.



En este caso estamos hablando de concesiones sin límite en el tiempo. Y, paradójicamente, lo que tendría que haberlas -entre comillas- valorizado las desvalorizó, pues simplemente no se cuidaron, se sobreexplotaron, se dieron como un bien no sujeto a ningún tipo de riesgo. En consecuencia, no se actuó con el espíritu cívico que correspondía desde el punto de vista de la necesidad de cuidar el bien nacional de uso público que son las aguas. Así, finalmente estamos asistiendo a una desgracia que afecta sobre todo a las familias que se encuentran cesantes.



Entiendo que el Ejecutivo comparte la idea de que las concesiones acuícolas tengan plazo y no sean ad aeternum.



Sin embargo, queda la discusión respecto de las actuales concesiones. Porque, desde mi óptica, si se reanimara la industria, si lográramos que el conjunto de las decisiones adoptadas reactivara la producción, no podría ocurrir que las nuevas concesiones tuvieran un plazo acotado y las antiguas -es decir, aquellas cuyos propietarios llevaron al desastre, al colapso económico, social y medioambiental- carecieran de límite en el tiempo y, en consecuencia, los valores de unas y otras fueran distintos, pues con ello, paradójicamente, se beneficiaría a quienes provocaron la crisis del sector y se perjudicaría a las nuevas empresas o razones sociales que quisieran iniciar actividades en la industria del salmón.



Por eso, considero que estamos ante una nueva concesión, de otro valor, tanto económico como jurídico, que avala perfectamente la adopción de una decisión legal en el sentido de que el conjunto de las concesiones, a partir de ahora, tengan un plazo en el tiempo y, por lo tanto, sean caducables en 30 años, o en 20, o en el tiempo que determine la Subdirección Nacional de Acuicultura que se pretende crear mediante la ley en proyecto.



Ese es, a mi entender, uno de los aspectos claves, aun cuando al final de cuentas la decisión no revista tanta importancia desde el ángulo económico. Porque la viabilidad del proceso obliga a que la presentación para el otorgamiento de una nueva concesión acuícola se haga con mucha antelación. No es como en el caso de las obras públicas, en que se pueden plantear distintas alternativas de licitación. A pesar del límite en el tiempo, el otorgamiento de una concesión es a muy largo plazo.



Empero, creo que el hecho de que el Parlamento decida colocar un plazo a las concesiones acuícolas tiene un enorme valor desde el punto de vista de la conciencia social en cuanto a la posibilidad de restablecer la propiedad pública sobre el bien nacional de que se trata, que lamentablemente fue depredado en los términos en que los especialistas informaron en la Comisión.



Me queda poco tiempo, señor Presidente, pero quiero abordar otras dos materias que me parecen relevantes.



Se aumenta el valor de las patentes. Aquí teníamos también un escándalo: empresas con facturaciones de 200 a 300 millones de dólares pagaban por concepto de patente cifras que francamente constituían una bofetada a las personas.



Me permití averiguar en el caso de la comuna de Puerto Montt: ¡una señora propietaria de un quiosco para venta de diarios pagaba en patente exactamente lo mismo que una gran empresa salmonera!



En consecuencia, ese era asimismo motivo de gran irritación y molestia social.



El proyecto en debate busca establecer nuevos valores. Podríamos discutir si son insuficientes. Pero con ellos al menos se inicia un proceso para incrementar el precio de las patentes.



Luego están las garantías para los pescadores artesanales.



Los representantes de ese sector concurrieron masivamente a la Comisión. Y hay en la página 3 del boletín comparado una redacción que implica recoger en la ley las preocupaciones que señalaron: “La declaración de agrupación de concesiones no afectará la libre navegación, el ejercicio de la actividad pesquera, los derechos emanados de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, ni de las concesiones marítimas o de acuicultura, que habilitan el ejercicio de actividades diversas a las señaladas en el inciso anterior.”. Con ello se busca dar satisfacción a inquietudes de los pescadores artesanales en cuanto a que pudiesen generarse verdaderos reductos cerrados que consolidaran un tipo de propiedad que finalmente atentara contra la viabilidad de su actividad al interrumpir, por ejemplo, sus vías de transporte y la factibilidad de explotación de sus caladeros o áreas de manejo.



Estimo que sobre el particular la iniciativa también contiene un avance con relación a la que nos envió la Cámara de Diputados.



Luego, la Comisión de Pesca hizo suya la redacción que se presentó durante el debate habido en la Cámara Baja en el sentido de que en el artículo 4º transitorio exista una normativa laboral específica para aquel sector.



Se trata de una solicitud formulada por los trabajadores, con quienes en particular, a mi parecer, tenemos una deuda. Más del 90 por ciento de las personas que laboran en las procesadoras de las grandes salmoneras son mujeres que llegaron de diferentes lugares del país y ahora enfrentan una situación social gravísima. 



En parte, el compromiso de establecer un reglamento laboral específico para la acuicultura vendría a salvar una grave insuficiencia que tiene la regulación de ese mercado en cuanto su especificidad ha permitido cometer todo tipo de abusos en el campo del trabajo.



La normativa laboral de carácter general no da cuenta de las singularidades de dicho sector. Por lo tanto, resulta indispensable contar con un reglamento propio que permita aplicar la legislación pertinente en el área de la acuicultura.



En otras palabras, se trata de un esfuerzo en desarrollo. No está terminado. Aquí se procura establecer una regulación donde no la hay y restituir el imperio del interés general del país sobre un sector que aparecía simplemente avalado por cifras. Pero lamentablemente, cuando ellas colapsaron, debió responder el patrimonio público, para ir en resguardo de las decenas de miles de familias de trabajadoras afectadas.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, anuncio mi voto favorable a la idea de legislar, pues considero indispensable un estudio muy a fondo sobre la regulación de la industria del salmón, sin perjuicio de que, a mi entender, el proyecto no contiene elementos que me parecen centrales en una regulación a futuro.



En Chile, la del salmón fue una de nuestras industrias estrellas durante los últimos veinte años. Se mencionó siempre como el ejemplo del modo en que este país podía aprovechar ventajas naturales y adquiridas para diversificar su matriz productiva y, fundamentalmente, su matriz exportadora.



Dicha industria nació, hace ya muchos años, de la feliz coincidencia entre iniciativas públicas y privadas. Fue la Fundación Chile, durante el Régimen militar, la que hizo la prospección y las primeras inversiones. Y la salmonicultura no surgió como producto de la operación libre del mercado y las empresas, sino que tuvo origen en una decisión -bien asumida, bien tomada- asentada en el hecho de que Chile tenía condiciones para desarrollar una industria acuícola -basada no solo en el salmón, pero donde este era también producto estrella de la acuicultura- y hacerla competitiva en las condiciones de la economía global.



Me correspondió en los años 90, como integrante de delegaciones de esta Alta Corporación, asumir un papel activo en distintas iniciativas que tomamos con el Senado y el Gobierno de Estados Unidos para prevenir los atentados al libre comercio de que fuimos objeto por parte de la industria salmonera norteamericana, situada particularmente en los estados del norte, tanto en el de Washington como en los del noreste.



Por allí debí introducirme en las lógicas del desarrollo de esa industria y su competitividad, entre las cuales se halla la circunstancia de que Chile es uno de los pocos países del mundo con aguas saladas y aguas dulces, con buenas temperaturas y con climas fríos-templados. Por tanto, tenemos al respecto una ventaja sobre Escocia, Noruega y el norte de Estados Unidos.



Y dicha industria tuvo un colapso sanitario, que derivó, por cierto, en un trastorno social -lo destacó aquí mi colega Camilo Escalona, Senador por la Décima Región- en todo lo que son Llanquihue, Chiloé y Aisén, donde el impacto del desenvolvimiento de la salmonicultura ha sido muy profundo y, en general, bastante positivo.



La cuestión estriba en que ese colapso sanitario, que terminó en una grave crisis de la economía regional, con repercusiones nacionales, era perfectamente previsible -fue previsto por distintos actores- y tuvo que ver, básicamente, con la idea, impuesta en el país de manera brutal, de que toda regulación puede ser factor de freno al desarrollo.



Esto no es Chaitén, señor Presidente. El problema no es producto de las fuerzas de la naturaleza, sino de la imprevisión económica de nuestro sistema de regulación de industrias que en todas partes del mundo son objeto de graves amenazas sanitarias y ambientales.



Esa es la cuestión.



Basta recorrer -sin necesidad de ser experto- las caletas de Chiloé para ver que la densidad de los centros de cultivo es brutal: está uno al lado de otro.



Me dicen que la densidad es muchas veces más cercana a la existente en cualquier país de salmonicultura desarrollada, como Noruega.

El señor ÁVILA.- ¡Absolutamente!

El señor GAZMURI.- Y la carga es el triple…

El señor ÁVILA.- Más que eso.

El señor GAZMURI.-…o el cuádruple.



Ahora, no hay que ser gran experto -bueno, algo supe alguna vez de sanidad animal y vegetal- para darse cuenta de que con tales concentraciones el control de epidemias se hace prácticamente imposible.



Es sabido que las especies en comento adolecen de fragilidades sanitarias. 



O sea, lo ocurrido obedece a pura imprevisión.



Por cierto, no se puede impedir del todo la transmisión de pestes y plagas. Sin embargo, en Chile existe una vieja tradición fitosanitaria, muy eficiente. Y es ahí donde tenemos regulación. 



Yo no soy salmonicultor. Empero, imagino que eliminar las pestes y enfermedades de las referidas especies no es más complejo que haber erradicado en Chile la fiebre aftosa, al punto de ser hoy país libre de ese mal. Y si aparece la mosca de la fruta en Arica, contamos con un dispositivo nacional que nos permite tener una fruticultura libre de esa plaga.



Pero en el sector de la salmonicultura -insisto-, la desregulación completa llevó a la crisis. 



Esa es la lección principal que el país debe sacar de ello.



En tal sentido, estoy de acuerdo con iniciar la legislación en proyecto.



Durante esta discusión general solo quiero hacer un punto (ya lo hizo el Senador Escalona): la concesión indefinida no tiene ninguna consistencia, ni económica, ni política, ni ambiental.



No debe ocurrir en ninguna economía de mercado moderna que sobre bienes públicos se otorguen concesiones indefinidas. Carece de sentido. Y ello no se contempla en la iniciativa. 



Por tanto, hago al respecto un reclamo al Gobierno.



Si se pretende regular, aquel es un aspecto central.



Me dicen -y eso me alegra- que en la Comisión el Ejecutivo se allanó -no está consignada aquí la indicación- a que exista un límite para la concesión.



A mi entender, no puede haber concesiones acuícolas por más de veinte años. Se trata de industrias sin un ciclo tan largo. Son altamente productivas. Y tendrán -como dije- elevadas condiciones de competitividad internacional una vez superada la crisis sanitaria (es superable, aunque tomará cierto tiempo).



Veinte años. Y es evidente.



También me dicen que el Gobierno ya comprometió el límite a las nuevas concesiones.



Entiendo que lo que falta por concesionar en la materia dice relación a la acuicultura de agua salada, básicamente en la parte sur de la Región de Aisén y en Magallanes. Porque el resto ya está totalmente concesionado.



Ahora, en cuanto a ese resto, es obvio que en la ley debemos poner también un límite, pues estamos introduciendo un régimen completamente distinto.



Y quisiera que se contara, ojalá antes de la votación, con el acuerdo del Gobierno para estas dos cuestiones: primero, que las nuevas concesiones no sean indefinidas, obviamente, como ya se encuentra acordado; y segundo, que se establezca un régimen -habrá que estudiarlo en particular después, en el detalle de la iniciativa- para que las concesiones ya otorgadas por el Estado también se sometan a un límite de 20 años, a mi juicio razonable.



De lo contrario, va a quedar una regulación completamente insuficiente en la dimensión señalada. Entiendo que, en ese primer plano, el aspecto al cual me refiero no es lo único que importa -y la normativa contiene otros desarrollos en ese sentido que conozco menos-; pero creo que lo relativo a definir la duración de la concesión constituye una cuestión muy central para una regulación adecuada de la industria y para mantener el criterio constitucional de que las aguas son de dominio público y deben ser concesionadas a particulares, con directrices y plazos definidos.



La concesión indefinida es una burla al principio constitucional de la propiedad pública de los bienes naturales. O sea, no resulta coherente declarar la propiedad pública y después establecer concesiones de dominio indefinidas. Ello fue un invento para torcer el sentido de la Carta y se empleó mucho durante los años del Régimen Militar, pero no se justifica en un país y una economía maduros.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- No haré uso de ella, señor Presidente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Puede intervenir a continuación el Honorable señor Arancibia.

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, cuando uno entra en el tema en análisis, tiene que reconocer, en verdad, los niveles de responsabilidad de una serie de actores.



Quiero asumir, en primer término, el que nos corresponde a los Senadores, a los parlamentarios. Hace siete años y medio formo parte de la Comisión de Pesca, y, durante todo ese tiempo, lo relativo a la salmonicultura, en relación con la acuicultura, nunca estuvo en debate. Era una de las vigas maestras de nuestra economía: representaba el tercer factor en las “patas” en que se sostenía. Estábamos todos felices con su desarrollo. Por lo tanto, no constituía un tema en el que era preciso ocuparse.



Parece que ello también se extendía al Ejecutivo, porque la fiscalización y control que se debió haber ejercido en el sector no se realizó en la forma que correspondía. Si no, no nos encontraríamos en la crisis que se está viviendo.



Y los salmonicultores, por último, no lo hicieron bien, en realidad.



Ese cúmulo de responsabilidades -que creo que, como país, debemos asumir- es lo que nos tiene hoy discutiendo esta solución.



Pero quiero afirmarlo con nitidez: se trata de una solución para rescatar, para potenciar, para proyectar una industria de un tremendo valor para Chile. Porque aquí se decía que no lo tiene. Ella vale mucho, en verdad. Se cuenta, en efecto, con una experiencia acumulada. Incluso de las cosas malas que se han hecho se puede obtener una enseñanza para manejarse bien. Existen instalaciones -alguien mencionaba las jaulas, a las que se suma toda la estructura que hemos visto cuando vamos al sur- con un valor per se. Y, finalmente -es lo más importante, quizás-, se ha impartido una capacitación laboral que ha estado operando en la gestación de esta actividad, que fue la tercera viga de nuestra economía.



Por eso, el país entero se halla preocupado del asunto. Y, por eso, la Comisión de Pesca ha estado trabajando como no lo había hecho nunca hasta el momento para sacar adelante esta solución de reactivación.



Y lo significativo es que, independiente del tamaño y color del salvavidas que entreguemos a una industria potentísima en sí, el proyecto de ley que tenemos encima de los escritorios -que es extenso, como se ve- contiene normas de protección del medio ambiente que son de gran relevancia. Es decir, habrá un antes y un después de la iniciativa en debate. Así que quienes experimenten inquietudes medioambientales van a encontrar en el texto la solución a muchos de los problemas que se les pueden haber planteado.



Se ha estudiado un ordenamiento territorial, pues todavía quedan espacios. Si a Magallanes, tierra maravillosa adonde la gente va a encontrarse con la naturaleza, la llenamos de jaulas, se acabó esa región. Entonces, lo que procede es un ordenamiento territorial, contenido en el proyecto en términos adecuados, para que el desarrollo de esta actividad productiva armonice con el turismo, el medio ambiente y otras áreas importantes. Creo que la normativa resulta valiosa desde ese punto de vista.



El texto contempla -y es un punto que se mencionó aquí recientemente- consideraciones de tipo laboral específicas para la gente que trabaja en el sector y que son importantísimas, con las cuales también debiéramos tener cuidado cuando vayamos a aprobarlas.



Concuerdo totalmente -lo hemos expuesto así en la Comisión- en cuanto a la duración de las concesiones. Creo que en el órgano técnico existe consenso al menos sobre ese punto. Y lo expresado aquí acerca de un requerimiento al Ejecutivo para que explicite si se encuentra abierto a que la cuestión realmente llegue a destino cuando formulemos las indicaciones correspondientes es de alto valor para concitar la voluntad de los Senadores en orden a aprobar el proyecto.



Las concesiones no pueden ser de plazo indefinido. Eso queda fuera de toda discusión.



Se hizo presente aquí que el Estado está enfrentando la difícil situación. Y es cierto: se está gastando una importante cantidad de dinero en la solución de la crisis laboral que se generó. Pero lo que el proyecto de ley pretende -ojalá de forma adecuada- es restar un poco de esa responsabilidad, de esa carga que el Estado está llevando, y traspasarla al sector privado, a la inversión privada, para hacer viable de nuevo la empresa.



Reconozco las inquietudes que intercambiamos cuando se señala: “Aquí sí que estamos privatizando el mar”. Porque el agua pasa a tener un valor per se: va a ser hipotecable, transable. Y, ciertamente, ello no puede pasar desapercibido a quienes estamos legislando.



No es la primera vez que ocurre. Destacaba recién el hecho de que las concesiones mineras, de alguna manera, se basan en el mismo concepto, es decir, primero se obtienen y después parte la explotación. A partir de ellas se obtienen los recursos para este último efecto.



Lo que quiero decir es que la fórmula que se contempla -que a algunos debe inquietar, por el concepto de privatización- es la que se ha encontrado para poder rescatar y potenciar esta tremenda industria de la salmonicultura. La otra radicaría en un aporte directo del Estado, dejando fuera a la banca y su negocio.



Y, por eso, valorizo en particular el que las concesiones tengan un plazo, que no sean eternas. El que se fijen 20 ó 30 años será algo que se discuta en la Comisión.



Pero me parece que no entrar de lleno en lo relativo a que constituyan un bien transable, hipotecable, es dejar sin destino la ley en proyecto.



Pido a mis Honorables colegas tener presente que el asunto reviste suma urgencia para la forma en que enfrentaremos la situación de aquí en adelante.



He dicho.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, no cabe duda de que todos hemos estado muy preocupados por lo que ha sucedido con la industria salmonera en nuestro país.



Desde luego, estábamos muy contentos cuando se encontraba en pleno progreso y veíamos cómo crecían permanentemente sus exportaciones. Un sector con un desarrollo que databa de tan poco tiempo y con tan poco espacio ocupado estaba llegando a vender al exterior tanto o más que la industria forestal, con millones de hectáreas plantadas, con miles de personas trabajando y que representaba un proceso de muchos años. Creíamos que se estaba materializando una nueva industria del cobre, y nos alegrábamos. 



Estimo que ahora tenemos una posibilidad muy grande de darle justamente un respaldo. La actividad salmonera ha sufrido una grave crisis, la cual ha llevado al Gobierno a ingresar este proyecto de ley al Congreso con la finalidad de definir nuevas formas de producción que sean sustentables en el tiempo y eviten la ocurrencia de problemas sociales y económicos como el actual. 



El objetivo principal que se persigue es proteger un sector que genera más de 50 mil empleos, directos e indirectos, y que ha sido y debe volver a ser una palanca fundamental para el desarrollo de las Regiones australes.



La iniciativa establece fuertes sanciones por el incumplimiento ambiental y sanitario de las empresas, y determina un nuevo ordenamiento que las obliga a coordinarse en la producción y ha sido denominado “agrupación de concesiones”. Esta última debe cumplir una serie de exigencias sanitarias y ambientales que serán fiscalizadas por la autoridad. En tal sentido, se regulan las densidades máximas de peces por centro de cultivo y se constriñe a las entidades a funcionar en consonancia.



En este aspecto, debemos destacar que la regulación resulta absolutamente necesaria.



Porque siempre nos atacan tildándonos de reguladores, pero gracias a ella mantenemos hoy día un sistema económico sano, limpio. El sistema bancario, por ejemplo, se halla depurado y se conoce claramente la responsabilidad y la solvencia de cada una de sus instituciones. ¡Todo gracias a la regulación!



En este otro caso existía una industria extraordinariamente positiva, pero sin regulación alguna. Y ya vemos adónde se ha llegado.



También la fijación del salario mínimo corresponde a una regulación. Porque si no se estableciera en 165 mil pesos, muchas personas le estarían pagando 50 mil pesos al trabajador.



Siempre somos partidarios de la regulación, porque de ese modo defendemos al más pobre, al más pequeño, y hacemos posible que todos tengan la oportunidad de trabajar.



El texto aprobado en la Comisión presenta avances muy importantes con relación al proyecto que despachó la Cámara de Diputados. Ello ratifica la positiva disposición tanto de los Senadores como del Ejecutivo para aprobar una ley de bases sólidas y que genere una salmonicultura 2.0, sustentable en el tiempo.



Se aumenta de 2 unidades tributarias mensuales por hectárea a 10 el cobro de las patentes a las empresas salmoneras. El incremento va destinado en 50 por ciento a las comunidades locales.



Se garantizan a la pesca artesanal el resguardo de sus zonas de trabajo: los llamados “caladeros” y los bancos naturales. Además, se asegura la libre navegación de los pescadores artesanales por las agrupaciones de concesiones.



Se permite hipotecar el derecho de uso de las concesiones de acuicultura. Con ello se mejora la capacidad de financiamiento de las empresas, sin modificarse en forma alguna la existencia de las primeras, pues solo se trata de la entrega del derecho de uso como garantía a instituciones financieras, las que, en caso de llevar a cabo la ejecución, pueden mantener la concesión por un tiempo limitado (3 años).



La superficie marítima y el lecho marino siguen siendo propiedad del Estado y un bien nacional de uso público. 



No media un derecho nuevo, ya que las concesiones de acuicultura existen desde hace muchos años para el uso por empresas de salmonicultura y productores de choritos y otras especies.



Se fortalece al Servicio Nacional de Pesca en sus tareas de regulación, fiscalización y cumplimiento de las normas introducidas en la ley en proyecto y en los reglamentos sanitarios y ambientales ya dictados durante el año en curso.



Por eso, señor Presidente, los Senadores de la Democracia Cristiana vamos a votar a favor de la iniciativa, ya que la consideramos sumamente conveniente y necesaria para el desarrollo e interés del país, en la medida en que dice relación a una actividad que es fuente de trabajo permanente para mucha gente.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Algunos señores Senadores me han pedido abrir la votación. No habría ninguna dificultad en hacerlo si se respeta el tiempo de los inscritos.



Sin embargo, antes ha solicitado la palabra el señor Ministro. Puede hacer uso de ella.

El señor LAVADOS (Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción).- Señor Presidente, solo deseo referirme a las concesiones, sobre las cuales se formularon dos o tres consultas directas acerca de la posición del Gobierno.



En primer lugar, las concesiones acuícolas indefinidas datan de 1991. Previamente solo existían concesiones marítimas definidas. Por lo tanto, no es una materia nueva: tiene casi dos décadas.



Y en ese momento, por cierto, no existía para nada una visión como la que hoy día mantenemos respecto al sector de la salmonicultura, especialmente.



En la Comisión de Intereses Marítimos manifesté nuestro pleno acuerdo en el planteamiento de concesiones de tiempo definido, de 30 años, y una solicitud de renovación que se presente con 8 años de anticipación al término. La razón de ello es que tiene que existir un plazo adecuado para pedir esta última, si no se han registrado dificultades debido a la naturaleza de los ciclos productivos y los compromisos que puedan haber asumido las empresas.



En cuanto a las concesiones ya otorgadas, se suscitará, con certeza, un problema constitucional derivado del derecho de propiedad existente.



Por lo tanto, en el caso del articulado en estudio, apoyamos completamente los plazos para las concesiones nuevas. Con relación a las ya otorgadas, queremos contar con un lapso para poder analizar la situación, lo que creemos que en modo alguno va a obstar para seguir avanzando con la iniciativa ni para estudiar el tema con mayor profundidad.



De lo contrario, tendría lugar un retraso con el conjunto del proyecto. Y, en realidad, lo que más nos interesa es que la actividad, por el empleo y su impacto en las Regiones, comience a recuperarse lo antes posible.



Gracias.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Recordando que algunas normas requieren quórum especial, se abrirá la votación y se respetará el tiempo de intervención de los señores Senadores inscritos.



En votación el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, he seguido relativamente de lejos la discusión, porque no integro la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura. Por tanto, no he podido participar del detalle del debate.



Sin embargo, por lo que he podido informarme, por lo que he escuchado en la Sala y por lo que acaba de expresar el señor Ministro -manifestado con franqueza, pero particularmente grave-, deseo consignar mis aprensiones sobre la iniciativa.



No cabe duda de que la crisis que enfrenta la salmonicultura reviste efectos muy negativos. Tuve la ocasión de comprobarlo en la Décima Región, específicamente en Puerto Montt. 



He conversado con dirigentes sindicales y también con algunos responsables de la industria del salmón. Y resulta evidente que aquí estamos frente a un drama regional y, además, social. 



El Senador señor Gazmuri señaló que nos encontramos en presencia de un colapso sanitario. Sin duda. Pero este no es sino la manifestación -a mi juicio, la cara más fea- de un proceso de crecimiento por completo desregulado, que ha llevado a ese sector a una situación crítica. 



Chile no inventó el virus ISA. Este es ampliamente conocido. 



Muchas personas venían advirtiendo respecto de las consecuencias que acarrearía un desarrollo inorgánico y desregulado de dicha industria. 



Se manifestó aquí la preocupación por el carácter indefinido de las concesiones. Yo comparto en plenitud tal aprensión. En el fondo, una concesión sin plazo fijo es casi una contradicción en sí misma, casi como establecer derechos de propiedad sobre un determinado bien. 



A mi juicio, no se ha puesto suficiente énfasis en lo más delicado del proyecto en debate, que va unido al asunto de la concesión indefinida. Me refiero, ni más ni menos, que a lo establecido en el artículo 81 bis, relativo a la posibilidad de constituir hipoteca sobre la concesión o autorización de acuicultura.



Dicha norma permite sostener -con bastante razón- que la iniciativa que nos ocupa está fijando un mecanismo conducente a la privatización del mar. 



Cuando se habla del borde costero, hacemos referencia a un bien de uso público. Puedo dar fe de que la Armada de Chile -desgraciadamente, ahora no se encuentra en la Sala el Senador señor Arancibia, que también manifestó su aprensión sobre el tema-, entre mucha otra gente, ha expresado de manera permanente la necesidad de mantener como principio constitutivo de la República la idea de que el borde costero y la línea de los 80 metros respecto de las más altas mareas deben ser siempre de propiedad pública, un bien de uso público. 



No obstante lo anterior, señor Presidente, el proyecto en análisis puede terminar perforando dicho principio. Se dice: “Como la industria salmonera se encuentra con dificultades -es cierto, no cabe la menor duda-, autoricémosla para entregar en hipoteca las concesiones”. ¿Qué significa esto? Que si el industrial que recibió un préstamo para financiar su actividad debe hipotecar su concesión y después quiebra, el banco se queda con ella. Además, la iniciativa plantea que la entidad bancaria no podrá mantener la concesión por más de tres años. 



¡Quiero ver qué ocurrirá cuando se presente ese caso! 



Leí con atención ayer las declaraciones de uno de los principales responsables de la industria salmonera, quien señaló que se debía modificar la Ley General de Bancos. Recordemos que, después de la crisis de los años ochenta, se estableció en Chile el sano principio del giro único. Muchos lo defendieron en este Hemiciclo. Yo no fui uno de ellos. El actual Presidente de nuestra Corporación realizó en esa oportunidad un sentido alegato en favor de aquello. 



Advierto que, producto de la situación que enfrenta la salmonicultura, se propone algo extremadamente delicado en el proyecto que nos ocupa: que las concesiones se puedan hipotecar. 



Siguiendo ese razonamiento -retomo lo que trataba de decir-, si el banco no puede quedarse por más de tres años con la concesión hipotecada al industrial salmonero que quebró, ¿qué hará con ella? La sacará a remate. ¿Quién la comprará? Es una buena pregunta. 

La señora MATTHEI.- ¡El que ponga más plata! 

El señor OMINAMI.- Esa es una posibilidad. ¿Qué implica eso? Que estamos transformando un bien de uso público en algo que se puede comprar y vender. Eso es.

La señora MATTHEI.- ¡No es así!

El señor OMINAMI.- Algo se está comprando.

La señora MATTHEI.- ¡No! ¡Significa que solo se traspasa la concesión!

El señor OMINAMI.- La Senadora señora Matthei es muy perspicaz, señor Presidente, pero no se ha dado cuenta de que mi argumentación va por otro lado.



Dado que tales concesiones se encuentran vinculadas a un proyecto empresarial altamente endeudado, pregunto qué determinación tomará el banco. Una alternativa es que el Senado, en algún tiempo más, analice un cambio a la Ley General de Bancos tendiente a terminar con el giro único, para que estos puedan capitalizar la deuda y quedarse con la concesión para explotarla directamente. 



Esa es una opción. Estoy haciendo política ficción.



De hecho, uno de los responsables de Aqua Chile -no recuerdo su apellido- manifestó que aquí había que dejarse de cuentos y enmendar la ley mencionada para acabar con el giro único, de manera que las entidades bancarias pudieran capitalizar las deudas y hacerse con la propiedad de esta industria.



Es una idea. Simplemente advierto que ella no se encuentra considerada aquí, pero está rondando en el ámbito de las posibles soluciones al problema.



En todo caso, vuelvo al tema de las concesiones. 



A mi juicio, señor Presidente, lo que plantea el proyecto -mantener la concesión indefinida con la posibilidad de constituir hipoteca- implica abrir paso a la privatización del mar. 



Me pareció muy bien que el Senador señor Arancibia -veo que ha retornado a la Sala- manifestara su aprensión al respecto. Porque no muchos en nuestro país, cuando entremos a la discusión particular de la iniciativa, comprenderán que lo propuesto aquí es en extremo delicado. 



Ahora, el señor Ministro ha dicho algo interesante: que comparte la necesidad de ponerle plazo a las concesiones. Pero, en tal caso, se presentará otro problema: la constitución de hipotecas sobre las concesiones será menos interesante. 



Respecto del problema que estoy insinuando, se dirá: “¡Qué horror! Hay un drama social (sin lugar a dudas). Miles de trabajadores que ya han perdido sus trabajos no encontrarán pronta solución”. Eso se va a plantear con mucha fuerza.



Para redondear la idea, señor Presidente -estamos en la discusión general, pero mi preocupación tiene que ver con el corazón del proyecto-, no me parece razonable que el Estado autorice a dicha industria, considerando que se ha desarrollado y producido una cantidad muy importante de divisas, a apropiarse de alguna manera de un bien de uso público, para enfrentar el drama regional y el social ocasionados por las dificultades aquí señaladas. 



Eso es lo que se está haciendo.



Es como si el Estado autorizara al dueño de una empresa en quiebra ubicada en un sector urbano a vender la casa, la calle y la vereda para salvar el empleo de los trabajadores. Para mí resulta muy importante proteger la fuente laboral de las personas, pero no de cualquier manera. 



Aquí se está poniendo en cuestión algo esencial para la República: el carácter de bien de uso público de la franja de los 80 metros. Por suerte, en la ley se establece que los peces no revisten tal calidad. ¡Era que no! 

El señor PROKURICA.- ¡Lea más, señor Senador!

El señor OMINAMI.- Al parecer, el Senador Prokurica está muy alerta. Su Señoría estaba inscrito para intervenir y no hizo uso de tal derecho… 

El señor PROKURICA.- Después de escucharlo, pediré la palabra.

El señor OMINAMI.- ¡Me parece estupendo! 



Y haremos la discusión sobre el Código de Minería y la propiedad minera, que es muy parecida a la que ahora realizamos.



Por eso, me parece muy interesante que Su Señoría se ponga nervioso.

El señor PROKURICA.- ¡Es que me llama la atención su ignorancia!

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Pido orden en la Sala.

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, lo único que digo es que la iniciativa plantea algo que no existía: la posibilidad de constituir hipoteca sobre un bien de uso público. Con ello, el derecho a uso de ese bien se va al mercado y puede ser objeto de remate.



Eso es lo que sostengo.



¿Cómo se llama eso? En rigor, puede denominarse “privatización”.



Resulta muy importante la discusión acerca de ese punto, señor Presidente.



En todo caso, mientras tal situación no se clarifique, no votaré favorablemente el proyecto.



En los minutos finales que me quedan, entregaré un último argumento.



El señor Ministro expresó -le agradezco su franqueza-: “Está bien. El Gobierno se halla dispuesto a salir del esquema de la concesión indefinida para limitarla a 30 años”.



En mi opinión, tal periodo todavía es demasiado largo.



Pero agregó otra cosa, que es lo más relevante. Dijo: “Pero las concesiones hoy día otorgadas no podrán ser modificadas”.



Entonces, ¿qué ocurre? Si se aprueba la iniciativa tal como está, de todas maneras habrá concesiones indefinidas, que además podrán ser prendadas en los bancos.



Pero  sucede que la mayor parte del borde costero -no soy experto en la materia- ya se encuentra concesionada.



Si se nos dice que constitucionalmente no se pueden afectar las concesiones ya entregadas, no obstante la buena disposición que advierto en la intervención del Senador Escalona, la idea de que aquí cambiaremos radicalmente las cosas es una ficción: no se modificará nada.



Si la mayor parte del mar ya está concesionada; si, por disposiciones constitucionales, no es factible cambiar el carácter indefinido de las concesiones ya otorgadas, y si, más encima, se podrá constituir hipoteca sobre ellas, ¿cómo se llama eso, señor Presidente?



Ese es el fondo del debate.



A mi juicio, se trata de una materia para discutirla, no en particular, sino en general.



Mientras eso no se clarifique, anuncio que no votaré a favor de la iniciativa en estudio.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Romero.

El señor ROMERO.- Señor Presidente, resulta curioso -por decir lo menos- el debate que estamos presenciando hoy en el Senado.



No cabe la menor duda de que la actividad del salmón en Chile no nació por generación espontánea. Nadie imaginó hace 30 ó 40 años que nuestro país se convertiría en una potencia salmonífera.



Para ser exactos, a fines de la década del setenta el vilipendiado Gobierno militar tomó la decisión de realizar un estudio acerca de las aguas en Chile, para lo cual se efectuó una licitación internacional. De ahí surgió un análisis profundo, científico, que demostraba que nuestras aguas eran tal vez las mejores del mundo para desarrollar esa actividad.



¿Por qué se llevó a cabo dicha investigación en 1978? Porque todas las iniciativas gubernamentales impulsadas hasta esa fecha fracasaron.



Basta recordar los convenios entre los Gobiernos de Chile y Japón, en los que se hicieron todos los esfuerzos factibles -naturalmente, hay que aplaudirlos- para realizar una siembra a través del denominado “farming” en los ríos chilenos del sur, a objeto de permitir que se recuperaran las especies salmoníferas, las cuales, al parecer, no doblaban de regreso hacia el sur de Chile, como sí sucedía en el norte de América. Había un problema de direccionamiento que impedía que los salmones regresaran a los ríos donde fueron sembrados.



¿Y qué ocurrió a partir de aquel estudio? Una cosa muy simple: el sector privado puso su capital y asumió los riesgos. Desarrolló, después de ingentes esfuerzos, de los que he sido testigo, una tremenda industria, que ha dado trabajo a miles de chilenos en el sur de nuestro país.



Pero hubo una epidemia que afectó a los salmones.



El Senador Girardi sabe de epidemias y de pandemias. Nadie se libra de ellas: ni los humanos ni las especies marinas.



En todo caso, tal epidemia no fue producto de la empresa privada, sino de situaciones que probablemente nadie -ni el Congreso ni los sucesivos Gobiernos habidos hasta ahora- pudo prever. Porque así son las cosas en ese tipo de actividades.



Nosotros debiéramos sacar conclusiones positivas y constructivas en esta materia, en lugar de estar rasgando vestiduras y señalando hechos que ninguno de quienes han intervenido esta tarde fue capaz de imaginar que sucederían en una industria tan pujante y fuerte como la salmonífera.



Me asombra que ya en el siglo XXI estemos escuchando este tipo de debates, que al final lo único que persiguen es criticar a quienes se atrevieron a asumir riesgos, a aquellos que perdieron muchos recursos financieros para hacer posible que dicha actividad fuera competitiva, lo que lograron.



Aquí había dos tipos de salmones: los del Atlántico (noruegos) y los del Pacífico.



¡Me acota un colega que también había algunos en lata...!



En concreto, hago presente a los señores Senadores que Chile pudo convertirse en una potencia salmonífera porque fuimos capaces, con iniciativas creadoras, de desarrollar la industria sobre la cual hoy debatimos.



Aplaudo hoy a quienes se esforzaron. Y quiero rendir un homenaje al investigador que hizo el estudio de las aguas para demostrar que eras las mejores. Se trata de un canadiense cuyo nombre no se me olvidará jamás: Chris Hatfield, de Vancouver.



Entonces, no cabe colocarse aquí en una posición de catones respecto de una actividad desarrollada con mucho esfuerzo.



En mi opinión, hay que sacar conclusiones positivas de las etapas que se cumplen.



En consecuencia, la iniciativa busca, una vez producidas determinadas situaciones, resolver sus efectos. Pero cumplamos ese objetivo constructivamente, no colocando regulación tras regulación. Así no se construye Chile. Ello se logra con iniciativas creadoras, con esfuerzo, y no a través de la crítica permanente, menos aún cuando nadie ha sido capaz de hacer lo que llevaron a cabo los pioneros de la industria salmonífera.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, aunque estimo mucho al Senador señor Romero, debo rebatirlo (su hermano, quien fue mi profesor, me enseñó muchas cosas importantes en medicina).

El señor ROMERO.- ¡Dijo que no aprendió mucho…!

El señor GIRARDI.- Una de ellas tiene que ver con ecología: las epidemias son de responsabilidad de los seres humanos.



¿Por qué existe la influenza A(H1N1)? Porque cambiamos el modelo de vida de otros seres vivos, de especies hermanas.



Hace 10 mil años, por ejemplo, los pollos y los cerdos eran silvestres. Hoy los domesticamos. Pero no solo eso: en el último tiempo hemos efectuado la crianza intensiva de tales animales. Basta con ir a la Sexta Región -el Senador Chadwick conoce muy bien esa realidad- para ver todas las empresas que crían cerdos, al lado de los pollos, con uso de antibióticos, de anabólicos, situaciones que son absolutamente antinatura (contrarias a lo que la naturaleza creó).



Una epidemia es la venganza de la tierra. Se generan recombinaciones a partir de situaciones que no se dan naturalmente, como el hacinamiento, la intervención de medicamentos, de antibióticos, etcétera. En ese contexto aparecen tales virus recombinados. Afectan al hombre porque convive de manera absolutamente inadecuada con cerdos y pollos, todos mezclados. Así surgen virus que nunca han existido en el planeta y que atentan contra la vida de los seres humanos. 



En el caso de los peces, pasó exactamente lo mismo. 



Junto a un Diputado que representa a la Décima Región, elevamos en el 2004 una solicitud para formar una comisión investigadora que se abocara a indagar acerca de la aplicación a granel de antibióticos en el mar. Señalamos que, si dichas sustancias se arrojaban en los fondos marinos, podían revestir tremendas consecuencias para la inmunidad de los peces, pues ellos tienen resistencias a los antibióticos. Ellas fueron investigadas, pero nunca se dio a conocer el resultado. Además, había una forma de cultivo en donde los peces vivían con niveles de oxígeno bajo debido a la eutrofización del fondo marino. Y esto ocurría porque tales especies se alimentaban en el mismo lugar donde depositaban sus heces, sin que hubiera algún control ambiental. Era como cuando se opera una mina y luego quienes lo hacen se van, dejando el hoyo y residuos, sin que haya habido un tratamiento ni nada. O sea, simplemente se busca otro lugar.



Nosotros advertimos que esto iba a tener consecuencias dramáticas para el sector, porque afectaría a los peces.



Al igual que los seres humanos, los salmones no pueden ser sometidos a niveles de hacinamiento, a daño ambiental por eutrofización, por bajos niveles de oxígeno o, como se estaba haciendo, por haber introducido antibióticos de última generación en sus alimentos como los que se utilizan para combatir el ántrax. Incluso, se llegó a usar ciprofloxacino, que es utilizado en los seres humanos. Cuando ya no hay qué dar a una persona con fibrosis quística, por ejemplo, se empieza a suministrarle, entre otros, los derivados del ciprofloxacino. 



Esta manera de entender el mundo fue la que llevó a la crisis.



Estoy de acuerdo en que hubo emprendimiento, audacia, pero no respeto del medioambiente. Los empresarios del sector fueron intrépidos, pero también responsables de la crisis. 



La manera de enfrentar hoy día el problema es mediante la entrega de un patrimonio que es de todos los chilenos. Y aquí vamos a volver a plantear que Chile sea el único país del mundo que privatice el agua, cuando, en la actualidad, es necesario recuperarla en todo el planeta. Es un bien nacional de uso público. ¡Ya habíamos perdido soberanía sobre un recurso estratégico y ahora vamos a hacer lo mismo! Para paliar una crisis económica de un sector con responsabilidad en los hechos y sin poner condiciones ambientales ni de futuro, sin zonificar ni conocer la línea de base, vamos a hipotecar una zona a perpetuidad para que los bancos les puedan entregar recursos financieros.



Y esto no solamente es ilegítimo, sino ilegal e inconstitucional, ya que no todos los empresarios chilenos al quebrar están en las mismas condiciones, ni siquiera los de una misma actividad. Un empresario pequeño no tiene las mismas ventajas que los grandes. 



Esto no va a resultar sin una política, sin una planificación, sin una zonificación. La única Región con algo de esta es Aisén. No la tienen ni Punta Arenas ni la Décima Región. ¿Y qué vamos a hacer con las áreas dañadas e intervenidas? ¿Las vamos a dejar abandonadas como se hacía en 1900 con la explotación de las mineras: quedaban los hoyos y los residuos? Vayan Sus Señorías a ver la ciudad de Copiapó: está llena de desechos que nadie trató. 



¿Esa es la política de desarrollo? ¿Esa es la modernidad que quiere Chile?



En ese sentido, lamento mucho que estos proyectos del Gobierno atenten contra lo más preciado que tenemos. No es la manera de ayudar a la salmonicultura. Debemos contar con una industria moderna, que no haga lo mismo que realizó otra en la Décima Región y que llevó a cabo en Aisén y, luego, en Punta Arenas. 



¿Y después qué más va a haber? ¿Esto es compatible? ¿Qué son los barrios? Un atentado ecológico. Es zonificar sin línea de base en determinadas áreas a muchas empresas. ¿Y ustedes creen que la ecología soporta eso? ¿No es mejor tener una planificación inteligente? Vamos a establecer áreas que van a estar condenadas a ser un verdadero infierno. ¿Y qué pasa con el turismo? ¿Qué ocurrirá con la navegación en el lugar? ¿Qué va a suceder con la pesca artesanal? ¿No pueden convivir todas estas instancias? ¿No podemos hacer una reglamentación moderna como la de países como Noruega, que respeta el medioambiente y que es una nación de punta en materia pesquera?



¿Saben lo que va a pasar acá en 10 años? Lo mismo que en la Décima Región. Por este mismo camino, en una década vamos a estar en crisis, con un nuevo virus ISA más resistente, creado por nuestra misma actividad de industrialización -según un concepto que no ve más lejos- y vamos a deteriorar un recurso estratégico de Chile.



Por eso, señor Presidente, mientras el proyecto esté redactado en los términos actuales lo voy a votar en contra. Y así como lo estamos haciendo con obispos católicos y con organizaciones sociales, a fin de recuperar el agua y no ser el único país del mundo donde este vital elemento es propiedad privada y no un bien nacional de uso público -porque se enajenó a favor de los particulares ese derecho-, vamos a tener que realizar lo mismo para recobrar nuestros derechos fundamentales de soberanía. Eso no significa apoyar a determinado sector. Acá lo estamos haciendo mal respecto de uno que, si bien ha sido innovador, es responsable también de la crisis que lo afecta. No podemos proceder de la misma manera, porque no todos los chilenos gozan de iguales franquicias ni de los mismos mecanismos de apoyo que se están dando a un grupo determinado. 



Por mucho poder que ostenten, tenemos que condicionar esta materia; y debemos hacerlo, porque es necesario ir de acuerdo con el verdadero respeto a un desarrollo sustentable para Chile. Eso, hoy día, no se halla claramente establecido.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, un distinguido colega de las bancas de enfrente trató de dar a entender que el fenómeno de la “pandemia salmonera”, por así llamarla, era algo que estaba en el ambiente, casi inevitable e inherente a la actividad. El problema es que ahí radica la gran falsedad.



Aquí hay responsables por implementar un modelo de explotación de un recurso que abusó del medioambiente, que lo cargó de formas inadecuadas cuando fue entregado para su uso. Y digamos las cosas como son: había fe pública entre medio y se atentó en contra de ella. Más de 10 mil familias han perdido sus trabajos; hay ciudades absolutamente deprimidas y se ha provocado un efecto económico, social y ambiental de tremendas proporciones.



La entrega de concesiones, señor Presidente, se llevó a cabo dentro del marco legal existente, bastante irracional. No era necesario llegar a esta crisis para recoger algo que se planteó hace cerca de 10 años sobre la necesidad de zonificar las concesiones para la actividad de la piscicultura en el país.



Esto se viene planteando desde hace mucho tiempo. 



Lo de la zonificación y de cómo compatibilizar esta con industrias como la que nos ocupa es muy antiguo. El problema es que la empresa que se dedica al turismo en el sur del territorio no tiene el poderío económico que la del salmón para generar un espacio de negociación. 



Y en verdad el gran perdedor colateral, producto de externalidades que nadie va a pagar, ha sido el turismo sureño, al cual se le ha causado un daño tremendo.



Yo, señor Presidente, no tengo objeción en asumir la necesidad de regular más la industria del salmón. Creo que representa un tremendo avance el hecho de que se zonifique. Y sería más generoso que ella reconociera su tremenda irresponsabilidad. 



Los prejuicios en otros países son de gran magnitud; pero, señor Presidente, depende de quién diga las cosas para darles valor o no. En Chile -que está cruzado por la xenofobia-, cuando un ciudadano que vive en la provincia de Palena, Décima Región, dijo que esto iba a pasar, se sostuvo que no iba a ser así, que él era un terrorista ambiental. Fue la denuncia que formuló Douglas Tompkins junto con las ONG hace más de una década. Se dijo que eso iba a ocurrir. No era algo que estaba escrito y que tenía que pasar. Tal fenómeno era evitable. Y lo que necesitamos hacer ahora con esta nueva regulación es generar un contexto para que este tipo de fenómenos nunca más vuelva a suceder.



A mi juicio, hay avances en la iniciativa propuesta. Sin embargo, quiero plantear un par de puntos.



Me opongo a la concesión indefinida. En la Constitución Política del país -es bueno decirlo, aunque moleste a algunos- figuran cosas respecto de las cuales no todos estamos de acuerdo. Es el caso, por ejemplo, de la forma en que se entregaron las concesiones mineras y las de agua. Ellas han significado, de hecho, el traspaso de lo principal en la propiedad de los bienes nacionales de uso público, a saber, la explotación, la transacción, el poder heredarlos o venderlos. Y esas características de la propiedad son fundamentales.



Ahora, cuando se entrega el uso en dominio precario a las concesionarias mineras o acuícolas, en forma indefinida, lo que se está haciendo de hecho -algunos argumentarán de otra forma- es privatizarlas, ya que el Estado no puede recuperar algo que le es propio.



En el espectro electromagnético las concesiones tienen un plazo definido. Hay una tremenda diferencia. En tal caso, el Estado no ha renunciado a recuperar un bien nacional de uso público.



Lo que ha ocurrido con las concesiones mineras, a mi juicio, es una vergüenza. Chile ha entregado una enorme riqueza, que costó tanto nacionalizar en los años 60 y 70, a la explotación de grandes transnacionales, las que dejan un hoyo y pagan muy pocos impuestos para lo que se llevan. ¡Y lo que se llevaron en este último tiempo fue tremendo!



A la industria salmonera le fue muy bien gracias a estas concesiones. Con creces recuperaron su inversión; con creces se capitalizaron. Por cierto, dieron empleo. Pero no porque fueran buenas personas. El empresario emprende, porque tiene un fin, un motor que lo empuja. Y es legítimo. No digo que no. Pero, luego de todo el beneficio que tuvieron, ¿quién paga el costo del desastre ecológico que dejaron?



Curiosamente, los mismos que causaron el daño tienen aquí la posibilidad de pedir otra concesión, como si fueran niños buenos que no son responsables de nada. No se les pone la condición de que para solicitar una nueva concesión, por ejemplo, deban renunciar a todas las que recibieron antes. 



En verdad, en la ley debería consignarse que el provocar este tipo de daños constituye una causal de caducidad inmediata, para que el Estado pueda recuperar esas concesiones. Porque, sin duda, se da una causal adicional, debido a que ellas no van a poder ser explotadas durante este tiempo.



Señor Presidente, por su intermedio planteo al señor Ministro que debieran establecerse causales de caducidad de las concesiones indefinidas entregadas a quienes han sido corresponsables en las zonas afectadas por esta realidad. De lo contrario, resulta bastante poco comprensible que les vayamos a dar nuevos derechos sobre otras propiedades del recurso marino, que es escaso para este efecto. Porque en el planeta no hay muchos lugares donde se pueda desarrollar esta actividad. Es un patrimonio nuestro que los chilenos debemos cuidar. 



Por tanto, pediría que, junto con limitar las concesiones, se revisen las causales de caducidad y, también, las condiciones para poder acceder a nuevas. Aquellas personas que tienen concesiones en situación sanitaria grave debieran renunciar a ellas para tener opción a las nuevas, que en ningún caso deben ser indefinidas.



Además, deseo plantear una consulta, señor Presidente. Porque el ISA es un fenómeno que hoy afecta a los salmones. No sabemos cómo va a ser el proceso de mutación del virus en otras especies. Yo sé que el Senador señor Romero tiene una aproximación constructiva respecto de este asunto. Por lo menos, él tuvo una experiencia en un momento de su vida cuando esta industria estaba comenzando y pudo conocer lo que se hacía en otras partes del planeta. Lo único lamentable es que quizá no dispusimos de todo el conocimiento que necesitábamos como país para impedir esta situación. Tenemos que evitarlo en lo futuro. Pero también alguien debe hacerse responsable de lo que hemos hecho mal.



Señor Presidente, yo no estoy en condiciones de aprobar en particular este proyecto si no se establecen causales de caducidad de las concesiones que han generado este desastre ecológico ni se fije una limitación a quienes deseen pedir nuevas concesiones. Y me refiero a las personas, porque aquí el juego de los abogados para cambiar las razones sociales alcanza ribetes espectaculares. Lo digo, para que nos entendamos bien. Porque necesitamos asegurar que alguien se responsabilice por lo realizado. 

El señor MUÑOZ ABURTO.- ¡No todos los abogados, señor Senador!

El señor LETELIER.- Es verdad; son solo algunos.



Hablando con personas de la industria, uno advierte que ellas asumen su responsabilidad, por lo menos en privado. Yo creo que la mejor forma de que la ley nos garantice que ello de verdad es así es devolviéndole al Estado las concesiones indefinidas, estableciendo un régimen distinto.



Señor Presidente, lo planteado sobre esta cuestión es solo el inicio de un debate donde tenemos diferencias de opinión muy profundas en el Congreso, en particular en el Senado. Y está bien formalizarlas.



El Senador señor Girardi ha planteado el concepto de la nacionalización del agua. Pues bien, cuando hagamos el debate respectivo nos vamos a dar cuenta de que el 80 por ciento del agua superficial del país lo usa la agricultura, no la actividad minera ni la empresa sanitaria. Pero el tema de fondo -independientemente de quién la utiliza- es saber si el Estado, frente a ciertas emergencias o a su propio interés, tiene el derecho de hacer uso de ella.



Al respecto, hay un debate pendiente. Según algunos, la norma constitucional está por sobre lo que establece el Código de Aguas sobre la posibilidad de caducar o dejar sin efecto las concesiones. Necesitamos buscar los mecanismos para determinar cuándo se puede poner término a ellas. Y, sin duda, un criterio sería que el país también gane cuando entrega a un particular el uso de algo que le es propio. Que no sea solo aquel el que obtenga ganancias, sino que lo hagan ambos. Y cuando el Estado llegue a la convicción de que no está recibiendo utilidades por haber entregado en uso un bien que le pertenece, debe tener la posibilidad de recuperarlo.



Podemos establecer todos los mecanismos, pero debiéramos estar de acuerdo en el siguiente criterio: no es admisible que un particular se enriquezca con un bien de todos los chilenos y que lo que estos consigan a cambio sea el empobrecimiento de su patrimonio medioambiental, como ha ocurrido en el caso de la industria del salmón hasta ahora.



Señor Presidente, voy a votar en el entendido de que aquí hay en juego otro elemento muy importante: la posibilidad de tener un estatuto laboral especial. Es un tremendo avance. Pero, por sobre todo, necesitamos asegurar que la regulación futura impida que se repita lo que ha pasado hasta ahora con esta debacle: una industria que parecía muy moderna, en realidad, terminó construyéndose sobre la base de una explotación irracional del medio ambiente.

El señor NOVOA (Presidente).-
Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorable Senado, qué duda cabe de que la salmonicultura chilena vivió un período de gran auge. Creció, se expandió y obtuvo gigantescas utilidades. Sin embargo, la aparición del virus ISA y las dificultades de comercialización derivadas de la crisis internacional vinieron a ensombrecer este panorama, impactando notoriamente en la producción y en el empleo.



Luces y sombras se conjugan, entonces, tras esta industria. Luces vinculadas a una enorme fuerza laboral y generación de divisas. Sombras -y muchas- asociadas a una explotación intensiva de recursos naturales; a una mínima preocupación ambiental; a cuestionables políticas laborales y, en general, a una relación hostil con otras actividades económicas como la pesca artesanal y el turismo.



El proyecto que hoy analizamos pretende concurrir al rescate y salvataje de esta industria. No tiene otra explicación que se avance hoy, con tanta celeridad, en las medidas de ordenamiento territorial y protección sanitaria que se han pedido por años y que han tenido lento progreso, agilizándose solo ahora, cuando se requiere un marco legal para poder relocalizar algunas plantas pesqueras y conseguir financiamiento privado.



Solo la necesidad de salvar el empleo justifica esta discusión. Diez mil cesantes de la industria salmonera así lo indican; de otro modo, no sería partidario de aprobar una normativa que solo la favorece a ella. 



Sin embargo, ese apoyo, fundamentalmente a los trabajadores de la salmonicultura, no me impide expresar algunas objeciones a la iniciativa.



La primera se refiere a las características de la hipoteca que se crea y que pretende constituir una garantía para los bancos. Si ya la mera hipoteca es anómala, lo es aún más el hecho de que, con ocasión de un embargo derivado de ella, se suspendan las facultades del Estado para caducar las concesiones. O sea, un conflicto comercial entre privados causado por el incumplimiento de una obligación financiera provoca la renuncia de las facultades del Estado sobre un bien público.



Me atrevo a advertir que esa norma se prestará para toda clase de abusos, afectándose gravemente los intereses de la comunidad.



Por lo tanto, será necesario que en la discusión particular se precise el uso de la referida hipoteca.



La segunda observación apunta a manifestar mi satisfacción por la incorporación de un precepto que sujeta la mantención de las concesiones al cumplimiento de las normas legales sobre prácticas antisindicales y derechos fundamentales del trabajador. 



Ello es muy relevante, ya que constituye el punto que genera mayor crítica. Sin embargo, anticipo mi posición en el sentido de que la frase que incorpora el proyecto en cuanto a que las infracciones deberán referirse a trabajadores que presten o hayan prestado servicios en los centros de cultivo ha de ser complementada con la precisión de que no importará la razón social del empleador, único modo de que resulte aplicable y no se burle con los subterfugios que todos conocemos.


La tercera puntualización dice relación a que todas las innovaciones propuestas requieren un mayor poder fiscalizador del Estado. La crisis económica internacional nos ha revelado la necesidad de más Estado, y ello significa ejercer mayor control sobre el cumplimiento de las normativas ambientales, sanitarias y laborales en la salmonicultura, sin las cuales este esfuerzo será temporal y veremos nuevamente los mismos problemas.



Una cuarta puntualización se refiere al concepto de “zonificación del borde costero”, desarrollado legalmente en la Comisión de Pesca del Senado, que permitirá establecer en el señalado borde áreas de uso preferente e incluso el destino a actividades con las cuales la acuicultura podrá ser declarada incompatible, de modo de impedir el otorgamiento de nuevas concesiones en la zona para dicho uso.



Esto da tranquilidad a la Región de Magallanes, ya que en ella se contabilizan más de 1.200 concesiones solicitadas. Y, mientras no termine la zonificación del borde costero, ninguna podrá ser tramitada.



Con estas objeciones, vengo en expresar mi voto favorable a la iniciativa, en el entendido de que solo me mueve salvar y, en lo posible, reponer las fuentes de empleo, pero reitero mi convicción de que la salmonicultura chilena, por sus malas prácticas, es la única responsable de su situación.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro. 

El señor NAVARRO.-  Señor Presidente, tuve la posibilidad de conocer en sus inicios la industria salmonera, allá en Chiloé, durante la década de los ochenta, cuando se utilizaban mecanismos de producción muy diferentes. Se mandaba un millón de alevines al mar y se esperaba el proceso de retorno, que oscilaba entre 7 y 11 por ciento. Esa industria se basaba en el flujo normal de la naturaleza y en el principio de retorno del salmón.



Sin embargo, cuando la industria creció, comenzó a provocar externalidades negativas sobre el medioambiente. Aumentó el empleo, pero la verdad es que no existía regulación alguna que pudiera, de alguna forma, controlar ese crecimiento, de manera que no ocurriera lo que parecía inevitable: que ese mismo crecimiento la hiciera colapsar.



Hoy estamos discutiendo este proyecto porque los trabajadores del sector salmonero de la Región de Los Lagos han quedado cesantes y en muchos hogares comienza a haber hambre, comienza a haber preocupación: cómo pagar el colegio, cómo subsistir. Pero el Senado no debe aceptar discutir sobre la base del chantaje de “concesiones por empleo”, porque este proyecto -quiero decírselos- no garantiza empleo alguno. 



¿Cuáles son las condiciones que se imponen? ¿Dónde está el contrato social? ¿Dónde está el compromiso social de la empresa respecto del empleo?



Se lo he dicho una y diez veces a los trabajadores de la Región de Los Lagos. Cuando discutimos la “Ley Corta” de Pesca, viajaron en cuarenta buses desde mi Región para gritarme “¡Navarro, traidor! ¡Mira la Región!”, en circunstancias de que yo voté en contra de ese proyecto de ley, dado que no les aseguraba ningún estatus de protección social y sí entregaba, por diez años, una concesión del uso de la biomasa marina, sin ninguna garantía laboral.



¿Qué sucedió? A los seis meses, el 60 por ciento de quienes laboraban en la industria -tripulantes de base y de plantas de procesamiento-, habían sido despedidos. Y todos aquellos que vinieron a gritar al Congreso para apoyar al empresariado y obtener una Ley de Pesca lloraban en una huelga de hambre en el edificio de la CUT en Santiago.



Muchos de ellos tuvieron la hombría de ofrecer disculpas y pedir perdón, porque, a pesar de que las tribunas enteras pifiaban y renegaban de mi postura, votamos en contra de una iniciativa legal que, avalada por el empleo, lo único que consiguió fue terminar con el 60 por ciento de los puestos de trabajo.



Entonces, la primera pregunta que cabe hacerles al señor Ministro y al Gobierno, que han enviado este proyecto, es cuál será el compromiso de la empresa respecto de los miles de cesantes en Puerto Montt, en la Isla Grande de Chiloé. ¿Les va a devolver sus ocupaciones? ¿Cuál será el nivel de salarios que va a implementar, en circunstancias de que está claro que un trabajador salmonero puede recibir en Chile hasta dieciocho veces menos que uno que labora en Noruega?



Siento que estamos entregando nuestra confianza a un sector empresarial que, además de ganar dinero, no cuidó el negocio. Nuestro país debió haber tenido el instituto de investigación salmonera número uno del mundo. ¡Éramos campeones mundiales! Pero la verdad es que lo éramos con dumping. ¡Tomábamos anfetaminas! O sea, éramos campeones mundiales, mas con elementos que vulneraban la competencia. Porque si a nuestra industria se le hubiesen aplicado las normativas noruegas, que permiten 75 veces menos antibióticos por tonelada de salmón, no hubiéramos sido campeones mundiales y no habríamos alcanzado un desarrollo como el que conocimos.



Por lo tanto, si hay premura por el tema del empleo -se ha puesto en debate el proyecto sin prácticamente conocer el informe respectivo-, lo que debe propiciarse es una alianza estratégica público-privada, única manera de regular una empresa fracasada en su proyección. Porque, digan lo que digan, la industria se desarrolló, dio empleo, generó riqueza, pero, en definitiva, no tomó las medidas necesarias para subsistir y ha terminado convirtiéndose en un grave problema para todos. Es decir, hay allí una responsabilidad que debe ser asumida.



El proyecto plantea múltiples dudas.



Se pretende ordenar territorialmente la producción acuícola frente a la crisis del virus ISA y, además, permitir el uso de un bien nacional de uso público ante el sistema bancario. Esta propuesta parece más un premio que una regulación de la actividad.



Por ello, siento que debemos sincerarnos.



Si la industria salmonera pretende capitalizar y Víctor Hugo Pucci, particularmente, hace una oferta para que los bancos ingresen al negocio, yo pregunto: ¿por qué el Estado no puede ser socio de esta industria? ¿Por qué no puede tener uno, dos o tres directores, de tal manera que el desarrollo de ella cumpla con los parámetros acordados, hasta su total recuperación?



La verdad es que el sector ya está quebrado, y la quiebra se va a pagar, por cierto, con el capital del Estado. Porque si la industria no sobrevive, no logra romper la barrera del virus ISA, va a sobrevenir la quiebra. Y como las concesiones serán hipotecables, los bancos o quienes sean los acreedores se harán propietarios de ellas. Es decir, se pagará con plata del Estado la transferencia de la propiedad.



Creo que la industria salmonera no está en condiciones de garantizar a todos los chilenos, especialmente a los que viven en la Región de Los Lagos, que va a hacer las cosas bien. 



El Estado tampoco está en condiciones de garantizar una regulación. ¿Va a regular el IFOP, organismo que en la práctica está quebrado, absolutamente desfinanciado y que debe competir, al igual que cualquier universidad o instituto, por recursos destinados a investigar para el Estado? Y el que hizo esto, el que disgregó el IFOP, el que estableció su reducción y lo sometió a los parámetros del mercado, fue el propio Felipe Sandoval.



Además, debo señalar que el Estado ya está operando por la vía de resoluciones y decretos. SERNAPESCA, mediante las resoluciones N°s. 450 y 1.449, de 23 de enero y 12 de junio del presente año, respectivamente, reguló en materia sanitaria y ambiental las denominadas “agrupaciones de concesiones” que el proyecto pretende incorporar. 



Es decir, señor Ministro, antes de que aprobemos la ley en análisis, el concepto de agrupaciones de barrios salmoneros ya está siendo regulado por decreto, sobre todo en el aspecto sanitario. ¡No nos engañemos!



De esa forma, la iniciativa queda reducida a permitir la hipoteca de la concesión ante la banca y al compromiso del Estado de renunciar a su obligación de aplicar las causales de caducidad pertinentes (artículo 81 bis, nuevo) por tres años. Esto responde lo planteado por el Senador señor Letelier. 



En efecto, no se trata de imponer la caducidad por razones medioambientales, sino de excluirla. Y este es el principal elemento de desconfianza.



Paralelamente, las empresas salmoneras se han dedicado a negociar sus deudas o capitalizaciones con la banca y han efectuado diversas  propuestas, las cuales, a mi juicio, suscitan severas dudas. 



Si las concesiones acuícolas fueran entregadas en garantía a los bancos, ocurriría algo especialmente grave: se daría legitimidad al funcionamiento de un mercado secundario que las transaría. Eso atentaría contra el espíritu del sistema de concesiones, en virtud del cual el Estado cede parte de su propiedad a los privados para el desarrollo de actividades productivas, no para la especulación financiera.



¿Cuánto pagan al Fisco las salmoneras? Dos unidades tributarias mensuales por hectárea al año; es decir, exactamente 73 mil 700 pesos. En las Regiones de Los Lagos, de Aisén y de Magallanes, la industria salmonera, por las 10 mil hectáreas que posee allí,  pagó en 2007 por concepto de concesiones el 0,2 por ciento de sus utilidades y solo el 0,053 por ciento de sus ventas.



O sea, ese fue el aporte que hizo para financiar fiscalización, cuidado ambiental. 



¡La industria salmonera no da confianza!



El Gobierno trabaja de manera paralela con la SUBPESCA, el SERNAPESCA y la Mesa del Salmón. Se confunden, así, los roles del Subsecretario con los del encargado de la Mesa, Felipe Sandoval. Yo me pregunto quién tiene más poder, quién decide: si la Mesa del Salmón o la Subsecretaría. 



A la fuerza y tras el debate en la Cámara de Diputados, los cuestionamientos formulados en nuestra Corporación me devuelven la confianza en el Senado. La verdad es que nunca comprendí cómo la iniciativa se tramitó con tanta ligereza y prontitud en la otra rama legislativa, aprobándose casi sin indicaciones y casi por absoluta unanimidad.



Aparte de lo anterior, se generan varias dudas.



Se siguen manteniendo respecto a la constitucionalidad de permitir entregar la concesión como hipoteca o garantía. Este es un tema de propiedad, que espero que las bancadas de enfrente y todo el Senado puedan aclarar. ¿Es constitucional o no entregar un bien nacional de uso público como hipoteca o garantía para que al final el Estado pague la hipoteca?



Se cuestiona la posibilidad de que, contra toda la legalidad vigente, se llegue a producir una suerte de monopolio de la banca en el sector salmonero. ¡Por cierto! 



¿Cómo se evita que efectivamente haya monopolio? ¿Cómo se garantiza el principio de igualdad ante la ley? ¿Qué pasa con los pequeños acuicultores? ¿Qué pasa con los pescadores artesanales? Quiero destacar que estos han sido muy claros en señalar que el artículo 47 de la Ley de Pesca les reserva “el ejercicio de las actividades pesqueras extractivas en una franja de mar territorial de cinco millas marinas medidas desde la línea de base normales, a partir del límite norte de la República y hasta el paralelo 41°28,6’ de latitud sur, y alrededor de las islas oceánicas”.



Es decir, se vulnera un principio esencial de la Ley de Pesca que resguarda los intereses del sector artesanal.



Más aún: ¿qué pasa con los pequeños profesionales y emprendedores? ¿Por qué el Estado no actúa tan generosamente para entregarles también concesiones y capital de desarrollo?



En el texto, eso se le garantiza, por supuesto, al gran empresario.



La CORFO puede hacer mucho más. Yo propongo al señor Ministro establecer una alianza estratégica público-privada. Si los bancos quieren entrar al negocio, que el Estado tenga también parte de él, como garantía del cumplimiento de normas ambientales y laborales y, particularmente, del cuidado de sus propios recursos.



Creo que si las concesiones se entregan sin ninguna garantía, para que un directorio conformado solo por personas que tienen la  misión -y les pagan por eso- de cuidar los intereses de las empresas, se va a dejar en absoluto desmedro el interés de todos los chilenos.



Se ha anunciado la creación del Ministerio de Alimentación. ¿Cómo se compatibilizará eso con la propuesta, en elaboración, de modificación de la estructura del sector público pesquero (SERNAPESCA e IFOP) que debe hacer Felipe Sandoval y para lo cual tiene un plazo de tres meses? ¡Tres meses!





SERNAPESCA no se encuentra en condiciones de fiscalizar la ley en estudio. Esto lo sabe el señor Ministro. En Antofagasta, los funcionarios del organismo realizan la fiscalización con anteojos largavista y desde camionetas porque no tienen bote. 



¡Esa es la fiscalización que hace el SERNAPESCA en el norte de Chile!



Se dice que este esfuerzo es por el virus ISA, que va a haber un monitoreo permanente. Habría que monitorear también el Caligus, que es el piojillo en el que se “monta” el ISA. 



¿Cuántos químicos se van a utilizar en el control del Caligus? ¿Cuántos están permitidos y cuántos no? ¿Cuál es el impacto en el ambiente y en la salud humana que pueden producir estas sustancias peligrosas y tóxicas? 



¿Dónde se depositan los residuos tóxicos de la industria salmonera? En la Comisión de Pesca, personeros de la SUBPESCA informaron que en la Región del Biobío.



La verdad es que vamos a preguntar dónde se están depositando dichos residuos.



A continuación, voy a hacer algunas propuestas y poner algunos énfasis.



-Hay que ordenar el territorio real, no solo pensando en la productividad y en la manera de enfrentar el virus ISA, sino, especialmente, adoptando medidas que den cuenta de los impactos ambientales y sociales. 



-Hay que relevar la necesidad de implementar medidas orientadas a recuperar las fuentes laborales. ¡Por cierto! Y ello requiere una estrategia o alianza público-privada. 



Eso no se encuentra en el proyecto, que yo voy a votar en contra mientras no observe en él, primero, un Estado capaz de cautelar sus propios recursos, así como el cumplimiento de las normas laborales.



-Hay que homologar diversas medidas de evaluación y control sanitario en la salmonicultura con las de otros países, como Noruega. 



Si esta industria quiere ponerse de pie, debería basarse en los parámetros de exigencia de ese país, para una competencia leal y un cuidado real. Porque en Noruega ya vienen de vuelta.



-¿Y qué sucede con los trabajadores, señor Presidente? 



Los sindicatos han sido atomizados y destruidos. Vagan por ahí, por Puerto Montt y Chiloé, los trabajadores cesantes. Naturalmente, quieren empleo, pero tienen muchas dudas sobre si esta iniciativa, que entrega un capital precioso como es el mar, va a tener el correlato necesario en una industria que hasta ahora no ha dado muestras sino de querer capitalizarse a través de los bancos y, por cierto, de los recursos del Estado.



El proyecto evidencia un fuerte desequilibrio. Yo espero que el Senado, buscando las mejores condiciones, lo pueda igualar. Esto significa, en definitiva, la posibilidad única de reformular el sistema de fiscalización del Estado (SERNAPESCA, IFOP), de manera que la fórmula final que salga del Senado y sea aprobada por la Cámara de Diputados garantice elementos esenciales: resguardo del patrimonio estatal, que pertenece a todos los chilenos; resguardo de los bienes nacionales de uso público; resguardo del medioambiente, cuestión que queda a la deriva en cuanto a las concesiones ya realizadas, y resguardo de la situación laboral, que durante todos estos años ha puesto el acento en la productividad, la utilidad y la ganancia, en desmedro de los trabajadores.



¿Se respetan las normas legales sobre trabajos pesados? ¿A cuántas personas se les ha reconocido esa condición laboral al momento de jubilar?



Señor Presidente, la iniciativa no satisface las necesidades reales de la Región de Los Lagos, que requiere principalmente una industria salmonera vigorosa, pero que en estas condiciones solo crea mayor incertidumbre.



Soy partidario de aumentar la participación estatal para generar empleo. Sin embargo, eso no lo garantiza el proyecto.



Por ello, votaré en contra, sin perjuicio de presentar un número importante de indicaciones.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, habitualmente decimos en esta Sala que los proyectos que se elaboran están hechos para Santiago. En este caso, la realidad es un poco distinta. No obstante, la acuicultura no solo son los salmones y no solo se desarrolla en el extremo sur del país.



Pienso que esta es una iniciativa muy orientada a esa actividad, que debiera incluir también, a mi juicio, a todas las otras que están siendo afectadas por distintos problemas. Pero no se vislumbra una mano para ellas. Por ejemplo, en el norte hay cultivos de ostiones y abalones que se verán afectados por la ley en estudio.
Y considero importante tener eso en vista.



Sin embargo, a pesar de que evidentemente el proyecto se hizo para una industria determinada del país, contiene ciertos aspectos positivos. En efecto, sin transformar el mar, el fondo del mar ni las concesiones de playa en un bien distinto de un bien nacional de uso público, establece la posibilidad de que sean entregadas en garantía a fin de salvar una actividad económica que genera importantes empleos.



Si bien esta tarde se han formulado críticas, no se han presentado propuestas alternativas. No sé quién de los que hacen reparos al proyecto sugiere una opción diferente para darle una solución al sector a que nos referimos.



También es positivo que la iniciativa reconozca el derecho de tránsito de los pescadores. Porque a veces se produce colisión de intereses entre los titulares de las concesiones y el trabajo de aquellos.



Por otra parte -como señalé-, el proyecto no hace mención de otras realidades, como la del sector acuícola del norte. En efecto, este también se verá afectado por la normativa, porque su aplicación producirá significativas consecuencias en las acuiculturas extensivas, esto es, en cultivos de especies que se alimentan exclusivamente de algas, que son las más abundantes en la zona.



Aquella es una actividad económica fundamental para la creación de empleos. Se calcula que genera de 50 a 60 mil puestos de trabajo. Y debemos cuidarlos, especialmente en épocas de crisis.



Por otro lado, resulta interesante la preocupación manifestada en materia sanitaria. Creo -como se ha dicho aquí- que las empresas no adoptaron todas las medidas necesarias sobre el particular. Pero eso ya ocurrió. La crisis está encima y los efectos se han producido.



Con todo, opino que los procedimientos que se establecen deberían aplicarse por grupos de especies.



En cuanto al aumento del valor de la patente única de acuicultura, me parece que ello no es una buena idea en momentos de crisis. En estos períodos no es conveniente incrementar los impuestos.



Hace poco tiempo, con cuatro señores Senadores votamos en contra del proyecto relacionado con el impuesto específico a los combustibles. Y hoy podemos apreciar los efectos de su aplicación en el valor de las bencinas. Se mantuvo el tributo al diésel, pero no se les tendió ninguna mano a quienes utilizan bencina y trabajan en taxis, colectivos y ferias, que hoy están sufriendo sus resultados.



Espero que durante la tramitación de esta iniciativa se recojan algunos de los puntos que plantearé a continuación.



Aquí estamos analizando un proyecto para darle una ayuda a una actividad que atraviesa por dificultades. Y con el Senador señor Arancibia hemos planteado en la Comisión de Defensa Nacional una situación parecida.



Me refiero al aumento que han experimentado las patentes de las concesiones de playa, Honorable señor Ominami. Porque existen concesiones de fondo de mar, de playa y de mar. No hay que confundir las tres cosas. No son lo mismo. Y, por lo tanto, cuando se habla de una de ellas, no hay que referirse a todas en conjunto, porque no son iguales.



En una parte importante del país ha ocurrido que a los titulares de concesiones acuícolas de fondo de mar para dedicarse a cosechar algas o extraer mariscos -no a cultivar salmones- o de concesiones de playa para procesar sus productos las patentes se les han incrementado hasta en mil por ciento.



Como tal situación los conducirá a la quiebra y a perder sus concesiones, tendría que ser incluida en el proyecto en estudio. El propio Ejecutivo, ante una solicitud del Presidente de la Comisión de Defensa Nacional y de quien habla, expresó que ello es materia de ley. Y, por lo tanto, a proposición del Gobierno, debería regularse este asunto en la iniciativa.



Señor Presidente, un señor Senador que me antecedió en el uso de la palabra me ha obligado a intervenir para explicar que la circunstancia de entregar en garantía una concesión sobre un bien nacional de uso público no le hace perder a este tal calidad. Porque el Estado tiene la facultad de cancelar una concesión, aunque revista el carácter de perpetua, si no se cumplen los objetivos para la cual se otorgó.



En segundo lugar, parece que algunos señores Senadores no leyeron una parte de la iniciativa, porque en ella se agregan más condiciones de caducidad para las concesiones otorgadas.



Por otra parte, con anterioridad se mencionó que, si una de las empresas quiebra, la concesión irá a manos de cualquiera.



Eso no es así. En el mismo proyecto se establece que un órgano del Estado, el SERNAPESCA, tendrá que determinar quién se la puede adjudicar. Y si Sus Señorías no confían en un organismo estatal, ¿en quién pueden hacerlo?



En mi opinión, no es bueno que aquí se intervenga como si se viniera bajando de un ovni.



En 1991, el mismo señor Senador a que me referí con anterioridad era Ministro de Economía cuando se tramitó el proyecto  que originó la Ley General de Pesca y Acuicultura, que autorizó el otorgamiento de concesiones indefinidas.



Entonces, ¡por favor!, si hay algún responsable de tal situación, es ese señor Senador. Pero yo, por lo menos, nunca le escuché decir nada al respecto.



Finalmente, varios colegas han planteado que todo vuelva al Estado. Ellos deben tener muy buenos ejemplos sobre la forma en que este maneja sus bienes, ¡como el de la Empresa de los Ferrocarriles del Estado, el Transantiago y el que citó el Senador señor Girardi...! 



En la Región que represento en esta Corporación, la Dirección General de Aguas entregaba 4 mil litros por segundo en el valle de Copiapó en 1993.



Ese mismo año, dicho organismo emitió un informe donde señalaba que existían más concesiones de derechos de aguas que la disponibilidad real del vital elemento.



¿Saben, Sus Señorías, cuántos derechos de agua se han concedido en dicho valle desde 1993 hasta la fecha? ¡Catorce mil!



Entonces, ¡cómo vamos a dejar todo en manos del Estado si en algunas cosas lo hace bien y en otras muy mal!



La afirmación de que colocar al Fisco como aval es la solución a todos los problemas yo, por lo menos, no la comparto. En los tres ejemplos específicos que he citado -y en muchos otros más-, aquel ha demostrado ser muy mal administrador. Por ende, no deberíamos ponerlo como modelo.



He dicho.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, en un país con exigentes estándares medioambientales, todas las concesiones para la salmonicultura estarían caducadas, millonarias multas se habrían cursado y el Ministro del área estaría sometido a acusación constitucional.



En verdad, el repaso efectuado a nuestra legislación en este campo ha servido para medir hasta qué punto nos encontramos tremendamente indefensos ante los “emprendimientos”, como se los llama ahora.



En este momento el proyecto tiene movilizado al Ministerio de Economía porque los bancos exigen certeza jurídica con respecto a la propiedad de las concesiones salmoneras a fin de poder hipotecarlas y generar un mercado de las zonas costeras, que son bienes de uso público y patrimonio nacional.



Pero ahí no se agota la generosidad del ámbito público.



En efecto, el Estado chileno les otorgó a las grandes compañías productoras de salmón del Atlántico, sin condicionamiento alguno, el aval de 60 por ciento para una línea de crédito por 450 millones de dólares.



Felizmente, la iniciativa en análisis desembocó en nuestra Comisión, donde ha podido ser objeto de sustantivos mejoramientos en diversos aspectos de gran relevancia.



De la Cámara de Diputados llegó un texto que, en verdad, resulta humillante desde el punto de vista del interés público. Si hubiese pasado tal cual por el Senado, nosotros, una vez más, estaríamos dando muestras de una debilidad que ya se está haciendo congénita respecto de los grandes intereses privados.



Yo acojo y hago mías muchas de las observaciones críticas que se han vertido esta tarde.



Confío en que el plazo que se fije para formular indicaciones sea lo suficientemente amplio como para recoger todas las inquietudes de mucha significación que recibimos en la Comisión de parte de diversos sectores.



El corazón del proyecto, naturalmente, está dado por la urgencia que ha hecho patente la banca. De todos modos, aun cuando la presión resulte casi insostenible en los próximos días, deberemos darnos el tiempo necesario para sacar una iniciativa que, a lo menos, corrija lo más burdo que se halla estipulado en la legislación base que le dio origen.



Por el momento, señor Presidente, voy a abstenerme, a la espera de que en la discusión particular seamos capaces de introducir las reformas que precisa el proyecto.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, en primer término, quiero agradecer el trabajo realizado por la Comisión, porque aquí se están apreciando las dificultades que presenta la iniciativa y hay muchos aspectos que deben ser armonizados. 



He estado leyendo el informe completo de la Comisión -que es más extenso que el comparado que aquí se nos entregó-, donde aparecen en detalle las intervenciones de gran cantidad de invitados, quienes concurrieron a las sesiones que se celebraron en Valparaíso, Santiago, Puerto Montt, Coihaique. Ese texto no lo hemos analizado, y la información contenida en él se recoge parcialmente en los cambios que se incorporaron al proyecto, como mencionaron los señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra. 



En efecto, es posible observar que el articulado ha mejorado en forma importante en comparación a cómo llegó. Pero hay otros elementos que quedan pendientes.



Igualmente, deseo agradecer a los funcionarios que, entre ayer y hoy, tuvieron que preparar el informe de la Comisión y el texto comparado.



Ahora bien, como parece que algunos Honorables colegas no han leído los diarios, quiero informar que la banca y la mayor parte de las empresas salmoneras han llegado a acuerdos sin que mediara la ley en proyecto. Así que esa especie de espada de Damocles o el chantaje que se ha mencionado por parte de algunos no existe. Y, como expresó el señor Presidente de la Comisión, lo que se propone tampoco resulta suficiente para garantizar o respaldar los pasivos.



En segundo lugar, deseo aprovechar la oportunidad para rendir un homenaje a un amigo que vive en la zona, quien fue pionero en la producción de salmones, la cual partió con grandes esfuerzos en el río Pescado, ubicado en la Región de Los Lagos -que represento en el Senado-, antes de 1973. Me refiero al ingeniero acuícola don Alfonso Muena, quien -según entiendo- fue escuchado en la Comisión.



A fines de dicho año tuve ocasión de observar el cultivo de salmones en los criaderos del río Pescado -que todavía existen-, el cual implicaba un alto costo, por cuanto se utilizaban instalaciones de cemento, por las que fluía el agua. Después, se ha abaratado considerablemente. Pero en esa época sí que había gran intervención ambiental.



Todo ello ha mejorado, y espero que siga haciéndolo en el futuro.



Señor Presidente, a continuación se muestra el mismo gráfico al que recurrió el Senador señor Horvath.
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El señor Ministro de Economía ha dicho que en 1991 se dictó una ley que garantizó los derechos de las empresas sobre las aguas, a mi juicio, en una forma notablemente mejor a cómo estaban. Y aquí está presente el Secretario de Estado de entonces.



Teniendo en cuenta las condiciones de ese período, creo que dicha normativa fue increíble; porque, si Sus Señorías observan en la imagen la producción en volúmenes correspondiente a 1991, podrán ver hasta dónde llegó y compararla con la de 2008 o con la que se obtendrá este año.



De todas maneras el avance es considerable.



Pero no solo se trata de producción en toneladas. Mencionaré otros elementos adicionales.



Así como se obtuvo dicho aumento, también se transformó la economía de la Región que tengo el orgullo de representar.



La industria salmonera atraviesa hoy por dificultades. Yo pienso que no está quebrada, como algunos dicen, y que ella es perfectamente viable. Pero esto depende, en buena medida, de nosotros, como también lo ha hecho en el pasado. 



Porque, a modo de ejemplo, cabe destacar que la Ley General de Pesca y Acuicultura, de 1991, discutida en el Congreso, que es distinta del proyecto en debate, estableció condiciones de funcionamiento muy diferentes de las que había antes. Y me parece que, a pesar de los muchos errores que aquella contiene, la mayoría de los cuales se mencionaron acá con justa razón, nos trajo enormes beneficios que exceden largamente a las dificultades.



Pero nos queda por delante lo concerniente a la pesca artesanal, la mitilicultura (el cultivo de choritos), a cuyo respecto se recogieron ciertas opiniones.



Ahora bien, si se considera que los servicios, el comercio, la construcción, las tecnologías han crecido a la par con el rubro, estimo que es posible llegar a tener murallas de producción distintas de la del salmón, y separar el cultivo de esta especie con otra intermedia, estableciendo, por ejemplo, muros sanitarios vivos. A mi juicio, el progreso nos va a ofrecer gran cantidad de espacio en este sentido.



Por eso, me parece que las leyes deben ser amigables para las empresas, a fin de que cuando se recuperen -pienso que lo harán, porque hay ejemplos mundiales de ello- puedan otorgar más empleo.



Gracias.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, únicamente deseo señalar que me extrañan las intervenciones encendidas de ciertos señores Senadores. Me da la impresión de que no solo no leyeron el proyecto, sino que tampoco entendieron el informe. 



La iniciativa consagra la zonificación; establece una fiscalización preventiva; potencia la institucionalidad; aumenta los requisitos ambientales y sanitarios; no avala por parte del Estado las concesiones mal ubicadas, y -como manifestó el Senador señor Prokurica-, aquel tendrá más motivos para caducar las que no estén siendo utilizadas para los propósitos que fueron otorgadas.



Por lo tanto, voto a favor.

El señor NOVOA (Presidente).- En todo caso, deseo excusar a los señores Senadores que no leyeron el informe, porque este se entregó recién.

El señor PROKURICA.- ¡Pero yo también lo acabo de recibir…!

El señor NOVOA (Presidente).- Lo sé, Su Señoría.



Debo señalar que esta ha sido una discusión muy interesante que refleja las distintas posturas, más allá de si se ha leído o no en detalle el informe.



Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, para quienes no hemos estado trabajando en la Comisión ha sido especialmente interesante este debate sobre un problema en extremo delicado y complejo: el que afecta a la salmonicultura en Chile.



Cuando a una industria que en los últimos años ha sido tan relevante para el país se le genera una situación tan crítica, es razonable buscar alguna solución para procurar que subsista.



Ahora, hasta donde he podido informarme a través de la “lectura veloz” del informe, el proyecto apunta a la solución de la crisis existente, a buscar caminos para superar el problema, sobre todo incorporando aspectos en el ámbito de la garantía financiera.



Por cierto, cuando se plantea un asunto de tal naturaleza, es importante indagar sobre las causas. Y es obvio que al respecto hay mucho que decir, precisamente porque, si se va a corregir la situación, no queremos que el problema se repita; si ha habido un mal trabajo en la forma de tratar las enfermedades en la salmonicultura o en la acuicultura en general, no deseamos que por resolver la cuestión financiera volvamos a tener en el futuro una dificultad similar.



Aquí hay un problema vinculado a la epidemiología de los peces, de los mariscos, de los moluscos o de lo que sea que no se ha estudiado debidamente en Chile.



Algunos han dicho que es responsabilidad de la industria salmonera. Pero también lo es del regulador y de las universidades, que no han hecho el trabajo debido.



Pero lo sustantivo, señor Presidente, es buscar una solución.



En tal sentido, el camino seguido resulta bastante ingenioso. Sin embargo, tiene un problema: permite concluir -a mi juicio en forma equívoca respecto de la intención del proyecto- que aquí se están privatizando las aguas.



La verdad es que los bienes nacionales de uso público no se pueden privatizar; por ende, van a permanecer siempre como tales. Y lo que se está buscando -hasta donde yo entiendo- es dar seguridad para un crédito; es decir, que se entregue el derecho que se tiene sobre una concesión para garantizar el pago del respectivo préstamo, para dar seguridad de que habrá cómo responder.



Ese es el centro del asunto.



Empero, cuando se regula todo como si fuera una hipoteca y se usa esta palabra, se comete un error -estoy seguro de que si se consuma don Andrés Bello se levantará de su tumba-, porque, por definición, la hipoteca es un régimen de garantía prendaria sobre un bien inmueble. Y las concesiones no son bienes inmuebles.



Me parece bien buscar un régimen de garantía. Pero el que se está usando no es el que corresponde; se trata más bien de un derecho prendario.



Por lo tanto, deberíamos pensar en una solución distinta. Es importante hacerlo. Porque el lenguaje refleja lo que pensamos sobre las cosas o sobre lo que ellas son.



Si queremos dar en hipoteca una concesión, obviamente alguien va a decir: “Aquí hay un derecho sobre un inmueble. Yo soy dueño de las aguas, y las puedo entregar”. Pero no es eso lo que está ocurriendo.



Más aún, la legislación actual -la del 91, presumo- dice que el titular de la concesión puede transferirla, entregarla.



Sin duda, darla en garantía es un derecho menor. Y como, según se dice en el ámbito jurídico, quien puede lo más puede lo menos, si puede transferirse, con mayor razón puede darse en garantía.



Lo que tenemos que hacer, señor Presidente, es regular en términos de que cuanto se exprese corresponda a la realidad. 



Aquí se quiere que el titular de un derecho real sobre una concesión pueda ofrecerlo en garantía. Porque si puede transferirlo, con mayor razón -repito- puede darlo en garantía ante un crédito.



Empero, eso no es una hipoteca, señor Presidente.



Por consiguiente, le pido al Ejecutivo que revise el lenguaje.



Incluso, uno podría decir que se trata de un derecho especial que se va a reglar por las normas de la hipoteca, si eso permitiera garantizar la regulación sobre el derecho que se quiere constituir. 



Pero no confundamos las cosas. Porque, al final, me parecería muy lamentable que la imagen que quedara de esta iniciativa fuera la de que se está entregando un inmueble a quienes tienen una concesión acuícola. No es así. Y no podría serlo, precisamente porque se trata de un bien nacional de uso público.



Entonces -insisto-, me parece contradictoria la expresión “hipoteca”. Y eso se podría corregir en la discusión particular buscando un lenguaje jurídico apropiado, que no desfigure los conceptos y, por lo tanto, no permita distorsionarlos.



En tal sentido, pienso que se trata de un paso necesario, que dará lugar a la revisión de otros aspectos.



Ya veía que muchos Senadores aplaudían el establecimiento en la ley en proyecto de un estatuto laboral para la gente que trabaja en el sector. Me parece muy positivo, porque hay cierta provisoriedad y cierta complejidad que reclaman un estatuto que regule debidamente la materia.



Aprovechemos también para hacer lo máximo con relación al medioambiente. Pero, en lo sustantivo, avancemos para que la industria en comento -todos los que han efectuado estudios sobre ella señalan que no solo es viable sino que, además, puede volver a constituir un aporte sustancial al desarrollo de las Regiones donde se halla instalada- continúe su existencia como hasta hoy.



Voto que sí.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, he querido fundamentar mi voto porque aquí ha habido un debate profundo, que ha ido más allá de la crisis del sector salmonero en la Décima Región.



¿Por qué lo señalo? Porque advierto que durante la discusión ha existido muy poco sentido común en la manera de abordar el problema para que las cosas resulten y se pueda reactivar la industria en cuestión.



Pero deseo ir más lejos: ¿qué se ha demostrado cuando hay certeza jurídica?



Veamos lo ocurrido en la industria minera.



Hasta el momento en que existió certeza jurídica respecto de las concesiones, nunca se había invertido tanto en el sector minero del país. Cuando se aclaró que se tenía derecho de propiedad sobre la concesión, hubo certeza jurídica y se produjo una gran inversión, al punto que hoy el sector privado invierte tanto o más que el sector público a través de CODELCO.



En contraposición, ¿qué ha sucedido, por ejemplo, con los combustibles gaseosos, con el petróleo? Por no existir certeza jurídica en la materia, no se ha habido inversión y, simplemente, se expresa que Chile no tiene recursos.



Lo mismo ocurría en Brasil. Pero desde el momento en que hubo certeza jurídica aparecieron las inversiones, y hoy día ese país se autoabastece…

El señor PROKURICA.- Y exporta.

El señor ORPIS.-…y exporta.



Entonces, señor Presidente, pienso que, en materia de concesiones, la industria de la acuicultura no difiere tanto de otras áreas, es relativamente similar.



Por lo tanto, el nervio esencial del proyecto está más allá de la zonificación, de los aspectos ambientales, que, por cierto, son relevantes. Lo más importante es despejar la duda, para que se tenga derecho de propiedad sobre las concesiones y estas puedan darse en garantía.



Porque, al final, ¿qué va a ocurrir? Será factible apalancar recursos no solo en tiempos de crisis, sino también cuando la industria se halle floreciente.



Hoy estamos pensando en la crisis. Pero la existencia de certeza jurídica en materia de concesiones será una eficaz palanca de desarrollo en períodos de normalidad.



Por eso, estimo que hay que colocar este punto en el debate.



Y tenemos ejemplos tan simples como los siguientes.



A pesar de no existir un derecho tan sólido, ¿qué pasa con los contratos especiales de operación en Magallanes? Se decía que no había gas. Se abrieron los CEOP, que tienen menos certeza jurídica que las concesiones, y sucede que se encontró gas en los mismos pozos donde, según la ENAP, se había agotado. 



Entonces, vamos al centro de la discusión. Y desde mi punto de vista, en este proyecto, él se encuentra en que el reconocimiento de que existe un derecho de propiedad sobre la concesión no solo va a garantizar la salida de la crisis, sino que, además, permitirá que esa certeza jurídica sea una herramienta eficaz para apalancar mayor cantidad de recursos y desarrollar eficazmente la industria en comento.



La certeza jurídica, en mi concepto, es el aspecto central de esta iniciativa. Y si el Senado no resuelve bien al respecto, no vamos a tener los niveles de inversión esperados, no solo para la crisis, sino también para el desarrollo futuro de dicha industria.



No temamos a las concesiones, porque hoy día Chile entero se halla concesionado: las autopistas, los aeropuertos. Y se está pensando hacer lo propio con la administración de los hospitales.



¿Qué temor hay, entonces, si nuestros sectores más sensibles operan así?



Lo único que nos falta es que tengamos el coraje de dar el paso siguiente: dotar a las concesiones de seguridad jurídica, pues ella permitirá apalancar recursos. De lo contrario, seguiremos posibilitando que solo inviertan las industrias que cuenten con gran cantidad de recursos.



Si media certeza jurídica, señor Presidente, le aseguro que tendrán acceso a la actividad en comento no solo las grandes transnacionales, sino también los pequeños y medianos empresarios, pues será factible dar las concesiones en garantía para conseguir recursos. El mejor favor que les podemos hacer a las grandes empresas es no permitir la entrega en garantía, porque ellas cuentan con grandes capitales. 



¿Cómo salvaguardamos al mediano inversionista? Con garantías. A más garantía, mayor seguridad de que la industria en cuestión salga de la crisis y se potencie.



Ese es el nervio principal del proyecto.



Creo, entonces, que el debate debe ser abordado desde ese punto de vista. Y si no resolvemos bien, temo que suceda exactamente lo mismo que con el sector petrolero, donde no se ha invertido casi nada -por eso debemos importar crudo en grandes cantidades- debido a que las concesiones carecen de certeza jurídica.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ominami. 

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, considero fundamental tener certeza jurídica. ¿Pero respecto de qué?



La intervención del Senador señor Larraín fue bastante esclarecedora en el sentido de que en ningún caso la concesión debiera vincularse a la figura de la hipoteca.



Eso ya nos abre un espacio de discusión importante.



Cuando el Senador señor Kuschel mostró un gráfico sobre producción, saqué pecho: una industria que en la práctica no existía tuvo un gran desarrollo. 



Probablemente, también se habría potenciado con concesiones a 25 años.



Si Sus Señorías me pusieran hoy día en la disyuntiva, yo no habría planteado concesiones indefinidas, sino a aquel plazo.



Pero, bueno, eso es metafísica.



Sin embargo, en ningún caso ello quedó planteado en la ley. Por eso la iniciativa que nos ocupa esta tarde busca revertir la situación estableciendo que la concesión sea hipotecable y -acá no se ha podido contradecirlo- susceptible de remate.



Traté de explicar el punto. Tal vez no fui muy claro al respecto. Pero repetiré mi argumento,...

El señor ORPIS.- Para qué.

El señor OMINAMI.-…que no ha sido refutado.



Está aquí el Ministro, quien puede clarificar. Que diga si es cierto o no lo que estoy sosteniendo.



Mi afirmación es la siguiente.



Pudiendo la concesión constituirse como hipoteca…

El señor ORPIS.- Como garantía.

El señor OMINAMI.- No, como hipoteca. Así lo dice el artículo 81 bis. El Senador Larraín me está ayudando…

El señor ÁVILA.- ¿Hipoteca o garantía? ¿En qué quedamos?

El señor LARRAÍN.- Garantía.

El señor OMINAMI.-…para la argumentación.

El señor PROKURICA.- ¡Porque se da cuenta de que no está bien!

El señor NOVOA (Presidente).- Evitemos los diálogos.



En realidad, para los efectos de la argumentación, da lo mismo que sea hipoteca o garantía.

El señor OMINAMI.- Entonces, se resuelve la deuda entre el banco y el empresario. Pero puede ocurrir, debido al riesgo que implica cualquier actividad empresarial, que eso no funcione. En ese momento el banco, que no puede quedarse con la concesión por más de 3 años y que (supongo) va a mantener giro único -en mi intervención anterior expliqué que se estaba planteando la posibilidad de eliminar el giro único; pero supongamos que eso no cambia-, tiene que desprenderse de la concesión y llevarla a remate. Y en ese instante se abre la posibilidad de rematar un bien nacional de uso público.

El señor ORPIS.- Así es.

El señor LARRAÍN.- No. Solo se remata la concesión.

El señor ORPIS.- El bien.

El señor OMINAMI.- No sé. 



Ahora, ¿qué ocurre, a mi entender? Se va a un remate. 



Yo pregunto: ¿quién puede ser su beneficiario? 

El señor ORPIS.- El que compra.

El señor OMINAMI.- El que compra.

La señora MATTHEI.- El que paga más.

El señor OMINAMI.- Estamos rematando al mejor postor.

El señor CHADWICK.- Pero hay que cumplir los requisitos.

El señor OMINAMI.- Ahora, yo pregunto lo siguiente…

El señor NOVOA (Presidente).- Terminemos los diálogos, señor Senador. Su Señoría está fundamentando el voto, pero lo hace sobre la base de preguntas.

El señor OMINAMI.- Me asiste ese derecho.

El señor NOVOA (Presidente).- Pero eso no significa que haya que contestarle.

El señor OMINAMI.- Exacto: puedo formular preguntas, pero Sus Señorías no tienen derecho a responderlas.



Eso, para ser claro.



Entonces, yo pregunto quiénes pueden participar en el remate.



En principio, todos. Pero el banco -y si me equivoco, me corregiré-, que es el acreedor principal, participará en condiciones privilegiadas. Eso es bastante evidente.



En consecuencia, la crítica que se le hace al proyecto en el sentido de que aquí podemos terminar privatizando el mar tiene pleno fundamento.



Por esa razón, insisto en votar que no.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Si me permite, señor Presidente, prefiero intervenir al final.

El señor NOVOA (Presidente).- Muy bien.



Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me interesa mucho que el debate sea a fondo. Y me gustaría que el Senador señor Ominami me escuchara. 



No soy profesor de Derecho Civil ni de ninguna materia parecida. Pero aquí hay una cuestión evidente.



Si uno entrega en garantía un bien, es para que el banco pueda realizarlo y obtener por esta vía el pago de una deuda. Eso es obvio.



Ahora, plantea el colega Ominami que ese bien puede ser vendido a cualquiera. Empero, no es así. El proyecto que nos ocupa establece que un órgano del Estado, el Servicio Nacional de Pesca, determinará qué persona puede adjudicárselo.



¿Pero qué se adjudica en el remate? ¿El mar, como expresa Su Señoría? No: la concesión. Porque se es dueño de la concesión, no del mar.



Esa es la cuestión.



Su Señoría no ha entendido que un privado no puede apropiarse un bien nacional de uso público.



Entonces, la argumentación pertinente adolece de un error desde el punto de vista jurídico.



La iniciativa, pues, únicamente pone más cortapisas con relación al proyecto de ley que el colega Ominami envió cuando era Ministro de Economía. Está limitando -aunque a algunos no les guste- el derecho de propiedad. Pero, por ser un bien nacional de uso público, siempre quedará en manos del Estado.



Entonces, no tiene asidero el temor que Su Señoría plantea en cuanto a que por la vía del remate un banco, un tercero, un cuarto, un quinto se hará dueño de una porción de mar. No existe esta posibilidad, porque los bienes del Estado son inapropiables por parte de los privados.



¿De qué son dueños los concesionarios? De la concesión, no del mar.



Por tanto, no llevemos la discusión a situaciones inexistentes. Porque aquello se está diciendo también respecto de las concesiones mineras.



Puedo leer el inciso sexto del número 24° del artículo 19 de la Constitución, que dispone que las minas son del dominio exclusivo del Estado, etcétera.



¡Hasta cuándo seguimos con eso!



Otro discurso: hay que nacionalizar los derechos de agua.



¡Pero si el agua es un bien nacional de uso público! Igual que el mar. 



Entonces, solicito un mínimo de rigor en la discusión. Si no, induciremos a errores y llevaremos a planteamientos que no se sostienen jurídicamente.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, más allá de las indicaciones introducidas por nuestra Comisión de Pesca, que ha trabajado duramente en este proyecto, quiero señalar lo siguiente.



La institucionalidad del Estado es extraordinariamente precaria para hacer frente a la magnitud del desafío que se le presenta en la materia en análisis.



Hemos debatido mucho. Desde 1971 se viene discutiendo la creación del Ministerio del Mar. Hemos sostenido que la institucionalidad pesquera dependiente de la Subsecretaría respectiva del Ministerio de Economía se halla obsoleta, desgastada, y resulta irrelevante respecto de los procedimientos de fiscalización, en particular en el SERNAPESCA. Por lo tanto, no existe una institucionalidad del Estado capaz de hacer frente al desafío de externalizar los fiscalizadores.



No me parece adecuado que los estudios de impacto ambiental los realicen empresas relacionadas con aquellas que son las interesadas.



Hacer posible, entonces, un fortalecimiento institucional del Estado ofrece mayores certezas. Y, en tal sentido, he hecho referencia a una alianza estratégica público-privada.



Los salmoneros quieren capitalizar con el mar, un bien nacional de uso público, y no ser objeto de un control. ¿Por qué la CORFO, sobre la base de una participación del Estado, no puede participar en directorios de una actividad que desarrollará un negocio rentable y que viene de un fracaso sonado?



Estimo, señor Presidente, que se requiere un debate de mucha mayor profundidad sobre el asunto. Por eso, queremos hacer patente en la discusión que participamos de la necesidad de generar empleos de corto plazo en la zona sur y de que, en definitiva, el factor privado es esencial en el desarrollo de esta industria. La cuestión radica en que existe el elemento de una fuerte desconfianza que no logra saldar el proyecto, y, con tal objeto, pedimos una mayor injerencia del aparato estatal en una administración de un bien nacional de uso público que ha sido delegada. Ello no lo refleja la iniciativa.



Estamos acostumbrados a que los buenos negocios, cuando se manejan bien, resulten bien. El que nos ocupa se dirigió mal.



Tocante a lo planteado por el Senador señor Prokurica, la verdad es que uno quisiera que el agua estuviera realmente en nuestras manos, y no en las de Endesa España, y que fuese constituyendo un elemento de mercado. Porque no todos pueden desarrollar negocios cuando alguien controla de manera monopólica un bien nacional de uso público o un bien nacional.



Entonces, cabe considerar las restricciones para que esta industria no se monopolice a través de los remates, de las quiebras.



La concentración de la propiedad también me preocupa, pues venimos saliendo de una situación grave de manejo ambiental y laboral. Y el proyecto es débil en ello.



Además de poner la iniciativa en juego un bien nacional de uso público, no garantiza que todos los sectores van a tener, en definitiva, las mismas condiciones para entrar al proceso de desarrollo de emprendimiento. Los pequeños quedan sesgados. Variables como la producción en tierra resultan apropiadas, o, en particular, la inclusión de los pescadores artesanales, también como un elemento de producción en pequeña escala. 



El articulado avanza en la dirección correcta, pero exhibe insuficiencias que me obligan a votar en contra.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor NOVOA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (28 contra 3 y 5 abstenciones), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear y Matthei y los señores Allamand, Arancibia, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Larraín, Longueira, Muñoz Aburto, Novoa, Núñez, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votaron por la negativa los señores Girardi, Navarro y Ominami.



Se abstuvieron los señores Ávila, Kuschel, Letelier, Muñoz Barra y Naranjo.

El señor NOVOA (Presidente).- Corresponde fijar plazo para indicaciones. 



Tiene la palabra el Honorable señor Horvath. 

El señor HORVATH.- Señor Presidente, si hubiera acuerdo en la Sala, podría determinarse el martes 14 del presente, a las 12, para tal efecto, a fin de que la Comisión de Pesca las analizara en la tarde y de que el miércoles interviniese la de Hacienda. 

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ominami. 

El señor OMINAMI.- Señor Presidente, tratándose de un proyecto respecto del cual ha quedado en evidencia que involucra un debate más de fondo, pido un plazo mayor. 

El señor NOVOA (Presidente).- No tengo inconveniente, señor Senador, pero el Gobierno anunció que lo calificaría con urgencia de “discusión inmediata”. Si así ocurriere, lo más lógico es acoger la idea de fijar el martes, a fin de poder despacharlo el miércoles.



Si ello no acontece, los Comités podrían…

El señor OMINAMI.- Reitero mi solicitud, señor Presidente.



Ahora, si el Gobierno toma esa medida, en ese momento se deberá tomar una decisión.

El señor NOVOA (Presidente).- Existe la dificultad…

El señor OMINAMI.- Porque me hago cargo de lo expresado aquí en el sentido de que la cuestión ya se encuentra arreglada con los bancos, que no existe ningún problema, que todo se halla resuelto y que el Congreso puede discutir libremente la materia. Entonces, tratemos de hacer esto último.

El señor NOVOA (Presidente).- Desconozco cuál puede ser la razón del anuncio de la calificación de “discusión inmediata”. Si ponemos un plazo mayor para formular indicaciones y se fija esa urgencia, no se alcanzará a prepararlas. Esa es la dificultad. 



Por eso, prefiero determinar el martes. Y si no media la “discusión inmediata”, creo que no surgirán inconvenientes para una prórroga.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, me parece, con todo respeto, que la cuestión no radica en el proyecto en sí, sino en la dignidad del Senado. El señor Ministro de Economía se encuentra presente.



Se trata de una materia de fondo. Esta es una industria respecto de la cual todos queremos que le vaya bien, que se regule de buena forma. No existe ninguna razón, después del debate registrado, para establecer el martes como plazo para presentar indicaciones. 



Entonces, por su intermedio, señor Presidente, propongo, por la dignidad de la Corporación, acordar una fecha razonable. La discusión pertinente se efectuará durante el mes en curso. Nadie está tratando de parar la iniciativa, pero un término de aquí al martes se traduciría, con todo respeto, en la imposibilidad de un tratamiento conveniente.



Si el Ejecutivo necesita una semana más o una semana menos, o si nos encontramos nosotros en ese caso, el país no cambiará, ni menos lo hará la industria que nos ocupa.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Arancibia. 

El señor ARANCIBIA.- Señor Presidente, quiero hacer incluso más complicado el problema. 



La urgencia la coloca el Gobierno, que tendrá que ir viendo como se maneja el asunto.



Ahora, de acuerdo con mi experiencia en el trabajo de la Comisión, me parece que si se pretende que las indicaciones lleguen hasta el martes y que las tengamos listas en la tarde de ese día, se le está pidiendo al órgano técnico algo que va mucho más allá de sus capacidades.



Así que, en ese plano, incluso pediría fijar como plazo el lunes, esperando que podamos pasar la iniciativa el martes a la Comisión de Hacienda. De lo contrario, el cumplimiento no será humanamente factible.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro. 

El señor LAVADOS (Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción).- Señor Presidente, creo que las cosas requieren algún tiempo, el cual, para algunos propósitos, en verdad no es mucho.



Por lo tanto, nosotros estaríamos de acuerdo en que se determinara como fecha el lunes de la semana en que el Senado reanuda sus sesiones. Es preciso considerar, eso sí, que la anterior se destina a trabajo regional, de modo que no es posible extenderse más.



Si se fijara el lunes próximo, conforme a lo expresado por el Senador señor Arancibia, significaría que el proyecto se trataría el miércoles. En ese caso, se podría acelerar su paso a la Comisión de Hacienda, que tiene que estudiar muy pocas materias en el texto.



Por otra parte, la tramitación no puede ser demasiado lenta.



Nosotros no plantearemos cuestiones de naturaleza tal que impidan a los señores Senadores contar con el tiempo que necesitan. Lo único que deseo exponer con claridad es que el próximo jueves es feriado y que luego viene la semana regional. Solicitamos, entonces, que durante esta última se presenten las indicaciones. 

El señor NOVOA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará como plazo para formularlas el lunes 27 de julio, a las 12. 



--Así se acuerda. 

El señor NOVOA (Presidente).- Terminado el Orden del Día. 

V. TIEMPO DE VOTACIONES

RECHAZO A GOLPE DE ESTADO EN HONDURAS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor NOVOA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Navarro y Ominami, mediante el cual expresan el rechazo al golpe de Estado perpetrado por las Fuerzas Armadas en Honduras y el respaldo a las gestiones que realicen Su Excelencia la Presidenta de la República y la Organización de Estados Americanos.


--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1183-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 29ª, en 30 de junio de 2009.

El señor NOVOA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El propósito que se persigue es manifestar el rechazo y repudio al golpe de Estado acaecido en Honduras y respaldar las decisiones que adopte el Gobierno de Chile respecto de tal situación, así como las medidas que surjan de la Organización de Estados Americanos para restaurar la normalidad democrática en dicho país. 



La Comisión de Relaciones Exteriores, en oficio de fecha 7 de julio, deja constancia de que varios señores Senadores retiraron su firma del texto de que se trata y hace presente que, en sesión del martes 30 de junio recién pasado, esta Corporación aprobó ya un proyecto de acuerdo sobre la situación en Honduras patrocinado por dicho órgano técnico. 

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En votación. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se rechaza el proyecto de acuerdo por falta de quórum (3 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa los señores Letelier, Navarro y Ominami.



Se abstuvo el señor Novoa. 

VII. INCIDENTES

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- El primer turno corresponde al Comité Mixto: Partido por la Democracia e Independiente y Partido Radical Social Demócrata.



Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

ANIVERSARIO DE MUERTE DE RODRIGO ROJAS DENEGRI. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, desde el pasado 2 de julio, el edificio donde funciona el Servicio de Atención Primaria de Urgencia N° 1 de Quilicura dejó de ser conocido como “SAPU de la plaza”, tras pasar a llamarse, por decisión del municipio, “SAPU Rodrigo Rojas Denegri”.



Para quienes no lo sepan, no lo recuerden o no quieran acordarse, la denominación de dichas dependencias, ese día y en esa comuna resulta relevante para muchos chilenos, porque fue el 2 de julio de 1986 y en esa comuna cuando Rodrigo Rojas, de 19 años, fue trasladado por Carabineros, junto a Carmen Gloria Quintana, con sus cuerpos completamente quemados, tras haber sido encontrados en la zanja de regadío donde fueron arrojados para que murieran por la patrulla militar que les prendió fuego.



Los trabajadores agrícolas que los encontraron notificaron a la policía uniformada, la que los condujo hasta el recinto asistencial de urgencia que desde comienzos del mes en curso lleva el nombre de Rodrigo, para luego ser llevados hasta la Posta Central, donde cuatro días más tarde el joven fotógrafo dejó de existir.



El Alcalde de Quilicura, Juan Carrasco, ha expresado que la decisión municipal es un acto “de reparación moral, educativa y social a la vulneración de los derechos humanos, pero también un reconocimiento a la digna labor de los funcionarios de la salud que se comprometieron a ayudarlos y atenderlos” en aquel trágico y difícil momento.



Por eso, entre las personas especialmente invitadas a la ceremonia, donde estuvieron presentes familiares de Rodrigo y de Carmen Gloria, se encontraba también la señora Teresa Álvarez, técnica en enfermería, quien fue la primera en recibir y atender a los jóvenes quemados, agonizantes, producto de la acción demente y criminal de una patrulla militar encabezada por el entonces teniente Pedro Fernández Dittus.



He querido referirme a la medida de que doy cuenta porque, más allá de mostrar la nobleza y humanidad de la actual gestión municipal, encabezada por el Alcalde Carrasco -la que, por cierto, valoro y aplaudo-, constituye uno de los actos de reparación y recuperación de la memoria histórica que es necesario efectuar con el objeto de preservar la verdad, por dura y triste que sea, para las futuras generaciones.



En esos tiempos, el Senador que habla era dirigente de la Federación de Estudiantes de la Universidad de Concepción, de la FEC. En un día de movilización nacional, recibimos la noticia con dureza, pero también con mucha impotencia. Recuerdo, como si fuera ayer, ese lejano momento de 1986, cuando participábamos activamente del paro convocado por la Asamblea de la Civilidad para el 2 y 3 de julio, levantando la Demanda de Chile y exigiendo el término de la dictadura para emprender el retorno a la democracia, en el contexto de un año considerado decisivo para la movilización social.



Pese a las vivencias represivas que muchos de nosotros habíamos conocido y vivido -numerosos compañeros fueron detenidos y golpeados-, la información de lo ocurrido a Rodrigo Rojas y Carmen Gloria Quintana nos golpeó con extrema dureza. No creíamos posible tanta barbarie, en especial dirigida hacia quienes se decía entonces que eran “el futuro de Chile”, esto es, los jóvenes.



Por ello, entre diversas otras razones, mucha gente se habrá alegrado de saber que Rodrigo y su muerte no han sido olvidados. Porque los dolores son parte de la vida, y así como no hay que dejar que nos agobien, también es cierto que no debemos dejar de tenerlos presentes, para poder aprender y, más tarde, transmitir su enseñanza.



El que tuvo lugar en Quilicura fue un acto de reparación colectiva por todas las injusticias que cada cierto tiempo vemos o recordamos, como el hecho de que, tras el alevoso acto criminal perpetrado contra los dos jóvenes por la patrulla, el teniente Pedro Enrique Fernández Dittus solo fue condenado -por la justicia militar- por denegación de auxilio, desechándose incluso un pronunciamiento de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el sentido de que se trataba de violencia innecesaria con resultado de muerte y de cuasidelito de homicidio. De 600 días de presidio, cumplió efectivamente solo poco más de la mitad en Punta Peuco, la cárcel “de cinco estrellas”.



O la medida en virtud de la cual, no bastando esa grotesca impunidad, el teniente Fernández Dittus fue ascendido a capitán. ¡El que roció con bencina a los dos jóvenes y luego les prendió fuego!



O la circunstancia de que ese mismo oficial, ahora en retiro, se encuentre beneficiado con una pensión de invalidez de segunda categoría, acreditada por la Comisión Médica del Ejército, la que determinó una “psicopatía orgánica”. Ello se traduce en casi el doble de la jubilación mensual, debido a lo que se diagnostica como “padecimientos en actos de servicios que lo incapacitan para desarrollar una labor normal”. ¡El doble de la pensión!



Y, como si ello no fuera suficiente, quienes tienen buena memoria recordarán que hace apenas un par de años debimos enterarnos por la prensa de que el retirado capitán Pedro Fernández Dittus es actualmente, pese al diagnóstico médico invalidante, flamante sostenedor de la Escuela 712 José Arrieta, en la comuna de La Reina, como parte de la sociedad “Marta Rosa Elena Dittus Bayer e hijos Ltda.”. Es decir, no presenta la invalidez mental por la cual se le otorgó la pensión.



Por estas injusticias que siguen ocurriendo nos reconforta a muchos chilenos, en todo el país, la decisión del alcalde y el concejo municipal de Quilicura. En consecuencia, pido que se haga llegar copia de mi intervención tanto a ese jefe comunal, Juan Carrasco, como a la señora Teresa Álvarez, técnica en enfermería del actual “SAPU Rodrigo Rojas Denegri” de esa comuna.



Deseo que ella también se envíe a la ahora Doctora en Psicología Carmen Gloria Quintana, quien fue víctima de estos lamentables y tristes hechos, que quedaron grabados en mi generación, la de los años ochenta.



Porque no podíamos creer que ello hubiera sucedido. La verdad es que se intentó intimidarnos. Es decir, si eran capaces de quemar vivos a dos jóvenes que participaban en una protesta, cualquiera podía sentir miedo, temor, de que le pasara lo mismo. ¡Era la política del terror!



Toda una generación se representó ese día que la víctima pudo haber sido cualquiera, en Concepción, en La Serena, en Antofagasta. Pero el hecho ocurrió en Santiago. Y unos insanos quemaron vivos a Rodrigo Rojas y Carmen Gloria Quintana.



La generación que combatió contra la dictadura, la generación de los ochenta, pudo salir adelante. Y Carmen Gloria, con fuerza, con una capacidad increíble, supo sobreponerse, conformar una familia, tener hijos. Y hoy ejerce como profesional y docente universitaria en esta Región. Esa es la respuesta frente a la barbarie, la respuesta de quien sobrevivió a un acto irracional.



El recuerdo de Rodrigo Rojas, de sus funerales y de su muerte nos acompañará por muchos años.



Por mi parte, solo quiero transmitir estas palabras a los universitarios de hoy, a nuestros hijos. Porque se podrá perdonar, como hemos dicho tantas veces -aquellos que tienen fe, aquellos a quienes les asiste la razón, son capaces de asimilar, de tolerar, de perdonar-, ¡pero lo que nunca puede suceder es olvidar! La sociedad que olvida los errores cometidos vuelve a incurrir en ellos.



Mis mejores deseos para Carmen Gloria.



Mi saludo y reconocimiento a Juan Carrasco, Alcalde de Quilicura, y al concejo municipal, así como a todos los que atendieron a estos dos jóvenes en momentos muy difíciles.



He dicho.



¡Patagonia sin represas, señor Presidente!



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, tiene la palabra la Senadora señora Matthei.

CREACIÓN DE INSTANCIA DE INVESTIGACIÓN DE NEGLIGENCIAS MÉDICAS. OFICIO

La señora MATTHEI.- Señor Presidente, quiero referirme hoy a un tema supercomplejo: las negligencias médicas.



La semana pasada estuve con un matrimonio que esperaba su primer hijo. Por tratar de recibir mejores cuidados viajó a Santiago, donde a ella se le indujo el parto en una institución. Pero el doctor se fue a atender su consulta privada, y, mientras la mujer aguardaba, se empezó a ver cómo los latidos del bebé que estaba por nacer eran cada vez más débiles. Trataron de que el médico se hiciera presente, pero demoró más de dos horas en llegar. Finalmente, luego de una cesárea, el niño nació muerto. Se logró revivirlo; sin embargo, quedó con un daño cerebral tan brutal que hoy día no es capaz siquiera de tragar.



A esos padres les negaron el seguro catastrófico. Se hallan envueltos en una disputa legal. Han gastado mucho dinero en llevar adelante un juicio, durante el cual han percibido que los doctores se protegen entre sí, lo que constituye un nuevo problema.



El Colegio Médico cuenta con FALMED, fundación de asistencia jurídica existente para defender a sus asociados en casos de negligencias médicas.



El hijo de aquel matrimonio ha debido estar hospitalizado diez veces este año. Ello implica un costo enorme, una pena ilimitada para sus progenitores, quienes sienten que están luchando solos contra el mundo. Por eso acudieron a mí.



De otra parte, les conté que cuando discutimos la reforma de la salud tuvimos el temor de que abogados inescrupulosos buscaran cualquier pequeña excusa para acusar de negligencia médica a los hospitales públicos, a las clínicas privadas y a todo tipo de doctores. 



Recuerdo que durante ese debate se conoció una sentencia que indemnizó a una familia con 200 a 300 millones de pesos -no recuerdo bien- por considerarse que hubo negligencia. Y ese dinero lo tuvo que pagar un hospital público.



Nosotros no queríamos que se judicializara la situación. De esa forma, muchos doctores al final se negarían a atender a alguien en malas condiciones, porque si el paciente muriera podrían ser acusados de negligencia.



Es un asunto terriblemente complejo, señor Presidente. 



Por un lado -como dije-, no queremos que una horda de abogados trate de ganar dinero fácil de esa manera, y por otro, buscamos que se aborde la situación de las familias que sufren un caso terrible -como el descrito- de negligencia médica, que provoca generalmente la pérdida de un ser querido, una pena enorme y también la imposibilidad de defenderse.



El matrimonio a que he hecho referencia me habló muy bien de la Superintendencia de Salud. Cada vez que ellos han debido acudir a dicha institución, los han tratado bien, sus problemas han sido resueltos con prontitud y con justicia. Por tanto, lo primero es felicitar al Superintendente señor Manuel Inostroza, quien ha ocupado ese cargo durante mucho tiempo. Además, participó en la discusión de la reforma de la salud. Tengo una tremenda confianza en él.



Al mismo tiempo, señor Presidente, pido que se le envíe un oficio para que analice la posibilidad de crear, al interior de la Superintendencia, una instancia que revise los casos que se presenten, con el objeto de determinar si ha habido o no negligencia médica.



Uno de los problemas que enfrentan esas familias es que acuden a un abogado que, como no sabe de medicina, depende de un facultativo para la elaboración de un informe médico que demuestre que efectivamente existió negligencia. Sin embargo, en localidades como Ovalle o Iquique los doctores se conocen entre ellos. Y ninguno va a firmar algo en contra de un colega. 



Entonces, esas familias quedan en una indefensión absoluta.



Por esa razón, debiera haber una instancia -quizá prejudicial- de la Superintendencia de Salud habilitada para manifestar su opinión ante la justicia en casos de negligencia médica. De ese modo se ahorraría mucho dinero en juicios y evitaríamos que abogados inescrupulosos llevaran ante los tribunales situaciones no constitutivas de ilícito. Pero también podríamos remediar mucho sufrimiento a familias que siguen adelante con casos que sí corresponden a negligencias médicas y que no tienen cómo defenderse.



Quiero leer brevemente un e-mail que recibí hoy, donde una señora me señala lo acontecido con la muerte de su hermano en Ovalle. Dice:



“Distinguida H. Senadora: 



“En Ovalle, existen muchas negligencias médicas, es cosa de revisar la prensa digital”.



Efectivamente, en el Hospital de Ovalle son muchos los casos denunciados al respecto. Recuerdo el de una persona mordida por una araña de rincón. Concurrió a dicho recinto hospitalario en cinco o seis ocasiones para ser tratada, pero solo le practicaron curaciones superficiales y la enviaron de vuelta a su casa. Cuando finalmente la atendió un médico, se hallaba en estado de shock. Pasaron varios días; ya no le funcionaban los riñones, en fin.



En realidad, se han hecho varias denuncias de negligencia médica en Ovalle.



Continúo con la lectura del correo electrónico. Agrega esta señora que en el Hospital de Ovalle:



“Las deficientes investigaciones dejan todo en la impunidad, tanto así que con su conducta obligan a demandar para efectos civiles, dejando en la nebulosa lo penal, algo inaceptable. Sin mayores comentarios acompaño nota enviada a las autoridades, que desnuda lo que acontece con archivos de prueba, al menos en el caso que me afecta.”.



Señala, además, que su hermano falleció el 5 de febrero de 2009 “en una ambulancia en el trayecto al Hospital de Ovalle, por no haber sido atendido en forma debida la noche anterior, al pedir ayuda en Urgencias porque presentaba sangramientos por vía oral y en defecaciones, dejando un reclamo en la OIRS, que a la fecha no me contestan. Jamás me imaginé que la defensa corporativa que se desplegaría sería tan feroz, ni mucho menos que se actuaría con tanta deshumanización, en un intento por desvirtuar lo innegable.”.



Agrega que la autopsia realizada en el Servicio Médico Legal de Ovalle no detectó absolutamente ningún problema de sangramiento. Sin embargo, hubo otra, practicada por el Servicio Médico Legal de Valparaíso, que determinó lo contrario. 



A continuación, indica que hasta la fecha el hospital le ha negado el certificado en que constan los motivos por los cuales su hermano consultó en Urgencias la noche anterior a su deceso.



Agrega: “En Mediación se insistió que lo que le afectaba era solo una “faringitis” y que, por ello, se le devolvió al domicilio”. 



Es raro que solo se le diagnosticara faringitis a una persona que presentaba, al parecer, sangramientos. 



Sigo leyendo: “Se aseguró e informó a muchas autoridades que Carabineros había consignado en un parte entregado en la Fiscalía que su deceso se debió a una electrocución, lo que es falso.”. 



“También se aseguró en la mediación que la autopsia no revelaba ninguna causa de muerte y que, por ello, esta era ‘indeterminada’”.




En fin, señor Presidente, no quiero leer todo el e-mail de la señora María Rojas. Solo pido, por su intermedio, que sea remitido a la Superintendencia de Salud, a fin de que se revise lo ocurrido en el Hospital de Ovalle. 



También solicito oficiar al Superintendente, don Manuel Inostroza, para que analice la posibilidad de que dicha institución se involucre en la investigación de los casos a través de médicos que examinen, sin conocer el nombre del paciente ni el del facultativo involucrado, las fichas y las anotaciones de las atenciones brindadas, con el objeto de determinar si hubo o no negligencia. 



Asimismo, pido que tal procedimiento se incorpore en los juicios por negligencias médicas. Ello permitiría defender a los doctores acusados injustamente y, también, ayudar a las familias que han sufrido a causa de una negligencia que les ha significado un enorme costo emocional y financiero.



Por lo tanto, señor Presidente, solicito el envío del oficio indicado, acompañado del e-mail que recibí de doña María Rojas, a fin de que, si corresponde, la Superintendencia pueda ordenar una investigación en el Hospital de Ovalle.



Gracias.



--Se anuncia el envío del oficio requerido, en nombre de la señora Senadora, conforme al Reglamento.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

DEMANDAS DE GENDARMERÍA. OFICIO

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en dos oportunidades me he reunido con las organizaciones que representan tanto al personal uniformado como al civil de Gendarmería de Chile en la Región de Aisén. Y en más de una ocasión he visitado los centros carcelarios, en especial el de Coihaique, que se encuentra en muy malas condiciones no solo para los detenidos, sino también para los propios gendarmes. El personal interno, por ejemplo, termina haciendo el aseo, la comida, etcétera, lo cual, desde luego, me parece inadecuado.



En tal sentido, solicito que se oficie al señor Ministro de Justicia para hacerle ver la conveniencia de que la nueva Ley Orgánica Constitucional de Gendarmería contemple la planta para los civiles y no externalice todas las funciones de rehabilitación y otras que se deben llevar a cabo para mantener las construcciones carcelarias;  de que no se consagre en dicha normativa el grado 26, que se estableció en un momento determinado, cuando era Ministro don José Antonio Gómez -y, antes, doña Soledad Alvear-, ya que se trataba solo de una solución intermedia, y además, de que se acojan las demandas que están haciendo las organizaciones respectivas. 



Gracias.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Independientes, Socialista y Demócrata Cristiano, ningún señor Senador interviene.

El señor BIANCHI (Vicepresidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.


--Se levantó a las 19:47.








Manuel Ocaña Vergara,
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 29ª, ORDINARIA, EN MARTES 30 DE JUNIO DE 2009



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Bianchi, y, en calidad de Presidente accidental, del Honorable Senador señor Cantero.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurren, asimismo, los Ministros Secretario General de la Presidencia y Presidente de la Comisión Nacional de Energía, señores José Antonio Viera-Gallo y Marcelo Tokman, respectivamente.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de la sesión vigésimo sexta ordinaria, del día 16 de junio del año en curso, y de las sesiones vigésimo séptima especial y vigésimo octava ordinaria, ambas del día 17 de junio pasado, se encuentran en Secretaría a disposición de los Honorables Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes



Veintitrés de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que complementa la ley que introduce modificaciones al Código Penal, en la regulación de ciertos delitos contra la Administración Pública (Boletín Nº 6.476-07).



Con los diecisiete siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06).



2.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Estatuto Orgánico de la Corporación Nacional del Cobre de Chile (CODELCO) y las normas sobre disposición de sus pertenencias mineras (Boletín N° 4.901-08).



4.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, que modifica la ley N° 19.451, con el fin de determinar quienes pueden ser considerados donantes de órganos y la forma en que pueden manifestar su voluntad (Boletín N° 4.999-11).



5.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, sobre comercio ilegal (Boletín N° 5.069-03).



6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que fija normas especiales para las empresas de menor tamaño (Boletín N° 5.724-26).


8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Ministerio de Energía estableciendo modificaciones al decreto ley N° 2.224, de 1978, y a otros cuerpos legales (Boletín N° 5.766-08).


9.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que sanciona el acoso sexual de menores, la pornografía infantil y la posesión de material pornográfico infantil (Boletín N° 5.837-07).



10.- Proyecto de ley que establece nueva Ley Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos (Boletín N° 5.887-06).



11.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo asiento para el juzgado de letras de Chaitén (Boletín N° 6.072-07).



12.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos (Boletín N° 6.174-05).



13.- Proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (Boletín N° 6.189-06).



14.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema Intersectorial de Protección Social e institucionaliza el Subsistema de Protección Integral a la Infancia “Chile Crece Contigo” (Boletín N° 6.260-06).



15.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que incorpora al seguro social contra riesgos de accidentes del trabajo y enfermedades profesionales de la ley N° 16.744, al personal civil de las empresas que señala (Boletín N° 6.427-13).



16.- Proyecto de ley que faculta a las universidades estatales a establecer un mecanismo de incentivo al retiro para sus funcionarios y concede otros beneficios que indica (Boletín N° 6.458-05).



17.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro, sobre protección de los animales (Boletín N° 6.521-12).



Con los cinco siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 18.290, de Tránsito, creando el sistema de licencias de conducir con puntaje (Boletín Nº 3.376-15).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo en materia de protección a las remuneraciones (Boletín N° 5.434-13).



3.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta al Fisco para comprar y vender propiedades particulares afectadas por situaciones de catástrofe (Boletín N° 6.010-12).



4.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, que modifica la ley N° 19.537, sobre Copropiedad Inmobiliaria, en materia de tenencia de animales domésticos (Boletín N° 6.265-14).



5.- Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Orpis, que modifica la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, en lo relativo a precursores químicos y proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Orpis y Espina, que obliga a inscribirse en un registro especial a las personas naturales o jurídicas que transporten precursores químicos (Boletines números 6.431-07 y 6.463-07, refundidos).



-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, informa que ha prestado su aprobación, con la enmienda que indica, al proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro, sobre protección de los animales (con urgencia calificada de “suma”) (Boletín N° 6.521-12).



-- Queda para Tabla.



Con el segundo, comunica que ha aprobado, con las modificaciones que señala, el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo, Romero y Sabag y del ex Senador señor Fernández, que autoriza erigir un monumento, en la comuna de Puyehue, en homenaje a Su Santidad Juan Pablo II (Boletín Nº 3.828-04).



-- Queda para Tabla.



Con el tercero, informa que ha aprobado las enmiendas introducidas por el Senado al proyecto de ley que otorga bono extraordinario para los sectores de menores ingresos e introduce modificaciones a ley N° 20.259 y otros cuerpos legales (Boletín N° 6.561-05).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el cuarto, comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta el aporte de recursos extraordinarios para las municipalidades del país con el objeto de fortalecer su gestión (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 6.579-05).



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer respecto del proyecto de acuerdo que aprueba el “Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1.998 (Boletín N° 6.560-10).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.



Tres del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con el primero, remite copia autorizada del requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad planteado en contra del N° 2 del artículo 8° de la ley N° 18.101, sobre arrendamiento de predios urbanos.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo, remite copia autorizada de la sentencia recaída en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que otorga bono extraordinario para los sectores de menores ingresos e introduce modificaciones a ley N° 20.259 y otros cuerpos legales (Boletín N° 6.561-05).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar junto con sus antecedentes.



Con el tercero, remite copia autorizada de la sentencia recaída en el proyecto de acuerdo que aprueba el “Estatuto de Roma que creó la Corte Penal Internacional”, adoptado en dicha ciudad el 17 de julio de 1.998 (Boletín N° 6.560-10).



-- Se toma conocimiento y se mandó comunicar a Su Excelencia la Presidenta de la República.



Del señor Contralor General de la República, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de la asignación e inversión de los recursos del Fondo de Desarrollo de la XII Región (FONDEMA).



Del señor Ministro de Defensa Nacional, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto del reciente acto de conmemoración de la Toma del Morro de Arica.



Dos del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto del otorgamiento de un subsidio económico a las editoriales encargadas de la venta de textos escolares, como la rebaja o eliminación del Impuesto al Valor Agregado (IVA).



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de las medidas a aplicar para los deudores habitacionales que mantienen deudas con bancos privados.



Del señor Ministro de Obras Públicas, con el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, acerca del problema hídrico que afecta a la Región de Atacama y al norte del país.



De la señora Ministra de Agricultura, por medio del cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a la adopción de medidas en beneficio de los pequeños y medianos agricultores del país.



Dos de la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, con los cuales responde igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto de la inclusión de los deudores habitacionales Habitacoop de Coyhaique en los compromisos establecidos durante la discusión de la Ley de Presupuestos del año 2009 y acerca de los montos destinados para el programa Fondo Solidario de Vivienda en la XI Región.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, acerca de la posibilidad de entregar un inmueble fiscal al Coro Polifónico “Jesús González Campón”, de la ciudad de Linares.



Del señor Subsecretario de Redes Asistenciales, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca del terreno en donde se construiría el Centro de Salud Familiar de Los Andes.


De la señora Tesorera General de la República y del señor Subdirector de Estudios del Servicio de Impuestos Internos, por los cuales responden dos oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar, respecto de la información estadística en relación con los deudores tributarios morosos.



Del señor Superintendente de Seguridad Social, por medio del cual instruye a las instituciones públicas que indica para el otorgamiento del bono extraordinario a pagar en el mes de agosto próximo.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Educación de la II Región, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, en relación con la inversión que se realizará en la Escuela Victoriano Quintero Soto, de la comuna de Taltal.



Del señor Secretario Regional Ministerial de Salud de la Región Metropolitana y de la señora Directora del Instituto de Salud Pública de Chile, con los cuales responden un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Girardi, respecto de la venta por Internet del medicamento antiviral “TAMIFLU”.



Del señor Fiscal Regional del Ministerio Público de la IX Región, con el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Espina, en relación con la investigación de las responsabilidades asociadas a la muerte de persona que indica en la ciudad de Victoria, IX Región.



De la señora Superintendenta de Electricidad y Combustibles, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, respecto de las condiciones de propiedad de las empresas concesionarias de los servicios públicos de distribución de gas domiciliario y de energía eléctrica en la XII Región.



De la señora Directora Regional subrogante de la Comisión Nacional del Medio Ambiente de la II Región, por medio del cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto del cumplimiento de las normas medioambientales por parte de las empresas extractoras de áridos ubicadas en la comuna de Mejillones.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, acerca de la supuesta actuación de civiles no identificados en la Tercera Comisaría de Carabineros el día 1 de mayo recién pasado.



Del señor Director del Servicio Electoral, con el que informa el nuevo Cronograma Electoral para las elecciones presidencial y parlamentaria de diciembre próximo.



Del señor Director General del Consejo para la Transparencia, por el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, en relación con la aplicación de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.



Del Sindicato de Trabajadores Independientes de Suplementeros de Valparaíso, por medio del cual ponen en conocimiento del Senado la situación gremial que los afecta.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Moción



Del Honorable Senador señor Orpis, mediante la cual inicia un proyecto de ley que regula las materias primas destinadas a la producción ilícita de drogas estupefacientes o sicotrópicas (Boletín N° 6.581-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyecto de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Gazmuri, Letelier, Muñoz Aburto, Naranjo, Navarro y Núñez, mediante el cual expresan su rechazo al golpe de Estado perpetrado por las Fuerzas Armadas en Honduras y su respaldo a las gestiones que realice Su Excelencia la Presidenta de la República y la Organización de Estados Americanos (Boletín N° S 1.183-12).



--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Solicitudes de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Novoa, para ausentarse del país entre los días 30 de junio y 3 de julio de 2009.



Del Honorable Senador señor Pizarro, para ausentarse del país a contar del día 30 de junio del año en curso.



-- Se otorgan los permisos solicitados.

- - -



Durante la sesión, llega a la Mesa un proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Romero, señora Alvear y señores Ávila, Gazmuri, Girardi y Larraín, mediante el cual expresan su condena al golpe de Estado ocurrido en Honduras, llamando al pleno restablecimiento del Estado de Derecho en ese país (Boletín N° S 1.184-12).



- Queda para el Tiempo de Votaciones de esta sesión.

_______________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1) Celebrar una sesión especial de la Corporación, el día martes 15 de septiembre del año en curso, de 10 a 13 horas, para recibir el Informe de Política Monetaria que debe efectuar el señor Presidente del Banco Central, de conformidad con lo prescrito en el artículo 80 de la ley N° 18.840, Orgánica Constitucional del Banco Central.


2) Colocar en el primer lugar de la Tabla de la sesión ordinaria del día de mañana, miércoles 1 de julio, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta el aporte de recursos extraordinarios para las municipalidades del país con el objeto de fortalecer su gestión (Boletín N° 6.579-05), si estuviere informado por la Comisión de Hacienda.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien solicita la autorización de la Sala para que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discuta el proyecto que modifica la Ley General de Pesca y Acuicultura, en materia de acuicultura (Boletín Nº 6.365-21), tanto en general cuanto en particular, con motivo de su primer informe.

Así se acuerda.

- - -



Luego, el señor Presidente otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ruiz-Esquide, quien recaba el asentimiento de la Sala para que la Comisión de Salud discuta en general y en particular, en el primer informe y de manera conjunta, cuatro proyectos originados en mociones de diversos Honorables Senadores, que corresponden a los Boletines números 5.799-11, 6.037-11, 6.331-11 y 6.523-11.


Así se acuerda.

- - -


Finalmente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, quien pide que se trate en el segundo lugar de la tabla del día de hoy el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 20.066, de Violencia Intrafamiliar y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional (Boletines números 4.167-18, 4.691-18, 5.055-18, 5.142-18 y 5.376-18, refundidos).


Así se acuerda.

_______________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que complementa la ley que introduce modificaciones al Código Penal en la regulación de ciertos delitos contra la Administración Pública, con informe de la Comisión de 

Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto, en segundo trámite constitucional, que complementa la ley que introduce modificaciones al Código Penal en la regulación de ciertos delitos contra la Administración Pública, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 6.476-07.



Añade que su principal propósito es ampliar la jurisdicción de los tribunales nacionales para conocer del delito de cohecho a funcionarios públicos extranjeros cometido en el exterior por chilenos o por extranjeros con residencia habitual en nuestro país.


La Comisión discutió el proyecto, tanto en general cuanto en particular, y acogió la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Alvear y señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.



En cuanto a la discusión en particular, aprobó, con la misma votación antes señalada, el número 1) del artículo 1º y el artículo 2º.


El número 2) del artículo 1º, que agrega una oración al inciso tercero del artículo 157 del Código Orgánico de Tribunales a fin de otorgar competencia a nuestros tribunales penales para conocer del delito de cohecho a funcionarios públicos extranjeros, incluso cuando sólo una parte de su ejecución haya tenido lugar en Chile, fue aprobado por tres votos a favor (Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina y Muñoz Aburto) y dos abstenciones (Honorables Senadores señores Chadwick y Gómez).


Agrega que en el informe se deja constancia de que las abstenciones se fundan en la coincidencia con las observaciones formuladas por la Excelentísima Corte Suprema respecto a la enmienda del artículo 157 del Código Orgánico de Tribunales.


Destaca que el texto que la Comisión propone a la Sala es el mismo que despachó la Honorable Cámara de Diputados.


Finalmente, subraya que el artículo 1º del proyecto reviste el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que su aprobación requiere del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.

- - -


En discusión en general la iniciativa, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y al Honorable Senador señor Larraín.


Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto, es aprobado por 22 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en lo relativo al artículo 1° de la iniciativa.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Flores, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Luego, y con idéntica votación a la registrada precedentemente, se dan por aprobados, en particular, el número 1) del artículo 1º y el artículo 2º, cumpliéndose lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en lo relativo al artículo 1° del proyecto.



A continuación, el señor Presidente expresa que corresponde discutir en particular el número 2) del artículo 1º de la iniciativa.



Al respecto, concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Larraín y Gómez.



Puesta en votación la referida norma, se produce el siguiente resultado: 12 votos a favor y 11 abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Ávila, Flores, Gazmuri, Girardi, Horvath, Muñoz Aburto, Núñez, Ominami, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, García, Gómez, Kuschel, Larraín, Letelier, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.



Seguidamente, el señor Presidente da por rechazada la aludida norma, por no haberse reunido el quórum requerido.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Agrégase en el N° 2° del artículo 6° del Código Orgánico de Tribunales, antes del punto y coma (;) el siguiente párrafo: “y el cohecho a funcionarios públicos extranjeros, cuando sea cometido por un chileno o por una persona que tenga residencia habitual en Chile”.



Artículo 2°.- Modifícase la letra a) del artículo 27 de la ley N° 19.913 en el siguiente sentido:



1) Sustitúyese, a continuación del número “6”, la conjunción “y” por una coma (,).



2) Intercálase entre el guarismo “9” y la frase “del Título”, la siguiente expresión: “y 9 bis”.”.

_______________
Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 20.066, de Violencia Intrafamiliar y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y 

Reglamento


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, y otros cuerpos legales para incluir el maltrato del adulto mayor en la legislación nacional (Boletines números 4.167-18, 4.691-18, 5.055-18, 5.142-18 y 5.376-18, refundidos).



Añade que su objetivo principal es incorporar el maltrato a los adultos mayores entre las conductas sancionadas por la Ley de Violencia Intrafamiliar y facultar a los tribunales de familia para decretar como medida cautelar la internación de aquellos que se encuentren en situación de abandono.


Agrega que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió la iniciativa sólo en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Chadwick, Espina, Gómez y Muñoz Aburto.

- - -



En discusión en general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Prokurica, Letelier, Romero, Pérez Varela, García, Muñoz Aburto, Espina, Ávila, Girardi, Ominami, Frei, Orpis, Gómez, Arancibia, Ruiz-Esquide y Navarro.



Al respecto, el Honorable Senador señor Romero deja constancia de que el término “maltrato” comprende no sólo la violencia física, sino también la psicológica; en consecuencia, incluye las conductas o acciones que atenten contra la dignidad de las personas mayores.


Cerrado el debate y sometida a votación en general la iniciativa, es aprobada por 28 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.


Fundamenta su voto positivo, el Honorable Senador señor Gazmuri.

- - -



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Longueira, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación del proyecto.

- - -



A continuación, el señor Presidente propone a la Sala fijar como plazo para formular indicaciones hasta las 12:00 horas del día miércoles 15 de julio del año en curso, lo que, no habiendo objeción, así se acuerda.



Posteriormente, concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Orpis, quien solicita que el proyecto, durante su discusión en particular, luego de ser tratado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, sea analizado por la Comisión de Hacienda.



En relación con dicha petición, el señor Presidente otorga la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señor Gómez, señora Matthei y señores Espina, Vásquez, Sabag, Prokurica, Larraín y Núñez.


Cerrado el debate y sometida a votación la referida solicitud, es aprobada por 13 votos a favor, 6 en contra y 3 abstenciones.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Cantero, Espina, Flores, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Orpis, Prokurica, Romero y Sabag.



Votan por la negativa, los Honorables Senadores señores Gazmuri, Girardi, Gómez, Muñoz Aburto, Ominami y Vásquez.



Se abstienen, los Honorables Senadores señores Ávila, Navarro y Núñez.


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Modifícase la ley Nº 20.066, de Violencia Intrafamiliar, en el siguiente sentido:



1) Agrégase en el inciso primero del artículo 3°, a continuación de la palabra “mujer”, la frase “, los adultos mayores”.



2) Intercálase en el inciso segundo del artículo 5°, a continuación del vocablo “edad”, la expresión “, adulto mayor”.



3) Agrégase en el inciso tercero del artículo 7°, a continuación de la expresión “se trate de”, la frase “un adulto mayor, de”.



Artículo 2°.- Modifícase la ley Nº 19.968, que crea los tribunales de familia, en el siguiente sentido:



1) Agrégase en el artículo 84, el siguiente inciso tercero, pasando el actual a ser cuarto:



“No se eximirá de esta obligación a ninguna de las personas indicadas en el inciso segundo del artículo 177 del Código Procesal Penal, salvo el caso de persecución penal propia.”.



2) Agréganse en el número 8 del artículo 92, los siguientes incisos:


“Tratándose de adultos mayores en situación de abandono, el tribunal podrá, cumpliéndose los requisitos establecidos en los artículos 130 y siguientes del Código Sanitario, decretar la medida de internación allí prevista.



Para estos efectos, se entenderá por situación de abandono, el desamparo que afecte a un adulto mayor que requiere de cuidados.”.



Artículo 3°.-Sustitúyese el artículo 489 del Código Penal, por el siguiente:



“Art. 489.- Están exentos de responsabilidad criminal y sujetos únicamente a la civil por los hurtos, defraudaciones o daños que recíprocamente se causaren:



1º. Los parientes consanguíneos hasta el primer grado en la línea recta.



2º. Los cónyuges.



Esta excepción de responsabilidad criminal no será aplicable cuando la víctima sea un adulto mayor.”.”.

______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece un nuevo asiento para el juzgado de letras de Chaitén, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento e informe de la Comisión 

de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece un nuevo asiento para el Juzgado de Letras de Chaitén, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.072-07.



Añade que esta iniciativa fue aprobada en general, en sesión de 14 de abril recién pasado, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, además de un informe de la Comisión de Hacienda.


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, en los respectivos documentos se deja testimonio de que los artículos 2º, 3º y 4º no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que deben darse por aprobados, teniendo presente que los artículos 2º y 4º revisten el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo cual requieren para su aprobación del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.



Seguidamente, el señor Presidente, de acuerdo a la citada disposición reglamentaria, declara aprobados tales preceptos, dejándose constancia de que contaron con el voto favorable de 24 Senadores, de un total de 36 en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en lo relativo a los artículos 2° y 4°.

- - -



Luego, el señor Secretario General precisa que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento efectuó algunas enmiendas al artículo 1º del proyecto, y la de Hacienda, al artículo 5º, todas las cuales fueron acogidas por unanimidad, por lo que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada. Subraya que el artículo 1º tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación del voto conforme de los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio.


Al respecto, destaca que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes enmiendas:

Artículo 1º



1.- Sustituir, en su inciso primero, la frase “mientras dure la declaración de zona afectada por la catástrofe, de conformidad a lo establecido en el decreto supremo Nº 588, de 2008, del Ministerio del Interior” por “durante el lapso que va desde la entrada en vigencia de esta ley y el 31 de diciembre de 2012”.



2.- Reemplazar, en su inciso segundo, las expresiones “Durante la vigencia de la declaración señalada en el inciso primero” por “Durante el plazo señalado en el inciso anterior”.



A su vez, la Comisión de Hacienda propone aprobar el proyecto despachado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, con la siguiente modificación:

Artículo 5º



Sustitúyese la palabra “quince” por “sesenta”.
- - -



Luego, el señor Presidente somete a votación las referidas enmiendas, las que son aprobadas por 22 votos a favor, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, en lo relativo al artículo 1°.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Cantero, Espina, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.

- - -



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Muñoz Barra, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación de las aludidas modificaciones.

- - -



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1°.- Para los efectos de lo señalado en el artículo 37 letra B.- del Código Orgánico de Tribunales, el juzgado con asiento en la comuna de Chaitén, con jurisdicción sobre las comunas de Chaitén, Futaleufú y Palena, tendrá provisionalmente su asiento en la comuna de Futaleufú, durante el lapso que va desde la entrada en vigencia de esta ley al 31 de diciembre de 2012.


Durante el plazo señalado en el inciso anterior, y para facilitar la aplicación expedita y oportuna de la justicia, el tribunal de Chaitén, con asiento en la comuna de Futaleufú, se constituirá y funcionará una vez al mes en la localidad de Ayacara; y una vez por semana, en la comuna de Palena y en Santa Lucía.


Sin perjuicio de lo anterior, los escritos de plazos que requieran presentar las partes en los días en que no se encuentre en funciones el tribunal en las localidades señaladas, podrán ser presentados ante el Oficial del Registro Civil competente, y, en su defecto, por algún otro medio que señale la Corte de Apelaciones correspondiente.


Artículo 2°.- No obstante lo establecido en el artículo anterior, las causas civiles que se encuentren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley serán traspasadas al Primer Juzgado Civil de Puerto Montt, el que continuará conociéndolas hasta su total tramitación, salvo que las partes de común acuerdo o el solicitante, dentro de los primeros quince días contados desde la referida entrada en vigencia, señalen expresamente ante el tribunal a que se refiere el artículo anterior, su voluntad de mantener dicho conocimiento en este último tribunal.


Asimismo, en las causas de familia y laborales que se encuentren pendientes a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, el tribunal competente para continuar conociendo del asunto, hasta su total tramitación, será el juzgado correspondiente de la comuna de Puerto Montt, salvo que el demandante o solicitante, dentro de los primeros quince días contados desde la referida entrada en vigencia, señale expresamente, ante el tribunal a que se refiere el artículo anterior, su voluntad de mantener dicho conocimiento en este último tribunal.


Artículo 3°.- En los procedimientos tramitados ante el tribunal de Chaitén, los plazos, diligencias y actuaciones que al 2 de mayo de 2008 hubieren comenzado a correr o se encontraren pendientes, se entenderán suspendidos desde la fecha mencionada y hasta veinte días después de la entrada en vigencia de esta ley.


Artículo 4°.- La facultad establecida en el inciso primero del artículo 21 A del Código Orgánico de Tribunales, será ejercida por el juez de letras señalado en el artículo 1°, en todas las causas penales en que se justificare, atendidas las especiales circunstancias que vive la jurisdicción y que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encontraren pendientes.


Artículo 5º.- Esta ley entrará en vigor sesenta días después de su publicación en el Diario Oficial.”.
______________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que establece una franquicia tributaria respecto de sistemas solares térmicos, con 

segundo informe de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece una franquicia tributaria respecto de los sistemas solares térmicos, con urgencia calificada de “simple”, y que tiene el Boletín N° 6.174-05. Agrega que la iniciativa fue aprobada en general, en sesión de 14 de abril de este año.



Añade que la Comisión de Hacienda, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente:


1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: 5º, 10, 12, 14 y 15.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: números 2, 4, 7 y 8.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 5.


4.- Indicaciones rechazadas: números 1 y 3.


5.- Indicaciones retiradas: número 6.


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: ninguna.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente, de conformidad a la citada disposición reglamentaria, declara aprobadas las disposiciones consignadas en el punto 1 precedente.

- - -



A continuación, el señor Secretario General señala que la Comisión efectuó diversas enmiendas de carácter formal al texto aprobado en general y otras tres, que precisan las responsabilidades del primer vendedor de un inmueble que posea un sistema solar térmico y la facultad del Ministerio de Vivienda y Urbanismo de establecer mecanismos para incentivar la utilización de los aludidos sistemas. Todas estas enmiendas fueron acordadas en forma unánime, por lo que, según el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún Honorable Senador solicite discusión y votación separada.



Al respecto, destaca que la Comisión de Hacienda propone aprobar el texto despachado en general, con las siguientes modificaciones:

Artículo 1º



Sustituir, en su parte final, las palabras “este artículo” por “esta ley”.

Artículo 3º

Inciso cuarto



Sustituir, en su encabezamiento, la frase “sistemas solares térmicos” por “Sistemas Solares Térmicos”.

Letra a)



Sustituir, antes del punto seguido, el guarismo “3º” por “9º”.

Artículo 4º

Inciso primero

Letra a)



Sustituir, las tres veces que aparece en este literal la expresión “y, o”, por “y/o”.

Letra c)

Párrafo primero



Sustituir las palabras “este artículo” por “esta ley”.

Letra d)

Párrafo primero



Sustituir, después del segundo punto seguido, las palabras “este artículo” por “esta ley”.

Párrafo segundo



Sustituir las palabras “este artículo” por “esta ley”.

Párrafo tercero



Sustituir las palabras “este artículo” por “esta ley”.

Letra e)

Párrafo primero



Sustituir las palabras “el presente artículo” por “la presente ley”.

Letra f)



Sustituir, antes de la segunda coma (,), la voz “número” por “artículo”.

Artículo 6º

Inciso primero



Sustituir, las dos veces que aparecen antes del tercer punto seguido de este inciso, las palabras “este artículo” por “esta ley”.



Sustituir, en su parte final, las palabras “el presente artículo” por “la presente ley”.

Inciso tercero



Sustituir, antes de la primera coma (,), las palabras “este artículo” por “esta ley”.

Inciso cuarto



Sustituir, en su parte final, las palabras “este artículo” por “esta ley”.

Inciso final



Sustituir, antes del punto seguido, las palabras “este artículo” por “esta ley”.

Artículo 7º



Sustituir la frase “regirá a contar de la” por “regirá después de noventa días contados desde la fecha de”.

Artículo 8º

Inciso primero



Intercalar, a continuación de “deberá responder por”, la siguiente frase: “los daños y perjuicios que provengan de”.

Inciso segundo



Sustituirlo por el siguiente:



“En caso que la vivienda fuese de aquellas acogidas al beneficio establecido en esta ley, si se determina la responsabilidad civil del propietario primer vendedor a que se refiere el inciso anterior, adicionalmente se aplicará una multa a beneficio fiscal equivalente al monto reajustado del beneficio que se hubiere impetrado por dicha vivienda conforme a lo dispuesto por el artículo 4º de esta ley, la que se aplicará conforme al procedimiento establecido en el artículo 165 del Código Tributario.”.

Inciso tercero



Sustituir la frase “período de cinco años contados” por “primer año contado”.

Artículo 9º

Inciso primero

Número 1



Sustituir el punto (.) final, por un punto y coma (;).

Número 2.



Sustituir el punto (.) final, por un punto y coma (;).

Número 3



Sustituir el punto (.) final, por una coma (,), seguida de un espacio y la letra “y”.

Inciso segundo



Reemplazar la palabra “párrafo” por “inciso”, y sustituir la expresión “número anterior” por “número 3”.

Inciso tercero



Sustituir, la voz “anterior” por “primero”.

Artículo 11

Inciso segundo



Sustituir, en su parte final, la voz “publicadas” por “publicada”.

Artículo 13



Agregar el siguiente inciso segundo, nuevo:



“Asimismo, el señalado Ministerio podrá establecer, en el Programa de Protección del Patrimonio Familiar, mecanismos destinados a incentivar la utilización de sistemas solares térmicos en las viviendas objeto de dicho programa.”.

- - -



Luego, el señor Presidente somete a votación las referidas enmiendas, las que son aprobadas por 27 votos a favor.



Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Bianchi, Cantero, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag y Vásquez.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Las empresas constructoras tendrán derecho a deducir, del monto de sus pagos provisionales obligatorios de la Ley sobre Impuesto a la Renta, un crédito equivalente a todo o parte del valor de los Sistemas Solares Térmicos y de su instalación que monten en bienes corporales inmuebles destinados a la habitación construidos por ellas, según las normas y bajo los límites y condiciones que se establecen en esta ley, así como de las normas complementarias que se establezcan en el reglamento que dictarán conjuntamente al efecto los Ministerios de Hacienda y de Economía, Fomento y Reconstrucción, en adelante “el reglamento”.



Artículo 2º.- Definiciones. Para efectos de esta ley, se entenderá por:



a) Sistema Solar Térmico para Agua Caliente de uso Sanitario o Sistema Solar Térmico: Sistema que integra un Colector Solar Térmico, un Depósito Acumulador y un conjunto de otros componentes encargados de realizar las funciones de captar la radiación solar, transformarla directamente en energía térmica, la que se transmite a un fluido de trabajo y, por último, almacenar dicha energía térmica, bien en el mismo fluido de trabajo o en otro, para ser utilizada en los puntos de consumo de agua caliente sanitaria. Dicho sistema podrá ser complementado con algún sistema convencional de calentamiento de agua, sin embargo, éste no se considerará parte del Sistema Solar Térmico. El reglamento indicará los componentes que integran el Sistema Solar Térmico.



b) Colector Solar Térmico: Dispositivo que forma parte de un Sistema Solar Térmico, diseñado para captar la radiación solar incidente, transformarla en energía térmica y transmitir la energía térmica producida a un fluido de trabajo que circula por su interior.



c) Depósito Acumulador: Depósito que forma parte de un Sistema Solar Térmico, donde se acumula la energía térmica producida por los Colectores Solares Térmicos.



d) Vivienda: Los bienes corporales inmuebles destinados a la habitación y las dependencias directas, tales como estacionamientos y bodegas amparadas por un mismo permiso de edificación o un mismo proyecto de construcción, siempre que el inmueble destinado a la habitación propiamente tal constituya la obra principal.



Artículo 3º.- Sólo darán derecho al crédito establecido en esta ley los Sistemas Solares Térmicos que aporten al menos un 30 por ciento del promedio anual de demanda de agua caliente sanitaria estimada para la respectiva vivienda y cumplan con los demás requisitos y características técnicas que establezca el reglamento.



El reglamento señalará, entre otras materias, los porcentajes mínimos de demanda promedio anual de agua caliente sanitaria exigidos, de acuerdo a la radiación solar correspondiente a cada área geográfica que se determine.



Los componentes utilizados en los Sistemas Solares Térmicos deberán corresponder a equipos o bienes nuevos que no hayan sido instalados previamente en otros inmuebles.



A efectos de acreditar tanto la instalación como los componentes de los sistemas solares térmicos, la empresa constructora deberá presentar al Municipio, al momento de la recepción municipal definitiva de la obra, los siguientes documentos, los que deberán expedirse por la empresa de acuerdo al formato y procedimiento que determine el reglamento:



a) Declaración jurada en la que conste la marca, modelo y número de serie del o los colectores y depósitos acumuladores que compongan el Sistema Solar Térmico, los que deberán constar en un registro que al efecto llevará la Superintendencia de Electricidad y Combustibles de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9° de esta ley. Asimismo, en la declaración deberá constar la persona natural o jurídica que haya efectuado la instalación del Sistema Solar Térmico.



b) Declaración jurada donde conste que el Sistema Solar Térmico cumple con el porcentaje mínimo de demanda promedio anual de agua caliente sanitaria estimada para la respectiva vivienda establecido en el reglamento, adjuntando al efecto la respectiva memoria de cálculo.



Artículo 4º.- El crédito por cada Sistema Solar Térmico incorporado en la construcción de una vivienda se determinará en relación al valor de los componentes que integran el Sistema Solar Térmico y su instalación, según las siguientes reglas:



a) El valor de dichos sistemas y su instalación se acreditará con las facturas de compra o instalación, cuando sea obligatoria la emisión de tales documentos. En los demás casos, dichos valores podrán ser acreditados con los demás documentos que den cuenta de la adquisición, importación o instalación, según corresponda. Para efectos de los cálculos a que se refiere esta letra, el valor de los Sistemas Solares Térmicos y su instalación deberá ser convertido a unidades de fomento a la fecha de adquisición o instalación, respectivamente. Lo anterior es sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 64 del Código Tributario. 



b) El monto potencial máximo del crédito por vivienda se determinará de acuerdo a la siguiente escala, considerando los valores de las viviendas respectivas que incluyen el valor del terreno y de la construcción:


i) Respecto de los inmuebles cuyo valor no exceda de 2.000 unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente a la totalidad del valor del respectivo Sistema Solar Térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio señalado no podrá exceder los valores indicados en las letras c) y d) siguientes.



ii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a 2.000 unidades de fomento y no exceda de 3.000 unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al 40% del valor del respectivo Sistema Solar Térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del 40% de los valores señalados en las letras c) y d) siguientes.



iii) Respecto de los inmuebles cuyo valor sea superior a 3.000 unidades de fomento y no exceda de 4.500 unidades de fomento, el beneficio potencial máximo será equivalente al 20% del valor del respectivo Sistema Solar Térmico y su instalación. En todo caso, el beneficio no podrá exceder del 20% de los valores señalados en las letras c) y d) siguientes. Las viviendas con un valor superior al indicado no darán derecho al beneficio.



c) En el caso en que el Sistema Solar Térmico sea utilizado sólo por una vivienda, el beneficio que establece esta ley por cada vivienda no podrá exceder, en el respectivo año, del equivalente a las unidades de fomento que se señalan en la siguiente tabla:



Año
Unidades de fomento por vivienda



2009


32,5



2010


32,0



2011


31,5



2012


31,0



2013


30,0



El crédito por vivienda se establecerá en los términos indicados en el literal b) anterior.



d) En el caso en que el Sistema Solar Térmico sea utilizado por más de una vivienda, para el cálculo del crédito se prorrateará el valor de dicho sistema y su instalación en el número de unidades de vivienda en proporción a la demanda anual de agua caliente sanitaria de cada una de ellas, conforme al método de cálculo que establezca el reglamento, sin considerar las unidades de vivienda que no tengan acceso al uso del señalado sistema. El crédito por vivienda se establecerá en los términos establecidos en el literal b) anterior. Con todo, si la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda es menor a 80 metros cuadrados, el beneficio que establece esta ley por cada vivienda no podrá exceder, en el respectivo año, del equivalente a las unidades de fomento que se señalan en la siguiente tabla:



Año
Unidades de fomento por vivienda



2009


29,5



2010


29,0



2011


28,0



2012


27,5



2013


26,5



Si la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda es igual o mayor a 120 metros cuadrados, el beneficio que establece esta ley por cada vivienda no podrá exceder, en el respectivo año, del equivalente a las unidades de fomento que se señalan en la siguiente tabla:


Año
Unidades de fomento por vivienda



2009


26,0



2010


25,5



2011


24,5



2012


24,0



2013


23,5



Si la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda es igual o mayor a 80 metros cuadrados pero inferior a 120 metros cuadrados, el beneficio que establece esta ley no podrá exceder del valor que se obtiene del cálculo de la siguiente operación aritmética:



B = (1-(S-80)/40)*(a-b)+b



Donde “B” es el máximo beneficio antes señalado por cada unidad de vivienda, el que se expresa en unidades de fomento por vivienda, “S” es la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos, expresada en metros cuadrados, “a” corresponde a los valores señalados para cada año en la primera tabla contenida en esta letra, y “b” corresponde a los valores señalados para cada año en la segunda tabla.



El reglamento establecerá la forma de cálculo de la superficie instalada de Colectores Solares Térmicos.



e) Para que proceda el crédito a que se refiere la presente ley, el valor de construcción de los bienes corporales inmuebles destinados a la habitación deberá ser declarado por la empresa constructora en el respectivo contrato de construcción. Cuando no exista un contrato de construcción, el valor de construcción deberá ser declarado al Servicio de Impuestos Internos en la oportunidad y forma que éste establezca mediante resolución.



En el caso de la construcción de más de una vivienda unifamiliar o en el de unidades de viviendas acogidas al régimen de copropiedad inmobiliaria, para acceder al beneficio, el contrato o la declaración jurada respectiva, según corresponda, deberá indicar el valor de construcción unitario de las unidades de vivienda, incluyéndose en éste el valor de construcción de los bienes comunes, estacionamientos y bodegas, a prorrata de las superficies a construir respectivas.



En el caso de un contrato general de construcción destinado a completar la construcción de inmuebles para habitación que no cuenten con recepción municipal, también se aplicarán las normas precedentes, pero, para establecer el crédito, en el cálculo del crédito individual de las viviendas, deberá considerarse como valor de construcción la suma del valor individual de construcción del contrato más el valor de las obras preexistentes, el cual deberá ser declarado en el contrato.



f) El valor del terreno, para efectos de los cálculos establecidos en este artículo, será el valor de adquisición que acredite el contribuyente, reajustado de la forma prevista en el número 2° del artículo 41 de la Ley sobre Impuesto a la Renta o el que se haya utilizado para los efectos de su avalúo fiscal correspondiente a la fecha de la recepción municipal final del inmueble, a falta de tal acreditación, el que será prorrateado por el número de viviendas en proporción a las superficies construidas respectivas, todo ello de la forma que establezca el reglamento. Para estos efectos, el valor de adquisición reajustado del terreno o el que se haya utilizado para efectos del avalúo fiscal correspondiente, deberán convertirse a su equivalente en unidades de fomento a la fecha de la recepción municipal final del inmueble.



Artículo 5º.- El beneficio determinado en el artículo anterior se imputará según las siguientes normas:



a) El derecho al crédito por cada vivienda, determinado según las normas precedentes, se devengará en el mes en que se obtenga la recepción municipal final de cada inmueble destinado a la habitación en cuya construcción se haya incorporado el respectivo Sistema Solar Térmico.


b) La suma de todos los créditos devengados en el mes se imputará a los pagos provisionales obligatorios del impuesto a la renta correspondientes a dicho mes. El remanente que resultare, por ser inferior el pago provisional obligatorio o por no existir la obligación de efectuarlo en dicho período, podrá imputarse a cualquier otro impuesto de retención o recargo que deba pagarse en la misma fecha, y el saldo que aún quedare podrá imputarse a los mismos impuestos en los meses siguientes, reajustado en la forma que prescribe el artículo 27 del decreto ley N° 825, de 1974. El saldo que quedare una vez efectuadas las deducciones por el mes de diciembre de cada año, o el último mes en el caso de término de giro, tendrá el carácter de pago provisional de aquellos a que se refiere el artículo 88 de la Ley sobre Impuesto a la Renta.



Artículo 6º.- La imputación indebida del crédito a que se refiere esta ley en virtud de una declaración falsa, se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario. La misma sanción se aplicará a quien otorgue certificados u otros antecedentes falsos que determinen la imputación indebida del crédito a que se refiere esta ley. En la misma forma, se sancionará también la imputación indebida del crédito a que se refiere esta ley cuando para tales efectos se utilicen Sistemas Solares Térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad al mismo u otro contribuyente para imputar dicho crédito. Igualmente, se sancionará en la forma a que se refiere este artículo a quien habiendo imputado el crédito a que se refiere la presente ley, facilite de cualquier modo los Sistemas Solares Térmicos o cualquiera de sus componentes que haya utilizado para esos efectos a un tercero que impute dicho crédito en virtud de tales Sistemas o componentes.



Lo dispuesto en el inciso precedente es sin perjuicio de la obligación del contribuyente de enterar los impuestos que hubiesen dejado de pagarse o de restituir las sumas devueltas por la imputación indebida del crédito, ello más los reajustes, intereses y multas respectivas, los que en estos casos podrán ser girados por el Servicio de Impuestos Internos de inmediato y sin trámite previo.


En los casos a que se refieren los incisos anteriores y cuando el contribuyente deba enterar los impuestos que hubiesen dejado de pagarse o restituir las sumas devueltas por la imputación indebida del crédito a que se refiere esta ley, para los efectos de su determinación, restitución y aplicación de sanciones, el crédito o los impuestos respectivos se considerarán como un impuesto sujeto a retención o recargo y les serán aplicables las disposiciones que al efecto rigen en el Código Tributario.


La reclamación que se deduzca en contra de la tasación, liquidación o giro que practique el Servicio de Impuestos Internos respecto del valor de los bienes corporales inmuebles, del valor o costo de los Sistemas Solares Térmicos y su instalación, del crédito o de los impuestos, reajustes, intereses y multas a que se refiere esta ley, según corresponda, se sujetará al procedimiento general establecido en el Título II del Libro III del Código Tributario.


Las empresas constructoras deberán informar al Servicio de Impuestos Internos, en la oportunidad y forma que éste determine mediante resolución, el valor de construcción y el valor del terreno de los inmuebles respectivos, las modificaciones o el término anticipado de la construcción, la marca, modelo y número de serie del o los Colectores Solares Térmicos y Depósitos Acumuladores que compongan el Sistema Solar Térmico, la fecha de instalación de los señalados sistemas, el valor o costo de dichos sistemas y de su instalación, la suma del valor individual de acuerdo al contrato más el valor preexistente, cuando corresponda, u otros antecedentes que sirvan de base para el cálculo del crédito a que se refiere esta ley, acompañando los documentos que dicho organismo determine en la referida resolución. La infracción a lo dispuesto en este inciso se sancionará con la multa que se establece en el número 6°, del artículo 97, del Código Tributario, por cada infracción, aplicándose al efecto el procedimiento del artículo 165 del mismo Código.



Artículo 7º.- El beneficio establecido en esta ley regirá después de noventa días contados desde la fecha de publicación del reglamento, sólo respecto de las viviendas cuyos permisos de construcción o las respectivas modificaciones de tales permisos se hayan otorgado a partir del 1 de enero de 2008 y que hayan obtenido su recepción municipal final a partir de dicha publicación y antes del 31 de diciembre de 2013. No obstante lo anterior, también accederán al beneficio señalado las viviendas cuya recepción municipal se obtenga después del 31 de diciembre del año 2013, cuando ésta se hubiere solicitado con anterioridad al 30 de noviembre del año 2013.


Artículo 8º.- El propietario primer vendedor de una vivienda deberá responder por los daños y perjuicios que provengan de las fallas o defectos del Sistema Solar Térmico, de sus componentes y de su correcto funcionamiento, de conformidad a lo establecido en los artículos 18 y siguientes del decreto con fuerza de ley Nº 458, de 1975, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, Ley General de Urbanismo y Construcciones, entendiéndose que este tipo de sistemas se encuentran comprendidos en el número 2 del inciso séptimo del señalado artículo.


En caso que la vivienda fuese de aquellas acogidas al beneficio establecido en esta ley, si se determina la responsabilidad civil del propietario primer vendedor a que se refiere el inciso anterior, adicionalmente se impondrá una multa a beneficio fiscal equivalente al monto reajustado del beneficio que se hubiere impetrado por dicha vivienda conforme a lo dispuesto por el artículo 4° de esta ley, la que se aplicará conforme al procedimiento establecido en el artículo 165 del Código Tributario.



Asimismo, el propietario primer vendedor de una vivienda acogida al beneficio aludido en el inciso precedente, deberá solventar la realización de una inspección respecto del Sistema Solar Térmico a solicitud del actual propietario de la vivienda, quien podrá requerirlo dentro del primer año contado desde la recepción municipal definitiva de la misma. Esta revisión sólo podrá ser realizada por los organismos y entidades a que se refiere el número 3 del artículo 9º de esta ley. El reglamento establecerá la forma y condiciones de esta solicitud y los demás procedimientos necesarios para la realización de la inspección, entre ellos la forma en que se solicitará y efectuará la revisión de Sistemas Solares Térmicos utilizados por más de una vivienda.



Artículo 9º.- La Superintendencia de Electricidad y Combustibles, en adelante “la Superintendencia”, tendrá las siguientes atribuciones:



1. Establecer y administrar un registro de Colectores Solares Térmicos y Depósitos Acumuladores que permitan acceder al beneficio tributario establecido en el artículo 1° de esta ley.



2. Autorizar a organismos de certificación, organismos de inspección, laboratorios de ensayos u otras entidades de control para que realicen o hagan realizar bajo su exclusiva responsabilidad las pruebas y ensayos, o la revisión documental, en su caso, que la Superintendencia estime necesarias para incluir componentes en el registro mencionado en el número anterior. Esta autorización se otorgará mediante resolución.



3. Autorizar a organismos de inspección u otras entidades de control para que inspeccionen los Sistemas Solares Térmicos y realicen o hagan realizar, bajo su exclusiva responsabilidad, las pruebas y ensayos que la Superintendencia estime necesarias para constatar que cumplen con las especificaciones establecidas en el reglamento, de acuerdo a lo señalado en el inciso tercero del artículo precedente y a lo declarado en la memoria de cálculo señalada en el artículo 3° de esta ley.


4. Sancionar, conforme a lo establecido en el Título IV de la ley Nº 18.410, a las empresas constructoras que hubieren utilizado el beneficio tributario establecido en esta ley en caso que se compruebe que los respectivos  Sistemas Solares Térmicos no cumplen con las especificaciones establecidas en el reglamento o con lo declarado en la respectiva memoria de cálculo.


Para la fiscalización del cumplimiento de lo señalado en el inciso anterior, la Superintendencia podrá utilizar las revisiones realizadas por los organismos de inspección u otras entidades de control autorizadas de acuerdo al número 3. Asimismo, podrá autorizar la instalación de dispositivos de medición o de captura de información o bien, realizar inspecciones directas a las instalaciones.



Los procedimientos para la autorización y control de las entidades señaladas en los números 2, 3 y 4 del inciso primero serán establecidos por la Superintendencia mediante resolución fundada de carácter general. Las entidades así autorizadas quedarán sujetas a la permanente fiscalización y supervigilancia de la Superintendencia y estarán sometidas a las sanciones establecidas en el Título IV de la ley N° 18.410.


Las facultades de la Superintendencia establecidas en los números 1 y 2 precedentes regirán por el periodo de vigencia del beneficio tributario señalado en el artículo 1° de  esta ley. La facultad establecida en el número 3 regirá por el término que resulte de la aplicación del artículo precedente.



Artículo 10.- Prohíbese la comercialización de Sistemas Solares Térmicos o cualquiera de sus componentes que hayan servido con anterioridad para imputar el crédito a que se refiere el artículo 1° de esta ley. Esta prohibición regirá por cinco años, contados desde la recepción municipal definitiva de la obra donde se hubiesen instalado primeramente, y su incumplimiento se sancionará en la forma prevista en el inciso primero, del número 4°, del artículo 97 del Código Tributario.



Artículo 11.- Durante el primer semestre del tercer año a contar desde el año de publicación del reglamento, la Comisión Nacional de Energía informará a la Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados el número de viviendas donde se hubieren instalado los Sistemas Solares Térmicos a que se refiere esta ley en los dos años precedentes, el origen de los colectores solares instalados, el monto total de los créditos tributarios otorgados, los resultados de las acciones de fiscalización efectuadas y toda otra información que estime relevante.


El año subsiguiente, la Comisión Nacional de Energía encargará a un organismo internacional la realización de una evaluación del impacto de la presente ley en la reducción en el consumo de combustibles derivados del petróleo, el efecto demostrativo generado a través de la instalación de Sistemas Solares Térmicos en el país y el ahorro neto producido. Esta evaluación deberá contener, además, lo indicado en el inciso precedente, respecto de los cuatro primeros años de operación de la franquicia. Esta evaluación será de público conocimiento debiendo ser publicada, en forma electrónica o digital, por la referida Comisión en el mes de diciembre del año de su elaboración.



Artículo 12.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante el año 2009 se financiará con cargo a la partida presupuestaria 50-01-03-24.03.104.



Artículo 13.- El Ministerio de la Vivienda y Urbanismo podrá establecer, en el Programa Fondo Solidario de Vivienda, mecanismos destinados a la utilización del beneficio tributario que establece esta ley.


Asimismo, el señalado Ministerio podrá establecer, en el Programa de Protección del Patrimonio Familiar, mecanismos destinados a incentivar la utilización de Sistemas Solares Térmicos en las viviendas objeto de dicho programa.



Artículo 14.- Facúltase al Presidente de la República para que, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Hacienda, los que deberán llevar también la firma del Ministro de la Vivienda y Urbanismo y del Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, establezca un mecanismo destinado al financiamiento de Sistemas Solares Térmicos y su instalación, en viviendas sociales usadas. En uso de esta facultad, el Presidente de la República establecerá las disposiciones necesarias para el funcionamiento, administración, supervisión y control del señalado mecanismo. El monto de los recursos deberá ser suficiente para financiar, al menos, Sistemas Solares Térmicos y su instalación, en cien viviendas en cada una de las regiones del país durante el período en que se encuentre vigente el beneficio establecido en el artículo 4° de esta ley.



Artículo 15.- Para efectos de la tasación de las viviendas sociales a que se refiere la Ley General de Urbanismo y Construcciones, aprobada por el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, del Ministerio de la Vivienda y Urbanismo, así como de las viviendas que postulen a programas del señalado Ministerio, no se incluirá el valor de los Sistemas Solares Térmicos a que se refiere esta ley.”.

______________



Seguidamente, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para que el Honorable Senador señor Cantero asuma en calidad de Presidente accidental, lo que así se acuerda.

- - - 



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien, en atención a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 35 del Reglamento del Senado, solicita autorización para que las Comisiones de Obras Públicas y de Agricultura, unidas, sesionen paralelamente con la Sala, a fin de despachar el proyecto que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje (Boletín N° 6.392-09).



Luego, otorga la palabra a la Honorable Senadora señora Matthei, quien pide igual asentimiento para que la Comisión de Hacienda se reúna desde las 19 horas del día de hoy, con el objeto de tratar diversas iniciativas legales.



Así se acuerda.

- - - 



Posteriormente, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo de los Honorables Senadores señor Romero, señora Alvear y señores Gazmuri, Girardi, Larraín, Letelier y Muñoz Barra, mediante el cual expresan su condena al golpe de Estado ocurrido en Honduras, llamando al pleno restablecimiento del Estado de Derecho en ese 

país


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señor Romero, señora Alvear y señores Gazmuri, Girardi, Larraín, Letelier y Muñoz Barra, correspondiente al Boletín Nº S 1.184-12, por el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 24 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Ávila, Bianchi, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Vásquez.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. El lamentable y grave quiebre institucional ocurrido en la República de Honduras, que derivó en un golpe de Estado en contra del Presidente en ejercicio José Manuel Zelaya Rosales, agudizando la crisis institucional en ese país;

2. La plena vigencia del Sistema Interamericano de la Organización de Estados Americanos, especialmente a propósito de la irrestricta protección y fortalecimiento de la institucionalidad democrática efectiva, los derechos humanos y las libertades fundamentales, por medio de instrumentos internacionales como la Carta de la Organización de los Estados Americanos y la Carta Democrática Interamericana, y

3. La consagración, en el artículo 3° de la Carta de la OEA, del deber de un Estado parte de no intervenir en los asuntos internos de otro.


El Senado acuerda:


-Expresar su condena al golpe de Estado ocurrido en Honduras contra el Presidente José Manuel Zelaya, llamando al pleno restablecimiento del Estado de Derecho en ese país, y su respeto por parte de todos los actores e instituciones involucrados en el proceso político hondureño.


-Solicitar la participación activa de la Organización de Estados Americanos en la plena normalización institucional de ese país, conforme a la Carta de la Organización de los Estados Americanos, el derecho internacional y las disposiciones de la Carta Democrática Interamericana.


-Reiterar la importancia del Principio de no Intervención, repudiando toda acción en su contra.”.
_______________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación, han requerido que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina al señor Director del Servicio de Salud de La Araucanía Norte, a fin de que disponga atención de clínica dental móvil en las comunas de Lonquimay y Curacautín, e informe acerca de posibles irregularidades en consultorio de comuna de Lumaco.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) A S.E. la señora Presidenta de la República y a la señora Ministra de Agricultura, para que señalen las causas de la demora en la dictación de los reglamentos de la Ley sobre Recuperación del Bosque Nativo y Fomento Forestal.



2) Al señor Ministro del Interior y, por su intermedio, a la señora Directora Nacional de la ONEMI, pidiendo antecedentes sobre el estado de avance de los convenios entre la Universidad de Chile y ese último organismo para la implementación de una red sismológica nacional.



3) Al señor Ministro de Obras Públicas, para que informe acerca de la reparación y conservación del puente Presidente Ibáñez, de Puerto Aysén, y en cuanto a posible indemnización por daños a vehículos que transitan por él.



- De los Honorables Senadores señores Letelier y Núñez al señor Contralor General de la República, requiriendo un pronunciamiento jurídico sobre la procedencia de la utilización del Fondo de Gestión de Mejoramiento de la Educación para el pago del Bono SAE.


- Del Honorable Senador señor Romero a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, consultando sobre el procedimiento para postular al subsidio de patrimonio familiar, en el caso de personas que disponen de casetas sanitarias, en población que indica.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Honorables señores Senadores indicados, de conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Mixto Partido por la Democracia e Independiente y Partido Radical Social Demócrata, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere al reciente golpe de Estado ocurrido en Honduras.


Seguidamente, pide que se oficie, en su nombre, al señor Ministro de Relaciones Exteriores, a fin de que haga llegar su intervención a los Embajadores de Honduras, Venezuela, Nicaragua y Cuba en nuestro país, y a la Organización de Estados Americanos.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, en primer término, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Prokurica, quien aborda la situación de salud del personal en retiro afiliado a DIPRECA, y pide dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda, para que se envíe a tramitación legislativa un proyecto que solucione los problemas que afectan a dichas personas.



Adhieren a la petición, los Honorables Senadores señores Cantero, Horvath, Muñoz Barra y Navarro.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, con las adhesiones señaladas, de conformidad al Reglamento del Senado.

- - -



Luego, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Muñoz Barra, quien pide dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, para que se busque una solución a los inconvenientes que aquejan a un conjunto de deudores habitacionales de la comuna de Victoria.


Adhieren a la petición, los Honorables Senadores señores Cantero, Navarro y Horvath, haciendo presente, este último, la necesidad de resolver el caso de todos los deudores habitacionales que se encuentren en una situación semejante a la consignada.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, con las adhesiones señaladas, de conformidad al Reglamento del Senado.

____________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Independientes, Partido Socialista, Partido Demócrata Cristiano y Partido Unión Demócrata Independiente.



Se levanta la sesión.
CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESIÓN 30ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 1 DE JULIO DE 2009



Presidencia del Vicepresidente del Senado, Honorable Senador señor Bianchi, y, en calidad de Presidente accidental, del Honorable Senador señor Pérez Varela.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Ávila, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Concurre, asimismo, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor José Antonio Viera-Gallo.



Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de la sesión vigésimo sexta ordinaria, del día 16 de junio del año en curso, y de las sesiones vigésimo séptima especial y vigésimo octava ordinaria, ambas del día 17 de junio pasado, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Mensaje



De Su Excelencia la Presidenta de la República, mediante el cual retira la urgencia calificada de “suma” que hiciera presente para el despacho del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero, comunica que ha aprobado la enmienda propuesta por el Senado al proyecto de ley que crea la provincia de Marga Marga y modifica el territorio de las provincias de Valparaíso y Quillota, en la V Región de Valparaíso (Boletín Nº 5.005-06).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Con el segundo, informa que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo que aprueba el Segundo Protocolo Adicional sobre Infracciones y Sanciones al Acuerdo de alcance parcial sobre transporte internacional terrestre entre los gobiernos de las Repúblicas de Argentina; Bolivia; Federativa del Brasil, de Chile; del Paraguay; del Perú y Oriental del Uruguay (Boletín N° 6.390-10).



-- Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores.



De la Excelentísima Corte Suprema, mediante el cual emite su parecer respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 47 del Código Procesal Penal, en relación a las costas en los delitos de acción penal privada (Boletín N° 5.811-07).



-- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento junto con sus antecedentes.


Del Excelentísimo Tribunal Constitucional, mediante el cual remite copia autorizada de la sentencia recaída en el proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, de 2004, referido al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia (Boletín N° 4.234-03).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Tres del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Con el primero, responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, respecto de la posibilidad de suscribir convenios internacionales con países que han desarrollado tecnologías para enfrentar la escasez hídrica.



Con el segundo, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de las declaraciones que formulara respecto del lugar en donde murió el Teniente de Carabineros, don Hernán Merino Correa.



Con el tercero, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, en relación con la posibilidad de que nuestro país impulse el siglo XXI como el “Siglo de la Declaración Universal de la Seguridad Humana”.



Cuatro del señor Ministro de Salud:



Con los dos primeros, responde un proyecto de acuerdo adoptado por el Senado, a solicitud de los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, García, Girardi, Kuschel, Larraín, Pérez Varela, Ruiz-Esquide y Sabag, y un oficio, enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, ambos relacionados con la incorporación de la enfermedad “Esclerosis Múltiple” en el Plan AUGE.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar, relativo a la posibilidad de incorporar el “Síndrome de Hunter” en el Plan AUGE.



Con el cuarto, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Cantero, acerca del financiamiento de un programa de atención odontológica en el Hospital 21 de Mayo, de la comuna de Taltal.



De la señora Directora del Trabajo, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la existencia de “listas negras” de trabajadores que mantienen litigios con empresas de determinados sectores.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Informe de la Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta el aporte de recursos extraordinarios para las municipalidades del país con el objeto de fortalecer su gestión (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Boletín N° 6.579-05).



-- De conformidad a lo acordado por los Comités en el día de ayer, queda para el primer lugar de la Tabla de esta sesión.



Informe de la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, aprobatorio del Acuerdo que modifica el Convenio de Seguridad Social entre los Gobiernos de Chile y Australia, adoptado por Intercambio de Notas de 2 de octubre y 18 de diciembre de 2008 (Boletín N° 6.444-10).



--Queda para tabla.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien solicita que se fije un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto que modifica la ley N° 18.450, sobre fomento a la inversión privada en obras de riego y drenaje (Boletín N° 6.392-09), hasta las 12 horas del martes 7 de julio en curso.



Luego, otorga la palabra al señor Secretario General, quien informa que, a su turno, el Honorable Senador señor Sabag ha pedido extender el plazo para presentar indicaciones al proyecto que moderniza el Servicio Electoral (Boletín N° 6.139-06), hasta las 12 horas del próximo lunes 13 de julio.


Así se acuerda.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Núñez, quien solicita autorización para que la Comisión Mixta que propondrá la forma y modo de resolver las dificultades producidas en relación con el proyecto de ley sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06), sesione paralelamente con la Sala, a partir de las 18:30 horas del día de hoy.



Asimismo, otorga la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien pide igual asentimiento para que la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura se reúna desde las 19 horas.



Así se acuerda.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien expresa que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones resolvió, por unanimidad, pedir a la Sala la autorización para discutir en general y en particular, en el primer informe, el proyecto que modifica la Ley de Tránsito y crea el sistema de licencias de conducir con puntaje (Boletín N° 3.376-15).



Así se acuerda.

_______________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que faculta el aporte de recursos extraordinarios para las municipalidades del país con el objeto de fortalecer su gestión, con informe 

de la Comisión de Hacienda


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que faculta el aporte de recursos extraordinarios para las municipalidades del país a objeto de fortalecer su gestión, con urgencia calificada de “discusión inmediata”, y que tiene el Boletín N° 6.579-05.



Añade que su propósito fundamental es facultar al Fisco para transferir a las distintas municipalidades del país, por una sola vez, un monto total de 20 mil millones de pesos, recursos que les permitirá enfrentar los mayores costos que han debido asumir en el presente año.


Agrega que la Comisión de Hacienda acogió la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García, Ominami y Sabag.



En cuanto a la discusión en particular, la Comisión aprobó el artículo 2° con la misma unanimidad ya mencionada. Respecto del artículo 1°, el Honorable Senador señor Ominami solicitó votar separadamente la frase del inciso primero que dice: “con el objeto de proporcionar recursos destinados a ayudarles a enfrentar los mayores costos que han debido asumir en el presente año con motivo de la crisis económica.”, la que resultó aprobada con los votos a favor de los Honorables Senadores señores Escalona, García y Sabag; el voto en contra de la Honorable Senadora señora Matthei, y la abstención del Honorable Senador señor Ominami.


Precisa que, puesto en votación el artículo 1°, fue aprobado por la unanimidad de los miembros del órgano técnico.


En consecuencia, la Comisión informante propone a la Sala la aprobación de la iniciativa en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados.

- - -


En discusión en general y en particular el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores García, Sabag y Kuschel.

- - -



A continuación, recaba el acuerdo de la Sala para autorizar el ingreso a ella del señor Subsecretario de Desarrollo Regional y Administrativo, a lo cual se opone el Honorable Senador señor Navarro.



El señor Presidente suspende la sesión, a fin de que los Comités consideren la situación recién consignada.



Posteriormente, reanuda la sesión e informa que los Comités, junto con reconocer el derecho de oposición ejercido por el Honorable Senador señor Navarro, han acordado oficiar a S.E. la señora Presidenta de la República, con el objeto de hacerle presente la importancia de que los Ministros de Estado asistan siempre a las sesiones que celebra la Corporación para tratar los proyectos correspondientes a sus respectivas Carteras, acuerdo que la Sala, unánimemente, ratifica.

- - -



Continuando la discusión del proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señor Ominami y señora Matthei, al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Muñoz Barra y Pérez Varela.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 32 votos a favor y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Ávila, Bianchi, Cantero, Coloma, Escalona, Espina, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Ávila, Letelier, Larraín, Gazmuri, Vásquez y Navarro.



Se abstiene el Honorable Senador señor Arancibia, quien fundamenta su voto.

Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY

“Artículo 1°.- Facúltase al Fisco para transferir a las municipalidades del país, por una sola vez, un monto total de $ 20.000.000.000 (veinte mil millones de pesos), con el objeto de proporcionar recursos destinados a ayudarles a enfrentar los mayores costos que han debido asumir en el presente año con motivo de la crisis económica.

El monto de recursos que corresponderá a cada municipalidad se determinará de acuerdo a los siguientes criterios y categorías:

a) Un veinte por ciento, según la proporción de población pobre de cada comuna, en relación con la cantidad de población pobre del país.


b) Un quince por ciento, para las municipalidades cuyo capital humano sea igual o inferior a doscientos.


c) Un veinte por ciento, para las municipalidades cuyo capital humano sea superior a doscientos e inferior o igual a quinientos.


d) Un cuarenta y cinco por ciento, para las municipalidades cuyo capital humano sea superior a quinientos.


El monto total que corresponderá a cada municipalidad en las categorías indicadas en los literales b), c) y d), se distribuirá de manera proporcional a la cuantía de su capital humano, en relación con el total del capital humano de la categoría respectiva.


Para efectos de esta ley, se entenderá como capital humano a la suma del total de funcionarios municipales más la dotación docente de cada municipalidad proporcionada por el Ministerio de Educación.

La aplicación de los criterios antes señalados se efectuará sobre la base de los datos obtenidos a partir de la Encuesta de Caracterización Socioeconómica Nacional (CASEN) y de la información municipal disponible en la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo del Ministerio del Interior.


Mediante decreto del Ministerio del Interior, expedido bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”, que llevará además la firma del Ministro de Hacienda, se determinarán los montos que corresponderá transferir a cada municipalidad, según el procedimiento de cálculo señalado en el presente artículo.


Artículo 2°.- El mayor gasto que irrogue la presente ley se financiará con cargo a recursos provenientes de la Partida Tesoro Público.”.
______________

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y 

Navarro, sobre protección de los animales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Allamand, Ávila, Horvath, Longueira y Navarro, sobre protección de los animales, con urgencia calificada de “suma”, y que tiene el Boletín N° 6.521-12.



Añade que la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, introdujo al proyecto una sola modificación, consistente en suprimir el artículo 12, que regula las facultades del juez de policía local y de los organismos públicos pertinentes referidas al retiro de los animales del poder de quien los tenga a su cargo, al tratamiento veterinario del animal afectado y al sacrificio del animal en casos calificados. Esa enmienda se produjo por no haberse reunido en dicha rama del Parlamento el quórum exigido para aprobar una norma de carácter orgánico constitucional.

- - -



Durante la discusión de la modificación efectuada por la Honorable Cámara de Diputados, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira.



Cerrado el debate y puesta en votación la enmienda, es rechazada por 11 votos negativos y 2 abstenciones.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores Bianchi, Coloma, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Longueira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.



Al fundamentar su voto negativo, los Honorables Senadores señores Gazmuri y Navarro dejan constancia de que se pronuncian en contra sólo por una cuestión procedimental, a fin de que se forme la respectiva Comisión Mixta.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Matthei y señor Romero.


A continuación, el señor Presidente señala que, en atención a lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta que proponga la forma y modo de resolver la divergencia suscitada entre ambas Cámaras, para lo cual propone que la integren, de conformidad a lo establecido en el artículo 46 del Reglamento del Senado, los Honorables Senadores miembros de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.



Así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.

_______________

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Núñez, Bianchi, Letelier y Muñoz Aburto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, en materia de prevención de la adicción al juego, con informe de la Comisión de Gobierno, 

Descentralización y Regionalización


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Núñez, Bianchi, Letelier y Muñoz Aburto, que modifica la Ley sobre Casinos, en materia de prevención de la adicción al juego, Boletín N° 6.096-06.



Añade que su objetivo principal es incorporar la obligación de las sociedades operadoras de casinos de elaborar y distribuir planes de prevención del juego patológico, así como de fomento del juego responsable, con el establecimiento de sanciones en caso de incumplimiento.


Agrega que la Comisión discutió el proyecto tanto en general cuanto en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, sustituyendo el texto original por el contenido en una indicación del Ejecutivo.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometida a votación la iniciativa, en general y en particular a la vez, es aprobada por 12 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Coloma, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Longueira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica y Romero.

- - -



Concluida la votación, y a solicitud del Honorable Senador señor Núñez, se deja constancia de su opinión favorable a la aprobación del proyecto.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense, en la ley N° 19.995, que establece las bases generales para la autorización, funcionamiento y fiscalización de casinos de juego, las siguientes modificaciones:


1) Agrégase el siguiente artículo 8° bis, nuevo:


“Artículo 8° bis.- Las sociedades operadoras deberán elaborar e implementar planes o programas de prevención del juego patológico o ludopatía y de promoción del juego responsable, en los que se deberá contemplar, a lo menos, lo siguiente:


a) La exhibición de carteles cuyo formato y tamaño atraigan la atención del público, que contendrán claras y precisas advertencias, en idioma castellano, acerca de las enfermedades o efectos que en la salud de las personas puede ocasionar la adicción a los juegos de azar. Las sociedades operadoras, además, podrán exhibir dichos carteles en otros idiomas.


b) La entrega al público, en los lugares de acceso a los casinos de juego, de folletos que informen acerca del juego patológico o problemático y que fomenten el juego responsable.

Asimismo, la información aludida en los literales precedentes deberá ser puesta a disposición del público en las páginas electrónicas de propiedad de las sociedades operadoras o en las cuales éstas aparezcan como responsables.


Dentro de los 60 días anteriores al inicio de las operaciones del respectivo casino de juego, las sociedades operadoras deberán remitir los planes o programas a que alude el inciso primero a la Superintendencia, la que dispondrá de un plazo de 30 días para formularles observaciones o aprobarlos. En caso que la Superintendencia hubiese formulado observaciones, otorgará a la sociedad operadora un plazo de diez días para subsanarlas. Si dentro del plazo señalado la sociedad operadora no subsana las observaciones formuladas, la Superintendencia rechazará el plan o programa presentado.


La Superintendencia impartirá a las sociedades operadoras instrucciones destinadas tanto a asegurar la efectiva aplicación e implementación de los planes o programas aprobados, como a establecer criterios de general aplicación para la prevención del juego patológico o ludopatía y para la promoción del juego responsable.”.

2) Incorpórase, en el artículo 47, el siguiente inciso final:


“La sanción dispuesta en el inciso primero será también aplicable a las sociedades operadoras que no den cumplimiento a las obligaciones que les impone el artículo 8° bis o a las instrucciones que dicte la Superintendencia en virtud de dicha norma.”.


Artículo transitorio.- Las sociedades operadoras que hayan dado inicio a las operaciones de sus casinos de juego con anterioridad a la fecha de publicación de la presente ley y los casinos de juego a que se refiere el inciso primero del artículo 2° transitorio de la ley N° 19.995, deberán remitir a la Superintendencia, dentro del plazo de 60 días contado a partir de esa fecha, los programas a que se refiere el artículo 8° bis, los que se someterán al mismo procedimiento establecido en dicha disposición.”.

______________
Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo, Romero y Sabag y del ex Senador señor Fernández, que autoriza erigir un monumento, en la comuna de Puyehue, en 

homenaje a Su Santidad Juan Pablo II


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, iniciado en moción de los Honorables Senadores señores Horvath, Naranjo, Romero y Sabag y del ex Senador señor Fernández, que autoriza erigir un monumento en la comuna de Puyehue en homenaje a Su Santidad Juan Pablo II (Boletín N° 3.828-04).



Añade que, en el segundo trámite, la Honorable Cámara de Diputados efectuó algunas modificaciones de carácter formal. A la vez, se introdujeron dos enmiendas, referentes a la sustitución, en la Comisión Especial encargada de ejecutar el monumento, del Cardenal Arzobispo de Santiago por el Arzobispo de Puerto Montt, y al reemplazo, en la función de determinar la ubicación del monumento que cumplirá la Comisión, de la coordinación con la Municipalidad de Santiago por la coordinación con la Municipalidad de Puyehue.



Las enmiendas realizadas al texto aprobado por el Senado son las siguientes:



1.- En el artículo 1°, ha reemplazado la letra inicial mayúscula de la palabra “Comuna”, por una “c” minúscula.



2.- En el artículo 3°, ha reemplazado la letra inicial mayúscula de la palabra “Fondo”, por una “f” minúscula, y se sustituyó la palabra “inciso” por “artículo”.



3.- En el artículo 4°, ha eliminado la palabra “Cardenal” y se sustituyó el término “Santiago” por “Puerto Montt”.



4.- En el artículo 5°, ha reemplazado, en la letra c), la expresión “Santiago” por “Puyehue”, y en la letra d), la letra inicial mayúscula de la palabra “Fondo”, por una “f” minúscula.



5.- En el artículo 7°, ha reemplazado la expresión “la presente” por el pronombre “esta”.

- - -



En discusión las enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados, ofrecida la palabra por el señor Presidente, ningún Honorable Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y sometidas a votación las modificaciones, son aprobadas por 14 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Coloma, García, Gómez, Horvath, Longueira, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto aprobado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Autorízase erigir un monumento en el Paso Cardenal Samoré, comuna de Puyehue, X Región, en memoria de Su Santidad Juan Pablo II, don Karol Józef Wojtyla.


Artículo 2°.- La obra se financiará mediante erogaciones populares obtenidas por medio de colectas públicas, donaciones y otros aportes. Las colectas públicas se efectuarán en las fechas que determine la Comisión Especial que se crea por el artículo 4°, en coordinación con el Ministerio del Interior.


Artículo 3°.- Créase un fondo con el objeto de recibir las erogaciones, donaciones y demás aportes que señala el artículo anterior.


Artículo 4°.- Créase una Comisión Especial, integrada por miembros ad honorem, encargada de ejecutar los objetivos de esta ley, la que estará constituida por dos Senadores y dos Diputados, designados por sus respectivas Cámaras; el Vicepresidente del Consejo de Monumentos Nacionales y el Arzobispo de Puerto Montt.


La Comisión elegirá un presidente de entre sus integrantes y el quórum para sesionar y adoptar acuerdos será el de la mayoría de sus miembros.


Artículo 5°.- La Comisión tendrá las siguientes funciones:


a) Llamar a concurso público de proyectos para la ejecución de la obra, fijar sus bases y resolverlo;


b) Determinar la fecha y la forma en que se efectuarán las colectas públicas, como también realizar las gestiones legales destinadas a realizarlas;


c) Determinar la ubicación del monumento, en coordinación con la Municipalidad de Puyehue y el Consejo de Monumentos Nacionales, y disponer y supervisar su construcción, previo cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 18 de la ley N° 17.288, sobre Monumentos Nacionales, y


d) Administrar el fondo creado por el artículo 3° y abrir una cuenta corriente especial para su gestión.


Artículo 6°.- Si una vez construido el monumento quedaren excedentes de las erogaciones recibidas, éstos serán destinados al fin que la Comisión determine.


Artículo 7°.- El monumento deberá erigirse en el plazo de tres años, contado desde la fecha de publicación de esta ley. Vencido dicho plazo sin que se hubiese ejecutado la obra, los recursos obtenidos hasta esa fecha por concepto de erogaciones serán aplicados a los objetivos de beneficencia que la Comisión establezca.”.
- - - 



A continuación, el señor Presidente anuncia que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_______________

TIEMPO DE VOTACIONES

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Gómez, Bianchi, Larraín, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Pizarro y Vásquez, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidente de la República la suspensión temporal de los remates de bienes raíces efectuados por la 

Tesorería General de la República


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Gómez, Bianchi, Larraín, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Pizarro y Vásquez, correspondiente al Boletín Nº S 1.180-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 14 votos a favor y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Coloma, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Longueira, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.


Se abstiene el Honorable Senador señor Romero.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la crisis económica y financiera mundial aqueja especialmente a la clase media de nuestro país;

2. Que la gran cantidad de remates por deudas tributarias efectuados por la Tesorería General de la República afectan fuertemente la seguridad y bienestar de las familias de los contribuyentes que no han podido cumplir con sus pagos de manera regular, y

3. Que es menester que el Estado proteja a las personas en períodos de crisis e incertidumbre económica.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva adoptar las medidas administrativas y legislativas que permitan suspender, en casos debidamente justificados, los remates de bienes inmuebles efectuados por la Tesorería General de la República, y disponer que se otorguen plazos de reprogramación de las deudas por no pago del impuesto territorial.”.

________________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila y Horvath, sobre difusión de la aprobación del Día 

Mundial de los Océanos


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila y Horvath, correspondiente al Boletín Nº S 1.174-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor y una abstención.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Bianchi, Coloma, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Longueira, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Romero.


Se abstiene el Honorable Senador señor Sabag.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que la Organización de las Naciones Unidas (ONU) resolvió designar el 8 de junio como Día Mundial de los Océanos;

2. Que esta idea fue propuesta por primera vez en 1992, por el Gobierno de Canadá, en la Cumbre de la Tierra de Río de Janeiro;

3. Que la medida ayuda a que los científicos y grupos de conservación de los mares puedan movilizar a más gente e incrementar el apoyo público a los esfuerzos por revertir la declinación en la salud de los ecosistemas marinos;

4. Que la resolución de la ONU debe ser entendida como un llamado de atención a los países para que adopten medidas de protección del medioambiente marino, especialmente de los ecosistemas marinos vulnerables;

5. Que de acuerdo a la Unión Europea y a la FAO, tres cuartas partes de las pesquerías mundiales están totalmente explotadas, sobreexplotadas, recuperándose de la sobreexplotación o significativamente reducidas;

6. Que desde que el Día Mundial de los Océanos fue propuesto, cientos de museos, organizaciones de conservación y agencias lo han celebrado y han insistido en que sea reconocido oficialmente por la ONU;

7. Que la resolución 63/111, que oficializa el Día Mundial de los Océanos, reconoce la importante contribución de la gestión de los recursos y del uso de los océanos y mares al logro de los objetivos internacionales de desarrollo, incluidos los que figuran en la Declaración del Milenio;

8. Que la citada resolución recuerda que las ciencias del mar son importantes para erradicar la pobreza, contribuir a la seguridad alimentaria, conservar el medio y los recursos marinos, ayudar a comprender, predecir y responder los fenómenos naturales, fomentar el aprovechamiento sostenible de océanos y mares, aumentar los conocimientos mediante actividades sostenidas de investigación, y aplicar esos conocimientos a la ordenación y adopción de decisiones;

9. Que dicha resolución señala preocupación por los efectos negativos para el medio marino y la biodiversidad de actividades como la utilización excesiva de recursos marinos vivos, el impacto físico de los buques, la introducción de especies exóticas invasoras y la contaminación marina de las fuentes, en particular por descarga de petróleo y otras sustancias nocivas, pérdida o descarga de aparejos de pesca y vertimiento de desechos peligrosos;

10. Que la resolución también previene acerca de los perjuicios económicos, sociales y ambientales de las alteraciones físicas y destrucción de los hábitat marinos que pueden acarrear las actividades de desarrollo costero, en particular las destinadas a ganar terreno al mar;

11. Que en ella se manifiesta inquietud por los efectos adversos del cambio climático para el medio marino y la biodiversidad marina;

12. Que la mencionada resolución alienta a que los Estados ratifiquen o adhieran a los acuerdos internacionales que regulan la protección y preservación del medio marino y sus recursos contra la introducción de organismos acuáticos dañinos y agentes patógenos, así como los acuerdos relativos a preparación, respuesta y cooperación frente a los incidentes de contaminación, y a que adopten las medidas necesarias para cumplir y hacer cumplir esos acuerdos;

13. Que la resolución aprobada también estimula a los Estados para que, directamente o por medio de las organizaciones internacionales competentes, consideren seguir desarrollando, según proceda y de conformidad con la Convención del Mar, los procesos de evaluación de impacto ambiental de las actividades que estén bajo su jurisdicción y que puedan causar una contaminación sustancial o cambios significativos y nocivos en el medio marino, y

14. Que insta a los Estados a integrar la cuestión de los desechos marinos en las estrategias nacionales de gestión de desechos y a establecer incentivos económicos para combatir el problema, incluida la elaboración de sistemas de recuperación de costos que estimulen el uso de instalaciones portuarias de recepción y disuadan a los buques de verter desechos al mar, y los impulsa a cooperar a nivel regional y subregional en la preparación y ejecución de programas conjuntos de prevención y recuperación de los desechos marinos.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir a las señoras Ministra de Educación y Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y a los señores Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción y Ministro de Defensa Nacional, respecto de la organización y desarrollo de actividades de promoción, educación e información que pongan de relieve la aprobación, por parte de la ONU, del Día Mundial de los Océanos.”.

________________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Ominami y Vásquez, relativo a la conservación de 

humedales


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Ominami y Vásquez, correspondiente al Boletín Nº S 1.155-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 13 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Coloma, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Longueira, Navarro, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Romero.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. Que el 2 de febrero es el Día Mundial de los Humedales, en conmemoración de la fecha en que se firmó, en 1971, en la ciudad iraní de Ramsar, el Convenio sobre los Humedales. Uno de los principales logros de este Convenio ha sido la creación de la lista de humedales de importancia internacional, la que está compuesta por 1.828 humedales, de 158 países, con una superficie de 169 millones de hectáreas (a enero 2009);

2. Que el Convenio se elaboró con la intención de que los países con humedales pudieran tener un marco común para garantizar la conservación de estas zonas;

3. Que este año las actividades del Día Mundial de los Humedales se realizarán bajo el lema "Aguas arriba, aguas abajo, los humedales nos conectan a todos", en la idea de que todos estamos interconectados dentro de la cuenca hidrográfica donde vivimos;

4. Que los humedales son importantes fuentes de agua, control de inundaciones y sequías y reservorios de diversidad biológica y cultural. Por eso, esta fecha sirve para recordar su relevancia para los ecosistemas del mundo y la necesidad de preservarlos del deterioro al que están expuestos;

5. Que existe una relación entre humedales y cuencas hidrográficas. Las cuencas hidrográficas, también conocidas como cuencas de drenaje, de captación o hídricas, son el territorio que recoge el agua de lluvia o de deshielo y la conducen a un mismo río o lago;

6. Que entre los factores que potencialmente impactan y afectan a los humedales están, por ejemplo, la expansión de la frontera agrícola y los desmontes que están cambiando la manera en que escurre el agua y lo que ocurre con los sedimentos en los ríos. Lo mismo puede decirse de represas e infraestructura, extracción excesiva de agua, cambio climático, especies invasoras, pesca excesiva y contaminación;

7. Que según antecedentes de la CONAMA, nuestro país posee cientos de zonas que responden al concepto de humedal: extensiones de agua, de régimen natural o artificial, permanentes o temporales, estancadas o corrientes, dulces, salobres o saladas. Las vegas y bofedales del norte de Chile, por ejemplo, se denominan humedales altoandinos;

8. Que las funciones de estos cuerpos de agua son diversas y relevantes: control de inundaciones, recarga de napas subterráneas, estabilización de costas y protección contra marejadas, retención y exportación de sedimentos y nutrientes, mitigación del cambio climático, depuración de aguas, recreación y turismo, valor cultural, reservorio de diversidad biológica, entre otros. La principal causa de destrucción de estos ambientes es la presión demográfica: la extracción de agua y la contaminación;

9. Que en Chile hay 9 humedales parte de la Convención Ramsar -ratificada por Chile en 1981- identificados como ecosistemas únicos que es preciso preservar: el Salar de Surire, con 15.858 hectáreas y el Salar de Huasco, con 6.000; en Antofagasta el Salar de Tara, con 5443 hectáreas y el Sistema Hidrológico de Soncor, con 5.016; en Atacama el Complejo Lacustre Laguna Negro Francisco y la Laguna Santa Rosa, con 62.460 hectáreas; en Coquimbo la Laguna Conchalí, con 34 hectáreas; en Valparaíso el Humedal El Yali, con 520; en Los Ríos el Santuario Carlos Anwandter, con 4.877, y en Magallanes la Bahía Lomas, con 59.946 hectáreas;

10. Que en nuestro país los humedales son responsabilidad del Ministerio de Relaciones Exteriores; de la CONAMA, a cargo de la Estrategia Nacional de Humedales; de CONAF, que actúa como punto focal del Convenio Ramsar en Chile, y de la DGA, encargada de velar y proteger los humedales altoandinos en el norte grande;

11. Que vegas y bofedales ubicados en el norte del país sirven como zonas de forraje y abrevadero de animales. Son ecosistemas únicos, que deben ser estudiados en profundidad con el fin de reconocer la compleja interacción de sus componentes básicos como la tierra, el agua, los animales y las plantas. Tienen gran importancia social, cultural, ambiental y económica, ya que constituyen el sustento para las comunidades aymará, quechua y atacameña;

12. Que desde 1992 el Código de Aguas prohíbe la exploración y explotación de las aguas subterráneas en los acuíferos alimentadores de las vegas y bofedales del norte del país, como medida de protección de estos ecosistemas únicos y del manejo y uso ancestral que las comunidades habían hecho de ellos, y

13. Que el humedal Rocuant-Andalién, en Talcahuano, postulado como parque ecológico-educativo, podría ser el primero del país declarado Área de Interés Internacional de Conservación de Aves, condición considerada por entidades financieras para el financiamiento de proyectos. En el lugar se ubican aves migratorias que nidifican en el norte de América, como el gaviotín elegante y la gaviota de Franklin.


El Senado acuerda:


Solicitar a Su Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir a la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente y al señor Director General de Aguas para que adopten las medidas tendientes a: actualizar el Inventario Nacional de Humedales, con énfasis en aquellos menos representados dentro de los sitios prioritarios y del sistema de áreas protegidas de Chile y que se encuentren bajo un mayor grado de amenaza; delimitar estos cuerpos de agua; establecer un sistema de monitoreo y seguimiento ambiental que facilite prioridades en conservación, y ejecutar las acciones comprometidas en el Plan de Acción de la Estrategia Nacional de Humedales, especialmente las relativas a la operación de la Red Hidrométrica Nacional, la realización de estudios sobre determinación de Caudales Ecológicos y el desarrollo de Normas Secundarias de Calidad Ambiental para aguas continentales superficiales.”.

________________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Larraín y Romero, señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Horvath, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag, mediante el cual expresan la preocupación del Senado sobre el progresivo deterioro de la libertad 

de expresión en Venezuela


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Larraín y Romero, señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Bianchi, Cantero, Chadwick, Coloma, Espina, Horvath, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag, correspondiente al Boletín Nº S 1.179-12, por el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por 12 votos a favor, uno en contra y 2 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Bianchi, Coloma, García, Gómez, Horvath, Longueira, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Romero y Sabag.


Vota por la negativa el Honorable Senador señor Navarro.


Se abstienen, los Honorables Senadores señores Gazmuri y Núñez.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO

“Considerando:

1. El fortalecimiento de la protección al desarrollo democrático de los Estados, acuñado en la Cláusula Democrática por medio de una serie de declaraciones e instrumentos internacionales del Sistema Interamericano;

2. La expresión de dichos principios en el Preámbulo de la Convención Americana sobre Derechos Civiles y Políticos de 1969, o "Pacto de San José", cuando reafirma el propósito de los Estados Americanos signatarios de “consolidar en este Continente, dentro del cuadro de las instituciones democráticas, un régimen de libertad personal y de justicia social, fundado en el respeto de los derechos esenciales del hombre", consagrando expresamente la garantía a la libertad de expresión (artículo 13), el derecho de reunión y la libertad de asociación (artículos 15 y 16), entre otros, como piedras angulares de un régimen democrático;

3. El progresivo deterioro de la libertad de expresión en Venezuela, respecto del cual órganos técnico-jurídicos como la Comisión Interamericana de Derechos Humanos ya se han pronunciado, acusando comportamientos antidemocráticos (informes de 2005 y 2006), especialmente sobre la libertad de expresión y el abuso del gobierno de su autoridad sobre los medios;

4. La resolución del Parlamento Europeo -del día 7 de mayo pasado- recaída en el Informe Anual sobre los Derechos Humanos en el Mundo (2008) y la política de la Unión Europea al respecto, la que ha expresado su preocupación por la situación de los derechos humanos en Nicaragua y Venezuela con motivo de los ataques y actos de hostigamiento de los cuales son objeto diversas organizaciones de defensa de derechos humanos en dichos países y solicitado a los gobiernos y a las autoridades de Nicaragua y Venezuela que actúen para proteger las libertades y los derechos democráticos, así como el Estado de Derecho;

5. Las recientes declaraciones del Relator de las Naciones Unidas (ONU) para la Libertad de Opinión y Expresión, Frank La Rué, y de la Relatora Especial para la Libertad de Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) de la OEA, Catalina Botero, quienes manifestaron en un comunicado conjunto fechado el 22 de mayo pasado su preocupación frente a la existencia de declaraciones de las más altas autoridades del gobierno de Venezuela en contra del canal de televisión Globovisión y otros medios privados en ese país, por generar un ambiente de intimidación en el cual se ve seriamente limitado el derecho a la libertad de expresión, y

6. La invariable defensa de los derechos humanos por parte del Senado de la República, lo que en el pasado incluso ha motivado ofensivas declaraciones del Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, señor Hugo Chávez Frías, a raíz de un acuerdo que aprobó el Senado en el cual se expresaba preocupación por el cierre del canal venezolano RCTV, las que motivaron el categórico rechazo del entonces Presidente de la Corporación, don Eduardo Frei Ruiz-Tagle.


El Senado acuerda:


Rechazar el preocupante deterioro de las libertades fundamentales en Venezuela y solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República, si lo tiene a bien, que de a conocer al Presidente de la República Bolivariana de Venezuela el parecer del Senado de Chile en cuanto a la importancia de mantener la plena vigencia del derecho a la libertad de expresión consagrado en instrumentos internacionales adoptados por ese país, de manera que los procesos administrativos o las facultades regulatorias no impliquen actos de censura indirecta motivados por la línea editorial del medio.”.

________________

INCIDENTES



El señor Secretario General informa que el Honorable Senador señor Naranjo, ha requerido que se dirijan, en su nombre, los siguientes oficios:



1) Al señor Subsecretario de Educación, requiriendo antecedentes respecto de postulación de municipalidades de VII Región sur al concurso de transporte escolar rural en 2009.


2) Al señor Intendente de la VII Región, para que informe acerca del proyecto sobre construcción de soluciones sanitarias en sectores que indica de comuna de Colbún.


3) Al señor Director del Servicio Electoral, solicitando antecedentes del sistema de contratación de trabajadores de Juntas Inscriptoras.



4) A la señora Vicepresidenta Ejecutiva de la JUNJI, con el fin de que señale el número de jardines infantiles y salas cuna en las provincias de Linares y Cauquenes y cuántos de esos centros se construirán durante 2009.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del aludido Honorable señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a la situación de la pequeña minería del carbón y su repercusión en la generación de empleo, pidiendo que se oficie, en su nombre, al señor Ministro de Minería y, por su intermedio, a la Secretaría Regional Ministerial de Minería de la VIII Región y a la Presidencia Ejecutiva de CODELCO, a fin de que informen sobre la materia.



Luego, requiere que se oficie, en su nombre, al señor Ministro de Salud, con el objeto de que se pronuncie respecto de la eventual relación de la influenza AH1N1 con el uso masivo de antibióticos en la acuicultura.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Pérez Varela, quien pide que se oficie, en su nombre, al señor Ministro de Justicia, para que informe en cuanto al estado del proyecto que crea una nueva cárcel para la provincia de Ñuble.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



En el tiempo del Comité Mixto, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a las situaciones que afectan, por una parte, a la señora Elena Varela y, por otra, al señor Jorge Huenchullán, pidiendo oficiar, en su nombre, a S.E. la Presidenta de la República y al señor Subsecretario del Interior, de manera de remitirles su intervención sobre el particular.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



Seguidamente, el señor Presidente recaba el acuerdo de la Sala para que el Honorable Senador señor Pérez Varela asuma en calidad de Presidente accidental, lo que así se acuerda.

- - -



En el tiempo del Comité Independientes, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Bianchi, quien, junto con rendir homenaje a Bomberos de Chile, manifiesta su preocupación por una reducción que sufriría su presupuesto, requiriendo oficiar, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda, para que informe a este respecto.


El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado por el señor Senador, de conformidad al Reglamento del Senado.

_________________



Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Demócrata Cristiano y Partido Renovación Nacional.



Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTOS

1

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ADELANTA LA TRANSICIÓN DEL SISTEMA DE PENSIONES SOLIDARIAS ESTABLECIDO EN LA LEY Nº 20.255

(6590-05)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.255, que establece la Reforma Previsional:


1) Reemplázase en el artículo 13, el guarismo “2012” por “2011”.


2) Modifícase el artículo décimo tercero transitorio, del siguiente modo:


a) Reemplázase en su inciso segundo, la expresión “30 de junio de 2010” por “31 de agosto de 2009”.


b) Sustitúyese en su inciso tercero, la expresión “1 de julio de 2010” por “1 de septiembre de 2009” y el guarismo “2011” por “2010”.


c) Reemplázase en su inciso cuarto, el guarismo “2011” por “2010” y “2012” por “2011”.


d) Sustitúyese en su inciso quinto, el guarismo “2012” por “2011”.


3) Reemplázase en el artículo décimo cuarto transitorio, el guarismo “2012” por “2011”.


Artículo 2°.- Durante el primer año de vigencia el mayor gasto que represente la aplicación de esta ley, se financiará con cargo al Presupuesto del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, y en lo que faltare, con cargo a la Partida Tesoro  Público. En los años siguientes, los recursos serán provistos en las respectivas leyes de presupuestos.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL CONVENIO ENTRE CHILE Y COLOMBIA PARA EVITAR LA DOBLE IMPOSICIÓN Y PARA PREVENIR LA EVASIÓN FISCAL CON RELACIÓN A IMPUESTOS A LA RENTA Y SU PROTOCOLO

(6451-10)




Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


"Artículo único.- Apruébanse el “Convenio entre la República de Chile y la República de Colombia para Evitar la Doble Imposición con relación a los Impuestos a la Renta, y al Patrimonio y su Protocolo”, suscritos en Bogotá, el 19 de abril de 2007.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados

3

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE ESTABLECE NORMAS QUE INCENTIVAN LA CALIDAD DE ATENCIÓN AL CONTRIBUYENTE POR PARTE DEL SERVICIO DE IMPUESTOS INTERNOS

(6498-05)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Establécese, a contar del 1 de enero de 2010, para el personal de planta y a contrata del Servicio de Impuestos Internos una bonificación anual ligada a la calidad del servicio prestado a usuarios y contribuyentes, la que será evaluada por una entidad externa al Servicio, de conformidad al procedimiento establecido en el numeral 5 del artículo 3° de esta ley. 


Corresponderá dicha bonificación al personal que se encuentre en servicio en la referida institución a la fecha del pago de las respectivas cuotas de la bonificación.


El funcionario que por ascenso o promoción cambiare de grado o cargo dentro de un año en que corresponda el pago de la bonificación, la percibirá con relación al grado que tenía al 31 de enero del año del pago respectivo.


No tendrán derecho a percibir esta bonificación los funcionarios que sean calificados en Lista Nº 3, de Condicional, o Lista Nº 4, de Eliminación, en el período inmediatamente anterior al año del pago de la bonificación. Asimismo, no tendrán derecho a percibir la bonificación los funcionarios que ingresen al Servicio hasta que no hayan sido calificados en él, de conformidad con las normas que los rijan para estos efectos.


Con todo, tendrán derecho a percibir la bonificación los funcionarios que no habiendo sido calificados en el período respectivo, en virtud de las normas legales vigentes, conserven la calificación del período anterior; y aquellos que, de conformidad al artículo 34 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, no deben ser calificados. 


Igualmente, no tendrán derecho a la bonificación los funcionarios que de conformidad al artículo 110 del Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado se contiene en el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda,  hagan uso de un permiso sin goce de remuneraciones, por el período que este se extienda.


Artículo 2°.- Los recursos que se destinarán a pagar la bonificación por calidad de servicio será el equivalente en pesos a: 


1) 71.709,3 Unidades Tributarias Mensuales para el año 2010, y


2) 82.332,9 Unidades Tributarias Mensuales a partir del año 2011.


Para estos efectos, se considerará la unidad tributaria mensual vigente a la fecha del pago de las cuotas respectivas.


El monto anual de la bonificación equivaldrá a la suma de:


1) El cuociente que resulte de dividir el equivalente al 40% del total de recursos que anualmente se destinen a su pago, de conformidad a lo establecido en el inciso primero, por el total de funcionarios del Servicio que tengan derecho a percibirla, y


2) El resultado que se obtenga de aplicar un porcentaje fijo sobre las remuneraciones señaladas como base de cálculo en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 19.646, respecto del total de funcionarios con derecho a percibirla. 


Para estos efectos se entenderá como porcentaje fijo el cuociente que resulte de dividir el equivalente al 60% restante del total de recursos que anualmente se destinen a su pago de conformidad a lo establecido en el inciso primero, por la suma de las remuneraciones señaladas como base de cálculo en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 19.646, del total de funcionarios con derecho a percibirla. 


El monto anual que corresponda a cada funcionario del Servicio de Impuestos Internos por concepto de la bonificación, se pagará en dos cuotas, conjuntamente con las remuneraciones de los meses de julio y noviembre.


La bonificación no servirá de base de cálculo para ninguna otra remuneración o beneficio legal. 


El monto que los funcionarios perciban por concepto de la bonificación de calidad de servicio, será imponible para efectos de salud y pensiones, y se considerará renta del N° 1° del artículo 42° de la Ley sobre Impuesto a la Renta del mes en que se perciban. Para determinar los impuestos e imposiciones a que se encuentre afecta, se distribuirá su monto en doce cuotas mensuales iguales y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales. Con todo, las imposiciones se deducirán de la parte que, sumada a las respectivas remuneraciones mensuales, no exceda del límite máximo de imponibilidad.


Artículo 3°.- La concesión de la bonificación a que se refiere el artículo 1° de la presente ley, se sujetará a lo dispuesto en el presente artículo:


1) Se concederá anualmente en función del incremento que experimente, conforme a lo establecido en el número 3, el Índice de Satisfacción Neta del usuario. Para estos efectos se entenderá por Índice de Satisfacción Neta el porcentaje que, en una escala de 1 a 7, resulte de la resta entre el porcentaje de usuarios que califican con nota 6 y 7 la satisfacción global con el servicio y la atención proporcionada, y aquel porcentaje de usuarios que califican con nota 4 o menos la satisfacción global de los mismos servicios, con un valor mínimo de 0%. 


2) Para todos los efectos legales el Índice de Satisfacción Neta a que se refiere el artículo segundo transitorio, será refrendado en el mes siguiente al de publicación de la presente ley, mediante decreto del Ministerio de Hacienda, expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”. 


3) La meta de crecimiento que deberá cumplir anualmente el Índice de Satisfacción Neta, respecto de la meta base establecida en el artículo segundo transitorio, será, a partir del año 2010, la siguiente: 

1,0 punto porcentual  para la medición practicada el año 2009.

1,5 puntos porcentuales para la medición practicada el año 2010.

1,5 puntos porcentuales para la medición practicada el año 2011.

1,5 puntos porcentuales para la medición practicada el año 2012.

1,0 punto porcentual para la medición practicada el año 2013.

1,0 punto porcentual para la medición practicada el año 2014.

0,5 puntos porcentuales para la medición practicada el año 2015.


A partir del año 2016, la bonificación por calidad de atención al usuario se concederá sólo en el caso que el Índice de Satisfacción Neta sea igual o superior al porcentaje fijado como meta para el año 2015. 


4) El monto de la bonificación se determinará en función de la siguiente tabla de cumplimiento, aplicada siempre sobre el nivel de crecimiento que haya experimentado el Índice de Satisfacción Neta en la medición del año inmediatamente anterior, respecto de la meta fijada para ese mismo año, de conformidad a lo establecido en los números anteriores. 


a) 100% de la bonificación sí el nivel alcanzado por el Índice de Satisfacción Neta respecto de la meta es igual o superior al 97%.


b) 75% de la bonificación sí el nivel alcanzado por el Índice de Satisfacción Neta respecto de la meta es igual o superior al 90%, pero inferior al 97%.


c) 50% de la bonificación si el nivel alcanzado por el Índice de Satisfacción Neta respecto de la meta es igual o superior al 75%, pero inferior al 90%.


Cualquier crecimiento de la meta inferior al 75%, no dará derecho a bonificación alguna.


El grado de cumplimiento será informado por el Ministerio de Hacienda a través de un decreto, que deberá emitirse anualmente antes del 31 de marzo del año siguiente al de la respectiva medición.


5) El Índice de Satisfacción Neta se determinará anualmente a través de una encuesta a los usuarios practicada directamente a los contribuyentes en el mes de diciembre de cada año, acerca de su nivel de satisfacción global con el servicio y la calidad de atención recibida por el Servicio de Impuestos Internos. Dicha medición quedará sujeta a las siguientes reglas:


a) La medición será efectuada por una empresa externa, especializada en la realización de sondeos de opinión pública. Dicha entidad será seleccionada y contratada por la Subsecretaría de Hacienda a través de los procedimientos descritos en la ley N° 19.886, de Bases sobre Contratos  Administrativos de Suministro y Prestación de Servicios. La aplicación de dichos procedimientos será de responsabilidad de la Subsecretaría de Hacienda. Con todo, las referidas bases técnicas deberán contar con la visación de la Dirección de Presupuestos. 


b) La evaluación se aplicará tanto respecto a las personas naturales como a las empresas, hayan o no efectuado declaración anual de impuesto a la renta dentro del año objeto de la evaluación. 


c) El grupo objetivo respecto al cual se aplicará la evaluación estará compuesto por personas naturales mayores de 18 años y las empresas que hayan tenido contacto con el Servicio de Impuestos Internos a través de cualquiera de sus canales de atención en los últimos 12 meses previos a la aplicación del instrumento que determine el índice de satisfacción del usuario. La selección muestral será aleatoria, representativa y de carácter nacional. 


6) Mediante decreto del Ministerio de Hacienda expedido antes del 31 de marzo de cada año, bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, se señalará el Índice de Satisfacción Neta alcanzado en el año respectivo, así como el incremento experimentado respecto de la meta. Igualmente dicho decreto, determinará el porcentaje de la bonificación por calidad de satisfacción al usuario que le corresponderá dicho año, según el grado de crecimiento experimentado por el Índice de Satisfacción Neta con relación a la meta. Para la dictación de este decreto de tomará como antecedente el resultado de la evaluación externa precitada. 


7) El Ministerio de Hacienda deberá generar canales que permitan la participación de los funcionarios en el proceso de diseño y aplicación del mecanismo de evaluación del Índice de Satisfacción Neta de usuarios. Para estos efectos deberán establecerse, a través de la Subsecretaría de Hacienda, las instancias de carácter consultivo e informativo que permitan recoger comentarios, sugerencias y alcances que formulen los funcionarios, a través de sus asociaciones, si las hubiera o del delegado del personal, en su caso.


Artículo 4°.- Los profesionales o fiscalizadores del Servicio de Impuestos Internos empleados a contrata podrán desempeñar funciones de carácter directivo o de jefatura las que serán asignadas, en cada caso, por el Director del Servicio, mediante concurso, el que deberá sujetarse a las reglas que al efecto fije un reglamento, expedido a través del Ministerio de Hacienda. El referido personal será beneficiario de la asignación prevista en el artículo 7° de la ley N° 19.646, en los mismos términos que los cargos de planta. 


Para efectos de lo previsto en este artículo, el personal a que se le asignen dichas funciones y acceda a la referida asignación no podrá exceder del 30% de los profesionales y fiscalizadores a contrata de la institución. 


Artículo 5°.- Sustitúyese, a contar del 1 de enero de 2010, en el artículo 8° de la ley N° 19.646, la expresión “2.500 Unidades Tributarias Anuales” por “3.500 Unidades Tributarias Anuales”. 


Artículo 6°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 7, de 1980, del Ministerio de Hacienda, Ley Orgánica del Servicio de Impuestos Internos:


1) Intercálase en el artículo 2°, a continuación de la expresión “Nacional,”, lo siguiente “por la Dirección de Grandes Contribuyentes, ambas”.


2) Agrégase el siguiente artículo 3° bis:


“Artículo 3° bis.- La Dirección de Grandes Contribuyentes tendrá competencia sobre todo el territorio nacional y ejercerá jurisdicción sobre los contribuyentes calificados como “Grandes Contribuyentes” por Resolución del Director, cualquiera fuere su domicilio.


La Dirección de Grandes Contribuyentes tendrá rango de Subdirección.”.


3) En el inciso segundo del artículo 4° sustitúyese la coma (,) y la conjunción “y” que siguen a la expresión “Santiago Oriente” por un punto y coma (;), reemplázase el punto aparte (.) por un punto y coma (;), y a continuación agregase lo siguiente “XVII Dirección Regional, Valdivia, y XVIII Dirección Regional, Arica.”


4) Agrégase el siguiente artículo 4° bis:


“Artículo 4° bis.- El Servicio de Impuestos Internos podrá, además, relacionarse directamente con los contribuyentes y éstos con el Servicio, a través de medios electrónicos, entendiendo por tales aquéllos que tienen capacidades eléctricas, digitales, magnéticas, inalámbricas, ópticas, electromagnéticas u otras similares. Los trámites y actuaciones que se realicen a través de tales medios producirán los mismos efectos que los trámites y actuaciones efectuados en las oficinas del Servicio o domicilio del contribuyente.”. 


5) En el artículo 5°, incorpóranse a continuación del N° 9°, los siguientes N° 10° y 11°:


“10°
Por “Director de Grandes Contribuyentes” el Director de la Dirección de Grandes Contribuyentes.


 11° Por “sitio web del Servicio de Impuestos Internos” los dispositivos tecnológicos que permiten transmitir información por medio de computadores, líneas telefónicas o mediante el empleo de publicaciones digitales.”.


6) Agrégase en el artículo 9°, el siguiente inciso final:


“Con todo, al Subdirector de Fiscalización y al Director de Grandes Contribuyentes se les entenderán conferidas todas las facultades que el Código Tributario y otras disposiciones legales otorgan o les confieran en el futuro a los Directores Regionales, con excepción de las establecidas en los números 3° y 6° de la letra B) del artículo 6° del Código Tributario. Al primero, respecto de todo el territorio del país, y al Director de Grandes Contribuyentes, respecto de aquellos contribuyentes que de conformidad a lo dispuesto en el artículo 3° bis de esta Ley Orgánica queden sometidos a su jurisdicción.”.


Artículo 7°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el texto del Código Tributario, contenido en el artículo 1° del decreto ley N° 830, de 1974:


1) Reemplázase el artículo 10, por el siguiente:


“Artículo 10.- Las actuaciones del Servicio deberán practicarse en días y horas hábiles, a menos que por la naturaleza de los actos fiscalizados deban realizarse en días u horas inhábiles. Para los fines de lo dispuesto en este inciso, se entenderá que son días hábiles los no feriados y horas hábiles, las que median entre las ocho y las veinte horas. 


Los plazos de días insertos en los procedimientos administrativos establecidos en este Código son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábado, domingo y festivos.


Los plazos se computarán desde el día siguiente a aquél en que se notifique o publique el acto de que se trate o se produzca su estimación o su desestimación en virtud del silencio administrativo. Si en el mes de vencimiento no hubiere equivalente al día del mes en que comienza el cómputo, se entenderá que el plazo expira el último día de aquel mes.


Cuando el último día de un plazo de mes o de año sea inhábil, éste se entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.


Las presentaciones que deba hacer el contribuyente, que pendan de un plazo fatal, podrán ser entregadas hasta las 24 horas del último día del plazo respectivo en el domicilio de un funcionario habilitado especialmente al efecto. Para tales fines, los domicilios se encontrarán expuestos al público en un sitio destacado de cada oficina institucional.”.


2) Agrégase el siguiente artículo 36 bis:


“Artículo 36 bis.- Los contribuyentes que al efectuar su declaración incurrieren en errores que incidan en la cantidad de la suma a pagar, podrán efectuar una nueva declaración, antes que exista liquidación o giro del Servicio, corrigiendo las anomalías que presenta la declaración primitiva y pagando la diferencia resultante, aun cuando se encontraren vencidos los plazos legales, sin perjuicio de la aplicación de las sanciones y recargos que correspondan a las cantidades no ingresadas oportunamente y las sanciones previstas en los números 3 y 4 del artículo 97 de este Código, si fueren procedente.”.  


3) Reemplázase el inciso segundo del artículo 37, por el siguiente: 


“Facúltase al Servicio de Impuestos Internos para aproximar a pesos la determinación y, o giro de los impuestos, reajustes, derechos, intereses, multas y recargos, despreciándose las cifras inferiores a cincuenta centavos, y elevándose las iguales o mayores a esta suma al entero superior.”. 


4) Derógase el artículo 45.


5) Sustitúyese en el inciso tercero del artículo 63, el número “3°” por “4°”.


6) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 65, la palabra “segundo” por “primero”.


7) Deróganse los artículos 77 y 79.


8) Reemplázase en el artículo 128, la palabra “solicitarse” por “disponerse”. 


DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo Primero.- Durante el año 2009 el monto anual de la bonificación por calidad de servicio equivaldrá al cuociente que resulte de dividir $800.000.000 por el total de funcionarios que en conformidad a lo establecido en el artículo 1° de la presente ley tengan derecho a percibirla.


El monto anual que corresponda a cada funcionario del Servicio de Impuestos Internos este año, se pagará en dos cuotas, conjuntamente con las remuneraciones de julio y noviembre. 


Los montos que los funcionarios perciban por este concepto, se sujetarán a las mismas reglas que establecen los incisos cuarto y quinto del artículo 2° de la presente ley. 


Artículo Segundo.- Para los efectos de lo dispuesto en el número 3), del artículo 3° de la presente ley, el Índice de Satisfacción Neta que servirá como base será de 51,5%.


Artículo Tercero.- El mayor gasto fiscal  que  represente en  el año  2009  la aplicación del artículo 1° transitorio  de  esta ley, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Servicio de Impuestos Internos.


Respecto de los años siguientes, el mayor gasto fiscal se financiará con cargo a los recursos que se contemplen anualmente en el presupuesto del Servicio de Impuestos Internos.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Rodrigo Álvarez Zenteno, Presidente de la Cámara de Diputados.- Carlos Loyola Opazo, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE PESCA Y ACUICULTURA EN MATERIA DE ACUICULTURA

(6365-21)

HONORABLE SENADO:


Esta Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra informar respecto del proyecto de ley señalado en el epígrafe, iniciado en mensaje de S.E., la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.

A las sesiones en que esta Comisión se ocupó de este proyecto asistieron, además de sus integrantes, el Honorable Senador señor Kuschel y el Honorable Diputado señor René Alinco; el Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, señor Hugo Lavados; la Subsecretaria de Marina, señora Carolina Echeverría; el Subsecretario de Pesca, señor Jorge Chocair; el Coordinador de la Mesa del Salmón, señor Felipe Sandoval, y sus asesores señores Carlos Rubio y Juan José Soto; la ingeniera pesquera de la Mesa del Salmón, señora Edith Saa; de la Subsecretaría de Pesca, el sectorialista, señor Mario Acevedo; el abogado, señor Felipe Palacio; del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la abogada, señorita Jessica Fuentes; del Ministerio de Obras Públicas, el Director de Obras Portuarias, señor Daniel Ulloa; del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, el Coordinador de la Defensa Laboral, señor Zarko Luksic; los asesores, señores Francisco del Río y Christián Luco; del Ministerio de Justicia, el asesor señor Ariel Rossel; del Servicio Nacional de Pesca, su Director Nacional, señor Félix Hinostroza, su Jefa de la Unidad de Acuicultura, señora Alicia Gallardo; de la Armada de Chile, el Contra Almirante señor Juan Pablo Heusser, el Capitán de Navío, señor Ricardo Bóke, el Director de Intereses Marítimos, Capitán de Fragata señor Antonio Baros, y la asesora señora Marcela Zamorano; de la Confederación Nacional de Federaciones de Pescadores Artesanales de Chile (CONFEPACH) y de la Federación de Sindicatos de Trabajadores Artesanales de la V región (FEDEPESCA), el señor Humberto Chamorro; del Consejo de Organizaciones de Pescadores Artesanales de los Fiordos y Archipiélagos de Aysén (CORPAFA), el señor Misael Ruiz y el señor Iván Fuentes; de la Universidad de Los Lagos, el Director del Departamento de Acuicultura y Recursos Acuáticos señor Alberto Medina, de la Cámara de Turismo de Coyhaique el Vicepresidente, señor Patricio Silva, el señor Ricardo Born L; el señor Juan Eduardo Undurraga Riesco; el señor Jonhatan Leidich, el investigador y médico veterinario, señor Daniel Nieto, de la Asociación Gremial de Viveros, el señor Federico Joannon, de la Confederación Nacional de Trabajadores del Salmón (CONATRASAL), su Presidente, el señor Javier Ugarte; la señora Rosa Bahamonde y el señor Juan Barría, de OCEANA su Director Ejecutivo, señor Alex Muñoz; los Directores, señores Maximiliano Bello y Cristian Gutiérrez, de la Fundación TERRAM, la Directora Ejecutiva, señora Flavia Liberona, de AGO, el Director, señor Guillermo Flores, de FRIOSUR S.A., el director, señor Carlos Vial, de la Confederación Nacional de Pescadores Artesanales de Chile (CONAPACH), la Presidenta, señora Zoila Bustamante; el Director, señor Héctor Morales; el Secretario General, señor Cosme Caracciolo; los señores Osvaldo Cubillos y el abogado señor Cristian Tapia, de Salmón Chile, el Presidente, señor César Barros; el Asesor, señor Rodrigo Infante; los Abogados, señores Álvaro Varela y Javier Ovalle, de la Asociación de Miticultores de Chile (AMICHILE), el Gerente, señor Cristian Maino; la abogado, señora Patricia Sanzana, de la Asociación de Miticultores de Quellón, señor Federico Orellana, del Consejo Provincial de Pesca de Chiloé, el Vicepresidente, señor Héctor Morales, de ACOTRUCH, su Presidente, el señor Julio Traub; el Director, señor Pablo Barahona; el señor Marcelo Campos y el señor Marcelo Valenzuela, de la Federación de Trabajadores de la Industria Pesquera y afines de de Aysén (FEDETRAP) y CONTRAPECH, su Presidente, señor Rubén Leal; el Tesorero de la Confederación, señor Juan Gálvez, de la Asociación de Productores de Ostras y Ostiones de Chile, la Gerente General, señora Ivonne Etchepare, del Consejo Regional de Pesca Artesanal (COREPA), el Presidente, señor Jorge Bustos; y los dirigentes señor Héctor Morales, señor José Alvarado y señor Custodio Serón, de ARMASUR A.G., su Vicepresidente, el señor Jaime Johnson; el Secretario, señor Álvaro Contreras y los señores Mauricio Labra e Ismael Tocornal, de la Asociación Gremial de Pescadores Artesanales de Aysén, el señor Juan Uribe, de la Asociación Gremial de Organizaciones de Pescadores de la XI Región, el Director, señor Guillermo Flores, de la Asociación Gremial de Talleres de Redes ATARED, la señora Soledad Sorzano, de la Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, el Fiscal, señor José Manuel Montes, el abogado Raúl Lecaros; los asesores señores Jorge Claro y el señor Vicente Donoso, de la Asociación de Funcionarios de SERNAPESCA AFUS, la señora Magdona Muñoz Ferrufino, del Centro Ecocéanos, el señor Juan Carlos Cárdenas, de la Comisión de Uso del Borde Costero del Gobierno Regional de los Lagos, su Secretario Técnico, el señor Jean Paul Jouannet, de la Unión de Federaciones de Pesca Artesanal, el señor Marcelo Soto, de la Asociación de Mitilicultores de Quellón, el señor Federico Orellana, del Consejo Regional de Puerto Aysén, el señor Eduardo Vera, del Consejo Regional de la X Región, la Consejera, señora Soledad Vargas, de los prestadores de servicio de la industria del salmón señor Walter Ginerau, de AGOCISNES, el señor Sigifredo Sánchez, del Sindicato de Buzos, el señor Hugo Rubilar, de Salmón Chile, su Gerente el señor Carlos Odebreth, del Sindicato de Pescadores Artesanales de Puerto Aguirre, el señor Nelson Mettisini, de las Asociaciones de indígenas del litoral, el señor Erick Vargas, de AGOAYSEN, el señor Héctor Kol, del Centro Ballena Azul, el señor Rodrigo Hucke, de la Central Unitaria de Trabajadores CUT., su Consejero Regional, el señor Ricardo Casas, además del encargado del proceso de zonificación de Magallanes el señor Edgardo Casanova, en representación de la agrupación Aguas Claras, la señora Miriam Chávez, del Consejo Regional de los Lagos, el Presidente de la Comisión de Pesca, el señor Enrique Antonio Diez; la Consejera, señora Soledad Vargas, en representación del Comité de Caleta La Arena, el señor Miguel Baltasar, de la Asociación de Productores de Salmón y Trucha de la Región de Magallanes, el señor Drago Kovacich. 

I. OBJETIVO DEL PROYECTO


El proyecto de ley tiene por finalidad modificar la regulación de la acuicultura, incorporando un enfoque preventivo respecto de la aparición de condiciones ambientales y sanitarias no deseadas. Lo anterior se logra mediante la modificación del modelo de otorgamiento y operación de los centros de cultivo, y el fortalecimiento de las facultades fiscalizadoras del Servicio Nacional de Pesca. Además establece un aumento en el monto de la patente única de acuicultura; y otorga mecanismos adecuados para facilitar la constitución de garantías sobre las concesiones y autorizaciones de acuicultura.

II. CUESTIÓN PREVIA

Hacemos presente que en sesión de fecha 1º de julio de 2009, la Sala de la Corporación autorizó a esta Comisión para debatir en general y en particular este proyecto de ley.

            III. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


Prevenimos que las letras b) y f) del Nº 3) del artículo 1º; el Nº 5 de ese artículo y los artículos 2º permanente, incisos primero y segundo, y 4º permanente, inciso primero, y artículo 2º transitorio, de aprobarse, deben serlo en régimen de quórum calificado, pues establecen limitaciones y requisitos para la adquisición del dominio de ciertos bienes.

IV. ANTECEDENTES

4.1. De Derecho


1.- Constitución Política, artículo 19, N°s  21 y 23.


2.- Ley General de Pesca y Acuicultura.


3.- Decreto Supremo Nº 290, de 1993 del Ministerio de Economía Fomento y Reconstrucción, que regula las concesiones de acuicultura.

4.- Decreto Supremo Nº 475, de 1994 sobre Política Nacional de Uso del Borde Costero, del Ministerio de Defensa.

5.- Decreto Supremo Nº 319, de 2001, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que establece el Reglamento Sanitario 

6.- Decreto Supremo Nº 320, de 2001, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que establece el Reglamento Ambiental para la Acuicultura.
4.2. De Hecho

El mensaje con que el Ejecutivo inició este proyecto en la Honorable Cámara de Diputados expresa que Chile es un país marítimo con una costa continental de más de 4.200 Km., con una superficie marítima de 3,15 millones de kilómetros cuadrados en su zona económica exclusiva, lo que junto a las buenas condiciones naturales de las costas, ha permitido que la actividad de acuicultura se desarrolle en corto tiempo. A esto se suma que el marco normativo de 1991 consideró la necesidad de promover el desarrollo de la actividad, permitiendo a la industria alcanzar un nivel de producción, que ubicó al país dentro de los principales productores de salmones del mundo, con una cosecha de más de 800.000 toneladas, alcanzando las exportaciones un valor total de US$ 2.494 millones en el año 2007. 

Agrega que los centros de cultivo marinos se emplazan en las regiones de Atacama, Coquimbo, Los Lagos, Aysén y Magallanes, donde la acuicultura constituye una de las actividades económicas regionales más importantes.

 Dentro de los diversos tipos de cultivo, destaca la salmonicultura siendo evidente la relevancia que tiene esta actividad a nivel nacional como local y especialmente, en la Región de Los Lagos,  que reúnen no sólo a los acuicultores propiamente tales, sino también a diversas empresas de servicios como transporte, lavado de redes, plantas de proceso, laboratorios, generando un fuerte impacto en la creación de empleos.

 Enseguida señala que, la situación de la industria se ha visto fuertemente impactada el último año debido a la aparición del virus Isa, el que genera grandes mortalidades de salmones en cultivo o, en el mejor de los casos, efectos indeseados como la pérdida de las condiciones de calidad del producto y baja de crecimiento, lo que ha impuesto la necesidad de dictar medidas sanitarias para conseguir controlar el virus, para lo cual se requiere además un cambio en el emplazamiento de los centros de cultivo y de las condiciones de operación. 

A continuación el mensaje, describe los elementos esenciales de la normativa en materia de acuicultura considerados en la Ley General de Pesca:

a) Áreas fijadas como apropiadas para la  acuicultura:

Conforme al artículo 67 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, sólo pueden otorgarse concesiones o autorizaciones de acuicultura en las áreas fijadas como apropiadas para la actividad, mediante decreto del Ministerio de Defensa Nacional, previo informe técnico de la Subsecretaría de Pesca, la que en todo caso habrá realizado una consulta a los organismos públicos con competencia sobre los usos alternativos de las aguas que se desee destinar a la acuicultura. Asimismo, considerará las actividades pesqueras extractivas artesanales y sus comunidades, los canalizos de acceso y salida de puertos y caletas, las áreas de fondeo de la escuadra nacional y de ejercicios navales, las áreas de desarrollo portuario, los aspectos de interés turístico y las áreas protegidas que constituyen Parques Nacionales, Reservas y Monumentos Nacionales, según el mensaje, la diferencia entre la concesión y la autorización de acuicultura radica en que la concesión es otorgada por el Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, sobre aguas marinas, rocas, terrenos de playa fiscal y ríos y lagos navegables, en cambio las autorizaciones de acuicultura, las otorga la Subsecretaría de Pesca en ríos y lagos no navegables. En la actualidad no existe ningún río o lago declarado como apto para la acuicultura. En consecuencia, desde el año 1991, fecha en que se introdujo el concepto de área apropiada, sólo subsisten en lagos, los centros de cultivo autorizados para ejercer la actividad antes de ese año. En ningún caso, pueden otorgarse concesiones o autorizaciones de acuicultura en sectores de bancos naturales de recursos hidrobiológicos.

A su vez, el mensaje recuerda que las áreas apropiadas para la acuicultura no son excluyentes de otras actividades. Su objetivo es señalar el espacio que puede ser destinado a la acuicultura sin que le sea exclusivo.





Se refiere, enseguida a la Política Nacional de Uso del Borde Costero, establecida por el D.S. Nº 475 de 1994, del Ministerio de Defensa Nacional, la que introdujo un nuevo instrumento orientador y ordenador de las actividades que se desarrollan en el borde costero como lo es la zonificación. Conforme a ella, los gobiernos regionales, a través de procesos participativos, con integración pública y privada regional, establecen los espacios en que preferentemente pueden ser desarrolladas las actividades en el borde costero, velando siempre por la compatibilidad de usos, la prevención de conflictos entre usuarios y el desarrollo de las legítimas aspiraciones regionales. 





En este contexto, continúa, algunas regiones han culminado su proceso de zonificación, por lo cual surgió la necesidad de compatibilizar dicho instrumento con las áreas apropiadas para la acuicultura.

b) Concesión o autorización de acuicultura.
La concesión de acuicultura es el acto administrativo mediante el cual el Ministerio de Defensa Nacional otorga a una persona los derechos de uso y goce, por tiempo indefinido, sobre determinados bienes nacionales, para que ésta realice en ellos actividades de acuicultura.

Tanto la concesión como la autorización de acuicultura tienen por objeto actividades de cultivo en el área concedida, respecto de la especie o grupo de especies hidrobiológicas indicadas en la respectiva resolución o autorización y el desarrollo de sus actividades, sin más limitaciones que las establecidas en la ley y sus reglamentos, siendo transferibles y, en general, susceptibles de todo negocio jurídico, 

Expresa a continuación que antes de la Ley Nº 20.091, la posibilidad de ejercer “cualquier negocio jurídico” sobre la concesión era aplicable a cualquier concesión. Al modificarse la Ley de Pesca el año 2006, esta posibilidad quedó sometida a la obligación de operar previamente la concesión por un determinado plazo o acreditar la condición de acuicultor habitual. Sin perjuicio de lo anterior, la posibilidad de celebrar cualquier negocio jurídico sobre las concesiones, no ha tenido en la ley un desarrollo sistemático que permita otorgar certeza a quien efectivamente quiera celebrar contratos basados en los derechos derivados de la concesión.

c)  Normativa ambiental y sanitaria.

Explica que, conforme a la Ley General de Pesca y Acuicultura, es de responsabilidad del concesionario la mantención de la limpieza y el equilibrio ecológico de la zona concedida cuya alteración tenga como causa la actividad acuícola. En este aspecto deberán reglamentarse las medidas de protección del medio ambiente para que los establecimientos que exploten concesiones y autorizaciones de acuicultura operen en niveles compatibles con la capacidad de los cuerpos de agua lacustres, fluviales y marítimos. 

Por otra parte, se ha previsto la necesidad de revisar los límites de aceptabilidad para ajustarlos a un momento en que la adopción de medidas sea más oportuna. Del mismo modo, ha de asegurarse la idoneidad y seriedad de quienes confeccionan los instrumentos de evaluación ambiental sectorial como son la caracterización preliminar del sitio y la información ambiental.

Expresa finalmente, que en esta materia, resulta urgente revisar el sistema sancionatorio para que asegure que se cumplan las condiciones ambientales exigidas por la normativa, ya que la actual no resulta lo suficientemente persuasivo.

Señala que la regulación sanitaria para la acuicultura está en el reglamento sobre medidas para la protección y control para evitar la introducción de enfermedades de alto riesgo y especies que constituyan plagas, aislar su presencia en caso de que éstas ocurran, evitar su propagación y propender a su erradicación, más conocido como Reglamento Sanitario, en adelante RESA, establecido por D.S. Nº 319 de 2001, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 

 El status sanitario depende de la prevención y  control en las diversas etapas críticas de la operación para la diseminación de los patógenos. El reglamento clasifica las enfermedades de alto riesgo, las condiciones básicas que deben ser cumplidas por los centros de cultivo, centros de experimentación, plantas de procesamiento, los medios de transporte, los viveros y centros de matanza, la importación de especies hidrobiológicas, la producción de ovas a nivel nacional y el sistema de certificación sanitaria, para lo cual establece además las condiciones y tareas de los laboratorios de referencia y de diagnósticos.

Asimismo, el reglamento establece la necesidad de diseñar programas sanitarios que indiquen las medidas sanitarias que deben ser adoptadas durante la operación, destinadas a determinado tipo de enfermedad o especie hidrobiológica. Dichos programas son de responsabilidad del Servicio Nacional de Pesca.

Advierte que el enfoque de la normativa ha sido materia de discusión, ya que el mal comportamiento de un titular de un centro de cultivo desde el punto de vista sanitario o simplemente ante la adopción errada o inoportuna de medidas sanitarias, puede tener un impacto en la actividad de sus “vecinos”. Esta situación se ha confirmado con la actual crisis del Isa.

Así, concluye que la mirada individual de los problemas sanitarios en que se basa el reglamento, con sólo una incipiente regulación de la zonificación de enfermedades, impide que se adopten coordinada, eficaz y oportunamente medidas en todos los centros de cultivo influenciados por la diseminación de una enfermedad. 

Plantea el mensaje que dada la actual situación con los eventos sanitarios que se han producido, particularmente con la diseminación del virus ISA, se estimó oportuno identificar las tareas prioritarias para proyectar la actividad. 

Señala, por último, que se han elaborado modificaciones a los reglamentos ambiental y sanitario, actualmente en tramitación, constatándose que un cambio de enfoque en la regulación no estará completo en la medida que no se realicen enmiendas específicas a la Ley General de Pesca y se incorporen, fortalezcan y sancionen eficazmente los nuevos instrumentos y los que se requiere  sean acogidos directamente en la norma legal.

V. DEBATE EN GENERAL


En sesiones de los días 3, 9, 10, 16, 17 y 30 de junio y días 1, 2, 6 y 8  de julio de 2009, la Comisión escuchó a diversas organizaciones públicas y privadas vinculadas al sector, cuyos planteamientos se consignan en la siguiente síntesis. Hacemos presente, que los integrantes de esta Comisión, Honorables Senadores señores Carlos Bianchi y Antonio Horvath, acompañados del Secretario de la misma, visitaron las ciudades de Puerto Aysén y de Puerto Montt los días 22 y 23 de junio pasado, oportunidad en que se reunieron con los representantes de todos los sectores vinculados a esta actividad económica, quienes plantearon sus puntos de vista sobre el proyecto en informe.

El Consejo Regional de Pescadores Artesanales de Magallanes y Antártica Chilena (COREPA), representado por el señor Jorge Bustos, planteó la necesidad de considerar un procedimiento transparente y público para determinar la presencia de caladeros de pesca y bancos naturales, y la necesidad de que exista un reconocimiento de los caladeros de pesca dentro de las 5 millas. Solicitó que se defina en la ley que ha de entenderse por banco natural y que se declare, además la captación de semillas como pesquería artesanal.


También hizo presente la conveniencia de exigir estudios de impacto ambiental para las concesiones de peces, e impedir el establecimiento de barrios para nuevas especies. Planteó, a su vez, que los desembarques de la industria del salmón se realicen  en centros de desembarque artesanal.


Tanto COREPA como la Unión de Federaciones de Pescadores Artesanales representada por don Marcelo Soto Castillo, manifestaron a la Comisión, además su oposición a la posibilidad de hipotecar las concesiones. En reemplazo, propuso que las áreas de manejo y las cuotas sean consideradas como garantías para instrumentos de fomento y crediticio del Estado. Solicitó además no autorizar la relocalización fuera de áreas aptas para la acuicultura, y que se declarara una moratoria para nuevas áreas para la acuicultura en las regiones X y XI, y que  sea una subcomisión dentro de la Comisión Regional de Uso del Borde Costero la que apruebe la implementación de la ley.

A dichos planteamientos el señor Felipe Sandoval, en representación del Ejecutivo, respondió explicando que el proyecto considera que las áreas apropiadas para la acuicultura no podrán establecerse en caladeros de pesca y que un reglamento definirá lo que se entiende por tales.

A propósito de los bancos naturales, señaló que se establecerá un plazo para que la Subsecretaría dicte la resolución que establece la metodología para la determinación del banco natural, y respecto de la recolección de semillas estimó que no es posible declararla pesquería porque en tal sentido se limitaría arbitrariamente a los acuicultores, pero se comprometió a analizar una figura de reserva para estos efectos. Explicó, a su vez, que el sistema de impacto ambiental tiene su propia regulación que no es objeto de este proyecto de ley.

Respondiendo a la solicitud de impedir el establecimiento de barrios para nuevas especies, indicó que la creación de los ahora llamados grupos de concesiones tiene por objeto que operen en forma coordinada como una buena práctica sanitaria por lo cual no es conveniente limitarlo porque no se sabe si aparecerán otros eventos que podrían ser enfrentados con esta medida.

A propósito de la hipoteca y la alternativa planteada por COREPA, sostuvo que es necesario dotar de un mecanismo para acceder al crédito a la industria, y que la propuesta será analizada con CORFO, con el fin de flexibilizar o crear instrumentos para estos efectos.

Respondiendo a las inquietudes respecto a  las áreas aptas para la acuicultura, señaló que la relocalización será dentro de éstas áreas, y respecto a la moratoria solicitada, estimó que  no debería limitarse esta posibilidad, ya que  también existen o pueden existir cultivos de otras especies.

El señor Sandoval a propósito de los INFAs (Informes Ambientasles), señaló que se está trabajando en una indicación en tal sentido, y respecto a la subcomisión del uso del borde costero, manifestó que no es posible dejar a un ente privado la potestad de supervigilar la ejecución de la ley. 

Armasur representada por su Vicepresidente, el señor Jaime Johnson y la Asociación Gremial de Viveros representada por el señor Federico Joannon, solicitaron la redefinición de los barrios para independizar los viveros como zonas de acopio, es decir que los viveros queden fuera del sistema de barrios y que operen en forma continua y sin descanso.

Hicieron presente que en el texto propuesto en el proyecto de ley se está eliminando a los viveros. En particular el artículo 4° transitorio, lo cual consideraron un grave error, ya que según lo expresan, traerá consecuencias negativas para la industria. Además el sistema de viveros presenta grandes ventajas, tales como evitar el derrame de sangre, permitir el abastecimiento continuo de plantas, asegurar mejor calidad del producto, constituyendo un sistema más rápido y seguro para sacar los peces del agua, especialmente en contingencias sanitarias y ambientales.

Junto a lo anterior expresaron que los viveros deberían recibir peces desde distintas zonas sin distinguir su status sanitario. Por último plantearon la necesidad de permitir la constitución de garantías sobre las concesiones marítimas.

A lo expuesto tanto por Armasur como por la Asociación Gremial de Viveros, el señor Felipe Sandoval, en representación del Ejecutivo, respondió que se está analizando el caso de los viveros. Sin embargo, explicó, igualmente deben adoptarse medidas respecto de ellos, para asegurar que no sean un riesgo al sistema que se está implementando. Sostuvo que no pueden los viveros quedar al margen de las medidas de los grupos de concesiones, menos aún del descanso, porque son temas clave para el control de los patógenos. Además, ellos operan con especies de cultivo provenientes de grupos de concesiones y, por ende, no se justificaría hacer una excepción. Enfatizó que no es posible dejar excepcionados a los viveros de las medidas sanitarias, porque ello implica un alto riesgo para el resto del sistema. Finalmente aclaró que las garantías sobre las concesiones marítimas será un tema a conversar con la Subsecretaría de Marina.

La Federación de Trabajadores de la Industria Pesquera y Afines de Aysén (FEDETRAP), representada por su Presidente, señor Rubén Leal, planteó la necesidad de incluir en la ley las densidades máximas, las que deberían ser de entre 17 y 18 kilogramos por metro cúbico. Además señalaron que se debería considerar un descanso de 3 meses y establecer resguardos sanitarios a la importación de ovas.

Felipe Sandoval, en representación del Ejecutivo, respecto de los planteamientos de FEDETRAP, señaló que la densidad no puede quedar establecida en la ley porque las condiciones van cambiando y, además, porque eventualmente los sectores tendrán un desempeño diverso y en algunos casos se requerirá establecer una densidad más estricta. 
Por último informó que se está elaborando un nuevo reglamento sanitario, de modo de hacerlo más preventivo. No obstante aclaró, el tema de la vacunación es materia del reglamento sanitario y no de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

La Asociación Gremial de Productores de Salmón Coho y Trucha de Chile A.G. (ACOTRUCH) representada por su Director, el señor Pablo Barahona Undurraga, destacó necesidad de considerar una legislación transitoria y diferenciada, según especie de cultivo, hasta determinar las soluciones permanentes para que las áreas de manejo sanitario consideren el respeto al ciclo biológico de todas las especies de salmónidos.

En cuanto a la fiscalización, manifestó la necesidad de que el fiscalizador informe al fiscalizado que se está realizando una fiscalización; que se levante acta, y además que el Servicio tenga una pauta de fiscalización por resolución publicada en el Diario Oficial.

Planteó también la conveniencia de eliminar tanto las sanciones administrativas como la causal de caducidad por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador. A su vez, solicitó rechazar la facultad de paralizar el ingreso de solicitudes de concesiones y la suspensión de tramitación de solicitudes en la X y XI región

Propuso someter el transporte terrestre, marítimo y aéreo a normas sanitarias y ambientales, solicitando a su vez  la eliminación del concepto de zonificación y del régimen de transferencias del artículo 80 ter dejando sólo el artículo 80 bis. Por último concordó  tanto con Armasur como con la Asociación Gremial de Viveros en la conveniencia de no eliminar a los viveros del proceso productivo.

La Asociación de Productores de Salmón y Trucha de la Región de Magallanes, representada por don Drago Kovacich, expresó a la Comisión que las empresas productoras de salmón en la región Magallanes quieren seguir produciendo y dando más empleo en la región. Para ello necesitan contar con un modelo productivo que permita manejar de manera razonable los riesgos sanitarios propios de la actividad. El hacinamiento actual no lo permite. Es por tanto urgente que el modelo productivo salmonicultura 2.0 se instale a la brevedad en Magallanes y para hacerlo se requieren más concesiones y luego establecer una zonificación con barrios de administración compartida y coordinada. 

Consideró imprescindible que se continúen tramitando las solicitudes de concesiones que están ya ingresadas.  Estimó que de ese proceso se obtendrán solamente unas 150 concesiones más. Afirmó que si la moratoria se mantiene, la industria salmonera magallánica decrecerá.
El señor Felipe Sandoval, en representación del Ejecutivo, señaló al respecto que, en primer lugar, no se puede legislar por sector, porque los eventos sanitarios son impredecibles y perfectamente los grupos de concesiones pueden ser una herramienta adecuada para enfrentar otros casos. Además, si bien el tema principal hoy es el ISA, existen en Chile múltiples enfermedades que sí atacan otras especies como el SRS, por lo cual no es posible legislar por especie. 

En segundo lugar en materia de fiscalización, concordó con ACOTRUCH en la forma propuesta para efectuarla, y por lo tanto indicó que así se considerará en las tareas del Servicio.

Puntualizó, en materia de la causal de caducidad por temas laborales, que la idea es mejorar la redacción, porque como está actualmente en el texto, puede generar  problemas de interpretación.

Respecto a la zonificación, expresó que la idea es evitar los conflictos de uso que han surgido con otras actividades, por lo cual se estima importante mantener la zonificación, aclarando que es importante desde, el punto de vista administrativo, tener la facultad de congelar el ingreso de solicitudes, porque de lo contrario no se podrán implementar los grupos de concesiones adecuadamente.
Insistió en que no es posible eliminar el régimen de transferencias del artículo 80 ter, que se creó para terminar con la especulación de solicitudes de concesión, como tampoco es posible eliminar las sanciones administrativas ya que se requiere un sistema eficaz y persuasivo que asegure la observancia a  las nuevas disposiciones. En el mismo sentido comprometió una indicación a efectos de regular tanto el transporte terrestre como marítimo y aéreo a normas sanitarias y ambientales.
Carlos Vial, en representación de Salmones Friosur, planteó la necesidad de investigación científica y monitoreo ambiental para controlar evolución de virus ISA. Señaló además  que se debe prohibir la  importación de  ovas y solicitó establecer restricciones a la navegación en algunas rutas preestablecidas. 
En respuesta a dichos planteamientos el señor Felipe Sandoval sostuvo que en el cluster acuícola se están definiendo las líneas de investigación prioritarias para ser financiadas. Además conforme a las disposiciones del RESA modificado, se ha establecido la obligación de realizar muestreos cuya información debe ser entregada a SERNAPESCA, que debe otorgar reportes de lo que está ocurriendo.
Explicó que no se puede prohibir la importación de ovas, porque se trataría de un obstáculo al comercio que violentaría acuerdos internacionales suscritos por Chile, pero aclaró que sí se pueden establecer restricciones respecto de países que tienen enfermedades que en Chile no existen, o que en Chile están controladas, para lo cual se está elaborando un nuevo reglamento de certificación para la importación de ovas.

Informó también que se están preparando indicaciones. La primera de ellas tiene por objetivo controlar el tránsito de las embarcaciones que prestan servicios a los centros de cultivo de salmones y la prohibición de pasar por zonas de peor estado sanitario a las de mejor estado sanitario, a menos que se realice un procedimiento de desinfección. La segunda indicación vendría a establecer un reglamento al interior de los barrios 

La Confederación Nacional de Trabajadores del Salmón (CONATRASAL) representada por su Presidente, el señor Javier Ugarte, manifestó su preocupación ante el cambio del modelo de producción, ya que este proceso conlleva medidas que alterarán por un período no menor a tres años la actual relación y condición laboral de miles de trabajadores de la industria salmonera. Expresó su preocupación ya que sólo se han abordado temas sanitarios y ambientales, excluyendo medidas de mitigación de impactos como el desempleo y la precarización de los ingresos de los trabajadores.

Ante la preocupación invocada por CONATRASAL, el Ejecutivo, representado por el señor Sandoval, informó que dentro de los dos meses siguientes a la aprobación de la ley se tendrá una propuesta para ser discutida con los trabajadores referida a sus preocupaciones en materias de índole laboral.

Tanto APOOCH como APROA (Asociación de Productores de Ostiones y Ostras y de Abalones), representadas por la señora Ivonne Etchepare,  manifestaron que el establecimiento de áreas apropiadas para la acuicultura por grupo de especies implicará un nuevo obstáculo para la diversificación de la actividad. Solicitaron la disminución de la patente para cultivos extensivos, ya que las 10 UTM por hectárea desincentivará la diversificación en el cultivo de peces nativos. 

Por último lamentaron la ausencia de normas que regulen de forma específica la actividad de investigación, transferencia tecnológica y docencia, ya que  actualmente las autorizaciones se otorgan conforme al régimen general.
El señor Sandoval indicó que el establecimiento de áreas adecuadas para la acuicultura, no será un obstáculo para la diversificación de la actividad en la medida que se consideren sectores diversos para todos los grupos de especies. En segundo lugar, respecto al tema de las patentes, destacó que éstas ya fueron rebajadas en el año 2006 y con dicha rebaja se benefició a los cultivos extensivos. Consignó además que se propondrá una indicación para que el alza de patente sea para cultivo de peces exóticos.
Respecto a la contradicción del artículo 118 ter letra a), reconoció la situación señalando que efectivamente ésta debe modificarse, para lo que se presentará una indicación a efectos de corregirla.
Comentó finalmente que en la Honorable Cámara de Diputados se presentó una indicación con el objetivo de regular el tema de la investigación, pero los señores Parlamentarios estimaron que se trataba de una materia ajena a lo que es el objetivo central del proyecto y por ello la rechazaron.

La Asociación de Mitilicultores de Quellón representada por el señor Federico Orellana, planteó la necesidad de contar con estudios de capacidad de carga, para así conocer fehacientemente la forma en que se puede desarrollar una acuicultura sustentable en el tiempo. Solicitó además, se establezca en la ley un fondo especial para investigación, en materia de acuicultura

En repuesta a las peticiones la Asociación de Mitilicultores de Quellón, el señor Felipe Sandoval explicó que no resulta posible esperar estudios de capacidad de carga antes de actuar frente a la crisis del ISA. 

La Armada de Chile representada por el Contra Almirante, señor Juan Pablo Heusser; el Capitán de Navío, señor Ricardo Bóke; y el Director de Intereses Marítimos, Capitán de Fragata señor  Antonio Baros; indicaron respecto del proyecto de ley, y en particular de los artículos 80 y 80 bis, que eliminan la autorización de la Subsecretaría de Marina para las transferencias de concesiones, que ese es un proceso que se debe implementar pero que implicará un periodo importante de tiempo. 

Respecto del artículo 81 bis que autoriza constituir hipoteca o prenda sobre la concesión de acuicultura, pudiendo ser ésta embargada y rematada, señalaron que es una medida a favor del sistema financiero y que en la práctica significa embargar un acto administrativo respecto de un bien nacional de uso público. 

Respecto del artículo 86, en que se introducen dos nuevos incisos, que tienen relación con la eliminación de las especies hidrobiológicas en cultivo, junto con el establecimiento de condiciones sanitarias para la acuicultura así como para el transporte, procesamiento, desinfección de las especies y los medios utilizados, manifestaron que la Institución estima que ello debiera ser sin perjuicio de las atribuciones legales de otros organismos competentes, tales como la autoridad marítima, según lo dispone la Ley de Navegación. 


Por otro lado, agregaron, las medidas de bioseguridad justifican el control requerido para hacer frente al virus ISA y sus repercusiones. Sin embargo, éstas se deben ejecutar en concordancia con las atribuciones de otros organismos competentes. 

El señor Sandoval, a propósito de la intervención de los representantes de la Armada de Chile, señaló que no es factible que tome demasiado tiempo la implementación del sistema de registro. Respecto del posicionamiento, informó que se presentará una indicación con la finalidad de determinar el sistema a implementar.

OCEANA, representada por su Director Ejecutivo, señor Alex Muñoz, manifestó su rechazo al establecimiento de áreas de manejo sanitario, hasta que no existan estudios de capacidad de carga. Indicó que se ha incumplido el anuncio de la Mesa del Salmón de realizar estudios de capacidad de carga. Además, no se debe permitir la relocalización de centros fuera de las áreas apropiadas para la acuicultura.

En tercer lugar, enfatizó que no resulta conveniente entregar a certificadores privados pagados por las mismas empresas fiscalizadas el levantamiento de la información ambiental.

Por último en cuanto a las causales de caducidad de la concesión, expresó su rechazo a que se suspendan las de naturaleza ambiental en favor de acreedores hipotecarios.

El señor Sandoval, manifestó que no es posible esperar estudios de capacidad de carga antes de actuar frente a la crisis del ISA. Constató además que no está previsto en el proyecto de ley que se relocalicen concesiones fuera de las áreas apropiadas para la acuicultura. A su vez, en cuanto a los organismos certificadores, reiteró que se está elaborando una indicación a efectos de que estos sean entes independientes. Por último, respecto a las causales de caducidad, explicó que se limita su aplicación, con el fin de dar certeza respecto de la hipoteca para así facilitar su acceso a la industria.

Fundación TERRAM, representada por su Directora Ejecutiva, la señora Flavia Liberona, solicitó el levantamiento de línea base ambiental en las áreas de manejo sanitario y elaboración de planes de manejo. 
Solicitó la eliminación o reubicación de concesiones fuera de dichas áreas, junto con la caducidad de concesiones y autorizaciones en ríos y lagos. Por otro lado, propuso avanzar en sistemas de cultivo en tierra para pisciculturas, como también en  la erradicación de concesiones en bancos naturales y en áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos

Consideró relevante la zonificación para evitar conflictos de intereses y, por otra parte, solicitó frenar la entrega de concesiones hasta que se armonice la zonificación del borde costero, las áreas aptas para la acuicultura, las concesiones y la información ambiental

Expresó la necesidad de iniciar un proceso para retirar las jaulas del borde costero y de los parques y reservas nacionales y establecer modificaciones que vinculen de forma efectiva y eficiente la normativa ambiental y sectorial. Solicitó regular y fiscalizar el uso de antibióticos y otros productos químicos, como también normar y fiscalizar el escape de salmones.
Propuso revisar la normativa sobre desechos (orgánicos y no orgánicos, líquidos y sólidos), y por último, establecer mecanismos para reasignar concesiones y evaluar su utilización, con una base mínima de cobro por volumen concesionado y  fijar una duración definida de las concesiones de porción de agua y fondo. 

En el mismo sentido, expuso ante la Comisión el Centro Ecocéanos, por medio de su representante el señor Juan Carlos Cárdenas, quien manifestó que el proyecto de ley en cuestión, no resuelve los problemas de fondo de la acuicultura. Por el contrario éste contiene falencias, tales como no incorporar la zonificación del borde costero en las regiones de Los Lagos y Magallanes. Tampoco compatibiliza la salmonicultura con la pesca artesanal, ni establece un procedimiento de reclamación y recalificación respecto  de sitios donde se encuentran bancos naturales. Tampoco considera las zonas costeras propuestas para la creación de áreas marinas.

En su opinión, con la normativa propuesta en materia de agrupación de concesiones, se está estableciendo una acuicultura de primera y otra de segunda categoría, viéndose perjudicado el sector pesquero artesanal. A su vez destacó que la principal falencia del proyecto está en el tema de la fiscalización, ya que no es posible que sean fiscalizadores privados quienes efectúen esa labor. 

Por último manifestó su  rechazo a la idea de los barrios salmoneros, ya que a través de ellos, en la práctica se esta privatizando el borde costero, que es un bien nacional de uso público.

El señor Felipe Sandoval, respecto de los cultivos en tierra, señaló que es un objetivo que se persigue por la vía de los créditos con garantía de CORFO. A su vez, informó que en la XI Región la zonificación está terminada. Explicó que el proyecto plantea la necesidad de la zonificación de la XII Región para otorgar nuevas concesiones. En la X Región no se conoce el estado de avance de la zonificación. 

En respuesta a la solicitud de sacar jaulas del borde costero y de parques y reservas nacionales, señaló que no es posible dejar sin efecto derechos adquiridos previamente. Por otra parte, agregó, que se   ha elaborado  un plan de antibióticos, y que  el reglamento respectivo se encuentra en trámite. A su vez explicó que el RAMA modificado contiene normas sobre escapes de salmones, orientadas, a las condiciones que deben adoptarse como prevención de este evento.

Respecto de la base mínima de cobro por volumen concesionado, comentó que lo que se propone es la patente por superficie, lo que no obsta a su disposición para evaluar dicha propuesta.

Por último, en cuanto a la duración definida de las concesiones solicitada por TERRAM, expresó que el sistema all in all out ya está previsto en el RESA (reglamento sanitario) y los límites estarán dados por la densidad de cultivo traducida en número de peces.
El señor Daniel Nieto en su condición de médico veterinario e investigador, explicó a modo introductorio algunas características del cultivo del salmón en Chile:

1- Las especies salmonídeas no pertenecen originalmente al lugar.

2- Salmones y truchas son especies carnívoras y por lo tanto predadores. Esto es parte de su conducta natural, el estar confinado y en alto número no es la forma en que un predador se siente cómodo. 

3-  Como cualquier producción animal intensiva, un alto número de individuos se mantiene en un área confinada. 
4- Eventos climáticos como la Corriente del Niño afectan negativamente la producción.
5- El número de peces en una unidad de cultivo suele ser tan alto que también implica un alto número de individuos susceptibles por estar en una menor condición, que consecuencialmente atraerán toda clase de riesgos sanitarios para la población total. 
6- El lugar que habitan es una jaula de red por donde pasa el agua acarreando toda clase de variables biológicas, físicas y químicas, algunas de ellas conocidas y otras desconocidas, y ninguna de ellas susceptible de ser manejada o cambiada.
7- Los compuestos farmacéuticos tradicionales como los antibióticos, antiparasitarios y otros químicos están hoy bajo la lente del mercado y la opinión pública.

Propuso enseguida, un plan de manejo, el que conlleva crear la infraestructura humana, dotarla de recursos y apoyo político, para dirigir el plan con todas sus connotaciones, desarrollar una fuerte publicidad, constatar la condición de endémico del virus y detener la eliminación. 

Expresó la necesidad que existe, de que se definan los sistemas de transporte versus zonificación y  a su vez, definir el uso de los lagos en todos sus aspectos.

Enfatizó el rol de líder que debe cumplir SERNAPESCA en el trabajo en terreno, en organización, supervisión y control. A su vez propuso crear unidades de cuarentena para todo el ítem ovas y por último, señaló que no se deben permitir reproductores en las pisciculturas donde además de desovar se incuba y obtienen alevines.

El señor Sandoval, en representación del Ejecutivo, señaló que la propuesta efectuada será analizada. Informó que  también se está trabajando en nuevas medidas incluyendo la densidad de cultivo y un nuevo reglamento de certificación de ovas. 

Finalmente, respecto del tema de créditos, señaló que, con dicho fin, se estableció la garantía CORFO y en el proyecto se considera la hipoteca de la concesión como una alternativa para obtener financiamiento.

El señor Oscar Santelices, en representación del  Servicio Nacional de Turismo (SERNATUR), mediante una minuta acompañada a la Comisión, solicitó establecer un plazo no mayor de un año para terminar los procesos de zonificación pendientes. Por su parte, el sector Turismo de Coyhaique, representado por  el señor Patricio Silva, agregó que deben relocalizarse las concesiones mal ubicadas para evitar conflictos innecesarios. Solicitó además la paralización en la entrega de concesiones.

Propuso agregar los criterios básicos de la zonificación en la ley, ya que de no ser así, ellos podrían ser modificados por la Comisión Regional de Uso del Borde Costero  con acuerdo del Consejo Regional. 

Expresó que se deben considerar distancias y sectores en que no deba existir acuicultura y, por último, manifestó su rechazo a la posibilidad de hipotecar las concesiones. 

A propósito de las implicancias de esta ley, el señor Rodrigo Hucke, en representación del  Centro Ballena Azul, hizo presente a la Comisión, los usos alternativos del borde costero, como son los de fines turísticos, por ejemplo,  las expediciones para el avistamientos de ballenas, que es una industria emergente, que bien explotada puede reportar grandes beneficios para la zona y el país. 

El señor Felipe Sandoval, en representación del  Ejecutivo, señaló que se está elaborando una indicación  que haga compatibles las áreas apropiadas para la acuicultura con la zonificación del borde costero. Además, expresó que el decreto de desafectación de las áreas apropiadas para la acuicultura de Aysén está en trámite, y debería estar publicado cuando se termine el plazo de suspensión de su tramitación que considera  la ley.

En segundo lugar, a propósito de los comentarios efectuados por el sector turismo, señaló que no es posible reubicar  concesiones otorgadas. Informó que formulará una indicación prefiriendo las relocalizaciones que impliquen la salida de sectores en que existe un uso incompatible según la zonificación. Señaló que se está incorporando una indicación en el sentido de hacer compatible la zonificación con las áreas apropiadas para la acuicultura en forma más eficaz y  que no se pueden establecer en la ley criterios específicos utilizados en la zonificación de Aysén porque a nivel nacional son distintas las realidades, además de cambiantes y, por ende, se rigidizaría el sistema. 

El Gobierno Regional de Los Lagos, representado por el señor Jean Paul Jouannet, planteó  considerar en la acuicultura la macro zonificación de la región una vez aprobada por la Comisión Nacional de Uso del Borde Costero. Conjuntamente a lo anterior, solicitó que las áreas de manejo sanitario (hoy grupos de concesiones) no abarquen zonas fuera de las áreas apropiadas para la acuicultura. La consejera regional señora Soledad Vargas, expresó la necesidad de establecer la obligación de los concesionarios de preservar el medio ambiente marítimo y acuático libre de contaminación. Estimó además, respecto a la reubicación de concesiones, que se están imponiendo diferencias arbitrarias y perjudicando a otras actividades, vulnerándose normas de la Ley sobre Bases Generales del Medio Ambiente.

Al igual que lo planteado por el señor Marcelo Soto de la Unión de Federaciones de Pescadores Artesanales, la representante del Gobierno Regional de los Lagos solicitó que los recursos provenientes de patentes se destinen en un cincuenta por ciento al Fondo Nacional de Desarrollo Regional y el otro cincuenta por ciento al municipio de la comuna en que se ubica la concesión respectiva. 

Por último el señor Enrique Antonio Diez, en representación de la Comisión de Pesca del Consejo Regional de  Los Lagos, si bien reconoció aspectos positivos en la normativa planteada, tales como la modificación  del pago de patentes, y mejorar las atribuciones de SERNAPESCA, consideró que lo realmente trascendental es que el Gobierno genere instancias de protección a los sectores sociales afectados.

El señor Sandoval, en representación del Ejecutivo, explicó que el proyecto plantea la declaración de área no disponible cuando el sector ya está copado de concesiones. Además, destacó que la Ley de Pesca considera la distribución del monto de la patente acuícola.

Otro de los planteamientos que se expusieron ante la Comisión fue el del señor Renato Flores, perteneciente del sector pesquero artesanal, quien indicó que la normativa sobre plagas  restringe la actividad de los pescadores.

En otras exposiciones la Comisión escuchó diversas solicitudes respecto del proyecto de ley. Así don Felipe Ojeda, de Algas Chile, solicitó la condonación de deudas por el no pago de patentes, como también la rebaja de la patente a los algueros. En otro sentido, don Ricardo Casas, en su condición de consejero nacional de la Central Unitaria de Trabajadores CUT., manifestó la necesidad de que se suscriba un pacto social que considere el tema laboral, ambiental y regional para afrontar esta crisis. Por su parte la señora Soledad Sorzano, en representación de la Asociación Gremial de Talleres de Redes ATARED., expresó que las áreas de manejo sanitario están concebidas para una sola especie, el salmón salar, privilegiándose  ese tipo de cultivo por ley. Además solicitó se establezca en la ley que la densidad de cultivo sea por área. 

La señora Miriam Chávez, en representación de Aguas Claras, expresó su preocupación por la situación laboral que está viviendo la zona salmonera, y los costos sociales aparejados al desempleo, por lo que solicitó a la Comisión su mayor esfuerzo en dar una pronta solución al tema de la industria del salmón. 

A su vez don Erick Vargas hizo presente su rechazo a la hipoteca de concesiones. Igual rechazo manifestó don Héctor Kol, quien solicitó en subsidio anular las áreas aptas para la acuicultura, porque fueron hechas sin el respaldo de los estudios respectivos. Finalmente solicitó que los 450 millones de dólares en garantía de CORFO se repartan entre los trabajadores despedidos con un porcentaje destinado a la investigación.

La pesca artesanal manifestó su rechazo al proyecto de ley a través del Consejo de Organizaciones de Pescadores Artesanales de los Fiordos y Archipiélagos de Aysén, (CORPAFAAYSEN), representado por don Iván Fuentes, como también por el Sindicato de Pescadores de Puerto Aguirre, representado por don Nelson Mettisini,  la Organización de Pescadores Artesanales (AGO CISNES), representada por don Sigifredo Sánchez, y la Federación de Pescadores Artesanales(FEDEPESCA)., representada por el señor Humberto Chamorro. Estos personeros  señalaron que la idea de áreas de manejo sanitarias establecida en el proyecto supone el uso exclusivo de dichas zonas para la industria del salmón y se funda en la errónea idea de que se pueden aislar los agentes patógenos. Manifestaron su oposición a que la ley considere el establecimiento de dichas áreas, ya que son zonas reservadas para la pesca artesanal. Sostuvieron que al parecer lo pretendido no es salvar la industria del salmón, sino que cambiar el estatuto jurídico de la concesión de acuicultura, para que sea propiedad de sus tenedores y por tanto un intento por privatizar un bien nacional de uso público como es el mar. 

Insistieron en los efectos contaminantes de la industria del salmón, contaminación que ha afectado directamente a la pesca artesanal sin reparación hasta la fecha a los demás usuarios de las aguas afectados por el actuar negligente de la industria del salmón.

En otro sentido, don Hugo Rubilar, del Sindicato de Buzos, sostuvo que la industria del salmón afectó a su actividad, toda vez que antes podía ejercer su profesión de manera libre y ahora no. Además, indicó que  los prestadores de servicio traen personal de otras zonas del país en desmedro de los locales; que se abusa de la autorización dada para pescar en la zona contigua que perjudica a los trabajadores de Aysén. Abogó además por que el trabajo de buzo sea considerado una labor pesada, por lo que pidió crear  el cargo de buzo asistente operario.

El señor Sandoval, en representación del Ejecutivo, comentó respecto de estos planteamientos que, en primer lugar, no es posible retirar la ley. En segundo lugar, se está trabajando en un mecanismo de información para que SERNAPESCA cuente con un sistema de alerta temprana. En otro orden, aclaró que no se han dispuesto garantías de 450 millones como lo señaló el señor Kol en su exposición. 

La Asociación de Bancos e Instituciones Financieras, representada por su asesor, el señor Jorge Claro, dio cuenta a la Comisión de la labor efectuada por dicha institución respecto a la crisis de la industria del salmón, mediante un estudio de la actividad productiva del salmón, en virtud del cual se pudo constatar que esta industria está expuesta a una enorme cantidad de riesgos, que van desde las enfermedades hasta la volatilidad de los precios del salmón.

Señaló que, atendido el ciclo productivo del salmón, una dilatación en la aprobación de la ley sería muy perjudicial para la recuperación de la industria y en particular para la recuperación en el empleo. Informó que  para el año 2011 se verá una lenta recuperación en la producción del salmón y consecuencialmente en el empleo.

Propuso soluciones, que implican regular aspectos  sanitarios con el fin de que la industria sea viable en el largo plazo, aumentar paulatinamente la producción de forma responsable durante los próximos años, como también  contar con financiamiento para la industria,  para lo que se necesita autorizar dar en garantía las concesiones, ya que son el único activo poco riesgoso con que  cuenta la industria.

Finalmente, sostuvo que es necesario que el acreedor no  pueda verse expuesto a que esa garantía desaparezca,  y nada se opone a que las concesiones se otorguen por ejemplo, por un plazo determinado. 

La Asociación de Funcionarios de SERNAPESCA (AFUS), representada por doña Magdona Muñoz,  expresó respecto a la dotación humana con que cuenta SERNAPESCA, la necesidad de que se readecue la dotación de la planta del Servicio, la que en la actualidad es insuficiente para cumplir con la labor fiscalizadora encomendada. En el mismo sentido, abogó por que se mejoren las condiciones salariales de los funcionarios, para lo cual se requiere que el aporte fiscal aumente. Solicitó  se otorguen los recursos suficientes para capacitar adecuadamente al personal en aspectos técnicos que las nuevas tecnologías exigen hoy en día.

En respuesta a lo expuesto por AFUS, el Director de SERNAPESCA, señor Félix Inostroza, informó que se esta en conversaciones con la Dirección de Presupuestos, a efectos de conseguir más recursos.

- - -

VI. IDEA DE LEGISLAR, DEBATE Y ACUERDOS


Atendidas las exposiciones precedentes y las explicaciones del mensaje, la unanimidad de esta Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, acordó prestar su conformidad con la idea de legislar respecto de este proyecto de ley.


Dado el exiguo plazo de que se dispuso para la conclusión de este informe, trascribiremos a continuación las normas del proyecto aprobado por la Honorable Cámara de Diputados;  las indicaciones que a su texto se formularon durante esta etapa de discusión; una síntesis de las razones o explicaciones que las justifican y los acuerdos adoptados.


El proyecto de ley emanado de la Honorable Cámara está conformado por seis artículos permanentes y siete transitorios. A su turno, el artículo primero permanente, en los 18 numerales que lo conforman, propone otras tantas enmiendas a la Ley General de Pesca en materia de acuicultura, y el resto del articulado regula las diversas situaciones que resultan como consecuencia de esas enmiendas. 


Procedemos, a continuación, en el orden indicado, a ocuparnos de las materias que estas normas desarrollan.

Artículo 1º

1)


Este numeral agrega al artículo 2° de la Ley General de Pesca los siguientes numerales 52) y 53):


“52)
Áreas de manejo sanitario: las declaradas por la Subsecretaría de Pesca y que presentan características epidemiológicas, oceanográficas, operativas o geográficas que justifican su manejo sanitario coordinado y en las que el Servicio establecerá períodos de descanso coordinado y medidas profilácticas y tratamientos terapéuticos para todos los centros de cultivo que se encuentren en ellas, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86. En ningún caso las medidas antes señaladas se aplicarán a quienes ejercen actividades distintas a la de los centros de cultivo del grupo de especies sobre las cuales operan los centros a que sea aplicable el área de manejo sanitario, salvo que se trate de la prestación de servicios a los mismos centros.

El reglamento determinará la distancia que deberá mantenerse entre las áreas de manejo sanitario y entre éstas y las concesiones de acuicultura.


53) Zonificación: proceso de ordenamiento y planificación de los espacios que conforman el borde costero del litoral, que tiene por objeto definir el territorio y establecer sus múltiples usos, expresados en usos preferentes, los que no serán excluyentes, y graficados en planos que identifiquen, entre otros aspectos, los límites de extensión, zonificación general y las condiciones y restricciones para su administración, en conformidad con lo dispuesto en la Política Nacional de Uso del Borde Costero establecida en el decreto supremo (M) Nº 475, de 1994, del Ministerio de Defensa Nacional o la normativa que lo reemplace.”.



Sobre este numeral recayó la indicación N°1, de autoría de S.E. la señora Presidenta de la República, que se transcribe a continuación:

“1) Para modificar el numeral 1) en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese la oración “Agregase en el artículo 2º los siguientes numerales 52) y 53)” por lo siguiente:

“Modifícase el artículo 2º en el sentido siguiente: 

a) Elimínase el numeral 10).

b) Agrégase los siguiente numerales 52) y 53).”.

b) Reemplázase el numeral 52) por el siguiente:

“52) Agrupación de concesiones: conjunto de concesiones que se encuentran en un sector que presenta características epidemiológicas, oceanográficas, operativas o geográficas que justifican su manejo sanitario coordinado por grupo de especies hidrobiológicas, así declarado por la Subsecretaría. El Servicio establecerá períodos de descanso coordinado y medidas profilácticas y tratamientos terapéuticos para los centros que cultiven el grupo de especies respectivo, de conformidad con el reglamento del artículo 86. La prestación de servicios a los centros de cultivo respectivos así como la operación viveros de peces quedará igualmente sometida a las medidas coordinadas.

La declaración de agrupación de concesiones no afectará la libre navegación, el ejercicio de la actividad pesquera, los derechos emanados de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, ni de las concesiones marítimas o de acuicultura, que habilitan el ejercicio de actividades diversas a las señaladas en el inciso anterior.

El reglamento determinará la distancia que deberá mantenerse entre las agrupaciones de concesiones y entre éstas y las concesiones de acuicultura.
En el plazo de dos meses contados desde la fecha de establecimiento de una agrupación de concesiones, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia los centros de cultivo de dichas agrupaciones. En el mismo plazo el Servicio mediante resolución establecerá los períodos de descanso por agrupación de concesiones.

Los titulares de los centros de cultivo que pertenezcan a una agrupación de concesiones podrán acordar condiciones sanitarias y ambientales adicionales a las establecidas en virtud de los reglamentos de esta ley y de las que dicte el Servicio en ejercicio de sus atribuciones, que sean específicas para la agrupación de concesiones respectiva. El reglamento establecerá las materias en que procederán estas medidas, el procedimiento y el quórum de aprobación de las mismas. Para los efectos de establecer los acuerdos, cada concesión tendrá derecho a un voto.

Las medidas acordadas deberán ser comunicadas al Servicio para efectos de su fiscalización y su incumplimiento se sancionará de conformidad con el artículo 118.”.

c) Agrégase en el numeral 53), después de la expresión “Zonificación” la frase “del borde costero” y después de la expresión “excluyentes” la frase “salvo en los casos que se establezcan incompatibilidades de uso con actividades determinadas en sectores delimitados”.”.


Como explicación para la indicación trascrita, el Ejecutivo planteó que en el proyecto se elimina la definición de autorización de acuicultura porque se pretende que esta desaparezca de la legislación pesquera. Esta figura otorgaba a la Subsecretaría de Pesca la facultad de autorizar acuicultura en ríos y lagos no navegables (en el lecho del río o lago). Puesto que nunca se establecieron áreas apropiadas para la acuicultura, nunca fueron otorgadas y no se justifica por constituir ecosistemas más frágiles. Las únicas autorizaciones que existen son las otorgadas antes de la ley de pesca (año 1991). Este es un caso distinto a operar en terrenos privados con derechos de aprovechamiento de aguas, cuestión que se mantiene.


Atendida la explicación precedente, la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, acogió esta indicación, con una enmienda que consiste en establecer que los acuerdos sobre condiciones sanitarias adicionales se someterán a todas las limitaciones previstas en este literal . 

- - -



En la indicación N°2, S.E. la señora Presidenta de la República sugiere intercalar un numeral 2), nuevo, del siguiente tenor: 


“2) Intercálase en el inciso primero del artículo 11, a continuación de la expresión “especies hidrobiológicas” la frase precedida de una coma “ovas y gametos”, y fue acogida con la misma unanimidad que la precedente.

- - -

2)

Pasa a ser Nº 3, y recae en el artículo 67. Su texto es el siguiente:


“a) En el inciso primero, elimínase la expresión “y lagos”, e intercálase, antes de la expresión “por uno o más decretos”, la frase “por grupo o grupos de especies hidrobiológicas,”.


b) Elimínase, en el inciso tercero, la expresión “y lagos”.


c) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente frase: “Asimismo, se excluirán para el establecimiento de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura los caladeros de pesca que se establezcan en la forma que defina el reglamento.".



En la indicación N° 3, S.E. la señora Presidenta de la República propone modificar este numeral en el siguiente sentido:


“a) Reemplázase la letra b), por las siguientes b) y c), pasando la actual c) a ser d):

“b) Intercálase el siguiente inciso tercero:

En las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en los ríos a que se refieren los incisos anteriores, sólo podrán otorgarse concesiones de acuicultura para cultivos extensivos de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.

c) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente:

Los cultivos que se desarrollen en cursos y cuerpos de agua que nacen, corren y mueren en una misma heredad o en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente, deberán inscribirse en el registro nacional de acuicultura, en forma previa al inicio de sus actividades, debiendo someterse a las restricciones de distancia mínima que establece el reglamento.”.

b) Agréganse las siguientes letras e) y f):

“e) Agrégase en el inciso quinto del artículo 67, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

“En los casos de solicitudes de concesión de acuicultura en que se determine que no existen bancos naturales de recursos hidrobiológicos en el sector solicitado, la Subsecretaría publicará en su sitio electrónico el informe técnico que así lo establezca. Dicha publicación se realizará antes de requerir al titular de la solicitud respectiva someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental de conformidad con el reglamento. En el plazo de un mes contado desde la fecha de publicación, cualquier interesado podrá reclamar del contenido del informe técnico con antecedentes fundados ante el Subsecretario de Pesca, el que deberá resolver la presentación en el plazo de 10 días.”.

f) Agrégase el siguiente inciso final:

“En el caso que en la región respectiva se haya establecido una zonificación del borde costero cuyo decreto supremo de aprobación haya sido publicado en el Diario Oficial, las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura deberán modificarse a fin de compatibilizarse con dicha zonificación. Desde la fecha de publicación del decreto supremo que establezca la zonificación, no podrá otorgarse nuevas concesiones de acuicultura en los sectores que se hayan definido de uso incompatible con dicha actividad. En estos casos, la modificación de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura no se someterá al procedimiento señalado en el presente artículo, debiendo ser sólo aprobada por decreto supremo.”.





En lo que respecta a este asunto, el Ejecutivo hizo presente que se restringe a la acuicultura extensiva la actividad que puede realizarse en ríos navegables para proteger estos ecosistemas vulnerables. 


Asimismo, se salva la situación de los cultivos que se desarrollan en cursos y cuerpos de agua que nacen, corren y mueren dentro de la misma heredad y aquéllos que se desarrollan en tierra pero con abastecimiento de aguas, sean terrestres o marítimas, los que no requieren concesión sino sólo inscripción en el registro de acuicultura para efectos de fiscalización. En todo caso, deben cumplir con las distancias que establezcan los reglamentos.


Las proposiciones de este número resultaron aprobadas unánimemente con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, con la sola enmienda de agregar a las radio emisoras como medio para informar al público acerca de la no existencia de bancos naturales en un área solicitada para concesión de acuicultura.
3)

Pasa a ser Nº 4 y recae en el artículo 69 bis. Su texto es el siguiente:



“a) Agrégase al final del inciso segundo, después del punto aparte (.) lo siguiente: “Además, se entiende que existe operación cuando el centro debe entrar en descanso o paralización por resolución de autoridad.”.



b) Intercálase en el inciso tercero, entre las expresiones “solicitar” y “la ampliación”, la frase “,a la Subsecretaría de Marina o de Pesca, en su caso,”.



c) Reemplázase el punto final (.) del inciso tercero por una coma (,) y agrégase a continuación la siguiente frase: “como también el plazo que corresponda a un período de descanso o paralización por resolución de autoridad.”.



Sobre este numeral recayó la indicación N° 4, de S.E. la señora Presidenta de la República, que consignamos a continuación:


“4) Para sustituir en el numeral 3), letra a), la expresión “entrar en” por “cumplir con el periodo de”.

Esta indicación, de mera forma, y la norma sobre la cual recae, fue acogida en su integridad por la unanimidad de los miembros de esta Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.

4) 

Pasa ser Nº 5


Introduce los siguientes incisos al artículo 76:


“Se declarará un área apropiada para el ejercicio de la acuicultura como actualmente no disponible para nuevas solicitudes de concesión o autorización de acuicultura, sea totalmente o por tipo de actividad, en los casos en que la Subsecretaría determine que con el número de concesiones o autorizaciones otorgadas y solicitudes presentadas a la fecha en el área respectiva, no quedan espacios disponibles.


La declaración deberá efectuarse, previo informe técnico, por resolución de la Subsecretaría, la cual será publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional, y afectará un área debidamente delimitada conforme la cartografía en que se encuentre establecida la respectiva área apropiada para el ejercicio de la acuicultura.


La declaración afectará a todas las solicitudes que se encuentren pendientes de ingreso a trámite ante el Servicio Nacional de Pesca, las que no deberán ser consideradas en el informe técnico para efectos de la declaración de no disponibilidad.


La declaración de no disponibilidad será dejada sin efecto en los casos en que, como resultado del término de trámite de las solicitudes que la determinaron o de la caducidad de las concesiones o autorizaciones otorgadas en la respectiva área, se constate que quedan espacios disponibles de ser otorgados en concesión o autorización de acuicultura. En dicho evento se dictará una resolución que así lo disponga, la que será publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional. 


Sólo se recibirán nuevas solicitudes de acuicultura para el sector cuya no disponibilidad fue levantada conforme a lo señalado en el inciso anterior, transcurridos 10 días hábiles contados desde la fecha de la última publicación.”.



La indicación N° 5, de S.E. la señora Presidenta de la República sustituye en el inciso tercero del la oración “se encuentren pendientes de ingreso a trámite ante” por la oración, precedida de una coma, “a esa fecha no hubieren sido acogidas a tramitación por”, sustitución que junto con el precepto sobre el cual recae contó con el asentimiento unánime de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.

- - -



En la indicación N° 6, S.E la señora Presidenta de la República sugiere intercalar un nuevo número 5, del siguiente tenor: 


“5) Modifícase el artículo 78 en el sentido siguiente:


a) Agrégase la siguiente oración final al inciso primero: “Asimismo, deberá verificarse si la solicitud cumple con los requisitos de distancia con concesiones de acuicultura o solicitudes en trámite establecidos en los reglamentos.”. 

b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la coma que sigue a la expresión “trámite”, la oración “o la solicitud no cumple con los requisitos de distancia con concesiones otorgadas o con tres solicitudes previas en trámite en el sector”.

Esta indicación se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, la que se la prestó con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath. 

                     - - -

5)

Pasa a ser Nº 7.


Intercala en el artículo 79 entre la palabra “artículos” y el guarismo “87”, el número “86” seguido de una coma (,), lo cual significa que para el otorgamiento de concesiones de acuicultura deben observarse las condiciones que exige el reglamento sanitario.


Este numeral no fue objeto de indicaciones y resultó aprobado con la misma unanimidad que los precedentes. 

6)

Pasa a ser Nº 8.


Agrega el siguiente inciso final al artículo 80:


“En el plazo de un mes, contado desde la entrega material, la Autoridad Marítima deberá informar esta circunstancia a la Subsecretaría de Marina, la que deberá inscribir la concesión en el Registro de Propiedad de Concesiones de Acuicultura.”.


S.E la señora Presidenta de la República, en la indicación N° 7, suprime las palabras “de propiedad”, supresión que junto con el nuevo inciso fue acogida con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.

7)

Pasa a ser Nº 9, y recae en el artículo 80 bis. En los tres literales que lo conforman, propone:


“a) Elimínase en la letra a) del inciso primero la oración “Para transferir las concesiones y autorizaciones se requerirá la autorización previa otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda. Al mismo trámite quedará sometido el arriendo de las concesiones.”. 


b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación del punto seguido, lo siguiente:


“Respecto del ejercicio de los derechos señalados en la letra a), se exceptúa de esta exigencia a los titulares de las concesiones de acuicultura ubicadas en áreas de manejo sanitario. Asimismo, no será exigible dicho requisito para la constitución de hipoteca sobre la concesión o autorización.”.


c) En el inciso segundo, sustitúyese la expresión “tres años consecutivos” por la siguiente: “un año”.


En la indicación N° 8, S.E. la señora Presidenta de la República sustituye, en la letra b), la frase “ubicadas en áreas de manejo sanitario” por “integrantes de una agrupación de concesiones”. Tanto la indicación como el artículo fueron aprobados de la siguiente forma:

- la letra a) se aprobó con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Escalona y Horvath. Se abstuvo el Honorable Senador señor Ávila.

- las letras b) y c) contaron con la aprobación unánime de los mencionados señores Senadores. 

8)

Pasa  a ser 10), y recae sobre el artículo 80 ter. Este numeral propone:


a) Elimínase, en el inciso primero, la oración “previa autorización otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda,”.


b) Agrégase el siguiente inciso final: “Sin perjuicio de lo anterior, podrá cambiarse el régimen a que se encuentra sometida la concesión o autorización de acuicultura, efectuando la consignación a que se refiere el artículo 77.”.



Ambos literales tienen por objeto eliminar la autorización de la Subsecretarìa de Marina o de la Subsecretaría de Pesca para enajenar concesiones de acuicultura, o para cambiar su régimen legal previo pago de una suma de dinero que se calcula en función de la superficie de la concesión.



Este número resulto aprobado con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.
9)

Pasa a ser Nº 11, y sustituye el artículo 81 por uno nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 81.- Las transferencias, arriendos y todo acto que implique la cesión de derechos de las concesiones o autorizaciones de acuicultura, cualquiera sea el régimen a que se encuentren sometidas, se inscribirán en el Registro de Propiedad de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, con el solo mérito de la solicitud que contenga el certificado de operación emitido por el Servicio que dé cuenta que no se ha incurrido en la causal de caducidad del artículo 142, letra e); de la escritura pública o del instrumento en que conste del acto respectivo, en su caso, y del certificado de vigencia de las partes contratantes, si correspondiere, debiendo acreditar encontrarse al día en el pago de la patente de acuicultura. 


Sólo se inscribirán las transferencias que den cumplimiento al régimen a que se encuentra sometida la concesión señalado en los artículos 80 bis u 80 ter. En el evento que no se cumpla con dichos requisitos, se devolverán los antecedentes al peticionario.


Transcurrido el plazo de dos meses desde la fecha del ingreso de la solicitud de inscripción, sin que ésta se haya efectuado, se entenderá ella aceptada.


Los actos de transferencia, arriendo y cualquier otro que implique la cesión de derechos sobre las concesiones y autorizaciones de acuicultura no serán oponibles a terceros, mientras no sean inscritos de conformidad con los incisos anteriores. Al acreedor hipotecario no le serán oponibles dichos actos, salvo los contratos de arrendamiento que hayan sido inscritos en el Registro de Propiedad de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura con fecha anterior a la de inscripción de la hipoteca en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces que corresponda.



El adquirente, arrendatario o mero tenedor deberá dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 71, de los que deberá dejarse constancia en la escritura pública o el instrumento que corresponda.


Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán requerir a la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, la inscripción de los demás actos o contratos que tengan por objeto la concesión o autorización de acuicultura.”.


Sobre este numeral recayó la indicación N° 9), de S.E. la señora Presidenta de la República, que replicamos a continuación:


“9) Para modificar el artículo 81 en el numeral 9), en el sentido siguiente:

a) Elimínase en el inciso primero, a continuación de la expresión “Registro” las palabras “de Propiedad”.

b) Elimínase en el inciso cuarto a continuación de la expresión “Registro” las palabras “de Propiedad”. 

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Dentro del plazo de cinco días desde que se realicen las inscripciones, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, deberá comunicarlas al Servicio.”.


Esta indicación y el precepto sobre el que recae contó con la aprobación unánime de la Comisión, que lo fueron los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.

10)

Pasa a ser Nº 12 y agrega el siguiente artículo 81 bis a la Ley General de Pesca:

“Artículo 81 bis.- Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, podrá constituirse hipoteca sobre la concesión o autorización de acuicultura, la que deberá otorgarse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces que tenga competencia en la comuna en la que se encuentre ubicada la concesión o autorización. La hipoteca se someterá a las disposiciones contenidas en el Título XXXVIII del Libro IV del Código Civil, denominado “De la Hipoteca”, en lo que no se opongan a las disposiciones de esta ley. La hipoteca no se extiende a los peces, redes ni jaulas existentes en las concesiones o autorizaciones de acuicultura.

No se aplicarán las causales de caducidad de las concesiones y autorizaciones de acuicultura sobre las cuales se haya trabado embargo o dictado una medida prejudicial o precautoria fundada en la hipoteca, entre la fecha de la resolución que los decrete y la fecha de inscripción de la concesión o autorización del nuevo titular que se la haya adjudicado en venta forzada. La misma  norma se aplicará en los casos de declaración de quiebra o presentación de convenio preventivo del titular de la concesión o autorización de acuicultura hipotecada.

El beneficio de que trata el inciso anterior no podrá exceder de tres años, salvo que el adjudicatario de la concesión o autorización sea un banco, en cuyo caso el beneficio se extenderá por un plazo adicional, equivalente a aquél en que el banco deba enajenar el bien adquirido en remate judicial, de conformidad con el artículo 84, N° 5, letra b), del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos. La aplicación de causales de caducidad comenzará nuevamente a regir desde la fecha del vencimiento de este último plazo o a partir de la fecha de la enajenación de la concesión o autorización, según cual sea el evento primero en ocurrir.

En caso que se hubiese convenido que la concesión o autorización hipotecada no puede gravarse o enajenarse, deberá  inscribirse en el Registro de Interdicciones y Prohibiciones de Enajenar del Conservador de Bienes Raíces respectivo, y su infracción dará derecho al acreedor para exigir su inmediata realización, considerándose la obligación caucionada como de  plazo vencido.

Si vencido el plazo de no aplicación de las causales de caducidad, se encontrare pendiente la realización de la hipoteca, el acreedor hipotecario podrá pedir su inmediata realización, aunque se hubieren opuesto excepciones.

El juez deberá decretar la inmediata realización de la hipoteca, solicitando al acreedor hipotecario que caucione previamente las resultas del juicio. 

Sin perjuicio de lo anterior, el juez no podrá decretarla si el deudor hubiere fundado su oposición en alguna de las siguientes excepciones:

1) Pago de la deuda.

2) Prescripción.

3) No empecer el título al ejecutado. En este caso, no podrá discutirse la existencia de la obligación hipotecaria, y para que sea admitida a tramitación deberá fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestida de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal la desechará de plano. 

En estos casos, la oposición se tramitará como incidente. La apelación de las resoluciones que se dicten en contra del demandado se concederá en el solo efecto devolutivo. El tribunal de alzada podrá decretar, a petición de parte, la suspensión del cumplimiento de la sentencia del de primera instancia mientras se encuentre pendiente la apelación, si existieren razones fundadas para ello, lo que resolverá en cuenta.

Desechada la oposición formulada, se procederá al remate de la concesión o autorización hipotecada.

El cumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley y sus reglamentos seguirán siendo de cargo del titular o del ejecutante, según corresponda, mientras no se adjudique la concesión o autorización a un tercero.


La no aplicación de las causales de caducidad antes señaladas no regirá en los casos en que el ejecutante o el adquirente, en venta forzada, sea la misma persona natural o jurídica titular de la concesión o autorización de acuicultura o personas vinculadas a ella. Se entenderá por personas vinculadas, las personas naturales que tengan la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive o quienes sean directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores de la sociedad, así como toda entidad controlada, directa o indirectamente, por cualquiera de ellos; sus socios, si se trata de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona vinculada, sea ésta natural o jurídica; las sociedades de personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente; las entidades del grupo empresarial al que pertenece la sociedad; las personas jurídicas que tengan, respecto de la sociedad, la calidad de matriz, coligante, filial o coligada a que se refiere el Título VIII de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y toda persona que, por sí sola o con otras con que tenga acuerdo de actuación conjunta, pueda designar al menos un miembro de la administración de la sociedad o controle un 10% o más del capital o del derecho a voto.


Se entenderá como concesión o autorización de acuicultura nueva para los efectos del artículo 142, aquélla que sea inscrita como resultado de una venta forzada o efectuada de conformidad al Libro IV del Código de Comercio, denominado “De las Quiebras”, con la excepción de lo señalado en el inciso anterior.



En cualquier caso, el adquirente deberá cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 71 de esta ley. El procedimiento de ejecución no habilitará la adquisición de la concesión por parte de una persona jurídica que no tenga dentro de su objeto social la actividad de acuicultura, salvo en el caso que se trate de un banco y para el solo efecto de enajenar la concesión, de conformidad con el artículo 84, N° 5, letra b), del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos.”.


A continuación se reproduce la indicación N° 10, de S.E. la señora Presidenta de la República: 


“10) Para modificar el numeral 10) en el sentido siguiente:

a) Intercálase el siguiente inciso segundo nuevo:

“El titular de la concesión o autorización de acuicultura hipotecada no podrá renunciar a ella sin autorización del acreedor hipotecario.”.

b) Agrégase en el inciso segundo del artículo 81 bis, la siguiente frase final antes del punto aparte “o del deudor del crédito garantizado con la hipoteca de la misma”.

La indicación trascrita y el nuevo artículo 81 bis resultaron aprobados con el voto favorable de los Honorables Senadores señores Arancibia, Escalona y Horvath; el voto en contra del Honorable Senador señor Bianchi, y la abstención del Honorable Senador señor Ávila, con la sola enmienda de suprimir la frase subrayada en el inciso primero del artículo 81 bis que propone el proyecto y la excepción que consagra el inciso tercero para que los bancos puedan exceder el plazo de tres de  años de paralización de una concesión de acuicultura sin incurrir en causal de caducidad.
11)

Pasa a ser Nº 13


Agrega el siguiente artículo 81 ter a la Ley General de Pesca:


“Artículo 81 ter.- La inscripción de la hipoteca contendrá:


a) El nombre, apellido y domicilio del acreedor y su profesión, si tuviere alguna; y las mismas designaciones respecto del deudor y de los apoderados o representantes legales del uno o del otro, que requieran la inscripción. 


Las personas jurídicas serán denominadas por su nombre legal y por el lugar de su establecimiento; y se extenderá a sus personeros lo que se dice de los apoderados o representantes legales en el inciso anterior;


b) La fecha y naturaleza del contrato a que accede la hipoteca, y el archivo en que se encuentra.


Si la hipoteca se ha constituido por acto separado, se expresará también la fecha de este acto, y el archivo en que se encuentra;


c) La ubicación del centro de cultivo, indicando sector, comuna, provincia y región;



d) La superficie del centro de cultivo y coordenadas geográficas que lo delimitan y las especies o grupo de especies objeto del cultivo;


e) El número de la resolución que otorgó la concesión o autorización, fecha y autoridad de la que emana y fecha de su publicación en el Diario Oficial;


f) La suma determinada a que se extiende la hipoteca en el caso de haberse limitado a determinada cantidad, y


g) La fecha de la inscripción y la firma del Conservador.”.


Este numeral resultó también aprobado con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Arancibia, Escalona y Horvath; la abstención del Honorable Senador señor Ávila, y el rechazo del Honorable Senador señor Bianchi.

12)

Pasa a ser Nº 14


Intercala en el inciso primero del artículo 84, a continuación del punto seguido que pasa ser coma, la siguiente oración “salvo en el caso de concesiones o autorizaciones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces, las que pagarán 10 UTM por hectárea.”. (La expresión “salvo en el caso” y la frase que la sigue significa que la circunstancia que invoca aumenta el valor de la patente de acuicultura de los peces exóticos.).


En la indicación N° 11, S.E. la señora Presidenta de la República intercala “en el inciso primero del artículo 84 a continuación de la palabra “peces” la expresión “exóticos”.


Esta indicación y el numeral sobre el que recae fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.

13)

Pasa a ser Nº 15, e introduce los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 86, pasando el actual inciso segundo a ser inciso final:



“Dichas medidas podrán incluir la eliminación de las especies hidrobiológicas en cultivo, el establecimiento de condiciones sanitarias para las actividades de acuicultura, así como para el transporte, procesamiento, desinfección y demás relacionadas con el cultivo de especies hidrobiológicas. El reglamento establecerá las condiciones y el procedimiento para el establecimiento de las áreas de manejo sanitario y las de plagas, en su caso.



Los procedimientos específicos y las metodologías de aplicación de las medidas antes señaladas serán establecidos mediante programas generales y especiales dictados por resolución del Servicio.”.



En seguida se trascribe la indicación N° 12, de autoría de S.E. la señora Presidenta de la República:


“12) Para modificar el numeral 13) (15) en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso segundo nuevo, a continuación de la expresión “transporte” la palabra “lavado,”; intercálase a continuación de la palabra “demás” la expresión “actividades” y sustitúyase la frase “áreas de manejo sanitario y las de plagas, en su caso” por “agrupaciones de concesiones”.

b) Sustitúyese en el inciso tercero nuevo, la palabra “especiales” por “específicos”.

Esta indicación tiene por objeto precisar el alcance de las facultades de fiscalización del Servicio, y contó con la aprobación unánime de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, quienes tambièn extendieron dicha aprobación al numeral sobre el cual la indicación recae. 

14)

Pasa a ser Nº 16. 


Incorpora el siguiente artículo 86 bis:


“Artículo 86 bis.- La Subsecretaría deberá establecer, por resolución, densidades de cultivo para las áreas de manejo sanitario que se hubieren fijado, de conformidad con el siguiente procedimiento.


La Subsecretaría formulará una propuesta preliminar de densidad de cultivo mediante informe técnico, económico y ambiental que será remitido en consulta al Servicio y al Instituto de Fomento Pesquero. Emitido el pronunciamiento de ambas instituciones y analizadas e incorporadas, en lo que corresponda, las observaciones formuladas, se remitirá en consulta la propuesta a los titulares de las concesiones de acuicultura que se encuentren dentro de cada una de las áreas de manejo sanitario. Dichos titulares tendrán el plazo de un mes para remitir sus observaciones aportando los antecedentes que las funden.


Vencido el plazo antes señalado, la Subsecretaría fijará, por resolución fundada que se publicará en el Diario Oficial, la densidad de cultivo para cada una de las áreas de manejo sanitario.


Dentro del plazo de 10 días, contado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, se podrá reclamar la densidad fijada ante el Ministerio, acompañando los antecedentes en que se funde el reclamo, el que deberá resolverse en el plazo de 10 días hábiles. 


Al término del ciclo productivo, será revisada la densidad de cultivo, a petición de  cualquiera de los titulares de las concesiones de acuicultura integrantes del área de manejo sanitario respectiva, atendiendo a los antecedentes que den cuenta de su condición sanitaria.


Se considerará densidad de cultivo la biomasa de peces existente por área utilizada con estructuras de cultivo, al término del ciclo productivo. El reglamento establecerá su fórmula de  cálculo.”.


En la indicación N° 13, S.E. la señora Presidenta de la República propone lo siguiente:


“13) Para modificar el artículo 86 bis introducido por el numeral 14) (16) en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de las palabras “de cultivo”, la expresión “por especie o grupo de especies” y sustitúyase la frase “áreas de manejo sanitario” por “agrupaciones de concesiones”.

b) Sustitúyese en el inciso segundo la frase “áreas de manejo sanitario” por “agrupaciones de concesiones”.

c) Sustitúyese en el inciso tercero la frase “áreas de manejo sanitario” por “agrupaciones de concesiones”.

d) Intercálase en el inciso quinto, a continuación de la palabra “término” la frase “de la etapa de engorda” y sustitúyase la frase “del área de manejo sanitario respectiva” por “la agrupación de concesiones”.

c) Intercálase en el inciso final, a continuación de la palabra “término” la frase “de la etapa de engorda” y sustitúyase la oración “El reglamento establecerá su fórmula de cálculo” por la siguiente:

“Para dar cumplimiento a las exigencias de densidad de cultivo en el caso de los peces, se establecerá el número de ejemplares máximo a ingresar a las estructuras de cultivo al inicio de la etapa de engorda del ciclo productivo. El reglamento, previo informe técnico de la Subsecretaría, establecerá la fórmula de cálculo. En los demás casos se estará a lo dispuesto en el reglamento.”.”.

Esta indicación, así como el numeral sobre el que recae, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, con enmiendas de forma.
                    - - -



A continuación se reproduce la indicación N° 14, de S.E. la señora Presidenta de la República, que intercala el siguiente numeral 15) nuevo, que pasa a ser Nº 17:

Intercalar el siguiente artículo 86 ter:

Artículo 86 ter. En los casos en que el Servicio haya determinado una condición sanitaria diversa entre zonas o agrupaciones de concesiones, no se autorizará el tránsito de embarcaciones que presten servicios a los centros de cultivo desde zonas o agrupaciones de concesiones que presenten una condición sanitaria de mayor riesgo a otra de menor riesgo, salvo que estas embarcaciones sean desinfectadas en estaciones de desinfección autorizadas por el Servicio. Estas estaciones deberán cumplir los protocolos de desinfección establecidos en el reglamento. 

Las estaciones de desinfección se ubicarán en los sectores que determine el Servicio atendiendo a condiciones de bioseguridad y la obtención de las concesiones marítimas o permisos que se requieran para estos efectos se someterán a las disposiciones del D.F.L. Nº 340 de 1960 sobre concesiones marítimas o la normativa que la reemplace.

Para los efectos de la fiscalización de la prohibición de tránsito o del sometimiento a protocolos de desinfección de conformidad con este artículo, se exigirá a las embarcaciones antes señaladas el uso del sistema de posicionamiento automático a que se refiere el artículo 122 letra m).

El armador cuya embarcación no de cumplimiento a las disposiciones de este artículo será sancionado con la prohibición de zarpe de la nave por el plazo de tres meses. Estas infracciones no se someterán al procedimiento establecido en el párrafo 2° del Título IX. Las sanciones serán impuestas por resolución de la Subsecretaría, previo informe del Servicio y audiencia del interesado. Podrá reclamarse de la resolución que impone la sanción ante el Ministerio en el plazo de 10 días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, el que deberá resolver en el plazo de 15 días hábiles. Resuelto el recurso de reclamación o vencido el plazo para interponerlo, la Subsecretaría comunicará a la Autoridad Marítima la resolución que impone la sanción para que haga efectiva la prohibición de zarpe a partir de la fecha de dicha comunicación.

En caso de reiteración de la infracción por una misma nave, el plazo de duración de la prohibición de zarpe se duplicará.

La prohibición de zarpe que dispone el presente artículo se entenderá sin perjuicio de la facultad de la Autoridad Marítima para autorizar el zarpe en casos de peligro de la vida humana en el mar, para la seguridad de la embarcación, o para reparaciones o mantención de la misma. 

Los titulares de las estaciones de desinfección autorizadas que no cumplan los protocolos establecidos, serán sancionadas con la suspensión de actividades por un período de tres meses. En caso de reiteración de la infracción en una misma estación de desinfección, el plazo de suspensión se duplicará. Estas infracciones se someterán al procedimiento previsto en este artículo.”.


El Ejecutivo fundó su propuesta en que uno de los elementos relevantes para reducir el riesgo de diseminación de las enfermedades, es el control del tránsito de embarcaciones que prestan servicios a los centros de cultivo. En razón de ello, y para el caso que se hayan establecido zonas infectadas y libres, es necesario contar con instrumentos que permitan evitar que se transite desde una zona infectada a una libre. 


Esta indicación contó con el voto favorable de la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.

- - -


En la indicación Nº 15, S.E. la señora Presidenta de la República  incorpora un nuevo numeral 16) que modifica el inciso primero del artículo 87. En razón de que las explicaciones del articulado se han hecho según su numeración correlativa, la Comisión acordó ubicar dicha propuesta como un nuevo Nº 18, del siguiente tenor:


18) “Asimismo, deberán contemplarse, entre otras, medidas para la prevención de escapes y desprendimiento de ejemplares en cultivo.”.

Esta propuesta contó con la aprobación unánime de la Comisión, que lo fueron los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.

- - -

15)

Pasa a ser Nº 19, e introduce el siguiente artículo 87 ter:


“Artículo 87 ter.- Los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria, así como las certificaciones que se requieran por los reglamentos establecidos en los artículos 12, 86, 87, 87 bis y 90 bis deberán ser elaborados por las personas naturales o jurídicas inscritas en el registro a que se refiere el artículo 122, letra l).”.


Este numeral contó con la aprobación unánime de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.

- - -


En la indicación N° 15, S.E. la señora Presidenta de la República sugiere incorporar los siguientes numerales nuevos:


15) Para intercalar los siguientes numerales 17) y 18) nuevos, que pasan a ser 20) y 21), respectivamente:

20) Intercalar el siguiente artículo 90 quater:

Artículo 90 quater. Sin perjuicio de las normas sobre acceso a la información pública, el Servicio deberá mantener en su sitio de dominio electrónico la información actualizada sobre las siguientes materias:

a) Solicitudes de concesión de acuicultura ingresadas a trámite señalando su número de ingreso, ubicación, superficie y grupo de especies hidrobiológicas incorporadas en el proyecto técnico;

b) Informes sobre situación sanitaria y uso de antimicrobianos de las agrupaciones de concesiones e informes sobre el programa nacional de vigilancia de enfermedades de alto riesgo, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86;

c) Resultados de los informes ambientales de los centros de cultivo; 

d) Zonificación sanitaria que se realice de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86, indicando las zonas libres, infectadas y de vigilancia;

e) Centros de cultivo con suspensión de operaciones por incumplimiento de las condiciones ambientales dispuestas en el reglamento; y

f) La identificación de las embarcaciones sancionadas de conformidad con el artículo 86 ter.”

21) Intercalar en el inciso primero del artículo 118, a continuación de la expresión “en ellos”, la frase “o en los programas sanitarios dictados por resolución del Servicio de conformidad con dichos reglamentos”.

Las propuestas descritas están orientadas, según explicó el Ejecutivo, a entregar mayores grados de transparencia en la entrega de información relevante sobre el funcionamiento de los centros de cultivo en materia ambiental y sanitaria. 

La indicación trascrita fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath. 

- - -

16)

Pasa a ser Nº 22


Incorpora el siguiente artículo 118 ter:


“Artículo 118 ter.- Serán sancionados los titulares de las concesiones y autorizaciones de acuicultura que incurran en las siguientes infracciones:


a) Sembrar ejemplares en el centro de cultivo sin contar con la información ambiental evaluada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento.


b) No dar cumplimiento a las condiciones de densidad o descanso en los centros de cultivo o la coordinación de las mismas en las áreas de manejo sanitario, dispuestas de conformidad con la ley y sus reglamentos.


En los casos antes señalados, el titular del centro de cultivo objeto de la infracción será sancionado con multa entre 2.000 y 3.000 UTM.


En el evento que se incurra en una segunda oportunidad en alguna de las infracciones antes señaladas en el plazo de cuatro años, el titular del centro de cultivo objeto de la infracción será sancionado con la suspensión de operaciones por el plazo de tres años. Se caducará la concesión o autorización respectiva, al titular de la misma que no dé cumplimiento a la suspensión de operaciones antes indicada.


La suspensión se hará efectiva a partir de la fecha de notificación de la resolución de la Subsecretaría que la impone. No obstante, en los casos en que existan ejemplares en cultivo a dicha fecha, la suspensión será aplicada a partir de la cosecha de éstos, quedando prohibido el nuevo ingreso de ejemplares.


El plazo de suspensión de operaciones dispuesto en virtud de este artículo no se computará para los efectos de tipificar la causal de caducidad prevista en el artículo 142, letra e), de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Se declarará la caducidad de la concesión de acuicultura, si se configura una tercera infracción de las señaladas precedentemente, en el plazo de tres años contado desde el cumplimiento de la segunda infracción respecto de este centro de cultivo.


Las infracciones de este artículo no se someterán al procedimiento establecido en el párrafo 2° del Título IX. Tales sanciones serán impuestas por resolución de la Subsecretaría, previo informe del Servicio y audiencia del interesado. Podrá reclamarse de la resolución que impone la sanción ante el Ministerio en el plazo de 10 días hábiles, contado desde la notificación de la resolución, el que deberá resolver en el plazo de 15 días hábiles.”.  


Se consigna en seguida la indicación N° 16, de autoría de S.E. la señora Presidenta de la República.


“16) Para modificar, en el numeral 16), el artículo 118 ter en el sentido siguiente:

a) Sustitúyese la letra a) por la siguiente:

“a) En el caso de los cultivos de peces, sembrar ejemplares en el centro de cultivo sin contar con la información ambiental evaluada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento o, en el caso de los demás cultivos, no suspender el ingreso de ejemplares al centro de cultivo desde la fecha de comunicación de la evaluación negativa de la información ambiental efectuada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento.”. 

b) Sustitúyese en la letra b), la frase “áreas de manejo sanitario” por “agrupaciones de concesiones”.

c) Sustitúyese en el inciso segundo, la expresión “objeto de” por la frase “en que se hubiere cometido”.

d) Sustitúyese la primera oración del inciso tercero por el siguiente:

“Si en el plazo de cuatro años se configura una segunda infracción de las antes señaladas en el mismo centro, se sancionará al titular de la concesión con la suspensión de operaciones del centro respectivo por el plazo de tres años.”.

e) Para intercalar el siguiente inciso séptimo:

“En el evento de escape o pérdida masiva de recursos en sistemas de cultivo intensivo o el desprendimiento o pérdida de recursos exóticos en cultivos extensivos y constatado el incumplimiento de la adopción de medidas de seguridad de los módulos de cultivo y fondeo o la mantención de las mismas en los casos que corresponda conforme al reglamento, el titular del centro de cultivo será sancionado con multa de 500 a 3.000 unidades tributarias anuales.”.

Según explicó el Ejecutivo, esta indicación persigue diferenciar entre sistemas de cultivo para configurar la infracción ambiental, atendiendo a sus formas de operación.

Esta indicación y el precepto sobre 
que recae,  fueron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, la que se la prestó con los votos de los Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, con una enmienda de forma.
17)

Pasa a ser Nº 23 e introduce las siguientes modificaciones en el artículo 122 de la Ley General de Pesca y Acuicultura

a) Sustitúyese su letra a) por la siguiente:

“a) Inspeccionar y registrar inmuebles, establecimientos, centros de cultivo, viveros, centros de matanza, recintos, naves, aeronaves, trenes, vehículos, cajas, embalajes o envases donde se produzcan, elaboren, procesen, almacenen, distribuyan y comercialicen especies hidrobiológicas y sus productos derivados. 

En el evento de oposición al registro o inspección, los funcionarios del Servicio podrán solicitar el auxilio de la fuerza pública, la que contará con la facultad de descerrajar, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados que no constituyan morada.”.

b) Intercálase en la letra b), entre las expresiones “calidad sanitaria” y “de los productos”, la frase, seguida de una coma, “de los materiales de importación usados destinados a la actividad de acuicultura”.

c) Agréganse las siguientes letras j), k), l) y m):

“j) Autorizar, excepcionalmente, la ejecución de labores inspectivas en horarios que excedan de la jornada laboral, con cargo a un arancel fijado anualmente, cuyo objetivo sea solventar el costo adicional en que deba incurrirse, el que será pagado por el fiscalizado.


k) Registrar plantas de elaboración de productos alimenticios destinados a las especies hidrobiológicas y requerir, bajo declaración jurada, informes de producción, declaraciones de stock de productos elaborados y destino de los mismos.


l) Llevar un registro de las personas naturales o jurídicas acreditadas para elaborar los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria de que trata esta ley o los reglamentos dictados conforme a ella. El reglamento establecerá los requisitos técnicos y financieros que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones, las normas relativas al cumplimiento de éstas y las garantías que deberán rendir para su correspondiente inscripción. Los inscritos en el registro tendrán la obligación de remitir al Servicio copia fidedigna de los instrumentos elaborados dentro del plazo de cinco días, contado desde su emisión.

El Servicio eliminará del registro, por el plazo de cinco años, a quienes pierdan uno o más requisitos establecidos en el reglamento para la inscripción. Asimismo, se eliminará del registro por el mismo término a quienes remitan al Servicio los instrumentos fuera de plazo por dos veces en un año, los elaboren deliberadamente sin someterse a los procedimientos y metodologías establecidas al efecto por la normativa vigente o entreguen información falsa en ellos.


La eliminación del registro afectará a la persona jurídica y a sus socios personalmente considerados, quienes no podrán inscribirse por el mismo plazo de la eliminación, ya sea directamente o a través de otra persona jurídica de la que formen parte.


La inscripción en el registro tendrá una vigencia de tres años y podrá ser renovada a petición de los interesados.


m) Exigir el uso de un sistema de posicionamiento automático a las embarcaciones que realizan el transporte de especies hidrobiológicas provenientes de cultivo, de conformidad con las disposiciones del Título V de esta ley.”.


La indicación N° 17, de S.E. la señora Presidenta de la República, se trascribe a continuación.


“17) Para modificar el numeral 17), en el sentido siguiente:

a) Intercálase en la letra a) a continuación de la coma que sigue a la palabra “vehículos” la expresión “contenedores” seguida de una coma; a continuación de la palabra “envases” la oración “o elementos que hayan servido para cometer las infracciones, tales como artes y aparejos de pesca y a continuación de la palabra “produzcan” la palabra “cultiven” seguida de una coma.

b) Sustitúyese en la letra b), la frase “la actividad de acuicultura” por “las actividades de pesca o acuicultura”. 

c) Elimínase la letra j).

d) Intercálase en la letra l), entre las expresiones “sanitarias” y “de que trata” la frase “así como las certificaciones”; y eliminase en su inciso segundo la expresión “deliberadamente”.

e) Sustitúyese en la letra m), la frase “realizan el transporte de especies hidrobiológicas provenientes de cultivo” por “prestan servicios de cualquier naturaleza a los centros de cultivo integrantes de agrupaciones de concesiones.”.

f) Agrégase la siguiente letra n):

“n)
Elaborar, por cuenta y costo de los titulares de centros de cultivo a cualquier título, la información ambiental que acredite que el centro está operando de conformidad con el artículo 87 de esta ley. El Servicio podrá encomendar esta labor, previa licitación, a personas naturales o jurídicas, inscritas en el registro. El Servicio acreditará a esas entidades, a través de un proceso de licitación pública, fijando las condiciones y requisitos que deberán cumplir y las garantías que deban constituir para el fiel cumplimiento de su cometido.

Las tasas que deban pagar los titulares de centros de cultivo por la elaboración de la información ambiental serán fijadas por decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

Los resultados de los muestreos efectuados conforme a este literal, constituirán plena prueba, salvo que se constate la acreditación de un hecho falso o inexistente el que será sancionado de conformidad con los artículos 194 y 196 del Código Penal. Asimismo, quienes hubieren tenido participación en calidad de autor, cómplice o encubridor quedarán inhabilitados por el plazo de 5 años a participar de cualquier forma en la elaboración de información ambiental de que trata este literal.”.

Según argumentó el Ejecutivo, la indicación reproducida precisa las facultades fiscalizadoras del Servicio Nacional de Pesca, ampliar su competencia a las plantas de elaboración de alimentos para especies hidrobiológicas, y elaborar, por cuenta y costo de los titulares de los centros de cultivo, la información ambiental que periódicamente permita evaluar el cumplimiento o incumplimiento de los parámetros ambientales, desvinculando su elaboración de agentes contratados directamente por los titulares de los centros de cultivo.

Esta indicación fue aprobada de la siguiente forma:

-  Los literales a); b); c); d), y e) de la indicación se aprobaron por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath. En razón de la supresión de la letra c) que suprime el literal j) del texto aprobado por la Honorable Cámara, cambió la numeración correlativa del mismo texto.

- La letra f) de la indicación se aprobó por mayoría de votos, que lo fueron los Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Escalona y Horvath. Se abstuvo el Honorable Senador señor Ávila, con una enmienda de forma consistente en suprimir una oración repetida en la nueva letra m).
                             - - -



En la indicación N° 18, S.E. la señora Presdenta de la República modifica el artículo 125 de la Ley General de Pesca en el siguiente sentido:


24) Para modificar el artículo 125 en el siguiente sentido:

a) Elimínase en el numeral 1º, inciso tercero, la oración final “La denuncia se tendrá por demanda para todos los efectos legales.”.

b) Agrégase el siguiente numeral 18 nuevo:

 

“18) En lo no previsto en este artículo, se aplicarán supletoriamente las normas contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, salvo el abandono del procedimiento, el desistimiento de la demanda y lo que resulte contrario a la naturaleza contravencional de este procedimiento.".

Esta indicación se aprobó con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi y Horvath.

                     - - -



Se reproduce enseguida la indicación N° 19, de S.E. la señora Presidenta de la República.


25) Para incorporar, a continuación del artículo 132, el siguiente artículo 132 bis nuevo:
"Artículo 132 bis. Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere este Título prescribirán en el plazo de tres años contados desde la fecha en que se cometió la infracción.
Las sanciones que se impongan, prescribirán en el plazo de tres años, contados desde que quede ejecutoriada la sentencia condenatoria.".

Esta indicación fue aprobada con la misma unanimidad que la indicación anterior. 


                         - - -

18)

Pasa a ser Nº 26 y recae sobre el artículo 142 de la Ley General de Pesca y Acuicultura. Propone:


“a) Incorporar al inciso primero de la letra e), la siguiente oración final:


“Los plazos antes señalados se suspenderán en los casos en que la autoridad hubiese dispuesto descanso obligatorio, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86.”.


b) Reemplazar en el inciso tercero de la letra e), la oración “por una sola vez una ampliación de plazo, de hasta un año” por “una ampliación de plazo por el tiempo de duración del evento que configure la fuerza mayor o el caso fortuito”.


c) Agregar a continuación del punto aparte (.) del inciso tercero de la letra e), que pasa a ser punto seguido (.) lo siguiente: “Se considerará como evento de fuerza mayor, entre otros, la paralización de actividades que se justifique por la situación sanitaria de la zona aledaña a la concesión o autorización de que se trate.”.


d) En el inciso primero agregar las siguientes letras i), j) k) y l).


“i) Haber infringido la suspensión de operaciones dispuesta de conformidad con el artículo 118 ter.


j) Incurrir en una tercera infracción de conformidad con lo dispuesto en el artículo 118 ter.


k) Haber sido condenado en tres ocasiones, en un plazo de tres años, contado desde la primera sentencia ejecutoriada, por prácticas antisindicales o infracción a los derechos fundamentales del trabajador.


l) En el caso de los centros de cultivo que en virtud de esta ley se mantengan en operación en lagos, incurrir por tres veces en condición anaeróbica, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.”.


Trascribimos a continuación la indicación N° 20, de S.E. la señora Presidenta de la República que sugiere modificar en el numeral 18, el artículo 142, en el siguiente sentido:

a) Agrégase el siguiente inciso final a la letra e):

“El acreedor hipotecario podrá solicitar al Servicio el certificado que dé cuenta de la operación del centro de cultivo de conformidad con el reglamento.”.

b) Reemplázase la letra k) por la siguiente:

k) Haber sido sancionado tres veces por sentencia ejecutoriada, en un plazo de tres años por prácticas antisindicales o por la afectación de los derechos fundamentales del trabajador a que se refiere el artículo 485 del Código del Trabajo. En ambos casos, las infracciones deberán referirse a trabajadores que presten o hayan prestado sus servicios en el centro de cultivo a la época de ocurrencia de la infracción. 

c)Agrégase el siguiente inciso final:

“El tribunal que haya conocido de una infracción a esta ley y cuya reiteración pueda dar lugar a la configuración de causales de caducidad de conformidad con este artículo, deberá comunicar la sentencia que impone la sanción al acreedor hipotecario inscrito en el Registro de Concesiones de acuicultura que lleva la Subsecretaría de Marina, en el plazo de un mes contado desde la fecha de la resolución respectiva. Dentro del mismo plazo, la Subsecretaría deberá comunicar al acreedor hipotecario las sanciones impuestas de conformidad con el artículo 118 ter.”.

Esta indicación que refunde en un solo texto, tanto el proyecto como el contenido de ella, contó con la aprobación de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi y Horvath.

- - -


Artículo 2°.- Desde la fecha de publicación de la presente ley, suspéndese en las regiones X y XI el ingreso de solicitudes y el otorgamiento de nuevas concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces, salvo las solicitudes que, a dicha fecha, cuenten con proyecto técnico aprobado por la Subsecretaría de Pesca y aquéllas a cuyos titulares se les hubiera enviado carta para los efectos establecidos en el artículo 14 del decreto supremo N° 290, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 


En las regiones antes señaladas, sólo se tramitarán las solicitudes de ampliación de área presentadas al 31 de enero de 2009 y los cambios de proyectos técnicos. Además, se permitirá la relocalización de las concesiones de conformidad con el artículo 5° de esta ley.


Vencido el plazo de dos años, contado desde la fecha de publicación de esta ley, se reiniciará en la XI Región el ingreso de solicitudes de nuevas concesiones y el otorgamiento de las mismas.


Sobre este artículo recayó la indicación N° 21, de S.E. la señora Presidenta de la República, que se replica a continuación:


“21) Para intercalar el siguiente inciso tercero:

“La Subsecretaría de Pesca deberá determinar, previo informe de la Autoridad Marítima, los sectores que encontrándose dentro de áreas apropiadas para la acuicultura en las regiones X y XI, sean canalizos de acceso a caletas de pesca artesanal, atracaderos y áreas de seguridad de embarcaciones menores. Una vez delimitados dichos sectores deberá desafectarse las áreas apropiadas para la acuicultura en ellos, con el sólo mérito de lo informado de la Autoridad Marítima.”. 


Esta indicación se aprobó con la misma unanimidad que la indicación precedente.  


Artículo 3°.-  Se considerarán áreas de manejo sanitario de centros de cultivo de peces en las regiones X y XI, aquéllas en que el Servicio Nacional de Pesca haya establecido medidas coordinadas a la fecha de publicación de esta ley, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


La modificación o eliminación de estas áreas se someterá al procedimiento previsto en los  artículos 2°, N° 52, y 86 de la referida ley.


En la indicación N° 22, S.E. la señora Presidenta de la República modifica el artículo 3° en el siguiente sentido:


“22) Para modificar el artículo 3º en el siguiente sentido:

a) Sustitúyese en el inciso primero la oración “áreas de manejo sanitario de centros de cultivo de peces” por la frase “agrupaciones de concesiones”.
b) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “áreas” por “agrupaciones”.

c) Intercálase el siguiente inciso tercero:

“En el plazo de dos meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia centros de cultivo de las agrupaciones de concesiones establecidas a esa fecha.”.


La propuesta descrita fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi y Horvath.


Artículo 4°. Suspéndese el ingreso de solicitudes de nuevas concesiones y el otorgamiento de concesiones en la XII Región mientras no se modifiquen las áreas apropiadas para la acuicultura, estableciéndolas por grupos de especies hidrobiológicas, de conformidad con los incisos siguientes. 


En el plazo máximo de doce meses, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, el Gobierno Regional de la XII Región deberá remitir a la Subsecretaría de Pesca las propuestas de áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en las comunas de Timaukel, Porvenir, Punta Arenas, Cabo de Hornos, Río Verde y Natales. 


Dichas propuestas podrán ser entregadas por comunas o grupo de comunas conforme avance el proceso de zonificación.


Recibida la propuesta por comuna o grupo de comunas, la Subsecretaría de Pesca emitirá una resolución que se publicará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, contándose con un plazo de 15 días hábiles para formular opiniones y 15 días hábiles para responderlas y emitir el informe técnico respecto de las áreas propuestas para la comuna de que se trate. Dicho informe se remitirá al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, para que en el plazo de 10 días hábiles emita el decreto respectivo para la comuna correspondiente. 



Una vez emitido el decreto de establecimiento de las áreas apropiadas para la acuicultura, la Subsecretaría fijará áreas de manejo sanitario para la comuna o grupo de comunas conforme a las cuales se reanudará el ingreso de solicitudes y el otorgamiento de concesiones de acuicultura.


Vencido el plazo máximo señalado para que el Gobierno Regional proponga modificaciones a las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en los términos antes señalados, quedará sin efecto la suspensión del ingreso de nuevas solicitudes y el otorgamiento de concesiones.



En la indicación N° 23, S.E. la señora Presdienta de la República propone las siguientes enmiendas al artículo 4°:

a) Sustitúyese en el inciso quinto la frase “áreas de manejo sanitario” por “los sectores en que deberán declararse agrupaciones de concesiones”.

b) Intercálase el siguiente inciso sexto:

“En el plazo de dos meses contados desde la fecha de establecimiento de agrupaciones de concesiones a que se refiere el inciso anterior, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia centros de cultivo de dichas agrupaciones.”.

Esta indicación se aprobó con la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi y Horvath.


Artículo 5°.- Los centros de cultivo de peces en las regiones de Los Lagos y de Aysén podrán relocalizarse, en la misma región, dentro de un área de manejo sanitario fijada por la Subsecretaría o el Servicio, según corresponda, o cambiarse a otra, cumpliendo con los siguientes requisitos:


a) Mantener el grupo de especies hidrobiológicas y área de la concesión autorizada;


b) Presentar una renuncia a la concesión de que es titular, condicionada al otorgamiento de la concesión de reemplazo en la relocalización, y


c) La solicitud de concesión de reemplazo deberá ubicarse dentro de áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura y dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 79 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


El titular de dos concesiones podrá juntarlas sometiéndose a las condiciones antes señaladas.


La concesión de reemplazo quedará sometida al mismo régimen que la concesión original. Por el solo ministerio de la ley, la hipoteca que grave una concesión se extenderá a aquélla que la reemplace de conformidad a lo previsto en el presente artículo, conservando la fecha de constitución de la hipoteca sobre la concesión original.


Se consigna enseguida la indicación N° 24, de S.E. la señora Presidenta de la República:


“24) Para modificarlo en el sentido siguiente:

a) Elimínase el inciso segundo.

b) Agréganse los siguientes incisos cuarto, quinto y final:

“El titular de dos concesiones podrá fusionarlas, sometiéndose a las condiciones antes señaladas. Asimismo, podrá dividir una concesión para fusionar sus fracciones a otras concesiones de su misma titularidad. En ambos casos, se requerirá la autorización del acreedor hipotecario, si corresponde. 

Para efectuar las fusiones, el reglamento podrá fijar una distancia inferior a la establecida en virtud del artículo 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, entre los centros de cultivo integrantes de agrupaciones de concesiones.

En los casos en que exista sobreposición entre solicitudes de relocalización y exista una zonificación del borde costero aprobada por decreto supremo, se dará preferencia a aquella solicitud que implique la renuncia a una concesión de acuicultura ubicada en un sector definido de uso incompatible con la acuicultura y la relocalización en un sector definido de uso compatible con dicha actividad. En los demás casos, se estará al procedimiento general.”.


Artículo 6°.- Para los efectos de los artículos 2°, 3°, 4° y 5° de esta ley se entenderá por áreas de manejo sanitario aquéllas definidas de conformidad con el número 52), del artículo 2°, de la Ley General de Pesca y Acuicultura.



En la indicación N° 25, S.E. la señora Presidenta de la República sustituye la frase “áreas de manejo sanitario” por “agrupaciones de concesiones”.



Las indicaciones Nºs 24 y 25 fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi y Horvath, con enmiendas de forma. 

- - -



Se trascribe en seguida la indicación N° 26, de autoría de S.E. la señora Presidenta de la República:


26) Para introducir los siguientes artículos 7º, 8º y 9º, nuevos:

“Artículo 7º. Créase en el Servicio Nacional de Pesca la Subdirección Nacional de Acuicultura, a cargo de un Subdirector, cuya función será planificar, coordinar y ejecutar, a nivel nacional, regional y local, la fiscalización en materia de acuicultura. A tales efectos, se deberá establecer por decreto con fuerza de ley dictado en el plazo de tres meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, la reestructuración orgánica de los departamentos del Servicio y sus funciones a nivel nacional, regional y local.

Artículo 8º. Modifícase el artículo 27 del D.F.L. Nº 5 de 1983 fija texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley 34, de 1931, que legisla sobre la industria pesquera y sus derivados en el sentido de agregar en el artículo 27 letra b) la frase “y Subdirector Nacional de Acuicultura”.

Artículo 9º. Créase, en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley Nº 5 de 1983, de la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, un cargo de Director Zonal, grado 5º EUS, que para el sólo efecto del artículo 7 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerará equivalente a Jefe de División.

El cargo de Director Zonal que se crea será destinado al ejercicio de funciones en la XI región.”.

Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi y Escalona, con una precisión en el nuevo artículo 7º consistente en señalar que la subdirección que en dicho precepto se crea dependerá del Servicio Nacional de Pesca, y suprimir el plazo para que el Presidente de la República reestructure ese Servicio. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


El proyecto de la Honorable Cámara contiene 7 artículos transitorios, cuyo contenido y tratamiento se consignan a continuación:

“Artículo 1º.-
El aumento del monto de la patente por concepto de concesiones o autorizaciones de acuicultura, cuyo proyecto técnico considere peces, que por esta ley se establece en el número 12 del artículo 1º, entrará en vigencia de acuerdo al siguiente calendario:

a) En el año 2010: 4 UTM por hectárea.

b) En el año 2011: 6 UTM por hectárea.

c) En el año 2012: 8 UTM por hectárea.

d) A partir del año 2013: 10 UTM por hectárea.


Durante los años 2010 a 2015, los titulares de concesiones o autorizaciones de acuicultura de peces que hayan utilizado, en el año calendario anterior, la franquicia tributaria para capacitación de sus trabajadores hasta por el 90% del total del 1%, a que se refiere el artículo 36 de la ley N° 19.518, tendrán derecho a un descuento en el cargo por concepto de pago de la patente única de acuicultura para el año respectivo, equivalente a un 33% de la diferencia resultante entre el valor de la patente que se deba pagar, de conformidad con el inciso anterior, y el valor de la patente vigente al  1 de enero del año 2009, multiplicada por el número de hectáreas por el cual el titular del centro de cultivo pagó la patente el año calendario anterior. En el caso que el descuento sea superior al cargo que corresponda pagar por concepto de patente el año respectivo, el saldo expresado en UTM se imputará al pago de la patente del año o años siguientes, según corresponda.


La indicación N° 27, de S.E. la señora Presidenta de la República sugiere lo que sigue:


“27) Para modificar el artículo 1° transitorio en el siguiente sentido:

a) Intercálase en el inciso primero, a continuación de la expresión “peces” la palabra “exóticos”.

b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la expresión “peces” la palabra “exóticos”.


Las propuestas contenidas en esta indicación contaron con la aprobación de la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi, Escalona y Horvath. 


Artículo 2º.-
La declaración de áreas de manejo sanitario por grupos de especies hidrobiológicas que se realice por la Subsecretaría de Pesca, no afectará la actual ubicación de las concesiones otorgadas a la fecha de publicación de la presente ley, pero deberán dar cumplimiento a las condiciones de operación que en virtud de ellas se establezcan. 

La indicación N° 28, de S.E. la señora Presidenta de la República sustituye el artículo 2° transitorio por otro, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo segundo transitorio.- La declaración de agrupaciones de concesiones por grupo de especies hidrobiológicas que haya realizado el Servicio, no afectará la ubicación de las concesiones otorgadas a la fecha de publicación de la presente ley, pero deberán dar cumplimiento a las condiciones sanitarias que en virtud de ellas se establezcan.”.


Tanto la indicación como el artículo 2º transitorio fueron rechazados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath. 



Artículo 3°.- En el plazo de un año, contado desde la fecha de publicación de esta ley, se establecerán áreas apropiadas para la acuicultura en las regiones X, XI, XII y XIV cuyo objetivo será el otorgamiento de concesiones de acuicultura exclusivamente a organizaciones de pescadores artesanales o de trabajadores despedidos de la industria de la acuicultura.


Las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura que se establezcan deberán permitir acceder hasta un máximo de 360 hectáreas para concesiones por región.


Las organizaciones de pescadores artesanales que soliciten concesiones en estas áreas deberán haberse constituido con anterioridad al 1 de enero de 2009 y sus socios estar inscritos en el Registro Pesquero Artesanal, antes de dicha fecha, en la región respectiva.


Las organizaciones de trabajadores a que se refiere el inciso primero, deberán acreditar que sus integrantes fueron despedidos de centros de cultivo que se encontraban en operación al 1 de julio de 2007 en alguna de las regiones antes señaladas, mediante finiquito que cuente con fecha cierta, de conformidad con las disposiciones del Código del Trabajo.


En el plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, deberá establecerse el reglamento conforme al cual se determine la forma y los criterios de asignación de las concesiones de que trata este artículo. Para tales efectos, el reglamento se someterá a la consulta de los integrantes del Consejo Nacional de Pesca.


Las concesiones de que trata este artículo serán intransferibles, no serán susceptibles de negocio jurídico alguno ni sometidas a los regímenes de los artículos 80 bis y 80 ter de la Ley General de Pesca y Acuicultura, y estarán exentas del pago de la patente única de acuicultura por los tres primeros años, contados desde la entrega material de la concesión. A partir del cuarto año, estas concesiones pagarán 2 UTM por hectárea.


Las concesiones de que trata este artículo se someterán, en lo demás, a la Ley General de Pesca y Acuicultura y sus reglamentos.

En la indicación N° 29, S.E. la señora Presidenta de la República intercala, en el inciso primero, a continuación de la expresión “artesanales”, la frase precedida de una coma “comunidades indígenas”.

Al igual que en el caso del artículo 2º transitorio referido en un párrafo precedente, tanto la norma aprobada (artículo 3º) por la Honorable Cámara como la indicación Nº 29 fueron rechazados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath. En consecuencia, el artículo 4º transitorio que se trascribe a continuación, pasa a ser artículo 2º transitorio

Artículo 4°.- Prohíbese el otorgamiento de nuevas autorizaciones para la operación de viveros de peces o centros de acopio de los mismos  y la renovación de las concesiones marítimas otorgadas a la fecha de publicación de esta ley para la operación de aquéllos.


En la indicación N° 30, S.E. la señora Presidenta de la República intercala a continuación de la expresión “marítimas” la frase “de playa, de porción de agua o fondo de mar”.


Tanto el artículo como la indicación resultaron aprobados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.



Artículo 5°. El plazo de paralización de actividades en que hubieren incurrido las concesiones de acuicultura, en el plazo comprendido entre el 1 de julio de 2007 y el 31 de diciembre de 2011, no se contabilizará para efectos de la configuración de la causal de caducidad prevista en el artículo 142, letra e), de la Ley General de Pesca y Acuicultura.


Este artículo del texto de la Honorable Cámara (que ha pasado a ser artículo 3º transitorio) fue aprobado por tres votos a favor, Honorables Senadores señores Arancibia, Bianchi y Horvath, y dos abstenciones, Honorables Senadores Escalona y Ávila, con la sola enmienda de sustituir la palabra “plazo” la segunda vez que aparece por el vocablo “lapso”. 


Artículo 6°.- Se propondrá una normativa especial que regule los efectos laborales que se produzcan por aplicación  de la presente ley.


El artículo 6º transitorio, que pasa a ser 4º transitorio, se aprobó con la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, subsumido en una nueva redacción del siguiente tenor:


“Artículo 4º.- Los efectos laborales que se produzcan por aplicación de la presente ley se regularán mediante la normativa que se dicte al efecto.”.


Artículo 7°.- Mientras no se dicte el reglamento que establecerá la definición de caladero de pesca, su determinación para efectos del establecimiento de áreas apropiadas para la acuicultura se realizará considerando la información técnica disponible acerca de los sectores en que dichos caladeros se ubican, la que será complementada con aquélla proveniente del sector pesquero.".

El artículo transitorio trascrito fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión (pasa a ser artículo 5º transitorio), Honorables Senadores señores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, con la siguiente enmienda:

Sustituir la expresión “dichos caladeros” por la frase “dichas áreas de pesca extractiva habituales”.

- - -



Finalmente en la indicación N° 31, S.E. la señora Presidenta de la República incopora los siguientes artículos transitorios nuevos:

“Artículo 8º. Mientras no se establezca la distancia entre centros de cultivo integrantes de una agrupación de concesiones en el reglamento a que se refiere el artículo 5°, la distancia mínima exigible será de una milla náutica.

En ningún caso la zonificación del borde costero afectará los derechos emanados de concesiones otorgadas con anterioridad a la fecha de su aprobación por decreto supremo publicado en el Diario Oficial.”.

Artículo 9°. Las autorizaciones de acuicultura que se hayan mantenido en operación de conformidad con las disposiciones transitorias de la Ley General de Pesca y Acuicultura podrán continuar sus operaciones mientras no se configuren causales de caducidad.

En el plazo de 6 meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, el Presidente de la República deberá fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Pesca y Acuicultura, eliminando de ella las referencias a las autorizaciones de acuicultura, salvo en las disposiciones transitorias de conformidad con lo señalado en el inciso anterior.

Artículo 10º. Las concesiones de acuicultura que se hayan mantenido en operación en ríos y lagos navegables, de conformidad con las disposiciones transitorias de la Ley General de Pesca y Acuicultura, podrán continuar sus operaciones mientras no se configuren causales de caducidad.

Artículo 11. La elaboración de la información ambiental a que se refiere el artículo 122 letra n) por parte del Servicio o de personas naturales o jurídicas a quienes éste lo encomiende, comenzará a regir un año contado desde la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 12. En el plazo de cuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley la Subsecretaría dictará la resolución conforme a la cual se fije la metodología para la determinación del banco natural de recursos hidrobiológicos conforme a la cual establece la existencia o ausencia de los mismos en los informes de solicitudes de concesión de acuicultura.”.



La indicación Nº 31 se aprobó del siguiente modo:



- el inciso primero del artículo 8º, que pasa a ser 6º, se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, sin enmiendas.  Por lo que toca al inciso segundo, fue rechazado con la misma votación. 



- el inciso primero del artículo 9º propuesto, que pasa a ser artículo 7º, fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath. Su inciso segundo fue aprobado con la misma votación, con la sola enmienda de suprimir la primera frase antes de la coma (,).



- el artículo 10 transitorio contenido en la indicación, fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath.



- el artículo 11, que pasa a ser artículo 8º, fue aprobado sin enmiendas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, sin enmiendas.



- el artículo 12, que pasa ser artículo 9º, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores Arancibia, Ávila, Bianchi, Escalona y Horvath, sin enmiendas.
- - -

VII. MODIFICACIONES


En virtud de la relación precedente, esta Comisión tiene a honra proponer a la Sala la aprobación de este proyecto de la Honorable Cámara de Diputados, con las siguientes enmiendas:

ARTÍCULO 1º

1) 


a) Sustituirlo por el siguiente: 

 
“1) Modifícase el artículo 2º en el sentido siguiente: 


a) Elimínase el numeral 10).


b) Agréganse los siguientes numerales 52) y 53):


52) Agrupación de concesiones: conjunto de concesiones que se encuentran en un sector que presenta características epidemiológicas, oceanográficas, operativas o geográficas que justifican su manejo sanitario coordinado por grupo de especies hidrobiológicas, así declarado por la Subsecretaría. El Servicio establecerá períodos de descanso coordinado y medidas profilácticas y tratamientos terapéuticos para los centros que cultiven el grupo de especies respectivo, de conformidad con el reglamento del artículo 86. La prestación de servicios a los centros de cultivo respectivos así como la operación viveros de peces quedará igualmente sometida a las medidas coordinadas.


La declaración de agrupación de concesiones no afectará la libre navegación, el ejercicio de la actividad pesquera, los derechos emanados de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, ni de las concesiones marítimas o de acuicultura, que habilitan el ejercicio de actividades diversas a las señaladas en el inciso anterior.


El reglamento determinará la distancia que deberá mantenerse entre las agrupaciones de concesiones y entre éstas y las concesiones de acuicultura.

En el plazo de dos meses contados desde la fecha de establecimiento de una agrupación de concesiones, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia los centros de cultivo de dichas agrupaciones. En el mismo plazo el Servicio mediante resolución establecerá los períodos de descanso por agrupación de concesiones.


Los titulares de los centros de cultivo que pertenezcan a una agrupación de concesiones podrán acordar condiciones sanitarias y ambientales adicionales a las establecidas en virtud de los reglamentos de esta ley y de las que dicte el Servicio en ejercicio de sus atribuciones, que sean específicas para la agrupación de concesiones respectiva. El reglamento establecerá las materias en que procederán estas medidas, el procedimiento y el quórum de aprobación de las mismas. Para los efectos de establecer los acuerdos, cada concesión tendrá derecho a un voto. Estos acuerdos se someterán a todas las limitaciones previstas en el presente numeral.


Las medidas acordadas deberán ser comunicadas al Servicio para efectos de su fiscalización y su incumplimiento se sancionará de conformidad con el artículo 118.



53) Zonificación del borde costero: proceso de ordenamiento y planificación de los espacios que conforman el borde costero del litoral, que tiene por objeto definir el territorio y establecer sus múltiples usos, expresados en usos preferentes, los que no serán excluyentes, salvo en los casos que se establezcan incompatibilidades de uso con actividades determinadas en sectores delimitados y graficados en planos que identifiquen, entre otros aspectos, los límites de extensión, zonificación general y las condiciones y restricciones para su administración, en conformidad con lo dispuesto en la Política Nacional de Uso del Borde Costero establecida en el decreto supremo (M) Nº 475, de 1994, del Ministerio de Defensa Nacional o la normativa que lo reemplace.”.
(Unanimidad 5x0).

- - -

Incorporar el siguiente Nº 2), nuevo



“2) Intercálase en el inciso primero del artículo 11, a continuación de la expresión “especies hidrobiológicas” la frase precedida de una coma “ovas y gametos”.
(Unanimidad 5x0).

- - -
2) 

Pasa a ser Nº 3


a) Reemplazar la letra b), por las siguientes b) y c), pasando la actual c) a ser d):


“b) Intercálase el siguiente inciso tercero:


En las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en los ríos a que se refieren los incisos anteriores, sólo podrán otorgarse concesiones de acuicultura para cultivos extensivos de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.


c) Sustitúyese el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:


Los cultivos que se desarrollen en cursos y cuerpos de agua que nacen, corren y mueren en una misma heredad o en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente, deberán inscribirse en el registro nacional de acuicultura, en forma previa al inicio de sus actividades, debiendo someterse a las restricciones de distancia mínima que establece el reglamento.”.


b) Incorporar las siguientes letras e) y f):


“e) Incorpórase en el inciso quinto del artículo 67, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración:


En los casos de solicitudes de concesión de acuicultura en que se determine que no existen bancos naturales de recursos hidrobiológicos en el sector solicitado, la Subsecretaría publicará en su sitio electrónico el informe técnico que así lo establezca, la que será complementada mediante mensaje radial en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente. Dicha publicación se realizará antes de requerir al titular de la solicitud respectiva someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental de conformidad con el reglamento. En el plazo de un mes contado desde la fecha de publicación, cualquier interesado podrá reclamar del contenido del informe técnico con antecedentes fundados ante el Subsecretario de Pesca, el que deberá resolver la presentación en el plazo de 10 días.


f) Incorpórase el siguiente inciso final:


“En el caso que en la región respectiva se haya establecido una zonificación del borde costero cuyo decreto supremo de aprobación haya sido publicado en el Diario Oficial, las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura deberán modificarse a fin de compatibilizarse con dicha zonificación. Desde la fecha de publicación del decreto supremo que establezca la zonificación, no podrá otorgarse nuevas concesiones de acuicultura en los sectores que se hayan definido de uso incompatible con dicha actividad. En estos casos, la modificación de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura no se someterá al procedimiento señalado en el presente artículo, debiendo ser sólo aprobada por decreto supremo.”.
(Unanimidad 5x0).

3)

Pasa a ser Nº 4

Inciso segundo


Sustituir la expresión “entrar en” por “cumplir con el periodo de”.
(Unanimidad 5x0).

4)

Pasa a ser Nº 5


Reemplazar en el inciso cuarto, nuevo, del artículo 76 la oración “se encuentren pendientes de ingreso a trámite ante” por la siguiente frase, precedida de una coma (,) “a esa fecha, no hubieren sido acogidas a tramitación por”.
(Unanimidad 5x0).

- - -

Intercalar el siguiente Nº 6, nuevo

6) Incorpóranse las siguientes enmiendas al artículo 78: 


a) Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final: “Asimismo, deberá verificarse si la solicitud cumple con los requisitos de distancia con concesiones de acuicultura o solicitudes en trámite establecidos en los reglamentos.”. 


b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la coma que sigue a la expresión “trámite”, la oración “o la solicitud no cumple con los requisitos de distancia con concesiones otorgadas o con tres solicitudes previas en trámite en el sector”.
(Unanimidad 5x0).

- - -
5)

Pasa a ser Nº 7, sin enmiendas
(Unanimidad 5x0).

6)

Pasa a ser Nº 8


Eliminar en el inciso final del artículo 80 las palabras “de Propiedad”.
(Unanimidad 5x0).

7)

Pasa  ser Nº 9



Sustituir las letras b) y c) por la siguiente letra b):



“b) Sustitúyese el inciso 2º por el siguiente:



Para ejercer los derechos señalados en las letras a) y b) precedentes, el titular deberá acreditar haber operado dicha concesión o autorización durante un año dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento o acreditar tener la calidad de acuicultor habitual. Respecto del ejercicio de los derechos señalados en la letra a), se exceptúa de esta exigencia a los titulares de las concesiones de acuicultura integrantes de una agrupación de concesiones. Asimismo, no será exigible dicho requisito para la constitución de hipoteca sobre la concesión o autorización. Para ejercer el derecho establecido en la letra c) el titular deberá acreditar la calidad de acuicultor habitual.”.
(Unanimidad 5x0).

8)

Pasa  ser Nº 10, sin enmiendas
(Unanimidad 5x0).

9)

Pasa a ser Nº 11


a) Eliminar en el inciso primero, a continuación de la expresión “Registro” las palabras “de Propiedad”.



b) Suprimir  en el inciso cuarto a continuación de la expresión “Registro” las palabras “de Propiedad”. 



c) Agregar el siguiente inciso final:


“Dentro del plazo de cinco días desde que se realicen las inscripciones, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, deberá comunicarlas al Servicio.”.
(Unanimidad 5x0).

10)

Pasa a ser Nº 12



a) Suprimir la siguiente oración final: “La hipoteca no se extiende a los peces, redes ni jaulas existentes en las concesiones o autorizaciones de acuicultura.”.



b) Agregar la siguiente frase final: “o del deudor del crédito garantizado con la hipoteca de la misma”.



c) Eliminar la siguiente oración: “salvo que el adjudicatario de la concesión o autorización sea un banco, en cuyo caso el beneficio se extenderá por un plazo adicional, equivalente a aquél en que el banco deba enajenar el bien adquirido en remate judicial, de conformidad con el artículo 84, N° 5, letra b), del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos.”.
(Mayoría de votos: 3x1x1).

11)

Pasa a ser Nº 13, sin enmiendas.
(Mayoría de votos: 3x1x1).

12)

Pasa a ser Nº 14


Intercalar en el inciso primero, a continuación de la palabra “peces”, el vocablo “exóticos”.
(Unanimidad 5x0).

13)

Pasa a ser Nº 15


a) Intercalar en el inciso segundo nuevo, a continuación de la expresión “transporte” la palabra “lavado,”; incorporar a continuación de la palabra “demás” la expresión “actividades”, y sustituir la frase “áreas de manejo sanitario y las de plagas, en su caso” por “agrupaciones de concesiones”.


b) Sustituir en el inciso tercero nuevo, la palabra “especiales” por “específicos”.
(Unanimidad 5x0).

14)

Pasa a ser Nº 16


a) Intercalar en el inciso primero, a continuación de las palabras “de cultivo”, la expresión “por especie o grupo de especies” y sustituir la frase “áreas de manejo sanitario” por “agrupaciones de concesiones”.


b) Reemplazar en el inciso segundo la frase “áreas de manejo sanitario” por “agrupaciones de concesiones”.


c) Reemplazar en el inciso tercero la frase “áreas de manejo sanitario” por “agrupaciones de concesiones”.


d) Sustituir en el inciso cuarto la palabra “Ministerio” por “ministro” y reemplazar la oración “el que deberá resolverse”, cambiando la coma (,) que la precede por un punto seguido (.) por la frase “El ministro se pronunciará”.


e) Intercalar en el inciso quinto, a continuación de la palabra “término” la frase “de la etapa de engorda” y sustituir la frase “área de manejo sanitario respectiva” por “la agrupación de concesiones”.


f) Intercalar en el inciso sexto, a continuación de la palabra “término” la frase “de la etapa de engorda”, y sustituir la oración “El reglamento establecerá su fórmula de cálculo” por la siguiente: “Para dar cumplimiento a las exigencias de densidad de cultivo en el caso de los peces, se establecerá el número de ejemplares máximo a ingresar a las estructuras de cultivo al inicio de la etapa de engorda del ciclo productivo. El reglamento, previo informe técnico de la Subsecretaría, establecerá la fórmula de cálculo. En los demás casos se estará a lo dispuesto en el reglamento.”.
(Unanimidad 5x0).

- - -

Incorporar el siguiente numeral 17) nuevo


17) Incorpórase el siguiente artículo 86 ter:


“Artículo 86 ter. En los casos en que el Servicio haya determinado una condición sanitaria diversa entre zonas o agrupaciones de concesiones, no se autorizará el tránsito de embarcaciones que presten servicios a los centros de cultivo desde zonas o agrupaciones de concesiones que presenten una condición sanitaria de mayor riesgo a otra de menor riesgo, salvo que estas embarcaciones sean desinfectadas en estaciones de desinfección autorizadas por el Servicio. Estas estaciones deberán cumplir los protocolos de desinfección establecidos en el reglamento. 


Las estaciones de desinfección se ubicarán en los sectores que determine el Servicio atendiendo a condiciones de bioseguridad y la obtención de las concesiones marítimas o permisos que se requieran para estos efectos se someterán a las disposiciones del D.F.L. Nº 340 de 1960 sobre concesiones marítimas o la normativa que la reemplace.


Para los efectos de la fiscalización de la prohibición de tránsito o del sometimiento a protocolos de desinfección de conformidad con este artículo, se exigirá a las embarcaciones antes señaladas el uso del sistema de posicionamiento automático a que se refiere el artículo 122 letra m).


El armador cuya embarcación no de cumplimiento a las disposiciones de este artículo será sancionado con la prohibición de zarpe de la nave por el plazo de tres meses. Estas infracciones no se someterán al procedimiento establecido en el párrafo 2° del Título IX. Las sanciones serán impuestas por resolución de la Subsecretaría, previo informe del Servicio y audiencia del interesado. Podrá reclamarse de la resolución que impone la sanción ante el Ministerio en el plazo de 10 días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, el que deberá resolver en el plazo de 15 días hábiles. Resuelto el recurso de reclamación o vencido el plazo para interponerlo, la Subsecretaría comunicará a la Autoridad Marítima la resolución que impone la sanción para que haga efectiva la prohibición de zarpe a partir de la fecha de dicha comunicación.


En caso de reiteración de la infracción por una misma nave, el plazo de duración de la prohibición de zarpe se duplicará.


La prohibición de zarpe que dispone el presente artículo se entenderá sin perjuicio de la facultad de la Autoridad Marítima para autorizar el zarpe en casos de peligro de la vida humana en el mar, para la seguridad de la embarcación, o para reparaciones o mantención de la misma. 


Los titulares de las estaciones de desinfección autorizadas que no cumplan los protocolos establecidos, serán sancionadas con la suspensión de actividades por un período de tres meses. En caso de reiteración de la infracción en una misma estación de desinfección, el plazo de suspensión se duplicará. Estas infracciones se someterán al procedimiento previsto en este artículo.”.
(Unanimidad 5x0).

- - -

Agregar el siguiente numeral 18, nuevo


18) Agrégase al inciso primero del artículo 87, la siguiente oración final:


“Asimismo, deberán contemplarse, entre otras, medidas para la prevención de escapes y desprendimiento de ejemplares en cultivo.”.
(Unanimidad 5x0).

- - -

15)

Pasa a ser Nº 19, sin enmiendas
(Unanimidad 5x0).

- - -

Incorporar los siguientes numerales 20 y 21, nuevos


20) Intercálase el siguiente artículo 90 quater:


“Artículo 90 quater. Sin perjuicio de las normas sobre acceso a la información pública, el Servicio deberá mantener en su sitio de dominio electrónico la información actualizada sobre las siguientes materias:


a) Solicitudes de concesión de acuicultura ingresadas a trámite señalando su número de ingreso, ubicación, superficie y grupo de especies hidrobiológicas incorporadas en el proyecto técnico;


b) Informes sobre situación sanitaria y uso de antimicrobianos de las agrupaciones de concesiones e informes sobre el programa nacional de vigilancia de enfermedades de alto riesgo, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86;


c) Resultados de los informes ambientales de los centros de cultivo; 


d) Zonificación sanitaria que se realice de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86, indicando las zonas libres, infectadas y de vigilancia;


e) Centros de cultivo con suspensión de operaciones por incumplimiento de las condiciones ambientales dispuestas en el reglamento; y


f) La identificación de las embarcaciones sancionadas de conformidad con el artículo 86 ter.”
(Unanimidad 5x0).


21) Incorpórase en el inciso primero del artículo 118, a continuación de la expresión “en ellos”, la frase “o en los programas sanitarios dictados por resolución del Servicio de conformidad con dichos reglamentos.”.
(Unanimidad 5x0).

- - -

16)
Pasa a ser N° 22

Introducir las siguientes enmiendas al  artículo 118 ter:

a) Sustituir la letra a) por la siguiente:

“a) En el caso de los cultivos de peces, sembrar ejemplares en el centro de cultivo sin contar con la información ambiental evaluada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento o, en el caso de los demás cultivos, no suspender el ingreso de ejemplares al centro de cultivo desde la fecha de comunicación de la evaluación negativa de la información ambiental efectuada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento.”. 

b) Reemplazar en la letra b), la frase “áreas de manejo sanitario” por “agrupaciones de concesiones”.

c) Reemplazar en el inciso segundo, la expresión “objeto de” por la frase “en que se hubiere cometido”.
d) Reemplazar la primera oración del inciso tercero por la siguiente:

“Si en el plazo de cuatro años contados desde la primera infracción, se configura una segunda infracción de las antes señaladas en el mismo centro, se sancionará al titular de la concesión con la suspensión de operaciones del centro respectivo por el plazo de tres años.”.

e) Intercalar el siguiente inciso séptimo:

“En el evento de escape o pérdida masiva de recursos en sistemas de cultivo intensivo o el desprendimiento o pérdida de recursos exóticos en cultivos extensivos y constatado el incumplimiento de la adopción de medidas de seguridad de los módulos de cultivo y fondeo o la mantención de las mismas en los casos que corresponda conforme al reglamento, el titular del centro de cultivo será sancionado con multa de 500 a 3.000 unidades tributarias anuales.”.

f) Reemplazar en el inciso séptimo que pasa a ser octavo, la palabra “Ministerio” por “Ministro”.
(Unanimidad 5x0).

17)
Pasa a ser N° 23):

Modificarlo en el sentido siguiente:

a) Intercalar en la letra a) a continuación de la coma que sigue a la palabra “vehículos” la expresión “contenedores” seguida de una coma; a continuación de la palabra “envases” la oración “o elementos que hayan servido para cometer las infracciones, tales como artes y aparejos de pesca y a continuación de la palabra “produzcan” la palabra “cultiven” seguida de una coma.

b) Sustituir en la letra b), la frase “la actividad de acuicultura” por “las actividades de pesca o acuicultura”. 

c) Suprimir la letra j).

d) Letra k) pasa a ser letra j), sin enmiendas.

e) Letra l) pasa a ser letra k).

Intercálase entre las expresiones “sanitarias” y “de que trata” la frase “así como las certificaciones”; y eliminase en su inciso segundo la expresión “deliberadamente”.
f) Letra m) pasa a ser letra l).

Sustituir la frase “realizan el transporte de especies hidrobiológicas provenientes de cultivo” por “prestan servicios de cualquier naturaleza a los centros de cultivo integrantes de agrupaciones de concesiones.”.
(Unanimidad 5x0).

- - -

g) Agregar la siguiente letra m), nueva:

“m) Elaborar, por cuenta y costo de los titulares de centros de cultivo a cualquier título, la información ambiental que acredite que el centro está operando de conformidad con el artículo 87 de esta ley. El Servicio podrá encomendar esta labor, previa licitación, a personas naturales o jurídicas, inscritas en el registro. 

Las tasas que deban pagar los titulares de centros de cultivo por la elaboración de la información ambiental serán fijadas por decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.

Los resultados de los muestreos efectuados conforme a este literal, constituirán plena prueba, salvo que se constate la acreditación de un hecho falso o inexistente el que será sancionado de conformidad con los artículos 194 y 196 del Código Penal. Asimismo, quienes hubieren tenido participación en calidad de autor, cómplice o encubridor quedarán inhabilitados por el plazo de 5 años a participar de cualquier forma en la elaboración de información ambiental de que trata este literal.”.
(Mayoría de votos: 4x1 abstención).

- - -

Incorporar, a continuación los siguientes N°s. 24 y 25, nuevos:

“24) Modifícase el artículo 125 en el siguiente sentido:

a) Suprímese en el inciso tercero del número 1, la oración final “La denuncia se tendrá por demanda para todos los efectos legales.”.

b) Agrégase el siguiente número 18 nuevo a dicho artículo:

"18) En lo no previsto en este artículo, se aplicarán supletoriamente las normas contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, salvo el abandono del procedimiento, el desistimiento de la demanda y lo que resulte contrario a la naturaleza contravencional de este procedimiento.".
(Unanimidad 4x0).

“25) incorpórase el siguiente artículo 132 bis nuevo:
"Artículo 132 bis. Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere este Título prescribirán en el plazo de tres años contados desde la fecha en que se cometió la infracción.
Las sanciones que se impongan, prescribirán en el plazo de tres años, contados desde que quede ejecutoriada la sentencia condenatoria.".
(Unanimidad 4x0).

- - -

18)

Pasa a ser N° 26 
Reemplazarlo por el siguiente:

26) En el artículo 142:

a) Incorpórase al inciso primero de la letra e), la siguiente oración final:

“Los plazos antes señalados se suspenderán en los casos en que la autoridad hubiese dispuesto descanso obligatorio, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86.”.

b) Reemplázase en el inciso tercero de la letra e), la oración “por una sola vez una ampliación de plazo, de hasta un año” por “una ampliación de plazo por el tiempo de duración del evento que configure la fuerza mayor o el caso fortuito”.

c) Agrégase a continuación del punto aparte (.) del inciso tercero de la letra e), que pasa a ser punto seguido (.) lo siguiente: “Se considerará como evento de fuerza mayor, entre otros, la paralización de actividades que se justifique por la situación sanitaria de la zona aledaña a la concesión o autorización de que se trate.”.

d) Agrégase el siguiente inciso final a la letra e):

“El acreedor hipotecario podrá solicitar al Servicio el certificado que dé cuenta de la operación del centro de cultivo de conformidad con el reglamento.”.

e) En el inciso primero agréganse las siguientes letras i), j) k) y l).

“i) Haber infringido la suspensión de operaciones dispuesta de conformidad con el artículo 118 ter.

j) Incurrir en una tercera infracción de conformidad con lo dispuesto en el artículo 118 ter.

k) Haber sido sancionado tres veces por sentencia ejecutoriada, en un plazo de tres años por prácticas antisindicales o por la afectación de los derechos fundamentales del trabajador a que se refiere el artículo 485 del Código del Trabajo. En ambos casos, las infracciones deberán referirse a trabajadores que presten o hayan prestado sus servicios en el centro de cultivo a la época de ocurrencia de la infracción. 

l) En el caso de los centros de cultivo que en virtud de esta ley se mantengan en operación en lagos, incurrir por tres veces en condición anaeróbica, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.”.
f) Agrégase el siguiente inciso final:

“El tribunal que haya conocido de una infracción a esta ley y cuya reiteración pueda dar lugar a la configuración de causales de caducidad de conformidad con este artículo, deberá comunicar la sentencia que impone la sanción al acreedor hipotecario inscrito en el Registro de Concesiones de acuicultura que lleva la Subsecretaría de Marina, en el plazo de un mes contado desde la fecha de la resolución respectiva. Dentro del mismo plazo, la Subsecretaría deberá comunicar al acreedor hipotecario las sanciones impuestas de conformidad con el artículo 118 ter.”.
(Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 2º

Intercalar el siguiente inciso tercero:

“La Subsecretaría de Pesca deberá determinar, previo informe de la Autoridad Marítima, los sectores que encontrándose dentro de áreas apropiadas para la acuicultura en las regiones X y XI, sean canalizos de acceso a caletas de pesca artesanal, atracaderos y áreas de seguridad de embarcaciones menores. Una vez delimitados dichos sectores deberá desafectarse las áreas apropiadas para la acuicultura en ellos, con el sólo mérito de lo informado de la Autoridad Marítima.”. 
(Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 3°

Modificar el artículo 3º en el siguiente sentido:

a) Sustituir en el inciso primero la oración “áreas de manejo sanitario de centros de cultivo de peces” por la frase “agrupaciones de concesiones”.
b) Sustituir en el inciso segundo la expresión “áreas” por “agrupaciones”.

c) Intercalar el siguiente inciso tercero:

“En el plazo de dos meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia centros de cultivo de las agrupaciones de concesiones establecidas a esa fecha.”.
(Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 4°

Introducirle las siguientes enmiendas:
a) Sustituir en su inciso tercero la frase “avance el proceso de zonificación” por “el avance del proceso de zonificación del borde costero.”.
b) Sustituir en el inciso quinto la frase “áreas de manejo sanitario” por “los sectores en que deberán declararse agrupaciones de concesiones”.

c) Intercalar el siguiente inciso sexto:

“En el plazo de dos meses contados desde la fecha de establecimiento de agrupaciones de concesiones a que se refiere el inciso anterior, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia centros de cultivo de dichas agrupaciones.”.
(Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 5°

Modificarlo en el sentido siguiente:

a) En el inciso primero reemplazar la frase “área de manejo sanitario” por “agrupación de concesiones”.
b) Reemplazar la letra b) del inciso primero por la siguiente: 

“b) Presentar una renuncia a la concesión de que es titular. En caso de no otorgarse la concesión de reemplazo la renuncia quedará sin efecto.”.

c) Eliminar el inciso segundote la letra c).

d) Agregar los siguientes incisos cuarto, quinto y final:

“El titular de dos o más concesiones podrá fusionarlas, sometiéndose a las condiciones antes señaladas. Asimismo, podrá dividir una concesión para fusionar una o más de sus fracciones a otras concesiones de su misma titularidad. En ambos casos, se requerirá la autorización del acreedor hipotecario, si corresponde. 

Para efectuar la relocalización y las fusiones, el reglamento podrá fijar una distancia inferior a la establecida en virtud del artículo 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, entre los centros de cultivo integrantes de agrupaciones de concesiones.

En los casos en que exista sobreposición entre solicitudes de relocalización y exista una zonificación del borde costero aprobada por decreto supremo, se dará preferencia a aquella solicitud que implique la renuncia a una concesión de acuicultura ubicada en un sector definido de uso incompatible con la acuicultura y la relocalización en un sector definido de uso compatible con dicha actividad. En los demás casos, se estará al procedimiento general.”.
(Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 6°

Sustituir la frase “áreas de manejo sanitario” por “agrupaciones de concesiones”. 
(Unanimidad 4x0).

- - -

Introducir, a continuación, los siguientes artículos 7º, 8º y 9º, nuevos:

“Artículo 7º. Créase, en el Servicio Nacional de Pesca, la Subdirección Nacional de Acuicultura, a cargo de un Subdirector, cuya función será planificar y coordinar, a nivel nacional, regional y local, la fiscalización y otras funciones en materia de acuicultura en el ámbito del Servicio. A tales efectos, se deberá establecer por decreto con fuerza de ley la reestructuración orgánica de los departamentos del Servicio y sus funciones a nivel nacional, regional y local.

Artículo 8º. Modifícase el artículo 27 del D.F.L. Nº 5 de 1983 fija texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley 34, de 1931, que legisla sobre la industria pesquera y sus derivados en el sentido de agregar en el artículo 27 letra b) la frase “y Subdirector Nacional de Acuicultura”.

Artículo 9º. Créase, en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley Nº 5 de 1983, de la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, un cargo de Director Zonal, grado 5º EUS, que para el sólo efecto del artículo 7 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerará equivalente a Jefe de División.

El cargo de Director Zonal que se crea será destinado al ejercicio de funciones en la XI región.”.
(Unanimidad 4x0).

- - -

ARTÍCULOS TRANSITORIOS

ARTÍCULO PRIMERO

Modificarlo en el siguiente sentido:

Intercalar en los incisos primero y segundo, respectivamente, a continuación de la expresión “peces” la palabra “exóticos”.
(Unanimidad 4x0).

ARTÍCULO 2° TRANSITORIO

Suprimirlo.
(Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 3° TRANSITORIO

Suprimirlo.
(Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 4° TRANSITORIO

Pasa a ser  artículo 2° transitorio

Intercalar a continuación de la expresión “marítimas” la frase “de playa, de porción de agua o fondo de mar”. 
(Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 5° TRANSITORIO

Pasa a ser  artículo 3° transitorio

Sustituir la palabra “plazo” la segunda vez que aparece por el vocablo  “lapso”.
(Mayoría de votos: 3x2 abstenciones).

ARTÍCULO 6° TRANSITORIO

Pasa a ser  artículo 4° transitorio

Reemplazarlo por el siguiente:

“Artículo 4° Los efectos laborales que se produzcan por aplicación  de la presente ley se regularán mediante la normativa que se dicte al efecto.”.
(Unanimidad 5x0).

ARTÍCULO 7° TRANSITORIO

Pasa a ser  artículo 5° transitorio

Sustituir las expresiones “dichos caladeros” por la frase “dichas áreas de pesca extractiva habituales”.
(Unanimidad 5x0).

- - -

Incorporar, finalmente, los siguientes artículos 6°, 7°, 8° y 9° transitorios, nuevos:

“Artículo 6°. Mientras no se establezca la distancia entre centros de cultivo integrantes de una agrupación de concesiones en el reglamento a que se refiere el artículo 5°, la distancia mínima exigible será de una milla náutica.
(Unanimidad 5x0).

Artículo 7°. El Presidente de la República deberá fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Pesca y Acuicultura, eliminando de ella las referencias a las autorizaciones de acuicultura, salvo en las disposiciones transitorias de conformidad con lo señalado en el inciso anterior.
(Unanimidad 5x0).

Artículo 8°. La elaboración de la información ambiental a que se refiere el artículo 122 letra n) por parte del Servicio o de personas naturales o jurídicas a quienes éste lo encomiende, comenzará a regir un año contado desde la fecha de publicación de esta ley.
(Unanimidad 5x0).

Artículo 9°. En el plazo de cuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley la Subsecretaría dictará la resolución conforme a la cual se fije la metodología para la determinación del banco natural de recursos hidrobiológicos conforme a la cual establece la existencia o ausencia de los mismos en los informes de solicitudes de concesión de acuicultura.”.
(Unanimidad 5x0).

- - -


De conformidad con las modificaciones precedentes, el proyecto de ley queda como sigue:


“PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Modifícase la ley Nº 18.892, General de Pesca y Acuicultura, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto supremo Nº 430, de 1992, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, en el sentido que se indica:


1) Modifícase el artículo 2º en el sentido siguiente: 


a) Elimínase el numeral 10).


b) Reemplázase el numeral 52) por el siguiente:


“52) Agrupación de concesiones: conjunto de concesiones que se encuentran en un sector que presenta características epidemiológicas, oceanográficas, operativas o geográficas que justifican su manejo sanitario coordinado por grupo de especies hidrobiológicas, así declarado por la Subsecretaría. El Servicio establecerá períodos de descanso coordinado y medidas profilácticas y tratamientos terapéuticos para los centros que cultiven el grupo de especies respectivo, de conformidad con el reglamento del artículo 86. La prestación de servicios a los centros de cultivo respectivos así como la operación viveros de peces quedará igualmente sometida a las medidas coordinadas.


La declaración de agrupación de concesiones no afectará la libre navegación, el ejercicio de la actividad pesquera, los derechos emanados de las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, ni de las concesiones marítimas o de acuicultura, que habilitan el ejercicio de actividades diversas a las señaladas en el inciso anterior.


El reglamento determinará la distancia que deberá mantenerse entre las agrupaciones de concesiones y entre éstas y las concesiones de acuicultura.

En el plazo de dos meses contados desde la fecha de establecimiento de una agrupación de concesiones, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia los centros de cultivo de dichas agrupaciones. En el mismo plazo el Servicio mediante resolución establecerá los períodos de descanso por agrupación de concesiones.


Los titulares de los centros de cultivo que pertenezcan a una agrupación de concesiones podrán acordar condiciones sanitarias y ambientales adicionales a las establecidas en virtud de los reglamentos de esta ley y de las que dicte el Servicio en ejercicio de sus atribuciones, que sean específicas para la agrupación de concesiones respectiva. El reglamento establecerá las materias en que procederán estas medidas, el procedimiento y el quórum de aprobación de las mismas. Para los efectos de establecer los acuerdos, cada concesión tendrá derecho a un voto. Estos acuerdos se someterán a todas las limitaciones previstas en el presente numeral.


Las medidas acordadas deberán ser comunicadas al Servicio para efectos de su fiscalización y su incumplimiento se sancionará de conformidad con el artículo 118.



53) Zonificación del borde costero: proceso de ordenamiento y planificación de los espacios que conforman el borde costero del litoral, que tiene por objeto definir el territorio y establecer sus múltiples usos, expresados en usos preferentes, los que no serán excluyentes, salvo en los casos que se establezcan incompatibilidades de uso con actividades determinadas en sectores delimitados y graficados en planos que identifiquen, entre otros aspectos, los límites de extensión, zonificación general y las condiciones y restricciones para su administración, en conformidad con lo dispuesto en la Política Nacional de Uso del Borde Costero establecida en el decreto supremo (M) Nº 475, de 1994, del Ministerio de Defensa Nacional o la normativa que lo reemplace.”.


2) Intercálase en el inciso primero del artículo 11, a continuación de la expresión “especies hidrobiológicas” la frase precedida de una coma “ovas y gametos”.



3) En el artículo 67:



a) En el inciso primero, elimínase la expresión “y lagos”, e intercálase, antes de la expresión “por uno o más decretos”, la frase “por grupo o grupos de especies hidrobiológicas,”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero:


En las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en los ríos a que se refieren los incisos anteriores, sólo podrán otorgarse concesiones de acuicultura para cultivos extensivos de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.


c) Sustitúyese el inciso tercero, que pasa a ser cuarto, por el siguiente:



Los cultivos que se desarrollen en cursos y cuerpos de agua que nacen, corren y mueren en una misma heredad o en terrenos privados, que se abastezcan de aguas terrestres o marítimas de conformidad con la normativa pertinente, deberán inscribirse en el registro nacional de acuicultura, en forma previa al inicio de sus actividades, debiendo someterse a las restricciones de distancia mínima que establece el reglamento.



d) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.) la siguiente frase: “Asimismo, se excluirán para el establecimiento de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura los caladeros de pesca que se establezcan en la forma que defina el reglamento.".


e) Incorpórase en el inciso quinto del artículo 67, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración:

En los casos de solicitudes de concesión de acuicultura en que se determine que no existen bancos naturales de recursos hidrobiológicos en el sector solicitado, la Subsecretaría publicará en su sitio electrónico el informe técnico que así lo establezca, la que será complementada mediante mensaje radial en una emisora con cobertura territorial del área correspondiente. Dicha publicación se realizará antes de requerir al titular de la solicitud respectiva someterse al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental de conformidad con el reglamento. En el plazo de un mes contado desde la fecha de publicación, cualquier interesado podrá reclamar del contenido del informe técnico con antecedentes fundados ante el Subsecretario de Pesca, el que deberá resolver la presentación en el plazo de 10 días.


f) Incorpórase el siguiente inciso final:

En el caso que en la región respectiva se haya establecido una zonificación del borde costero cuyo decreto supremo de aprobación haya sido publicado en el Diario Oficial, las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura deberán modificarse a fin de compatibilizarse con dicha zonificación. Desde la fecha de publicación del decreto supremo que establezca la zonificación, no podrá otorgarse nuevas concesiones de acuicultura en los sectores que se hayan definido de uso incompatible con dicha actividad. En estos casos, la modificación de las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura no se someterá al procedimiento señalado en el presente artículo, debiendo ser sólo aprobada por decreto supremo.


4) En el artículo 69 bis:


a) Agrégase al final del inciso segundo, después del punto aparte (.) lo siguiente: “Además, se entiende que existe operación cuando el centro debe cumplir con el período de descanso o paralización por resolución de autoridad.”.


b) Intercálase en el inciso tercero, entre las expresiones “solicitar” y “la ampliación”, la frase “,a la Subsecretaría de Marina o de Pesca, en su caso,”.


c) Reemplázase el punto final (.) del inciso tercero por una coma (,) y agrégase a continuación la siguiente frase: “como también el plazo que corresponda a un período de descanso o paralización por resolución de autoridad.”.


5) Introdúcense los siguientes incisos al artículo 76:


Se declarará un área apropiada para el ejercicio de la acuicultura como actualmente no disponible para nuevas solicitudes de concesión o autorización de acuicultura, sea totalmente o por tipo de actividad, en los casos en que la Subsecretaría determine que con el número de concesiones o autorizaciones otorgadas y solicitudes presentadas a la fecha en el área respectiva, no quedan espacios disponibles.


La declaración deberá efectuarse, previo informe técnico, por resolución de la Subsecretaría, la cual será publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional, y afectará un área debidamente delimitada conforme la cartografía en que se encuentre establecida la respectiva área apropiada para el ejercicio de la acuicultura.


La declaración afectará a todas las solicitudes que a esa fecha, no hubieren sido acogidas a tramitación por el Servicio Nacional de Pesca, las que no deberán ser consideradas en el informe técnico para efectos de la declaración de no disponibilidad.


La declaración de no disponibilidad será dejada sin efecto en los casos en que, como resultado del término de trámite de las solicitudes que la determinaron o de la caducidad de las concesiones o autorizaciones otorgadas en la respectiva área, se constate que quedan espacios disponibles de ser otorgados en concesión o autorización de acuicultura. En dicho evento se dictará una resolución que así lo disponga, la que será publicada en el Diario Oficial y en un diario de circulación regional. 


Sólo se recibirán nuevas solicitudes de acuicultura para el sector cuya no disponibilidad fue levantada conforme a lo señalado en el inciso anterior, transcurridos 10 días hábiles contados desde la fecha de la última publicación.


6) Incorpóranse las siguientes enmiendas al artículo 78: 


a) Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final: “Asimismo, deberá verificarse si la solicitud cumple con los requisitos de distancia con concesiones de acuicultura o solicitudes en trámite establecidos en los reglamentos.


b) Intercálase en el inciso segundo, a continuación de la coma que sigue a la expresión “trámite”, la oración “o la solicitud no cumple con los requisitos de distancia con concesiones otorgadas o con tres solicitudes previas en trámite en el sector.


7) Intercálase en el artículo 79 entre la palabra “artículos” y el guarismo “87”, el número “86” seguido de una coma (,).


8) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 80:


“En el plazo de un mes, contado desde la entrega material, la Autoridad Marítima deberá informar esta circunstancia a la Subsecretaría de Marina, la que deberá inscribir la concesión en el Registro de Concesiones de Acuicultura.”.


9) En el artículo 80 bis: 


a) Elimínase en la letra a) del inciso primero la oración “Para transferir las concesiones y autorizaciones se requerirá la autorización previa otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda. Al mismo trámite quedará sometido el arriendo de las concesiones.”. 


b) Sustitúyese el inciso 2º por el siguiente:


Para ejercer los derechos señalados en las letras a) y b) precedentes, el titular deberá acreditar haber operado dicha concesión o autorización durante un año dando cumplimiento a los niveles mínimos de operación fijados en el reglamento o acreditar tener la calidad de acuicultor habitual. Respecto del ejercicio de los derechos señalados en la letra a), se exceptúa de esta exigencia a los titulares de las concesiones de acuicultura integrantes de una agrupación de concesiones. Asimismo, no será exigible dicho requisito para la constitución de hipoteca sobre la concesión o autorización. Para ejercer el derecho establecido en la letra c) el titular deberá acreditar la calidad de acuicultor habitual.


10)  En el artículo 80 ter:


a) Elimínase, en el inciso primero, la oración “previa autorización otorgada por la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda,”.


b) Agrégase el siguiente inciso final: 


Sin perjuicio de lo anterior, podrá cambiarse el régimen a que se encuentra sometida la concesión o autorización de acuicultura, efectuando la consignación a que se refiere el artículo 77.


11) Sustitúyese el artículo 81 por el siguiente:


Artículo 81.- Las transferencias, arriendos y todo acto que implique la cesión de derechos de las concesiones o autorizaciones de acuicultura, cualquiera sea el régimen a que se encuentren sometidas, se inscribirán en el Registro de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura que llevará la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, con el solo mérito de la solicitud que contenga el certificado de operación emitido por el Servicio que dé cuenta que no se ha incurrido en la causal de caducidad del artículo 142, letra e); de la escritura pública o del instrumento en que conste del acto respectivo, en su caso, y del certificado de vigencia de las partes contratantes, si correspondiere, debiendo acreditar encontrarse al día en el pago de la patente de acuicultura. 


Sólo se inscribirán las transferencias que den cumplimiento al régimen a que se encuentra sometida la concesión señalado en los artículos 80 bis u 80 ter. En el evento que no se cumpla con dichos requisitos, se devolverán los antecedentes al peticionario.


Transcurrido el plazo de dos meses desde la fecha del ingreso de la solicitud de inscripción, sin que ésta se haya efectuado, se entenderá ella aceptada.


Los actos de transferencia, arriendo y cualquier otro que implique la cesión de derechos sobre las concesiones y autorizaciones de acuicultura no serán oponibles a terceros, mientras no sean inscritos de conformidad con los incisos anteriores. Al acreedor hipotecario no le serán oponibles dichos actos, salvo los contratos de arrendamiento que hayan sido inscritos en el Registro de Concesiones o Autorizaciones de Acuicultura con fecha anterior a la de inscripción de la hipoteca en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces que corresponda.



El adquirente, arrendatario o mero tenedor deberá dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 71, de los que deberá dejarse constancia en la escritura pública o el instrumento que corresponda.


Sin perjuicio de lo anterior, los interesados podrán requerir a la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, la inscripción de los demás actos o contratos que tengan por objeto la concesión o autorización de acuicultura.


Dentro del plazo de cinco días desde que se realicen las inscripciones, la Subsecretaría de Marina o de Pesca, según corresponda, deberá comunicarlas al Servicio.

12) Agrégase el siguiente artículo 81 bis:


Artículo 81 bis.- Sin perjuicio de otros negocios jurídicos, podrá constituirse hipoteca sobre la concesión o autorización de acuicultura, la que deberá otorgarse por escritura pública e inscribirse en el Registro de Hipotecas y Gravámenes del Conservador de Bienes Raíces que tenga competencia en la comuna en la que se encuentre ubicada la concesión o autorización. La hipoteca se someterá a las disposiciones contenidas en el Título XXXVIII del Libro IV del Código Civil, denominado “De la Hipoteca”, en lo que no se opongan a las disposiciones de esta ley. 



No se aplicarán las causales de caducidad de las concesiones y autorizaciones de acuicultura sobre las cuales se haya trabado embargo o dictado una medida prejudicial o precautoria fundada en la hipoteca, entre la fecha de la resolución que los decrete y la fecha de inscripción de la concesión o autorización del nuevo titular que se la haya adjudicado en venta forzada. La misma  norma se aplicará en los casos de declaración de quiebra o presentación de convenio preventivo del titular de la concesión o autorización de acuicultura hipotecada o del deudor del crédito garantizado con la hipoteca de la misma.



El beneficio de que trata el inciso anterior no podrá exceder de tres años. La aplicación de causales de caducidad comenzará nuevamente a regir desde la fecha del vencimiento de este último plazo o a partir de la fecha de la enajenación de la concesión o autorización, según cual sea el evento primero en ocurrir.



En caso que se hubiese convenido que la concesión o autorización hipotecada no puede gravarse o enajenarse, deberá  inscribirse en el Registro de Interdicciones y Prohibiciones de Enajenar del Conservador de Bienes Raíces respectivo, y su infracción dará derecho al acreedor para exigir su inmediata realización, considerándose la obligación caucionada como de  plazo vencido.



Si vencido el plazo de no aplicación de las causales de caducidad, se encontrare pendiente la realización de la hipoteca, el acreedor hipotecario podrá pedir su inmediata realización, aunque se hubieren opuesto excepciones.



El juez deberá decretar la inmediata realización de la hipoteca, solicitando al acreedor hipotecario que caucione previamente las resultas del juicio. 



Sin perjuicio de lo anterior, el juez no podrá decretarla si el deudor hubiere fundado su oposición en alguna de las siguientes excepciones:



1) Pago de la deuda.



2) Prescripción.



3) No empecer el título al ejecutado. En este caso, no podrá discutirse la existencia de la obligación hipotecaria, y para que sea admitida a tramitación deberá fundarse en algún antecedente escrito y aparecer revestida de fundamento plausible. Si no concurrieren estos requisitos, el tribunal la desechará de plano. 



En estos casos, la oposición se tramitará como incidente. La apelación de las resoluciones que se dicten en contra del demandado se concederá en el solo efecto devolutivo. El tribunal de alzada podrá decretar, a petición de parte, la suspensión del cumplimiento de la sentencia del de primera instancia mientras se encuentre pendiente la apelación, si existieren razones fundadas para ello, lo que resolverá en cuenta.



Desechada la oposición formulada, se procederá al remate de la concesión o autorización hipotecada.



El cumplimiento de las obligaciones establecidas en la ley y sus reglamentos seguirán siendo de cargo del titular o del ejecutante, según corresponda, mientras no se adjudique la concesión o autorización a un tercero.



La no aplicación de las causales de caducidad antes señaladas no regirá en los casos en que el ejecutante o el adquirente, en venta forzada, sea la misma persona natural o jurídica titular de la concesión o autorización de acuicultura o personas vinculadas a ella. Se entenderá por personas vinculadas, las personas naturales que tengan la calidad de cónyuge, hijo, adoptado o pariente hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo grado de afinidad inclusive o quienes sean directores, gerentes, administradores, ejecutivos principales o liquidadores de la sociedad, así como toda entidad controlada, directa o indirectamente, por cualquiera de ellos; sus socios, si se trata de una sociedad de personas, sea que participen directamente o a través de otra persona vinculada, sea ésta natural o jurídica; las sociedades de personas que tengan uno o más socios en común, directamente o en la forma señalada precedentemente; las entidades del grupo empresarial al que pertenece la sociedad; las personas jurídicas que tengan, respecto de la sociedad, la calidad de matriz, coligante, filial o coligada a que se refiere el Título VIII de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, y toda persona que, por sí sola o con otras con que tenga acuerdo de actuación conjunta, pueda designar al menos un miembro de la administración de la sociedad o controle un 10% o más del capital o del derecho a voto.



Se entenderá como concesión o autorización de acuicultura nueva para los efectos del artículo 142, aquélla que sea inscrita como resultado de una venta forzada o efectuada de conformidad al Libro IV del Código de Comercio, denominado “De las Quiebras”, con la excepción de lo señalado en el inciso anterior.



En cualquier caso, el adquirente deberá cumplir con los requisitos establecidos en el artículo 71 de esta ley. El procedimiento de ejecución no habilitará la adquisición de la concesión por parte de una persona jurídica que no tenga dentro de su objeto social la actividad de acuicultura, salvo en el caso que se trate de un banco y para el solo efecto de enajenar la concesión, de conformidad con el artículo 84, N° 5, letra b), del decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1997, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Bancos.”.



13) Agrégase el siguiente artículo 81 ter:



“Artículo 81 ter.- La inscripción de la hipoteca contendrá:



a) El nombre, apellido y domicilio del acreedor y su profesión, si tuviere alguna; y las mismas designaciones respecto del deudor y de los apoderados o representantes legales del uno o del otro, que requieran la inscripción. 



Las personas jurídicas serán denominadas por su nombre legal y por el lugar de su establecimiento; y se extenderá a sus personeros lo que se dice de los apoderados o representantes legales en el inciso anterior;



b) La fecha y naturaleza del contrato a que accede la hipoteca, y el archivo en que se encuentra.



Si la hipoteca se ha constituido por acto separado, se expresará también la fecha de este acto, y el archivo en que se encuentra;



c) La ubicación del centro de cultivo, indicando sector, comuna, provincia y región;



d) La superficie del centro de cultivo y coordenadas geográficas que lo delimitan y las especies o grupo de especies objeto del cultivo;



e) El número de la resolución que otorgó la concesión o autorización, fecha y autoridad de la que emana y fecha de su publicación en el Diario Oficial;



f) La suma determinada a que se extiende la hipoteca en el caso de haberse limitado a determinada cantidad, y



g) La fecha de la inscripción y la firma del Conservador.



14) Intercálase en el inciso primero del artículo 84, a continuación del punto seguido que pasa ser coma, la siguiente oración “salvo en el caso de concesiones o autorizaciones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces exóticos, las que pagarán 10 UTM por hectárea.



15) Introdúcense los siguientes incisos segundo y tercero en el artículo 86, pasando el actual inciso segundo a ser inciso final:



Dichas medidas podrán incluir la eliminación de las especies hidrobiológicas en cultivo, el establecimiento de condiciones sanitarias para las actividades de acuicultura, así como para el transporte lavado, procesamiento, desinfección y demás actividades relacionadas con el cultivo de especies hidrobiológicas. El reglamento establecerá las condiciones y el procedimiento para el establecimiento de las agrupaciones de concesiones.


Los procedimientos específicos y las metodologías de aplicación de las medidas antes señaladas serán establecidos mediante programas generales y específicos dictados por resolución del Servicio.



16) Incorpórase el siguiente artículo 86 bis:



Artículo 86 bis.- La Subsecretaría deberá establecer, por resolución, densidades de cultivo por especie o grupo de especies para las agrupaciones de concesiones que se hubieren fijado, de conformidad con el siguiente procedimiento.



La Subsecretaría formulará una propuesta preliminar de densidad de cultivo mediante informe técnico, económico y ambiental que será remitido en consulta al Servicio y al Instituto de Fomento Pesquero. Emitido el pronunciamiento de ambas instituciones y analizadas e incorporadas, en lo que corresponda, las observaciones formuladas, se remitirá en consulta la propuesta a los titulares de las concesiones de acuicultura que se encuentren dentro de cada una de las agrupaciones de concesiones. Dichos titulares tendrán el plazo de un mes para remitir sus observaciones aportando los antecedentes que las funden.



Vencido el plazo antes señalado, la Subsecretaría fijará, por resolución fundada que se publicará en el Diario Oficial, la densidad de cultivo para cada una de las agrupaciones de concesiones.



Dentro del plazo de 10 días, contado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, se podrá reclamar la densidad fijada ante el ministro, acompañando los antecedentes en que se funde el reclamo. El ministro se pronunciará en el plazo de 10 días hábiles. 



Al término de la etapa de engorda del ciclo productivo, será revisada la densidad de cultivo, a petición de  cualquiera de los titulares de las concesiones de acuicultura integrantes de la agrupación de concesiones respectiva, atendiendo a los antecedentes que den cuenta de su condición sanitaria.


Se considerará densidad de cultivo la biomasa de peces existente por área utilizada con estructuras de cultivo, al término de la etapa de engorda del ciclo productivo. Para dar cumplimiento a las exigencias de densidad de cultivo en el caso de los peces, se establecerá el número de ejemplares máximo a ingresar a las estructuras de cultivo al inicio de la etapa de engorda del ciclo productivo. El reglamento, previo informe técnico de la Subsecretaría, establecerá la fórmula de cálculo. En los demás casos se estará a lo dispuesto en el reglamento.

17) Incorpórase el siguiente artículo 86 ter:


Artículo 86 ter. En los casos en que el Servicio haya determinado una condición sanitaria diversa entre zonas o agrupaciones de concesiones, no se autorizará el tránsito de embarcaciones que presten servicios a los centros de cultivo desde zonas o agrupaciones de concesiones que presenten una condición sanitaria de mayor riesgo a otra de menor riesgo, salvo que estas embarcaciones sean desinfectadas en estaciones de desinfección autorizadas por el Servicio. Estas estaciones deberán cumplir los protocolos de desinfección establecidos en el reglamento. 


Las estaciones de desinfección se ubicarán en los sectores que determine el Servicio atendiendo a condiciones de bioseguridad y la obtención de las concesiones marítimas o permisos que se requieran para estos efectos se someterán a las disposiciones del D.F.L. Nº 340 de 1960 sobre concesiones marítimas o la normativa que la reemplace.


Para los efectos de la fiscalización de la prohibición de tránsito o del sometimiento a protocolos de desinfección de conformidad con este artículo, se exigirá a las embarcaciones antes señaladas el uso del sistema de posicionamiento automático a que se refiere el artículo 122 letra m).


El armador cuya embarcación no de cumplimiento a las disposiciones de este artículo será sancionado con la prohibición de zarpe de la nave por el plazo de tres meses. Estas infracciones no se someterán al procedimiento establecido en el párrafo 2° del Título IX. Las sanciones serán impuestas por resolución de la Subsecretaría, previo informe del Servicio y audiencia del interesado. Podrá reclamarse de la resolución que impone la sanción ante el Ministerio en el plazo de 10 días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, el que deberá resolver en el plazo de 15 días hábiles. Resuelto el recurso de reclamación o vencido el plazo para interponerlo, la Subsecretaría comunicará a la Autoridad Marítima la resolución que impone la sanción para que haga efectiva la prohibición de zarpe a partir de la fecha de dicha comunicación.


En caso de reiteración de la infracción por una misma nave, el plazo de duración de la prohibición de zarpe se duplicará.


La prohibición de zarpe que dispone el presente artículo se entenderá sin perjuicio de la facultad de la Autoridad Marítima para autorizar el zarpe en casos de peligro de la vida humana en el mar, para la seguridad de la embarcación, o para reparaciones o mantención de la misma. 


Los titulares de las estaciones de desinfección autorizadas que no cumplan los protocolos establecidos, serán sancionadas con la suspensión de actividades por un período de tres meses. En caso de reiteración de la infracción en una misma estación de desinfección, el plazo de suspensión se duplicará. Estas infracciones se someterán al procedimiento previsto en este artículo.


18) Agrégase al inciso primero del artículo 87, la siguiente oración final:


“Asimismo, deberán contemplarse, entre otras, medidas para la prevención de escapes y desprendimiento de ejemplares en cultivo.



19) Introdúcese el siguiente artículo 87 ter:


“Artículo 87 ter.- Los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria, así como las certificaciones que se requieran por los reglamentos establecidos en los artículos 12, 86, 87, 87 bis y 90 bis deberán ser elaborados por las personas naturales o jurídicas inscritas en el registro a que se refiere el artículo 122, letra l).”


20) Intercálase el siguiente artículo 90 quater:


Artículo 90 quater. Sin perjuicio de las normas sobre acceso a la información pública, el Servicio deberá mantener en su sitio de dominio electrónico la información actualizada sobre las siguientes materias:


a) Solicitudes de concesión de acuicultura ingresadas a trámite señalando su número de ingreso, ubicación, superficie y grupo de especies hidrobiológicas incorporadas en el proyecto técnico;


b) Informes sobre situación sanitaria y uso de antimicrobianos de las agrupaciones de concesiones e informes sobre el programa nacional de vigilancia de enfermedades de alto riesgo, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86;


c) Resultados de los informes ambientales de los centros de cultivo; 


d) Zonificación sanitaria que se realice de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86, indicando las zonas libres, infectadas y de vigilancia;


e) Centros de cultivo con suspensión de operaciones por incumplimiento de las condiciones ambientales dispuestas en el reglamento; y


f) La identificación de las embarcaciones sancionadas de conformidad con el artículo 86 ter.”


21) Incorpórase en el inciso primero del artículo 118, a continuación de la expresión “en ellos”, la frase “o en los programas sanitarios dictados por resolución del Servicio de conformidad con dichos reglamentos.

“Artículo 118 ter.- Serán sancionados los titulares de las concesiones y autorizaciones de acuicultura que incurran en las siguientes infracciones:

a) En el caso de los cultivos de peces, sembrar ejemplares en el centro de cultivo sin contar con la información ambiental evaluada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento o, en el caso de los demás cultivos, no suspender el ingreso de ejemplares al centro de cultivo desde la fecha de comunicación de la evaluación negativa de la información ambiental efectuada por el Servicio, dentro del plazo establecido en el reglamento. 

b) No dar cumplimiento a las condiciones de densidad o descanso en los centros de cultivo o la coordinación de las mismas en las agrupaciones de concesiones, dispuestas de conformidad con la ley y sus reglamentos.

En los casos antes señalados, el titular del centro de cultivo en que se hubiere cometido la infracción será sancionado con multa entre 2.000 y 3.000 UTM.

Si en el plazo de cuatro años contados desde la primera infracción, se configura una segunda infracción de las antes señaladas en el mismo centro, se sancionará al titular de la concesión con la suspensión de operaciones del centro respectivo por el plazo de tres años. Se caducará la concesión o autorización respectiva, al titular de la misma que no dé cumplimiento a la suspensión de operaciones antes indicada.
La suspensión se hará efectiva a partir de la fecha de notificación de la resolución de la Subsecretaría que la impone. No obstante, en los casos en que existan ejemplares en cultivo a dicha fecha, la suspensión será aplicada a partir de la cosecha de éstos, quedando prohibido el nuevo ingreso de ejemplares.

El plazo de suspensión de operaciones dispuesto en virtud de este artículo no se computará para los efectos de tipificar la causal de caducidad prevista en el artículo 142, letra e), de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

Se declarará la caducidad de la concesión de acuicultura, si se configura una tercera infracción de las señaladas precedentemente, en el plazo de tres años contados desde el cumplimiento de la segunda infracción respecto de este centro de cultivo.

En el evento de escape o pérdida masiva de recursos en sistemas de cultivo intensivo o el desprendimiento o pérdida de recursos exóticos en cultivos extensivos y constatado el incumplimiento de la adopción de medidas de seguridad de los módulos de cultivo y fondeo o la mantención de las mismas en los casos que corresponda conforme al reglamento, el titular del centro de cultivo será sancionado con multa de 500 a 3.000 unidades tributarias anuales.

Las infracciones de este artículo no se someterán al procedimiento establecido en el párrafo 2° del Título IX. Tales sanciones serán impuestas por resolución de la Subsecretaría, previo informe del Servicio y audiencia del interesado. Podrá reclamarse de la resolución que impone la sanción ante el Ministro en el plazo de 10 días hábiles, contados desde la notificación de la resolución, el que deberá resolver en el plazo de 15 días hábiles.”.

“a) Inspeccionar y registrar inmuebles, establecimientos, centros de cultivo, viveros, centros de matanza, recintos, naves, aeronaves, trenes, vehículos, contenedores, cajas, embalajes o envases o elementos que hayan servido para cometer las infracciones, tales como artes y aparejos de pesca donde se produzcan, cultiven, elaboren, procesen, almacenen, distribuyan y comercialicen especies hidrobiológicas y sus productos derivados. 

En el evento de oposición al registro o inspección, los funcionarios del Servicio podrán solicitar el auxilio de la fuerza pública, la que contará con la facultad de descerrajar, si fuere necesario, para ingresar a lugares cerrados que no constituyan morada.”.

b) Intercálase en la letra b), entre las expresiones “calidad sanitaria” y “de los productos”, la frase, seguida de una coma, “de los materiales de importación usados destinados a las actividades de pesca o acuicultura. 

j) Registrar plantas de elaboración de productos alimenticios destinados a las especies hidrobiológicas y requerir, bajo declaración jurada, informes de producción, declaraciones de stock de productos elaborados y destino de los mismos.

k) Llevar un registro de las personas naturales o jurídicas acreditadas para elaborar los instrumentos de evaluación ambiental y sanitaria así como las certificaciones de que trata esta ley o los reglamentos dictados conforme a ella. El reglamento establecerá los requisitos técnicos y financieros que deban cumplir, con el fin de velar por la calidad, confiabilidad e idoneidad de sus funciones, las normas relativas al cumplimiento de éstas y las garantías que deberán rendir para su correspondiente inscripción. Los inscritos en el registro tendrán la obligación de remitir al Servicio copia fidedigna de los instrumentos elaborados dentro del plazo de cinco días, contado desde su emisión.

El Servicio eliminará del registro, por el plazo de cinco años, a quienes pierdan uno o más requisitos establecidos en el reglamento para la inscripción. Asimismo, se eliminará del registro por el mismo término a quienes remitan al Servicio los instrumentos fuera de plazo por dos veces en un año, los elaboren  sin someterse a los procedimientos y metodologías establecidas al efecto por la normativa vigente o entreguen información falsa en ellos.

La eliminación del registro afectará a la persona jurídica y a sus socios personalmente considerados, quienes no podrán inscribirse por el mismo plazo de la eliminación, ya sea directamente o a través de otra persona jurídica de la que formen parte.

La inscripción en el registro tendrá una vigencia de tres años y podrá ser renovada a petición de los interesados.

l) Exigir el uso de un sistema de posicionamiento automático a las embarcaciones que prestan servicios de cualquier naturaleza a los centros de cultivo integrantes de agrupaciones de concesiones, de conformidad con las disposiciones del Título V de esta ley.”.

m) Elaborar, por cuenta y costo de los titulares de centros de cultivo a cualquier título, la información ambiental que acredite que el centro está operando de conformidad con el artículo 87 de esta ley. El Servicio podrá encomendar esta labor, previa licitación, a personas naturales o jurídicas, inscritas en el registro.

Las tasas que deban pagar los titulares de centros de cultivo por la elaboración de la información ambiental serán fijadas por decreto del Ministerio.

Los resultados de los muestreos efectuados conforme a este literal, constituirán plena prueba, salvo que se constate la acreditación de un hecho falso o inexistente el que será sancionado de conformidad con los artículos 194 y 196 del Código Penal. Asimismo, quienes hubieren tenido participación en calidad de autor, cómplice o encubridor quedarán inhabilitados por el plazo de 5 años a participar de cualquier forma en la elaboración de información ambiental de que trata este literal.”.

“24) Modifícase el artículo 125 en el siguiente sentido:

a) Suprímese en el inciso tercero del número 1, la oración final “La denuncia se tendrá por demanda para todos los efectos legales.”.

b) Agrégase el siguiente número 18 nuevo a dicho artículo:

"18) En lo no previsto en este artículo, se aplicarán supletoriamente las normas contenidas en los Libros I y II del Código de Procedimiento Civil, salvo el abandono del procedimiento, el desistimiento de la demanda y lo que resulte contrario a la naturaleza contravencional de este procedimiento.".
“25) incorpórase el siguiente artículo 132 bis nuevo:
Artículo 132 bis. Las acciones para perseguir las infracciones a que se refiere este Título prescribirán en el plazo de tres años contados desde la fecha en que se cometió la infracción.
Las sanciones que se impongan, prescribirán en el plazo de tres años, contados desde que quede ejecutoriada la sentencia condenatoria.
26) En el artículo 142:

a) Incorpórase al inciso primero de la letra e), la siguiente oración final:

Los plazos antes señalados se suspenderán en los casos en que la autoridad hubiese dispuesto descanso obligatorio, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86. 

b) Reemplázase en el inciso tercero de la letra e), la oración “por una sola vez una ampliación de plazo, de hasta un año” por “una ampliación de plazo por el tiempo de duración del evento que configure la fuerza mayor o el caso fortuito”.

c) Agrégase a continuación del punto aparte (.) del inciso tercero de la letra e), que pasa a ser punto seguido (.) lo siguiente: “Se considerará como evento de fuerza mayor, entre otros, la paralización de actividades que se justifique por la situación sanitaria de la zona aledaña a la concesión o autorización de que se trate.”.

d) Agrégase el siguiente inciso final a la letra e):

El acreedor hipotecario podrá solicitar al Servicio el certificado que dé cuenta de la operación del centro de cultivo de conformidad con el reglamento.

e) En el inciso primero agréganse las siguientes letras i), j) k) y l).

“i) Haber infringido la suspensión de operaciones dispuesta de conformidad con el artículo 118 ter.

j) Incurrir en una tercera infracción de conformidad con lo dispuesto en el artículo 118 ter.

k) Haber sido sancionado tres veces por sentencia ejecutoriada, en un plazo de tres años por prácticas antisindicales o por la afectación de los derechos fundamentales del trabajador a que se refiere el artículo 485 del Código del Trabajo. En ambos casos, las infracciones deberán referirse a trabajadores que presten o hayan prestado sus servicios en el centro de cultivo a la época de ocurrencia de la infracción. 

l) En el caso de los centros de cultivo que en virtud de esta ley se mantengan en operación en lagos, incurrir por tres veces en condición anaeróbica, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 87.”.

f) Agrégase el siguiente inciso final:

“El tribunal que haya conocido de una infracción a esta ley y cuya reiteración pueda dar lugar a la configuración de causales de caducidad de conformidad con este artículo, deberá comunicar la sentencia que impone la sanción al acreedor hipotecario inscrito en el Registro de Concesiones de acuicultura que lleva la Subsecretaría de Marina, en el plazo de un mes contado desde la fecha de la resolución respectiva. Dentro del mismo plazo, la Subsecretaría deberá comunicar al acreedor hipotecario las sanciones impuestas de conformidad con el artículo 118 ter.”.

Artículo 2°.- Desde la fecha de publicación de la presente ley, suspéndese en las regiones X y XI el ingreso de solicitudes y el otorgamiento de nuevas concesiones de acuicultura cuyo proyecto técnico considere peces, salvo las solicitudes que, a dicha fecha, cuenten con proyecto técnico aprobado por la Subsecretaría de Pesca y aquéllas a cuyos titulares se les hubiera enviado carta para los efectos establecidos en el artículo 14 del decreto supremo N° 290, de 1993, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción. 

En las regiones antes señaladas, sólo se tramitarán las solicitudes de ampliación de área presentadas al 31 de enero de 2009 y los cambios de proyectos técnicos. Además, se permitirá la relocalización de las concesiones de conformidad con el artículo 5° de esta ley.

“La Subsecretaría de Pesca deberá determinar, previo informe de la Autoridad Marítima, los sectores que encontrándose dentro de áreas apropiadas para la acuicultura en las regiones X y XI, sean canalizos de acceso a caletas de pesca artesanal, atracaderos y áreas de seguridad de embarcaciones menores. Una vez delimitados dichos sectores deberá desafectarse las áreas apropiadas para la acuicultura en ellos, con el sólo mérito de lo informado de la Autoridad Marítima.”. 

Vencido el plazo de dos años, contado desde la fecha de publicación de esta ley, se reiniciará en la XI Región el ingreso de solicitudes de nuevas concesiones y el otorgamiento de las mismas.

Artículo 3°.-  Se considerarán agrupaciones de concesiones en las regiones X y XI, aquéllas en que el Servicio Nacional de Pesca haya establecido medidas coordinadas a la fecha de publicación de esta ley, de conformidad con el reglamento a que se refiere el artículo 86 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

La modificación o eliminación de estas agrupaciones se someterá al procedimiento previsto en los  artículos 2°, N° 52, y 86 de la referida ley.

Intercálase el siguiente inciso tercero:

“En el plazo de dos meses contados desde la fecha de publicación de esta ley, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia centros de cultivo de las agrupaciones de concesiones establecidas a esa fecha.”.

Artículo 4°. Suspéndese el ingreso de solicitudes de nuevas concesiones y el otorgamiento de concesiones en la XII Región mientras no se modifiquen las áreas apropiadas para la acuicultura, estableciéndolas por grupos de especies hidrobiológicas, de conformidad con los incisos siguientes. 

En el plazo máximo de doce meses, contado desde la fecha de publicación de la presente ley, el Gobierno Regional de la XII Región deberá remitir a la Subsecretaría de Pesca las propuestas de áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en las comunas de Timaukel, Porvenir, Punta Arenas, Cabo de Hornos, Río Verde y Natales. 

Dichas propuestas podrán ser entregadas por comunas o grupo de comunas conforme el avance del proceso de zonificación del borde costero.

Recibida la propuesta por comuna o grupo de comunas, la Subsecretaría de Pesca emitirá una resolución que se publicará de conformidad con lo dispuesto en el artículo 67 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, contándose con un plazo de 15 días hábiles para formular opiniones y 15 días hábiles para responderlas y emitir el informe técnico respecto de las áreas propuestas para la comuna de que se trate. Dicho informe se remitirá al Ministerio de Defensa Nacional, Subsecretaría de Marina, para que en el plazo de 10 días hábiles emita el decreto respectivo para la comuna correspondiente. 

Una vez emitido el decreto de establecimiento de las áreas apropiadas para la acuicultura, la Subsecretaría fijará los sectores en que deberán declararse agrupaciones de concesiones  para la comuna o grupo de comunas conforme a las cuales se reanudará el ingreso de solicitudes y el otorgamiento de concesiones de acuicultura.

“En el plazo de dos meses contados desde la fecha de establecimiento de agrupaciones de concesiones a que se refiere el inciso anterior, el Servicio dictará por resolución los programas que contengan las condiciones sanitarias a que se someterá el transporte desde y hacia centros de cultivo de dichas agrupaciones.”.

Vencido el plazo máximo señalado para que el Gobierno Regional proponga modificaciones a las áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura en los términos antes señalados, quedará sin efecto la suspensión del ingreso de nuevas solicitudes y el otorgamiento de concesiones.

Artículo 5°.- Los centros de cultivo de peces en las regiones de Los Lagos y de Aysén podrán relocalizarse, en la misma región, dentro de un agrupación de concesiones fijada por la Subsecretaría o el Servicio, según corresponda, o cambiarse a otra, cumpliendo con los siguientes requisitos:

a) Mantener el grupo de especies hidrobiológicas y área de la concesión autorizada;

b) Presentar una renuncia a la concesión de que es titular. En caso de no otorgarse la concesión de reemplazo la renuncia quedará sin efecto.

c) La solicitud de concesión de reemplazo deberá ubicarse dentro de áreas apropiadas para el ejercicio de la acuicultura y dar cumplimiento a los requisitos establecidos en el artículo 79 de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

La concesión de reemplazo quedará sometida al mismo régimen que la concesión original. Por el solo ministerio de la ley, la hipoteca que grave una concesión se extenderá a aquélla que la reemplace de conformidad a lo previsto en el presente artículo, conservando la fecha de constitución de la hipoteca sobre la concesión original.

d) Agregar los siguientes incisos cuarto, quinto y final:

El titular de dos o más concesiones podrá fusionarlas, sometiéndose a las condiciones antes señaladas. Asimismo, podrá dividir una concesión para fusionar una o más de sus fracciones a otras concesiones de su misma titularidad. En ambos casos, se requerirá la autorización del acreedor hipotecario, si corresponde. 

Para efectuar la relocalización y las fusiones, el reglamento podrá fijar una distancia inferior a la establecida en virtud del artículo 87 de la Ley General de Pesca y Acuicultura, entre los centros de cultivo integrantes de agrupaciones de concesiones.

En los casos en que exista sobreposición entre solicitudes de relocalización y exista una zonificación del borde costero aprobada por decreto supremo, se dará preferencia a aquella solicitud que implique la renuncia a una concesión de acuicultura ubicada en un sector definido de uso incompatible con la acuicultura y la relocalización en un sector definido de uso compatible con dicha actividad. En los demás casos, se estará al procedimiento general.

Artículo 6°.- Para los efectos de los artículos 2°, 3°, 4° y 5° de esta ley se entenderá por agrupaciones de concesiones aquéllas definidas de conformidad con el número 52), del artículo 2°, de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

Artículo 7º. Créase, en el Servicio Nacional de Pesca, la Subdirección Nacional de Acuicultura, a cargo de un Subdirector, cuya función será planificar y coordinar, a nivel nacional, regional y local, la fiscalización y otras funciones en materia de acuicultura en el ámbito del Servicio. A tales efectos, se deberá establecer por decreto con fuerza de ley la reestructuración orgánica de los departamentos del Servicio y sus funciones a nivel nacional, regional y local.

Artículo 8º. Modifícase el artículo 27 del D.F.L. Nº 5 de 1983 fija texto refundido, coordinado y sistematizado del Decreto con Fuerza de Ley 34, de 1931, que legisla sobre la industria pesquera y sus derivados en el sentido de agregar en el artículo 27 letra b) la frase “y Subdirector Nacional de Acuicultura”.

Artículo 9º. Créase, en la Planta de Directivos de la Subsecretaría de Pesca, fijada por el decreto con fuerza de ley Nº 5 de 1983, de la Subsecretaría de Pesca del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, y sus adecuaciones y modificaciones posteriores, un cargo de Director Zonal, grado 5º EUS, que para el sólo efecto del artículo 7 de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, se considerará equivalente a Jefe de División.

El cargo de Director Zonal que se crea será destinado al ejercicio de funciones en la XI región.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Artículo 1º.- El aumento del monto de la patente por concepto de concesiones o autorizaciones de acuicultura, cuyo proyecto técnico considere peces exóticos, que por esta ley se establece en el número 12 del artículo 1º, entrará en vigencia de acuerdo al siguiente calendario:

a) En el año 2010: 4 UTM por hectárea.

b) En el año 2011: 6 UTM por hectárea.

c) En el año 2012: 8 UTM por hectárea.

d) A partir del año 2013: 10 UTM por hectárea.

Durante los años 2010 a 2015, los titulares de concesiones o autorizaciones de acuicultura de peces exóticos que hayan utilizado, en el año calendario anterior, la franquicia tributaria para capacitación de sus trabajadores hasta por el 90% del total del 1%, a que se refiere el artículo 36 de la ley N° 19.518, tendrán derecho a un descuento en el cargo por concepto de pago de la patente única de acuicultura para el año respectivo, equivalente a un 33% de la diferencia resultante entre el valor de la patente que se deba pagar, de conformidad con el inciso anterior, y el valor de la patente vigente al  1 de enero del año 2009, multiplicada por el número de hectáreas por el cual el titular del centro de cultivo pagó la patente el año calendario anterior. En el caso que el descuento sea superior al cargo que corresponda pagar por concepto de patente el año respectivo, el saldo expresado en UTM se imputará al pago de la patente del año o años siguientes, según corresponda.

Artículo 2°.- Prohíbese el otorgamiento de nuevas autorizaciones para la operación de viveros de peces o centros de acopio de los mismos  y la renovación de las concesiones marítimas de playa, de porción de agua o fondo de mar otorgadas a la fecha de publicación de esta ley para la operación de aquéllos.

Artículo 3°. El plazo de paralización de actividades en que hubieren incurrido las concesiones de acuicultura, en el lapso comprendido entre el 1 de julio de 2007 y el 31 de diciembre de 2011, no se contabilizará para efectos de la configuración de la causal de caducidad prevista en el artículo 142, letra e), de la Ley General de Pesca y Acuicultura.

“Artículo 4° Los efectos laborales que se produzcan por aplicación  de la presente ley se regularán mediante la normativa que se dicte al efecto.”.
Artículo 5°.- Mientras no se dicte el reglamento que establecerá la definición de caladero de pesca, su determinación para efectos del establecimiento de áreas apropiadas para la acuicultura se realizará considerando la información técnica disponible acerca de los sectores en que dichas áreas de pesca extractiva habituales se ubican, la que será complementada con aquélla proveniente del sector pesquero.".

“Artículo 6°. Mientras no se establezca la distancia entre centros de cultivo integrantes de una agrupación de concesiones en el reglamento a que se refiere el artículo 5°, la distancia mínima exigible será de una milla náutica.

Artículo 7°. El Presidente de la República deberá fijar el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Pesca y Acuicultura, eliminando de ella las referencias a las autorizaciones de acuicultura, salvo en las disposiciones transitorias de conformidad con lo señalado en el inciso anterior.

Artículo 8°. La elaboración de la información ambiental a que se refiere el artículo 122 letra n) por parte del Servicio o de personas naturales o jurídicas a quienes éste lo encomiende, comenzará a regir un año contado desde la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 9°. En el plazo de cuatro meses desde la fecha de publicación de la presente ley la Subsecretaría dictará la resolución conforme a la cual se fije la metodología para la determinación del banco natural de recursos hidrobiológicos conforme a la cual establece la existencia o ausencia de los mismos en los informes de solicitudes de concesión de acuicultura.”.

- - -


Acordado en sesiones  celebradas el presente año, correspondientes a los días 3 de junio de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Ávila, Arancibia, Escalona y Horvath (Presidente); 9 de junio de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Ávila, Arancibia, Bianchi, Escalona y Horvath (Presidente); 10 de junio de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Ávila, Arancibia, Bianchi, Escalona y Horvath (Presidente); 16 de junio de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Ávila, Arancibia, Bianchi, Escalona y Horvath (Presidente); 17 de junio de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Ávila, Arancibia, Bianchi, Escalona y Horvath (Presidente); 30 de junio de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores  Ávila, Arancibia, Bianchi, Escalona y Horvath (Presidente);   1º de julio de 209, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Ávila, Arancibia, Escalona y Horvath (Presidente), y los  días  6 y 7 de julio de 2009, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Ávila, Arancibia, Bianchi, Escalona y Horvath (Presidente). 


Sala de la Comisión, a 8 de Julio de 2009.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero, Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE FACULTA A LAS UNIVERSIDADES ESTATALES A ESTABLECER UN MECANISMO DE INCENTIVO AL RETIRO PARA SUS FUNCIONARIOS Y CONCEDE OTROS BENEFICIOS QUE INDICA

(6458-07)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. la señora Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”.





La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento de la Corporación.
A las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Juan Palo Letelier.

Asimismo, en calidad de invitados asistieron, el Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Enrique Paris; la Abogada de la Dirección de Presupuestos, señora Macarena Lobos; el Presidente del Consorcio de Universidades del Estado de Chile (CUECH), señor Juan Manuel Zolezzi; el Rector de la Universidad de Playa Ancha, señor Patricio Sanhueza; y Pablo Méndez, Asesor del CUECH. Concurrieron también, de la Federación de Asociaciones de Funcionarios de la Universidad de Chile (Fenafuch), el Presidente, señor Carlos Abarca; la Vicepresidenta, señora Yasmir Fariña; la Secretaria General, señora Cristina Tapia; y el Tesorero, señor Abraham Pizarro; de la Federación Nacional de Trabajadores de Universidades Estatales de Chile (Fenafuech), el Presidente, señor Genaro Arriagada; el Tesorero, señor Luis Peña; y el Director, señor Jorge Díaz; de la Agrupación Nacional de Trabajadores de Universidades Estatales (Antue), la Presidenta, señora Beatriz Garrido; la Vicepresidenta Primera, señora Mónica Álvarez; el Tesorero, señor Luis Rojas; y la Directora, señora Marta Salgado; de la Asociación Norte de Funcionarios de la Universidad Arturo Prat (Anfunap), el Presidente, señor Lorenzo Núñez; y la Tesorera, señora Marisol Quintero; de la Federación de Asociaciones de Académicos de las Universidades Estatales de Chile (Fauech), el Presidente, señor Leonardo Seguel; la Secretaria, señora Susana Gavilanes; la señora, Carmen Godoy; y los señores Antonio Orellana, Héctor Villouta e Iván Salas; de la Asociación de Funcionarios de la Universidad de Valparaíso (AFUV), el Presidente, señor René Astudillo; y la Directora, señora Paula Álvarez.
- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL
El artículo 3° del proyecto, de acuerdo con el Nº 7) del artículo 63 de la Constitución Política de la República, en relación con el inciso tercero del artículo 66 de esa carta fundamental, requiere para su aprobación de quórum calificado, por tratarse de una norma que autoriza la contratación de empréstitos cuyo vencimiento excede del término de duración del respectivo período presidencial.

- - -
OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY

Facultar a las universidades estatales para establecer ciertos mecanismos de incentivo al retiro para sus funcionarios con el objeto de renovar sus plantas de personal académico y no académico y conceder a dicho personal otros beneficios que indica. 
- - -
ANTECEDENTES

Para la cabal comprensión de esta iniciativa de ley, se ha tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

A.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

-  La ley N° 20.305, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones.

-  El decreto con fuerza de ley Nº 3, de 1980, del Ministerio de Educación, que dispone normas sobre remuneraciones en universidades chilenas.

- El artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

- El decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.

B.- ANTECEDENTES DE HECHO

El Mensaje expone que las universidades públicas requieren de un proceso de renovación y modernización permanente del conocimiento, que se expresa, antes que nada, en su personal, quienes dan forma y contenido a la función social que cumplen.

Señala que se faculta a las universidades estatales para establecer una bonificación por retiro voluntario orientada a estimular un adecuado nivel de renovación de los cuadros académicos de los planteles universitarios. Adicionalmente, en el ámbito no académico constituirá una importante herramienta para modernizar la gestión académica, directiva y administrativa.
Asimismo, la referida bonificación consiste en una compensación equivalente a un mes de remuneraciones por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, servidos de manera continua o discontinua en la misma universidad, ya sea en planta o contrata, con un máximo de once meses.
Agrega que podrán acceder a ella los funcionarios que desempeñándose en planta o a contrata hayan prestado servicio en dichos planteles por un período no inferior a cinco años continuos o discontinuos y que entre la fecha de publicación de esta ley y hasta el 31 de diciembre del año 2011, ambas fechas inclusive, tengan o cumplan 65 o más años de edad si son hombres, y 60 o más años de edad, si son mujeres, y comuniquen al Rector del plantel su decisión de renunciar voluntariamente como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas que sirvan en virtud de sus nombramientos o contratos. Esta bonificación será de cargo de los propios planteles universitarios, a los que al efecto se les autoriza para endeudarse en las condiciones que establece el artículo 3° del proyecto.

Además, indica que con el objeto de proporcionar mejores condiciones de retiro a los funcionarios de las universidades estatales, el proyecto crea una bonificación adicional, focalizada en aquellos funcionarios afiliados al sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980. Esta bonificación será equivalente a la suma de 395 unidades de fomento para el personal no académico, ni profesional y de 935 unidades de fomento para el personal profesional, directivo y académico. Para estos efectos se tomará la unidad de fomento vigente a la fecha del pago del beneficio y será de cargo fiscal y se pagara conjuntamente con el beneficio a que se refiere el numeral anterior.
En relación con otro aspecto, manifiesta que con el fin de dotar a los planteles estatales de herramientas permanentes que le permitan una adecuada gestión de los recursos humanos, se les faculta para que, a contar del 1 de enero de 2012, puedan establecer, con cargo a sus recursos propios, un beneficio compensatorio equivalente a un mes de remuneraciones imponibles por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, con un máximo de once meses, respecto del personal no académico, profesional, directivo y académico, sea que sirvan sus cargos en calidad de planta o a contrata, siempre que presente su renuncia voluntaria como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas que sirvan en virtud de sus nombramientos o contratos dentro de los 180 días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad, en el caso de las hombres y 60 años de edad, si son mujeres.
Por otra parte, se faculta para conceder una bonificación destinada a compensar el diferencial de costo de vida que existe en ciertas regiones respecto de la Región Metropolitana, autorizando el otorgamiento de una bonificación a los funcionarios de las universidades estatales que presten servicios en los planteles Arturo Prat, Antofagasta, Tarapacá y Magallanes, que se desempeñen en la I, XV, II o XII regiones. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

El Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Paris, efectuó una presentación en formato power point del siguiente tenor:

GÉNESIS DEL PROYECTO
El proyecto de ley tiene su origen en el trabajo realizado entre los representantes del Ejecutivo (Ministerio de Educación y Ministerio de Hacienda) con el Consorcio de Universidades Estatales. En  paralelo, el Ministerio de Hacienda trabajó con los distintos gremios de dichos planteles universitarios, que dio origen a dos protocolos de acuerdo, uno suscrito con el Consorcio de Universidades Estatales y  otro con los gremios involucrados, orientados a dar nuevos pasos en la modernización de la política de recursos humanos de las Universidades Estatales.

En el Protocolo que acompaña la ley de Presupuestos del año 2009 (Punto 3.3, literal b) el Gobierno asumió el compromiso de materializar dichos acuerdos en un proyecto de ley que permitiera implementar un plan de retiro para el personal de las universidades estatales.

ANTECEDEDENTES DEL PROYECTO
El Ejecutivo ratifica su compromiso con un proyecto educativo de carácter público. 

Las Universidades Estatales requieren de un proceso de renovación y modernización permanente del conocimiento, que se expresa antes que nada en la posibilidad de  renovar a su personal.

Este proceso debe ser asumido tanto por las propias entidades en función de su autonomía y la dinámica propia que ellas tienen, como desde el propio Gobierno en lo que se refiere al diseño y aplicación de políticas públicas de fomento de la educación superior al servicio del conocimiento y consistente con la estrategia de desarrollo del país.
Las Universidades Estatales necesitan renovarse para asegurar la calidad, equidad y pertinencia de la educación superior.

Es indispensable que las Universidades Estatales estén en condiciones de enfrentar nuevos desafíos y requerimientos  derivados principalmente del cambio tecnológico, internalización, aumento de la información disponible y la dinámica social.

Se requiere aumentar significativamente la cantidad de docentes y académicos con post grados, y dar cabida en sus planteles a los nuevos académicos con estudios de post grado tanto en Chile como en el extranjero.
ÁMBITO DE APLICACIÓN DEL PROYECTO
El proyecto de ley que se somete a discusión se focaliza en las Universidades Estatales, en su calidad de servicios públicos integrantes de la Administración Descentralizada el Estado y regidos por el Título II de la ley N° 18.575, sobre Bases de la Administración General del Estado.  

Los referidos planteles tienen un ámbito de acción mucho más restrictivo que los planteles privados, debiendo someter su accionar a las exigencias del sector público y quedando sujeto al control de la Contraloría General de la República. 

En dicho contexto, es necesario dotar a las Universidades Estatales de herramientas que les permitan llevar adelante sus planes de desarrollo estratégico,  facultándolos para llevar a cabo la renovación de su personal, contratando empréstitos, etcétera.

OBJETIVOS DEL PROYECTO
El proyecto de ley otorga a las Universidades Estatales herramientas que le permitirán prestar un servicio educacional de excelencia de cara al mundo moderno.

Posibilita el cambio de la dinámica educativa del país mediante la renovación de los cuadros académicos y no académicos y la inclusión de modernas tecnologías de gestión y desarrollo.

Permite generar una mayor productividad científica y mejora de la competitividad.

Apoya la modernización de la gestión académica, directiva y administrativa.
CONTENIDO DEL PROYECTO
Faculta a las Universidades Estatales para conceder una bonificación por retiro voluntario.

Crea una bonificación adicional, con el objeto de proporcionar mejores condiciones de retiro a los funcionarios de las universidades estatales que indica.

Faculta para que, a contar del 1 de enero de 2012, las Universidades Estatales puedan establecer, con cargo a sus recursos propios, una bonificación por retiro voluntario de manera permanente. 

Faculta para conceder una bonificación especial destinada a compensar el diferencial de costo de vida que existe en las regiones I, II, XV, XII en comparación con la Región Metropolitana.
FACULTAD PARA OTORGAR BONIFICACIÓN POR RETIRO VOLUNTARIO
Se faculta a las Universidades Estatales a conceder una bonificación por retiro voluntario, equivalente a un mes de remuneraciones por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, servidos de manera continua o discontinua en la misma universidad ya sea en calidad de planta o contrata, con un máximo de once meses.

La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será el que resulte del promedio de las remuneraciones imponibles que le hubieren correspondido el 2008, actualizadas según el IPC.

La bonificación será de cargo de los propios planteles universitarios, los que estarán facultados para contratar empréstitos u otras obligaciones financieras para tal efecto.

Podrán acceder a esta bonificación los funcionarios de planta o a contrata que hayan prestado servicio en dichos planteles por un período no inferior a cinco años continuos o discontinuos; siempre

a. Que entre la fecha de publicación de la ley y hasta el 31 de diciembre del año 2011, tengan o cumplan 65 o más años de edad si son hombres, y 60 o más años de edad, si son mujeres; y

b. Que comuniquen al Rector del plantel su decisión de renunciar voluntariamente como funcionarios de la universidad estatal, respecto del total de horas que sirvan en virtud de sus nombramientos o contratos dentro de los 180 días siguientes al cumplimiento de la edad precitada. En el caso de los funcionarios que a la fecha de entrada en vigencia de la ley tuvieren cumplidos o cumplan dicha edad, el plazo de 180 días se computará desde la publicación de la ley.

Las edades exigidas para impetrar la bonificación podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500 de 1980, por iguales procedimientos, causales y tiempos computables (Desempeño de  Trabajos calificados como Pesados).

Asimismo podrán acceder a la bonificación los funcionarios de las Universidades Estatales que entre la entrada en vigencia de la ley y el 31 de diciembre de 2011 obtengan pensión de invalidez o cesen en su cargo por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo, siempre que en dicho período cumplan 60 años de edad, en el caso de las mujeres o 65 años de edad en el caso de los hombres. 

BONIFICACIÓN ADICIONAL
El proyecto contempla el otorgamiento de una bonificación adicional de cargo fiscal, que se pagará conjuntamente con el beneficio por retiro voluntario, destinado a proporcionar mejores condiciones de retiro para el personal de las Universidades Estatales.

Dicha bonificación se focaliza en aquellos funcionarios afiliados al sistema del decreto ley N° 3.500, de 1980, previéndose que más de 3.000 funcionarios accederán al beneficio. 

La bonificación adicional será equivalente a la suma de 395 Unidades de Fomento para el personal no académico, ni profesional y de 935 Unidades de Fomento para el personal profesional, directivo y académico. Dichos montos son para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales.

NORMAS COMUNES A AMBAS BONIFICACIONES
Los Rectores sólo podrán acceder a estos beneficios una vez que hayan cesado el período por el cual fueron elegidos y previo cumplimiento de los requisitos que en cada caso se establecen.

Ambas bonificaciones no serán imponibles ni constituirán rentas para ningún efecto legal.

Las bonificaciones serán incompatibles con toda otra indemnización que por cese de funciones les pudiere corresponder con la sola excepción del Bono Post Laboral y el desahucio, respecto de quienes resultare aplicable.

Prohibición de contratación respecto del personal que se acoge a los beneficios por un período de cinco años, salvo que reintegre el total del beneficio más el interés corriente.

FACULTAD PERMANENTE PARA CONCEDER BONIFICACIÓN POR RETIRO
Busca dotar a las Universidades Estatales de herramientas permanentes que le permitan una adecuada gestión de los recursos humanos. 

En dicho contexto, a contar del 1 de enero de 2012, podrán  establecer, con cargo a sus recursos propios, un beneficio compensatorio equivalente a un mes de remuneraciones imponibles por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, con un máximo de once meses.

Se aplica respecto del personal no académico, profesional, directivo y académico, sea que sirvan sus cargos en calidad de planta o a contrata y que presenten su renuncia voluntaria como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas que sirvan en virtud de sus nombramientos o contratos dentro de los 180 días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad, en el caso de los hombres y 60 años de edad, si son mujeres.

Adicionalmente, se faculta a las Universidades estatales para que puedan constituir fondos destinados a incrementar el beneficio compensatorio. 

Dichos fondos serán administrados por una entidad externa seleccionada mediante licitación pública.

El fondo tendrá carácter mixto y se conformará con un aporte de un 0,8% de la remuneración mensual imponible de cada funcionario, que será de cargo de la universidad estatal respectiva y un aporte del 0,65% de la remuneración mensual imponible de cada funcionario, que será de cargo del propio funcionario. 

El monto del incremento será equivalente a los aportes hechos por cada funcionario y su respectivo plantel más los intereses y reajustes proporcionales.
BONIFICACIÓN ESPECIAL REGIONES I, II, XV, XII
Por último, la iniciativa faculta a las universidades de Arturo Prat, Antofagasta, Tarapacá y Magallanes para otorgar una bonificación especial no imponible, a los funcionarios académicos, no académicos, profesionales y directivos, que se desempeñen en dichos planteles en calidad de planta o a contrata, siempre que laboren en la I, II, XV o XII regiones y mientras se desempeñen en ellas.

Los montos consignados en el proyecto de ley corresponden a la suma total de los montos individuales convenidos con los gremios  por el número de funcionarios por ellos informados en cada uno de los planteles respectivos.
La Honorable Senadora señora Matthei planteó tener dudas sobre la renovación de la planta de académicos, dado que el incentivo se otorgaría de acuerdo a la remuneración que se considera para efectos de cotizaciones previsionales y muchos de ellos tienen estipendios por un monto superior al mencionado.

El Subdirector de Racionalización y Función Pública de la Dirección de Presupuestos, señor Paris, manifestó que la remuneración que se utiliza para fijar la bonificación es la imponible, sin que rija el tope de la remuneración que se considera para efectos de cotizaciones previsionales. 

La Honorable Senadora señora Matthei señaló que debe aclararse durante la discusión si la referencia a las remuneraciones imponibles que se hace en el inciso segundo del artículo 2º hace que opere o no el referido límite considerado para efectos de las cotizaciones previsionales.

El Subdirector de Racionalización y Función Pública, señor Paris, sostuvo que de 4.532 cupos asignados para la referida bonificación, un 60% de quienes pueden acceder a ella son académicos.

La Honorable Senadora señora Matthei observó que la iniciativa legal no incluye una norma como la del artículo séptimo transitorio de la ley Nº 20.212 que autorice que las mujeres puedan acceder al beneficio hasta el final del período contemplado por el mismo, lo que les permite trabajar más allá de los 60 años incrementando considerablemente sus pensiones.

El Honorable Senador señor García comentó que con ocasión de la caída de los fondos previsionales se ha aconsejado esperar un tiempo para jubilar de forma que puedan recuperarse las pérdidas sufridas, por lo que quizás el plazo para hacer efectivo el retiro debiera ser un poco más extenso.

A continuación, la Comisión recibió al Presidente del Consorcio de Universidades del Estado de Chile (CUECH), señor Zolezzi, quien expresó respaldar el presente proyecto que nace del trabajo hecho al interior del Consorcio que representa y que fue concordado y socializado con las agrupaciones que representan a los funcionarios de las universidades y con el Gobierno.

Señaló que las universidades estatales no tienen facultades para indemnizar por retiro a sus funcionarios o hacer provisiones con el mismo fin, y tratándose de funcionarios públicos hace que sea muy difícil renovar las dotaciones, lo que es especialmente delicado tratándose de los académicos.

Agregó que la remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la imponible de cada beneficiario, sin descuentos excepcionales y sin considerar el límite impuesto para efectos de cotizaciones previsionales. 

Añadió que el proyecto tiene un fundamento de equidad con relación a las universidades estatales, porque éstas se encuentran muy limitadas en su manejo administrativo y de inversiones por leyes fiscales sin que el Estado asigne fondos adicionales para suplir dichas limitaciones.

La Honorable Senadora señora Matthei reiteró su observación referida al requisito de la edad de las mujeres para postular al beneficio.

El Presidente del CUECH, señor Zolezzi, manifestó estar de acuerdo en que se posibilite que las mujeres puedan acceder al beneficio hasta el final de la vigencia del mismo, y respecto de las pérdidas de los fondos de pensiones, señaló que las personas en edad de retirarse tienen su dinero en los Fondos D y E que son los menos afectados por las bajas, y destacó la necesidad de que no se alarguen los plazos para que se produzcan los retiros dado que para las universidades la bonificación es un instrumento de gestión fundamental que pierde su efectividad si ellos se extienden.

A continuación, la Comisión recibió a los representantes de las agrupaciones de funcionarios de las universidades estatales.

El Presidente de la Federación de Asociaciones de Funcionarios de la Universidad de Chile (Fenafuch), señor Abarca, expresó su conformidad con el proyecto en discusión, y la única observación sobre el mismo es respecto del plazo de 180 días, que contempla el artículo 6º, para hacer efectivo el retiro, que no coincide con el plazo de un año otorgado en la ley Nº 20.305, que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones.

El Presidente de la Federación Nacional de Trabajadores de Universidades Estatales de Chile (Fenafuech), señor Arriagada, señaló que las distintas Federaciones que agrupan a los funcionarios de las universidades trabajan como Confederación respecto del proyecto en discusión dada la importancia que tiene para sus asociados.

Agregó que la ley permitirá la renovación de los cuadros académicos, compartió la observación planteada precedentemente sobre el plazo de 180 días que contempla el artículo 6º, y destacó que, de acuerdo al artículo 4º, la diferencia entre los montos que recibirán como bonificación adicional los profesionales, directivos y académicos, respecto de quienes no lo son, es demasiada, y debió contemplarse un tramo intermedio para los técnicos.

La Presidenta de la Agrupación Nacional de Trabajadores de Universidades Estatales (Antue), señora Garrido, manifestó que si bien quisiera que se efectuaran algunos perfeccionamientos, como aumentar el monto en Unidades de Fomento del artículo 4º, desean que el proyecto se apruebe lo antes posible.

La Vicepresidenta Primera de Antue, señora Álvarez, indicó que agradecía el apoyo de los parlamentarios de la región de Magallanes donde trabaja, y que estaban conformes con el 99% del contenido de la iniciativa, faltando sólo una mejor distribución de los montos y que coincida el proyecto con lo dispuesto por el Protocolo de Acuerdo firmado por representantes del Gobierno y de las agrupaciones de funcionarios.

El Presidente de la Asociación Norte de Funcionarios de la Universidad Arturo Prat (Anfunap), señor Núñez, señaló que los funcionarios que trabajan en zonas extremas requieren con urgencia de la aprobación del proyecto, debido a que la bonificación especial contemplada por el artículo 12 se ligó a esta iniciativa, lo que significó que los funcionarios de las llamadas zonas extremas perdieran los bonos correspondientes a los años 2008 y 2009.

El Tesorero de Fenafuech, señor Peña, solicitó que se aclare que la bonificación del artículo 12, referido como de zonas extremas,  tiene el carácter de permanente, y consultó si es posible discriminar en los montos que reciben los distintos funcionarios.

Se hizo presente que se ha dictaminado que es posible hacer diferenciaciones entre personas con diferentes calidades funcionarias, lo que no es posible es discriminar entre personas pertenecientes a un mismo escalafón o calidad.

En la siguiente sesión, la Comisión recibió a los representantes de la Federación de Asociaciones de Académicos de las Universidades Estatales de Chile (Fauech), cuyo Presidente, señor Seguel, expuso que si bien es cierto que el proyecto nace para posibilitar la renovación de la planta académica y abordar el daño previsional sufrido por los funcionarios, no están de acuerdo con el plazo de 180 días para hacer efectivo el retiro del funcionario, más aun considerando que el plazo para lograr el reemplazo de un académico es de varios años.

Respecto del artículo 9º, que faculta a que las universidades constituyan, a partir del año 2012, un fondo para otorgar un beneficio compensatorio por retiro, señaló que dicho beneficio será muy bajo en relación al que otorga el presente proyecto de ley.

Asimismo, consideró que la edad límite de 73 años contemplada para quienes sean recontratados por tratarse de académicos de excelencia, constituye una presión indebida respecto de quienes todavía se encontrarán en condiciones de entregar conocimientos de alta calidad.

Finalizó señalando que se requiere el aumento del plazo establecido en el artículo 6º del proyecto, de 180 días a 2 años, porque de lo contrario la mayor parte de los académicos en condiciones de retirarse no lo hará.

La representante de Fauech, señora Gavilanes,  sostuvo que los artículos 9º, 10 y 11, muestran que el Estado continúa distanciándose de la Educación Superior, además que no se enmienda el modelo educativo no planificado ante el que nos encontramos, y no se toma en cuenta que la formación de académicos requiere de plazos prolongados que no se condicen con los 180 días para hacer efectivo el retiro que contempla el artículo 6º.

El representante de Fauech, señor Villouta,  expresó que el problema de las universidades estatales debe analizarse en una perspectiva de largo plazo, en que debe tenerse presente que sólo tres leyes anteriores le han quitado a las referidas universidades los recursos que ahora se le restituyen con este proyecto.

Observó que en el proceso de desvinculación de académicos, si se retiran 50 especialistas en física y 60 en química se causará un daño de lenta recuperación a las instituciones. Asimismo, solicitó que se modifique la referencia de la letra a) del artículo 8º al “personal académico de la más alta jerarquía”, para dejar explícitamente establecido que los académicos que sean recontratados lo serán por necesidades de las distintas escuelas y departamentos y no sólo por una decisión del Rector.

El Presidente de Fauech, señor Seguel, señaló que el problema del financiamiento y de la calidad de la educación de las universidades es muy delicado y no pasa sólo por los números sino también por considerar a la comunidad y el espíritu propio de cada plantel.

La representante de Fauech, señora Godoy, indicó que para el adecuado reemplazo de los académicos que se retiren se requiere un plazo mayor al establecido por el proyecto, más todavía considerando que la tasa de reemplazo de muchos de ellos sólo llega al 20% y las condiciones económicas actuales no son favorables. 

Además, planteó que respecto de las mujeres se requiere una flexibilización del requisito de edad para que puedan optar al beneficio hasta los 65 años.

El representante de Fauech, señor Salas, manifestó que el proyecto debiera aclarar que la remuneración que se considera para el cálculo del beneficio no está sujeta a topes o limitaciones, para que no quede sujeta a un dictamen de la Contraloría General de la República como ocurrió con la ley Nº 20.044.

El Honorable Senador señor Ominami sostuvo que considerando que el proyecto ingresó al Congreso Nacional en el mes de abril del presente año podría estudiarse la extensión del referido plazo de 180 días para hacer efectivo el retiro, dada la situación actual y la posibilidad cierta de que los funcionarios no opten por el retiro.

El Honorable Senador señor Letelier consultó a qué se refiere la recontratación de la que han hablado los representantes de Fauech. 

La representante de Fauech, señora Godoy, señaló que se refieren a la posibilidad de recontratar a los académicos que opten por el retiro por un total de 12 horas atendidas las necesidades de las Facultades.

Sometido a votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señora Matthei y señores Escalona, García y Sabag.
- - -
INFORME FINANCIERO





El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 6 de abril de 2009,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“1.- El presente Proyecto de Ley tiene por objeto facultar a las universidades estatales del país, para establecer ciertos mecanismos de incentivo al retiro de sus funcionarios, con el objeto de renovar sus plantas de personal académico y no académico.

En tal sentido se faculta a las universidades para que hasta el 31 de diciembre de 2011, concedan, con cargo a sus recursos, una bonificación por retiro voluntario a sus funcionarios que tengan la edad para jubilar, en las condiciones que establece el Proyecto.

Asimismo, faculta a dichas universidades para que en el mismo período puedan contratar uno o más empréstitos con el objeto exclusivo de financiar el beneficio antes señalado, por lo que dicha bonificación no representa mayor gasto fiscal.

2.- El artículo 4° del Proyecto establece que el personal a que se refiere el punto anterior, que se encuentre afiliado al sistema de Pensiones establecido en el Decreto Ley N° 3.500, de 1980, y cotice o hubiere cotizado en dicho sistema, tendrá derecho, por una sola vez, a una bonificación adicional, de cargo fiscal. Esta bonificación será equivalente a 395 UF para el personal no académico y de 935 UF para el personal profesional, directivo y académico, bajo las condiciones que establece la ley.

El mayor gasto fiscal que representaría esta bonificación adicional se estima en $ 51.110 millones, suponiendo un total de 3.300 funcionarios que alcanzan el beneficio. Este mayor gasto se hará efectivo entre los años 2009, 2010 y 2011, en la medida que los funcionarios accedan al beneficio.

3.- Asimismo, el artículo 12° del Proyecto, establece que las universidades Arturo Prat, Antofagasta, Tarapacá y Magallanes, en uso de las facultades que les confiere el DFL N° 3, de 1980, del Ministerio de Educación, otorgarán a contar del 1 de enero de 2009, una bonificación especial a los funcionarios que trabajan en dichos planteles, siempre que laboren en las regiones I, II, XII y XV. Dicho artículo establece que el fisco contribuirá al financiamiento de esta bonificación en los montos que allí se establecen, para cada universidad.

El mayor gasto fiscal que ello significaría para el año 2009 es de $ 1.480 millones; para el año 2010 $ 1.757 millones, y para los años siguientes el monto del año 2010 incrementado en el mismo porcentaje en que se reajusten las remuneraciones del sector público en el año inmediatamente anterior.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país.
- - -
TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación en general de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Facúltase a las universidades estatales para conceder una bonificación por retiro voluntario a los funcionarios que, desempeñándose en planta o a contrata, hayan prestado servicio en dichos planteles por un período no inferior a cinco años continuos o discontinuos y que, entre la fecha de publicación de esta ley y el 31 de diciembre del año 2011, ambas fechas inclusive, tengan o cumplan 65 o más años de edad si son hombres y 60 o más años de edad, si son mujeres, y comuniquen al Rector del plantel su decisión de renunciar voluntariamente como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas que sirvan en virtud de sus nombramientos o contratos.

La bonificación a que se refiere el inciso anterior sólo podrá ser concedida hasta un máximo de 4.532 cupos.

Las edades exigidas para impetrar la bonificación por retiro a que se refiere el inciso primero podrán rebajarse en los casos y situaciones a que se refiere el artículo 68 bis del decreto ley N° 3500, de 1980, por iguales causales, procedimientos y tiempos computables. 

Los funcionarios que se acojan a lo previsto en el inciso anterior deberán acompañar un certificado otorgado por el Instituto de Normalización Previsional o la Administradora de Fondos de Pensiones, según corresponda, que acredite la situación señalada en el artículo 68 bis del decreto ley N° 3.500, de 1980. El certificado deberá indicar que el funcionario cumple con los requisitos necesarios para obtener una rebaja de la edad legal para pensionarse por vejez, en cualquier régimen previsional, por la realización de labores calificadas como pesadas y respecto de las cuales se haya efectuado la cotización del artículo 17 bis del decreto ley Nº 3.500, de 1980, o certificado de cobro anticipado del bono de reconocimiento por haber desempeñado trabajos pesados durante la afiliación al antiguo sistema conforme al inciso tercero del artículo 12 transitorio de este decreto ley, según corresponda.

Asimismo, podrán acceder a la bonificación por retiro a que se refiere este artículo los funcionarios de las citadas universidades que obtengan o hayan obtenido, entre la fecha de entrada en vigencia de la presente ley y el 31 de diciembre del 2011, ambas fechas inclusive, la pensión de invalidez que establece el decreto ley N° 3.500, de 1980, o que hayan cesado o cesen en sus funciones por declaración de vacancia por salud irrecuperable o incompatible con el desempeño del cargo siempre que, en dicho período, hayan cumplido o cumplan las edades exigidas por el inciso primero de este artículo para impetrar el beneficio. 

Artículo 2°.- La bonificación a que se refiere el artículo anterior será equivalente a un mes de remuneraciones por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, servidos de manera continua o discontinua en la misma universidad, ya sea en planta o contrata, con un máximo de once meses. 

La remuneración que servirá de base para el cálculo de la bonificación será la que resulte del promedio de las remuneraciones mensuales imponibles, que le hayan correspondido al funcionario durante el año 2008, actualizadas según la variación del índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya.

La bonificación a que se refiere el artículo 1° se pagará por la universidad empleadora de una sola vez, al mes siguiente de totalmente tramitado el acto administrativo que la concede.

Artículo 3°.- Autorízase a las universidades estatales para que, durante la vigencia de la facultad a que se refiere el artículo 1°, puedan contratar uno o más empréstitos u otras obligaciones financieras, con el objeto exclusivo de financiar dicho beneficio. 

El servicio de la deuda derivada de los empréstitos u obligaciones financieras que se autorizan contraer por este artículo, deberá hacerse con cargo al patrimonio de la universidad respectiva, y no podrá exceder del plazo de 20 años.

Esta autorización no comprometerá en forma directa o indirecta el crédito o la responsabilidad financiera del Fisco.

La selección de las entidades financieras con las cuales se contraten los empréstitos u otras obligaciones a que se refiere el inciso primero se efectuará mediante licitación pública, sin que ésta quede sujeta a las normas de la ley N° 19.886 y su reglamento.

Artículo 4°.- El personal de las universidades estatales que acogiéndose a la bonificación a que se refiere el artículo 1° de esta ley, se encuentre afiliado al Sistema de Pensiones establecido en el decreto ley Nº 3.500, de 1980, y cotice o hubiere cotizado, según corresponda, en dicho sistema, tendrá derecho a percibir, por una sola vez, una bonificación adicional, la que se concederá hasta un máximo de 3.300 cupos.

Dicha bonificación será equivalente a la suma de 395 unidades de fomento para el personal no académico, ni profesional y de 935 unidades de fomento para el personal profesional, directivo y académico. Para estos efectos se tomará la unidad de fomento vigente a la fecha del pago del beneficio.

Los montos a que se refiere el inciso anterior son para jornadas de cuarenta y cuatro horas semanales, calculándose en forma proporcional a la jornada de trabajo por la cual esté contratado cada trabajador si esta última fuere inferior.

Con todo, el máximo de horas semanales para calcular el valor de la bonificación adicional será de cuarenta y cuatro, y el personal que esté contratado por una jornada mayor o desempeñe funciones en más de una universidad estatal con jornadas cuya suma sea superior a dicho máximo, sólo tendrá derecho a una bonificación adicional correspondiente a las referidas cuarenta y cuatro horas semanales.

La bonificación a que se refiere este artículo será de cargo fiscal y se pagará de una sola vez, en la misma oportunidad que la que se conceda en virtud del artículo 1° de la presente ley.

Artículo 5°.- Los Rectores sólo podrán acceder a los beneficios a que se refieren los artículos precedentes una vez que haya cesado el período por el cual fueron elegidos, previo cumplimiento de los requisitos que en cada caso se establecen. 

Artículo 6°.- Tanto la bonificación a que se refiere el artículo 1° como la bonificación adicional contemplada en el artículo 4° se concederán sólo en la medida que el personal que cumpla los requisitos para acceder a ellas haga efectiva su renuncia voluntaria al cargo o al total de horas que sirve dentro de los 180 días siguientes al cumplimiento de las edades a que se refiere el inciso primero del artículo 1°. Respecto de quienes a la fecha de publicación de esta ley tuvieren cumplidos o cumplan 65 o más años de edad, en el caso de los hombres y 60 o más años de edad, en el caso de las mujeres, el plazo de 180 días se computará desde la referida publicación.

Si el trabajador no cesa en su cargo dentro de los plazos señalados precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente a dichos beneficios.
El personal que cumpla con los requisitos establecidos para acceder a la bonificación especial por retiro voluntario y a la bonificación adicional a que se refiere el artículo 4°, cuando corresponda, deberá comunicar por escrito al respectivo Rector su decisión de renunciar voluntariamente a su nombramiento o contrato, dentro de los noventa días siguientes al cumplimiento de las edades exigidas para impetrar los beneficios. En esa oportunidad deberá indicar la fecha en que cesarán en funciones, la que en todo caso ha de estar comprendida en el período de 180 días a que se refiere el inciso anterior. 

Tratándose de quienes a la fecha de publicación de la presente ley tengan 65 o más años, en el caso de los hombres, o 60 o más años, en el caso de las mujeres, el plazo de noventa días a que se refiere el inciso anterior se computará desde la fecha de publicación de esta ley.

Artículo 7°.- Tanto la bonificación a que se refiere el artículo 1° como la adicional contemplada en el artículo 4° no serán imponibles ni constituirán renta para ningún efecto legal, y en consecuencia, no estarán afectas a descuento alguno. 

Las referidas bonificaciones serán incompatibles con toda indemnización que por concepto de término de la relación laboral o cese de funciones pudiere corresponder al funcionario, con la sola excepción del beneficio a que se refiere la ley N° 20.305 y del desahucio a que se refiere el artículo 13 transitorio del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, respecto a quienes resulte actualmente aplicable.

Artículo 8°.- El personal que acceda a los beneficios señalados precedentemente no podrá ser nombrado ni contratado, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios, en ninguna universidad estatal durante los cinco años siguientes al término de su relación laboral, a menos que previamente devuelva la totalidad de los beneficios percibidos, expresados en unidades de fomento más el interés corriente para operaciones reajustables, vigente a la fecha del reingreso.

Sin perjuicio de lo anterior, facúltase al Rector para que excepcionalmente y previa aprobación del órgano colegiado superior existente en cada plantel pueda contratar, ya sea a contrata o sobre la base de honorarios a quienes habiendo percibido las bonificaciones a que se refieren los artículos precedentes sean calificados como Académicos de Excelencia.

Para efectos de efectuar la calificación a que se refiere el inciso anterior, cada universidad estatal deberá dictar un Reglamento que regule el procedimiento respectivo. Con todo, dicha calificación deberá sujetarse a los siguientes criterios:

a) Sólo podrá acceder a ella el personal académico de la más alta jerarquía;

b) Deberá ser efectuada por una Comisión de Evaluación del Desempeño o de Jerarquización Académica, integrada por académicos de la más alta jerarquía académica y que tengan el más alto nivel de desempeño en la respectiva institución de educación superior, quienes serán designados por el Rector respectivo, y

c) Deberá informarse anualmente, durante el período de vigencia del beneficio a que se refiere el artículo 1°, al Ministerio de Educación los académicos que reciban esta calificación.

Quienes sean contratados en virtud de la facultad a que se refiere el inciso segundo sólo podrán serlo por un máximo de 12 horas semanales en el evento que se dediquen exclusivamente al desempeño de labores docentes, o hasta un máximo de 22 horas semanales, si adicionalmente dichos académicos desarrollan labores de investigación. Estos contratos podrán ser renovados, previa evaluación anual de desempeño. Con todo, dichas contrataciones sólo podrán efectuarse hasta que el referido personal cumpla 73 años de edad.

Artículo 9°.- Facúltase a las universidades estatales para que, a contar del 1 de enero de 2012, puedan establecer, con cargo a sus recursos propios, un beneficio compensatorio equivalente a un mes de remuneraciones imponibles por cada año de servicio y fracción superior a seis meses, con un máximo de once meses, respecto del personal no académico, profesional, directivo y académico, sea que sirvan sus cargos en calidad de planta o a contrata, siempre que presente su renuncia voluntaria como funcionarios de la universidad, respecto del total de horas que sirvan en virtud de sus nombramientos o contratos dentro de los 180 días siguientes al cumplimiento de los 65 años de edad, en el caso de las hombres y 60 años de edad, si son mujeres. Con todo, los funcionarios quedarán sujetos, para efectos de solicitar el beneficio compensatorio, a lo establecido en el inciso final del artículo 6° de la presente ley.

Si el trabajador no cesa en su cargo dentro del plazo señalado precedentemente, se entenderá que renuncia irrevocablemente a la compensación a que se refiere el inciso anterior.

La remuneración que servirá de base para el cálculo del beneficio compensatorio será la que resulte del promedio de las remuneraciones mensuales imponibles, que le hayan correspondido al funcionario durante los doce meses anteriores al cese de funciones, actualizadas según la variación del índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya.

El beneficio compensatorio a que se refiere este artículo se pagará por la universidad empleadora de una sola vez, al mes siguiente de totalmente tramitado el acto administrativo que la concede.

A quienes accedan al beneficio compensatorio a que se refiere este artículo les serán aplicables las normas establecidas en el artículo 8° de la presente ley. 

Artículo 10.- Autorízase, a contar de los doce meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, a las universidades estatales a constituir un fondo destinado a incrementar el beneficio compensatorio a que se refiere el artículo anterior. Contra dicho fondo sólo se podrán girar recursos destinados a contribuir a incrementar el beneficio compensatorio a que se refiere el artículo anterior y se financiará con los siguientes aportes:

a) Un aporte del 0,8% de la remuneración mensual imponible de cada funcionario, que será de cargo de la universidad estatal respectiva.

b) Un aporte del 0,65% de la remuneración mensual imponible de cada funcionario, que será de cargo del propio funcionario.

La administración del fondo estará a cargo de una o más personas jurídicas de derecho privado que tendrán por objeto la administración del fondo, la inversión de sus recursos y los giros que se dispongan de conformidad a este artículo.

El servicio de administración del fondo será adjudicado mediante licitación pública, la que no estará sujeta a las disposiciones de la ley N°19.886 y su reglamento. La licitación y adjudicación del fondo se regirá por las normas de la presente ley y por las respectivas bases de licitación.

El monto del incremento a que se refiere este artículo será equivalente a los aportes hechos para cada funcionario y por su respectivo plantel universitario más los intereses y reajustes proporcionales logrados por la administración del fondo. 

A través de un reglamento interno dictado por cada universidad se regularán los aspectos relativos al funcionamiento del fondo, al procedimiento y modalidad de otorgamiento de este beneficio y, en general, toda otra norma necesaria para la correcta aplicación de este artículo. 

Artículo 11.- Serán aplicables al beneficio compensatorio a que se refiere el artículo 9° y el incremento consignado en el artículo anterior las normas del artículo 7° de esta ley.

Artículo 12.- En uso de las facultades que les confiere el decreto con fuerza de ley N° 3, de 1980, del Ministerio de Educación, las universidades estatales de Arturo Prat, Antofagasta, Tarapacá y Magallanes otorgarán, a contar del 1 de enero de 2009, una bonificación especial no imponible, a los funcionarios académicos, no académicos, profesionales y directivos, que se desempeñen en dichos planteles en calidad de planta o a contrata, siempre que laboren en la I, XV, II o XII Regiones y mientras se desempeñen en ellas.

El Fisco contribuirá al financiamiento de tal bonificación incluyendo en la Ley de Presupuestos de cada año, los siguientes montos de recursos a transferir a dichas universidades, calculados sobre la base de los antecedentes del año 2008:






    Miles de $

Universidad

Año 2009


 Año 2010

Arturo Prat

363.160

  437.680

De Antofagasta

362.064

  436.260

De Magallanes

391.227

  445.176

De Tarapacá

363.160

  437.680

A contar del año 2011 los montos fijados para el 2010 se reajustarán cada año en el mismo porcentaje en que se hayan reajustado las remuneraciones del sector público en el año inmediatamente anterior.

La bonificación se pagará en cuatro cuotas iguales, las que vencerán el día 1 de los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. Los montos a percibir serán proporcionales a los meses completos efectivamente trabajados en el trimestre respectivo y serán pagados a los beneficiarios que se desempeñen en jornadas de 44 horas semanales, calculándose los mismos en forma proporcional a su jornada de trabajo si esta fuere menor.

Para determinar los impuestos a que se encuentre afecta la bonificación, se distribuirá su monto en proporción a los meses que comprenda el período que corresponda y los cuocientes se sumarán a las respectivas remuneraciones mensuales.

La bonificación correspondiente a los trimestres completos transcurridos a la fecha de publicación de la presente ley se pagará de manera retroactiva, junto con las remuneraciones correspondientes al mes siguiente a la entrada en vigencia de la presente ley.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero transitorio.- Excepcionalmente, el plazo establecido en el artículo primero transitorio de la ley Nº 20.305 para impetrar el beneficio contemplado en dicha norma, se computará para el personal que tenga derecho a acceder a las bonificaciones a que se refieren los artículos 1º y 4º de la presente ley desde la entrada en vigencia de esta última.

Artículo segundo transitorio.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de los artículos 4° y 12 de la presente ley durante su primer año de vigencia se financiará con cargo a la Partida Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del año respectivo.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 30 de junio, 7 y 8 de julio de 2009, con asistencia de los Honorables Senadores señora Evelyn Matthei Fornet (Presidenta) y señores Camilo Escalona Medina, José García Ruminot, Carlos Ominami Pascual y Hosaín Sabag Castillo. 


Sala de la Comisión, a 8 de julio de 2009.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES CANTERO, HORVATH, ORPIS, PROKURICA Y ROMERO, MEDIANTE LA CUAL INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE REGULA ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DE EMPRESAS QUE SEÑALA

(6602-06)

Honorable Senado:

A propósito del reclamo por denegación de acceso a la información pública presentado al Consejo para la Transparencia, en contra de la Empresa de Ferrocarriles del Estado (EFE), se ha hecho evidente la necesidad de modificar la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública.
La Ley sobre Acceso a la Información Pública (LAIP), que regula el principio de transparencia de la función pública y el derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración del Estado, establece en el artículo 2° su ámbito de aplicación, señalando que "También se aplicarán las disposiciones que esta ley expresamente señale a las empresas públicas creadas por ley y a las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio.".
A su vez, el artículo décimo establece que el principio de la transparencia de la función pública consagrado en la Constitución y en la LAIP es aplicable a las empresas públicas creadas por ley y a las empresas del Estado y a las sociedades en que éste tenga participación accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio, tales como TVN, ENAMI, EFE, CODELCO o Banco Estado, aun cuando la ley respectiva disponga que es necesario mencionarlas expresamente para quedar sujetas a las regulaciones de otras leyes.
De esta forma, las empresas públicas están obligadas a mantener en sus sitios electrónicos, los antecedentes actualizados que en la norma se señalan, tales como marco normativo, estados financieros, entre otros.
El Consejo para la Transparencia resolvió que, tratándose de las empresas públicas, las disposiciones de la ley N° 20.285 que permiten reconocerle competencia al Consejo corresponden, en forma exclusiva, a las disposiciones que le son aplicables en conformidad al artículo 2° inciso tercero de la LAIP, es decir, a las que "esta ley expresamente señale", las que no serían otras que las contenidas en el artículo décimo, referidas a las normas sobre transparencia activa.
De esta manera, la competencia del Consejo para la Transparencia sobre las empresas públicas creadas por ley está radicada y restringida a la promoción, fiscalización y sanción de las referidas normas sobre transparencia activa. En definitiva, el Consejo declaró su incompetencia para conocer de las reclamaciones de amparo al derecho de acceso a la información en contra de las resoluciones denegatorias emanadas de EFE, y en tal sentido, de las resoluciones denegatorias de todas las empresas públicas creadas por ley y las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio.
Sin perjuicio de lo anterior, de ninguna manera puede entenderse que las empresas públicas creadas por ley y las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio, se encuentran excluidas de la aplicación del principio de la transparencia pública.
El principio de transparencia pública, al tener una consagración constitucional, en el artículo 8° de la Carta Fundamental, tiene una aplicación general y obligatoria respecto de todos los órganos, instituciones y personas.
La función pública se debe ejercer con transparencia, es decir, respetando y cautelando la publicidad de los actos, resoluciones y procedimientos y documentos de la Administración, así como la de sus fundamentos y facilitando el acceso de cualquier persona a esa información, principio que obliga a todas las autoridades y funcionarios de la Administración del Estado.
Y, tal como lo reiteró expresamente la Corte Suprema, a propósito del Banco Estado, las empresas públicas forman parte de la Administración del Estado y, por lo tanto, se les aplica plenamente el principio de transparencia.
Por lo tanto, hoy nos encontramos en una situación en que, si bien las normas sobre transparencia activa y pasiva se aplican a las empresas públicas, en el caso que aquéllas denieguen la entrega de información a los ciudadanos, no existe la posibilidad de reclamar ante un órgano autónomo, como es el Consejo para la Transparencia, conforme a un procedimiento especial y expedito.
Contar con un eficiente sistema de fiscalización, acompañado de mecanismos que garanticen la transparencia, respecto de los órganos de la Administración del Estado, es esencial si queremos un verdadero Estado democrático de Derecho. El formar parte de la Administración del Estado, sin perjuicio de estar dotado de mayor o menor grado de autonomía, no puede ni debe implicar estar exento de la aplicación de herramientas de control.
Mientras mayor sea la disponibilidad de información por parte de los ciudadanos respecto de las actuaciones y decisiones que realizan los órganos de la Administración del Estado, mayores opciones tenemos de lograr una eficiente gestión pública, evitando caer en actos o comportamientos corruptos.
Así, entendiendo y valorando el beneficio de contar con una Ley sobre Acceso a la Información Pública, las empresas públicas no pueden quedar ajenas a este cambio legal, institucional y cultural.
Sin pretender que la divulgación de información de las empresas públicas se transforme en una desventaja frente a la competencia, debemos establecer los mecanismos que permitan a los ciudadanos conocer y fiscalizar a las empresas que nos pertenecen a todos y cada uno.
Por estas razones, se propone modificar la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública, haciendo aplicable a las empresas públicas creadas por ley y a las empresas del Estado y sociedades en que éste tenga participación accionaria superior al 50% o mayoría en el directorio, las normas sobre el derecho de acceso a la información de los órganos de la Administración Pública, incluida la facultad de recurrir ante el Consejo para la Transparencia ante la denegación a la solicitud de información.
PROYECTO DE LEY
Artículo Único.- Agrégase en el artículo décimo de la ley N° 20.285, de 2008, sobre Acceso a la Información Pública, el siguiente inciso final nuevo:
"El acceso a la información de las empresas a que se refiere este artículo se regirá por las normas contenidas en el Título IV de la Ley de Transparencia de la Función Pública y Acceso a la Información de la Administración del Estado.".
(Fdo.): Carlos Cantero Ojeda, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Sergio Romero Pizarro, Senador.- 
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y LETELIER, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE UN PROCEDIMIENTO DE EXENCIÓN DE MULTAS POR INFRACCIONES A LA LEY DE TRÁNSITO CUANDO ÉSTAS FUERAN CURSADAS A ANTERIORES DUEÑOS DEL RESPECTIVO VEHÍCULO

(6603-15)

Honorable Senado:

Cada año miles de personas adquieren diversos tipos de vehículos usados, los cuales representaron, según la Cámara Nacional de Comercio Automotriz, el 69% de las ventas totales de vehículos en el país durante el año 2008. Este fenómeno se ha acentuado debido a la crisis económica mundial, la que provoca que las personas, por ahorrar, se decidan en definitiva por la adquisición de un vehículo de segunda mano, postergando, al menos temporalmente, la compra de uno nuevo.
Sin embargo, en numerosas ocasiones, dichos adquirientes se encuentran posteriormente con la desagradable sorpresa que al concurrir a renovar sus permisos de circulación, se ven impedidos de hacerlo, ya que el dueño anterior tiene diversos partes, multas e infracciones sin cancelar.
Esta situación se debe principalmente a que existe un grave desfase desde el momento en que se cursa un parte - especialmente aquellos denominados empadronados - y que se procede al cobro del mismo, debido entre otras cosas, al exceso de trabajo de los Juzgados de Policía Local de cada comuna, a lo que hay que agregar la mala fe de algunas personas que nunca han tenido la intención de cancelarlas, y que ven en la venta del vehículo, su liberación de las mismas. Multas que en algunos casos alcanzan montos que pueden superar el precio de venta del propio vehículo o un porcentaje importante de su valor.
A mayor abundamiento, el propio Registro Nacional de Multas No Pagadas no se encuentra al día en sus anotaciones a causa de ese mismo desfase y otros problemas de índole de administrativo, por lo que es imposible que la persona que adquiere un vehículo pueda obrar con diligencia y comprobar fehacientemente que su anterior dueño no tiene multas pendientes antes de efectuar la compraventa.
Es así como existe un perjuicio evidente a personas que, obrando confiado en la rectitud de su contraparte, y sin posibilidad de verificarla, se ven en la necesidad de pagar multas que no fueron cursadas por su negligencia, sino por la de su anterior dueño, para poder circular por la vía pública con la patente al día. Esta situación que no sólo es reprochable moralmente, sino que también, se ve en contradicción con la máxima de la lógica de que sólo se responde por los actos propios y con el principio general del derecho de la buena fe, que impone a los contratantes el deber de comportarse correcta y lealmente en sus relaciones mutuas, y que además, implica la consciencia de haber adquirido el dominio de la cosa por medios legítimos, exentos de fraude y de todo otro vicio. Por otro lado, no se puede admitir que el vendedor, a sabiendas de que su vehículo tenía multas sin pagar, pueda aprovecharse de la existencia de un mecanismo poco expedito para verificar su existencia para eludir en la práctica su responsabilidad.
PROYECTO DE LEY
Artículo primero: Agréguese el siguiente artículo a la ley 18.287, que establece el procedimiento ante de los Juzgados de Policía Local:
"Artículo 24 Ter: Sin perjuicio de lo establecido en los artículos anteriores, el adquirente de un vehículo con deudas por concepto de multas cursadas por infracciones a la Ley de Tránsito, podrá acercarse al Juzgado de Policía Local correspondiente para hacer presente esta situación, acreditando que las infracciones son de un periodo anterior a la fecha en que se ha concretado la transferencia, entregando, además, los datos necesarios que posea del anterior dueño para que pueda perseguirse su responsabilidad por las mismas de parte de la autoridad.
Asimismo, posteriormente podrá acercarse al Registro Nacional de Multas no Pagadas para que, sin cobro de derecho alguno, se le borre del mismo una vez que el Juzgado de Policía Local lo ha estimado procedente mediante copia resolución autorizada por funcionario competente; copia que también servirá para los efectos de su presentación a la Municipalidad respectiva donde se pretenda sacar permiso de circulación en caso que corresponda, la cual deberá proceder a aceptar el pago de la patente al nueva dueño del vehículo".
(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- 
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO Y LETELIER, REFERIDO AL OTORGAMIENTO DE UN CRÉDITO ESPECIAL PARA ALUMNOS DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR CUYAS DEUDAS LES IMPIDEN TITULARSE

(S 1187-12)

Honorable Senado:

1.- Que cada año un número importante de alumnos de la educación superior terminan sus estudios, dando inicio a su proceso de titulación.
2.- Que debido a que muchos de estos alumnos mantienen deudas con sus universidades, institutos y otras instituciones de la educación superior, se ven imposibilitados de obtener su título profesional, ya que para obtenerlo, se les exige estar al día en sus pagos.
3.- Que estas deudas afectan principalmente a alumnos de escasos recursos, que por no haber obtenido créditos que cubran totalmente los aranceles de sus carreras, han debido contraerlas directamente con la institución en la cual estudian.
4.- Que esta situación genera un "circulo vicioso", ya que por tener deudas, no pueden titularse, y por tanto, no pueden acceder a un trabajo profesional para cancelarlas.
5.- Que a razón de lo mismo, numerosos alumnos deben dejar de lado finalmente su titulación, perdiendo así todo el esfuerzo que junto a sus familias realizaron para poder estudiar. Situación que además dificulta posteriormente el pago de los créditos que obtuvieron de parte del Estado para cancelar parte de los aranceles.
6.- Que el Estado no puede obviar esta situación que afecta a un número importante de estudiantes de la educación superior, sino muy por el contrario, debe buscar una solución justa y realista.
7.- Que esta solución pasa porque el Estado cree un nuevo crédito destinado exclusivamente a cancelar las deudas que impiden que estos estudiantes de escasos recursos puedan finalmente titularse. Crédito que deberá ser cancelado posteriormente en los mismos términos que los otros créditos para la educación superior que otorga o avala el Estado.
8.- Que por los motivos anteriormente expuestos, los Senadores firmantes solicitamos a este Honorable Senado que apruebe el siguiente Proyecto de Acuerdo:
PROYECTO DE ACUERDO
"Solicitar a Su Excelencia la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet, si lo tiene a bien, instruya al Ministro de Hacienda, señor Andrés Velasco, y a la Ministra de Educación señora, Mónica Jiménez de la Jara; con el fin que estudien la posibilidad de implementar un crédito especial destinado exclusivamente a cancelar las deudas que algunos alumnos de la educación superior tienen con sus planteles las cuales les impiden titularse.

(Fdo.): Jaime Naranjo Ortiz, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador
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